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El alto nivel de desigualdad en Colombia es una limitación fundamental para el crecimiento 
económico y el progreso social. El país tiene uno de los niveles más altos de desigualdad de 
ingresos en el mundo; el segundo más alto entre 18 países de América Latina y el Caribe (ALC), 
y el más alto entre todos los países de la OCDE. Las disparidades entre los ingresos en los adul-
tos surgen de las brechas que se abren desde la vida temprana para las oportunidades de alta 
calidad en desarrollo infantil, educación y servicios de atención médica. La desigualdad en el 
acceso a empleos de calidad amplifica aún más estas brechas, lo que convierte a Colombia en 
uno de los países donde las desigualdades son más persistentes entre generaciones. La des-
igualdad de larga data entre las regiones se superpone con las grandes brechas en el bienestar 
entre los afrodescendientes e indígenas colombianos y el resto de la población. La pandemia 
por el COVID-19 ha amplificado aún más las disparidades existentes y amenaza con tener efec-
tos negativos prolongados; pero este es solo uno de los muchos posibles choques extremos, 
incluidos los trastornos relacionados con el cambio climático, que podrían ampliar sustan-
cialmente las brechas de desigualdad. Las políticas tributarias y de transferencias actuales, en 
el mejor de los casos, solo tienen un impacto positivo modesto sobre estos desequilibrios, por 
lo que es evidente que existe un amplio potencial para mejorar el papel redistributivo de la 
política fiscal en Colombia. Las reformas de políticas en muchas áreas podrían ayudar a trazar 
un futuro más equitativo para el país.

Hallazgos clave 

Resumen ejecutivo

D E S T A C A D O  1 . 

Colombia es uno de los países más desiguales del mundo. 
La desigualdad de ingresos en Colombia es la más alta entre todos los países de la OCDE y la 
segunda más alta entre 18 países de ALC.1 El coeficiente Gini del ingreso del hogar (una me-
dida estándar de desigualdad) alcanzó 0,53 en 2019, después de pagar impuestos y recibir 
transferencias. A modo de comparación, el coeficiente de Gini del país más equitativo de la 
OCDE, la República Eslovaca, fue 0,24. Los ingresos del 10 % de la población más rica de los 
colombianos es once veces mayor que la del 10 % más pobre. Nuevamente, a modo de com-
paración, en la República Eslovaca, el 10 % de la población más rica gana tres veces más que el 
10 % más pobre. El impacto económico del COVID-19 ha aumentado aún más la desigualdad, 
empujando el coeficiente de Gini hasta 0,54 en 2020 y arrastrando a alrededor de 3,6 millones 
de personas más a la pobreza.

También existen grandes desigualdades entre diferentes grupos poblacionales. Una mujer en 
Colombia tiene 1,7 veces más probabilidades de estar desempleada que un hombre.2 Un indí-
gena colombiano recibe en promedio dos años menos de escolaridad que otros colombianos, 
y un afrocolombiano tiene el doble de probabilidad de vivir en un barrio pobre. Dos tercios de 
los hijos de migrantes desde Venezuela no están matriculados en colegio, en comparación con 
menos de una décima parte de los no migrantes.

Sorprendentemente, la desigualdad en Colombia se extiende más allá de los aspectos mate-
riales de los medios de vida. Los colombianos con menos educación, la población rural y los 
desempleados o pobres tienen muchas menos probabilidades de considerarse felices.

Las desigualdades también persisten entre generaciones. Los niños en Colombia enfrentan 
perspectivas de vida muy diferentes, debido a las circunstancias en las que nacen: es proba-
ble que un hijo de un padre con bajos ingresos gane menos que un hijo de un padre con altos 
ingresos. Entre un grupo de 75 países, la transferencia de la brecha de ingresos de una gene-
ración a la siguiente en Colombia es la más arraigada (Narayan et al. 2018).3

Reducir las desigualdades no es solo un objetivo por motivos morales, también tiene un buen 
sentido económico. Abordar las desigualdades puede conducir a una fuerza laboral mejor 
preparada, más capacitada y productiva; un crecimiento económico más fuerte y sostenible, y 
una cohesión social más estrecha. Por ejemplo, se estima que, para 2050, cerrar las brechas de 
género en la participación en la fuerza laboral y la educación aumentaría el PIB per cápita de 
Colombia en un 14% (Devadas y Kim, 2020). Una sociedad más igualitaria significaría mejores 
vidas para todos.

D E S T A C A D O  2 . 

Las desigualdades comienzan en la vida temprana, con brechas 
en la educación y la atención médica. 
En Colombia, las desigualdades afectan a las personas desde el comienzo de sus vidas de una 
manera que tiene consecuencias en la acumulación de capital humano y, por lo tanto, en las 
oportunidades disponibles al momento de ingresar al mercado laboral u obtener ingresos.

Primero, las oportunidades de aprendizaje no son las mismas para todos los niños en Colom-
bia. Las poblaciones afrocolombianas e indígenas pierden el equivalente a 4,7 y 4,5 años de 
educación, respectivamente, al ajustar los años de escolaridad con los resultados reales de 
aprendizaje, cifras que superan lo que otros grupos pierden en un año completo o más. Las 
brechas entre la escolarización y el aprendizaje están relacionadas en gran medida con las di-
ferencias en la calidad de los docentes y la forma en que los docentes se asignan a los colegios.

Además, a pesar de una expansión sustancial en los seguros de salud en los últimos años, 
existen grandes diferencias en el acceso a una atención médica de alta calidad. Esto contri-
buye a las disparidades en los resultados: los niños más pobres tienen tasas de retraso en el 
crecimiento que son tres veces mayores que las de los niños más ricos. Dos factores afectan la 
calidad de la prestación de servicios de salud: (i) las fórmulas actuales para financiar a los pro-
veedores de salud no tienen en cuenta el perfil de riesgo del paciente típico, ofreciendo muy 
pocos incentivos para extender la atención diferenciada a pacientes con diferentes factores 
de riesgo; y (ii) la información sobre la calidad de la prestación del servicio es limitada y no se 
utiliza lo suficiente para planificar y prestar mejor los servicios a nivel local. 

Promover la acumulación de capital humano desde la primera infancia requiere simplificar los 
procedimientos administrativos para que los ciudadanos accedan a los servicios de desarrollo 
de la primera infancia (DPI), introducir un plan de estudios básico para las competencias bási-
cas en todo el sistema educativo y brindar apoyo pedagógico a los maestros sobre las pautas 
del plan de estudios básico. Al mismo tiempo, también requiere fortalecer los vínculos entre la 
educación básica y terciaria, y asegurar la calidad y pertinencia del plan de estudios. En salud, 
el modelo de prestación de servicios debe transformarse en un sistema de atención primaria 
de salud que se adapte a las necesidades locales, y se deben proporcionar acreditación e in-
centivos financieros a las aseguradoras de salud.  

D E S T A C A D O  3 . 

Las disparidades en el acceso a buenos empleos amplían las 
desigualdades en el capital humano.
Solo el 40 % de los colombianos que trabajan tiene empleo en el sector formal, lo que es una 
de las tasas más bajas de ALC. Las estrictas regulaciones laborales y los altos salarios mínimos 
desalientan la creación de empleos en el sector formal, y dejan a la mayoría de los colombia-
nos trabajando en el sector informal. Los trabajos del futuro también pueden estar fuera del 
alcance de muchos, debido a la lenta adopción de nuevas tecnologías entre los grupos desfa-
vorecidos, una barrera que la crisis del COVID-19 ha agravado. De hecho, con una clasificación 
de 109 entre 141 países, Colombia tiene una de las disparidades más grandes del mundo en el 
uso de tecnología entre grupos socioeconómicos: aunque el 73 % de las personas en el 60 % 
superior usa Internet, esa cifra es solo del 53 % entre los del 40 % inferior.4

Más allá de la agenda general de creación de empleo, las políticas para promover mercados 
laborales más inclusivos deben orientar las intervenciones hacia los grupos tradicionalmen-
te excluidos, que han sufrido más retrocesos en la participación económica como resultado 
del impacto del COVID-19. Las políticas para reducir las distorsiones del mercado laboral que 
afectan a estos grupos incluyen hacer contribuciones a la seguridad social proporcionales a 
las horas trabajadas y limitar el crecimiento del salario mínimo a la inflación hasta que alcan-
ce un nivel más favorable a la creación de empleo. Cerrar las brechas entre los grupos también 
exige eliminar las barreras al acceso equitativo a las oportunidades económicas. En género, 
por ejemplo, hay una agenda pendiente para abordar las barreras en la normativa laboral que 
afectan a las mujeres y para aumentar el acceso y la calidad de las guarderías, para que más 
mujeres puedan participar en el mercado laboral.

Hacia la construcción  
de una sociedad equitativa 
en Colombia

D E S T A C A D O  4 . 

Las desigualdades territoriales también son elevadas, lo que deja 
a muchas personas desconectadas de servicios y oportunidades 
fundamentales.
La brecha entre la región más rica y la más pobre de Colombia es más del doble que la de otros 
países de la OCDE5. Las disparidades espaciales se superponen con los grupos de población 
definidos por etnia: los municipios con altas concentraciones de indígenas colombianos tie-
nen persistentemente altos niveles de necesidades básicas insatisfechas, y los afrocolombia-
nos viven predominantemente en las áreas urbanas donde, entre 2005 y 2018, las necesidades 
básicas insatisfechas se mantuvieron por encima de otras ciudades. 

La vivienda e infraestructura inadecuadas son las principales fuentes de desigualdad en las 
ciudades. De los 5,1 millones de hogares con vulnerabilidad habitacional en Colombia6, casi 
4,4 millones se encuentran en áreas urbanas. La desigualdad se ha agravado en los territorios 
más afectados por el conflicto armado, lo que ha intensificado las disparidades en el acceso 
a los factores productivos, en particular a las tierras rurales. Colombia se encuentra entre los 
primeros cinco países más desiguales del mundo, en términos de concentración de tierras 
(Cuesta y Pico, 2020b): el 81 % de la tierra privada se concentra en el 1 % superior de las fin-
cas, el más alto entre los 15 países de la región, y significativamente más alto que el promedio 
regional del 52 % (Guereña, 2017).  

Reducir la desigualdad territorial requiere de políticas que fortalezcan la capacidad técnica y 
el desempeño fiscal de los gobiernos subnacionales, particularmente entre aquellos que es-
tán rezagados y necesitan más apoyo. La expansión de la conectividad, desde las secciones re-
sidenciales de las áreas periurbanas y los municipios más pequeños, hasta la red de carreteras 
terciarias y secundarias, y el refuerzo de los programas de vivienda también pueden aumentar 
el acceso a las oportunidades y reducir las desigualdades. Las políticas deben enfocarse me-
jor en aquellos grupos poblacionales que históricamente han sido segregados (por ejemplo, 
afrodescendientes, comunidades indígenas y, recientemente, migrantes).

D E S T A C A D O  5 . 

Los impuestos y las transferencias hacen poco para abordar las 
desigualdades evidentes. 
En comparación con otros países de la OCDE y ALC, en Colombia los impuestos y las transfe-
rencias hacen poco para reducir la desigualdad de ingresos. Debido a que las deducciones y 
los umbrales tributarios en el impuesto a la renta personal (IRP) son muy altos, las personas 
comienzan a pagarlo solo si sus ingresos son muy altos, aproximadamente cuatro veces el 
ingreso medio. Esto priva al estado de recursos que podrían redistribuirse entre los más po-
bres. Además, las exenciones del impuesto al valor agregado (IVA) y las tasas cero, que están 
destinadas a hacer que el IVA sea menos regresivo, terminan otorgando grandes descuentos 
fiscales a las personas de altos ingresos: más de la mitad (57 %) de los gastos tributarios en IVA 
benefician los tres deciles superiores de la distribución del ingreso. Además, los programas de 
transferencia monetaria y los subsidios al gas, el agua y la electricidad sufren grandes fugas 
hacia los hogares de altos ingresos. Se estima que, según su perfil socioeconómico, más del 65 
% de los hogares que reciben subsidios deberían recibir un subsidio menor o no recibir ningún 
subsidio. Finalmente, el sistema público de pensiones genera subsidios implícitos (y bastante 
generosos) que se acumulan principalmente para los beneficiarios de pensiones elevadas.

Las políticas para aumentar el impacto redistributivo del sistema fiscal incluyen (i) extender 
el IRP a los dos deciles superiores de la distribución del ingreso en el corto plazo, con el ob-
jetivo de extenderlo a la mitad superior de la distribución del ingreso a largo plazo, a medida 
que aumenta el ingreso y la pobreza se reduce significativamente; (ii) reducir la lista de bie-
nes exentos de IVA, lo que podría hacerse de manera paulatina, imponiendo inicialmente una 
tasa baja que va aumentando para dar tiempo a las cadenas productivas (especialmente para 
aquellos bienes que están excluidos del IVA) a adecuar sus precios; y (iii) mejor focalización de 
las transferencias y reducción de las fugas en los subsidios a los servicios públicos. Además, la 
creación de un registro social único dinámico, confiable e integrado puede informar el diseño 
y la implementación de programas de gasto social más efectivos.

D E S T A C A D O  6 . 

Los choques internos y externos obstaculizan el avance hacia la 
igualdad. 
El choque por el COVID-19 aumentó la pobreza en 6,8 puntos porcentuales en 2020, y 3,6 mi-
llones de personas más se volvieron pobres, particularmente en las áreas urbanas. Provocó, 
también, que la pobreza extrema aumentara en 5,5 puntos porcentuales, y dejó a 2,8 millones 
de personas más sin poder cubrir las necesidades alimentarias básicas. La pandemia también 
ha agravado las desigualdades en el capaital humano: se espera que aumente del 53 al 60 % 
la tasa de pobreza en el aprendizaje7 entre los niños de 10 años, si los colegios mantienen un 
programa híbrido de aprendizaje hasta el 2021, o del 63 % si el aprendizaje a distancia conti-
núa durante todo el año.

Sin embargo, el COVID-19 es solo uno de los choques extremos que pueden empeorar las des-
igualdades. Los choques climáticos también lo pueden. Las estimaciones indican que los ho-
gares de los dos quintiles inferiores de la distribución del ingreso sufrirían pérdidas de ingresos 
a causa de los choques del cambio climático que, en promedio, son entre 1,5 y 1,6 veces más 
altas (como porcentaje del ingreso anterior al choque) que las sufridas por el quintil superior. 
Se prevé que los hogares rurales sufrirán pérdidas de ingresos que, en promedio, serán entre 
1,8 y 1,9 veces superiores a las de los hogares urbanos.

Sin embargo, los programas de asistencia social no están diseñados para proteger de manera 
flexible a los hogares contra las crisis, especialmente las relacionadas con el clima, y el con-
siguiente agotamiento de los activos. La falta de un registro social con información dinámica 
y precisa de los hogares, y equipado con herramientas de evaluación de riesgos climáticos, 
limita la capacidad de estos programas para adaptarse a nuevas circunstancias.  

Las opciones de política relacionadas con las políticas de mitigación y adaptación climáticas 
que tienen como objetivo reducir el impacto de los choques climáticos en los más vulnerables 
incluyen (i) fortalecer el Sistema Nacional de Extensión Agrícola, mediante la incorporación de 
criterios de mitigación y adaptación en los planes departamentales de extensión y el desarro-
llo de la capacidad de los proveedores de servicios de extensión agrícola; (ii) consolidar el Sis-
tema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales (Sisbén), registros 
administrativos de asistencia social y otras bases de datos clave en un registro social único 
dinámico, confiable, integrado y equipado con herramientas de evaluación de riesgos climá-
ticos; y (iii) fortalecer la fijación de precios del carbono, mediante la ampliación del impuesto 
al carbono y la introducción de un sistema de comercio de emisiones. 

En la Tabla ES.1 se presenta un conjunto más detallado de opciones de políticas para este y 
otros desafíos, y también se presenta en cada capítulo, con experiencias internacionales rele-
vantes para cada política.

0 0,1 0,2 0,3 0,4 0,5 0,6

República Eslovaca
Republica Checa

Eslovenia
Islandia
Bélgica

Noruega
Dinamarca

Finlandia
Suecia
Austria

Polonia
Países Bajos

Alemania
Hungría
Irlanda

Suiza
Francia
Canadá
Estonia

Grecia
Portugal

Luxemburgo
Australia

España
Italia

Corea
Israel

Letonia
Lituania

Reino Unido
El Salvador

Estados Unidos
Uruguay

Perú
Bolivia

República Dominicana
Argentina (urbana)

Chile
México

Paraguay
Ecuador

Nicaragua
Honduras

Costa Rica
Guatemala

Panamá
Stanta Lucía

Colombia
Brasil

Fuente: Base de datos de desigualdad de ingresos de la OCDE y Laboratorio de Equidad 
del Banco Mundial. 
Nota: Último año disponible. Para la mayoría de los países de la OCDE, los datos son de 
2017 y 2018. Para la mayoría de los países de ALC, los datos son de 2019. Los datos de Gua-
temala y Nicaragua son de 2014. 

BRECHAS EN LAS TASAS DE POBREZA TOTAL, 
ENTRE GRUPOS, %, 2019
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FIGURE 1.3. Differences in Poverty Headcount by Group, 
percentage points, 2019
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LAS DESIGUALDADES COMIENZAN EN LA VIDA TEMPRANA;  
EN LA EDUCACIÓN, LOS RESULTADOS REALES DEL APREN-
DIZAJE DIFIEREN ENORMEMENTE ENTRE GRUPOS ÉTNICOS. 

Brechas de aprendizaje entre grupos étnicos
FIGURA 2.5. Brechas de aprendizaje entre grupos étnicos

FIGURA 2.6. Años de escolaridad y brechas de aprendizaje en
los departamentos
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Fuente: Análisis del Banco Mundial de DANE (2018b) y Puntajes de Pruebas Saber 11 
2019 descargadas de https://www.icfes.gov.co/investigadores-y-estudiantes-posgra-
do/acceso-a-bases-de-datos. 
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Fuente: Análisis del Banco Mundial del Sistema Integrado de Matrícula (SIMAT) (2018); 
DANE (2018a); y Pruebas Saber 9 (2017).

LA CALIDAD DE LOS TRABAJOS, EN TÉRMINOS 
DE FORMALIDAD Y GANANCIAS, ES UNO  
DE LOS MÁS BAJOS EN ALC.

Circa 2018
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Fuente: Estimaciones del autor, basadas en datos de SEDLAC.
Nota: Los datos para Colombia son de 2019. La informalidad se define mediante la definición 
productiva.

FIGURE 3.4a. The Quality of Jobs in Terms of Formality and 
Earnings in LAC, circa 2018

Colombia

Argentina

Bolivia

Brasil

ChileCosta Rica 

Rep. Dominicana 

Ecuador

El Salvador

Honduras

México Panamá

ParaguayPerú

Uruguay

0

10

20

30

40

50

60

70

80

0 1 2 3 4 5 6 7

Fo
rm

al
id

ad
 (p

un
to

s p
or

ce
nt

ua
le

s)

Salario por hora (US$ corrientes)

LAS DESIGUALDADES 
TERRITORIALES SON 
DESTACADAS; LOS TERRITORIOS 
CON UNA ALTA PROPORCIÓN 
DE POBLACIÓN INDÍGENA SON 
TAMBIÉN AQUELLOS CON ALTOS 
NIVELES DE VULNERABILIDAD.

Necesidades básicas 
insatisfechas en 2005 y 
2018; tamaño del círculo 
que muestra la proporción 
de población indígena, por 
municipio 

FIGURE 1.19. Unmet Basic Needs in 2005 and 2018: Indigenous
and Afro-Descendent Populations

Fuente: DANE (2005) y (2018a). El tamaño del círculo muestra la proporción de poblaciones 
indígenas y afrodescendientes, respectivamente, en cada municipio de Colombia; con círcu-
los en gris, aquellas que tienen un porcentaje superior al 0 %, pero inferior al 0,01 %; en 
naranja, aquellas con un porcentaje superior al 0,01 % e inferior al 1 %; y en rojo, aquellas 
ciudades con un porcentaje superior al 1 %. Las ciudades con 0 % no están en el gráfico.
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FIGURE 1.19. Unmet Basic Needs in 2005 and 2018: Indigenous
and Afro-Descendent Populations

Fuente: DANE (2005) y (2018a). El tamaño del círculo muestra la proporción de poblaciones 
indígenas y afrodescendientes, respectivamente, en cada municipio de Colombia; con círcu-
los en gris, aquellas que tienen un porcentaje superior al 0 %, pero inferior al 0,01 %; en 
naranja, aquellas con un porcentaje superior al 0,01 % e inferior al 1 %; y en rojo, aquellas 
ciudades con un porcentaje superior al 1 %. Las ciudades con 0 % no están en el gráfico.
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EL SISTEMA FISCAL TIENE UN 
BAJO IMPACTO REDISTRIBUTIVO; 
POR EJEMPLO, EL NIVEL DE 
INGRESOS EN EL QUE UNA 
PERSONA COMIENZA A PAGAR 
IMPUESTOS ES MUY ALTO.

Nivel de ingresos al que  
los individuos pagan el IRP  
(% del ingreso medio y  
% del PIB per cápita)
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Fuente: Nuñez et al. (2020). Fuente: OCDE. Base de Datos de Ingresos; y Banco Mundial. Indicadores del Desarrollo Mundial. 

FIGURE 1.22. Contribution to Total Collection of Personal Income 
Taxes, by decile of income (percent)

FIGURE 1.23. Income Level at which Individuals Pay the PIT
(% of median income and % of GDP per capita)
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FAMILIAS EN ACCIÓN AYUDA A 
LOS POBRES, PERO UNA GRAN 
PARTE DEL PROGRAMA LLEGA A 
LOS NO POBRES. 

Relevancia y destino de las 
transferencias de Familias 
en Acción, por decil de 
ingresos
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Fuente: Nuñez et al. (2020).

FIGURE 4.22. Relative and Absolute Progressivity of Familias en 
Acción (percent)
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LOS CHOQUES DESCARRILAN EL CAMINO HACIA LA 
REDUCCIÓN DE LA POBREZA Y LA DESIGUALDAD; LAS 
CONSECUENCIAS DEL CAMBIO CLIMÁTICO AFECTARÁN  
A MÁS TRABAJADORES INFORMALES Y MUJERES. 

Efectos salariales en 2050 (porcentaje), con 
respecto al escenario de referencia de alto 
impactoto the baseline, high-impact scenario
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Fuente: Autores, con base en un modelo de equilibrio general. Fuente: Autores, basado en un modelo de equilibrio general.

FIGURE 1.27. People in Pensionable Age by Pension Status and
by Per Capita Income Decile, 2019
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FIGURE 1.28. Aggregate Resources Destined to Pension Benefits
by Income Decile, 2017 
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COEFICIENTE DE GINI DE COLOMBIA, EN RELACIÓN CON OTROS 
PAÍSES, Y BRECHAS EN LAS TASAS DE POBREZA 
Coeficiente de Gini de ingresos, hacia 2018
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T A B L A  E S . 1 . 

Opciones de política para una sociedad  
más equitativa en Colombia
Brecha de equidad 
observada

Factores impulsores de la brecha de equidad Opciones de política Momento de 
implementación

Opciones de política para un acceso más equitativo al capital humano 
Calidad de los servicios de 
salud.

El modelo de prestación de cuidado centrado en el 
hospital es ineficaz para satisfacer las necesidades de 
las poblaciones más vulnerables, con enfermedades 
crónicas que requieren una atención integral y una 
mejor integración de la atención sanitaria y social. 

• Transformar el modelo de prestación de servicios en un modelo basado en la APS, 
adaptado a las necesidades locales.

• Introducir incentivos financieros en el pago de capitación para las aseguradoras de 
salud y los proveedores de atención médica, para mejorar la calidad de la atención y 
lograr mejores resultados de salud en las poblaciones más vulnerables.

• Introducir un sistema de acreditación para las aseguradoras de salud que les exija, en-
tre otras medidas, desarrollar estrategias de gestión de la salud para las poblaciones 
más vulnerables.

• Fortalecer la gobernanza local, informando regularmente datos sobre desigualdades 
en salud a nivel municipal y exigiendo a los municipios que desarrollen planes para re-
ducir las desigualdades en salud y evalúen su progreso anualmente.

Mediano/largo plazo

Desigualdad en el acceso a 
los servicios de DPI del ICBF.

La cobertura limitada de los servicios de DPI del ICBF en 
áreas donde el cuidado infantil privado no está disponi-
ble o no es asequible para las familias más pobres signi-
fica que muchos niños se encuentren en trayectorias de 
baja acumulación de capital humano, con efectos negati-
vos sobre la productividad durante su ciclo de vida. 

En las zonas rurales, la fragmentación de las modalida-
des de servicios de DPI puede estar provocando bre-
chas de calidad en los servicios del ICBF, que también 
afectan la acumulación de capital humano de los niños 
a lo largo de su ciclo de vida.

• Simplificar los procedimientos administrativos para acceder a los servicios de DPI que 
generalmente actúan como barreras de entrada, particularmente en áreas rurales. Esto 
implica: (1) reducir la cantidad de documentos requeridos al verificar la información 
directamente con otras agencias públicas; e (2) integrar los sistemas de información 
del ICBF.  

• Incrementar la oferta de servicios del ICBF en áreas rurales. 
• Definir estrategias de evaluación de la calidad más efectivas para los servicios de DPI. 
• Mejorar la estructura de seguimiento y evaluación de la prestación de servicios de DPI, 

mediante: la simplificación de los formatos actuales basados en indicadores de en-
trada, salida, proceso y resultados; y la construcción de sistemas de información para 
asegurar la recopilación y procesamiento de datos oportunos y de alta calidad a nivel 
local, útiles para generar alertas para detectar problemas con la prestación del servicio.  

Inmediato/
corto (simplificar los proce-
dimientos administrativos 
para acceder a los servicios 
de DPI)

Mediano/largo plazo (todas 
las demás medidas)

Desigualdades en el  
aprendizaje.

La autonomía curricular a nivel escolar, las desigual-
dades estructurales en la calidad de los docentes y las 
desigualdades en la asignación de financiación entre 
escuelas/regiones/municipios crean grandes desigual-
dades en la calidad de las prácticas pedagógicas.

El acceso insuficiente a los servicios en las zonas rurales 
sigue siendo una preocupación en la educación postse-
cundaria.

• Introducir las pautas del plan de estudios básico para las competencias básicas.
• Vincular el Programa Todos a Aprender (que brinda apoyo pedagógico a los maestros) a 

los lineamientos del plan de estudios básico.
• Introducir/expandir programas que enseñen a los estudiantes en el nivel correcto (con 

foco en desarrollar habilidades básicas de matemáticas y lectura, basadas en las nece-
sidades de los estudiantes, en lugar de en la edad o el grado, a través -por ejemplo- de 
tutorías, como Brújula, Aprendamos Todos a Leer). 

• Complementar el aprendizaje en persona con CAL Adaptivo, donde se disponga de co-
nectividad.

Inmediato/
corto plazo

Desigualdades en el  
abandono temprano. 

La falta de pertinencia y calidad de la educación se-
cundaria superior, combinada con los bajos niveles 
de aprendizaje al ingresar a la educación secundaria 
superior, genera un abandono temprano de los estu-
diantes desfavorecidos.

• Introducir un plan de estudios basado en competencias en la escuela secundaria supe-
rior, con habilidades sociolaborales.

• Incrementar la oferta de educación secundaria superior en áreas rurales.
• Fortalecer los vínculos con la educación terciaria y mejorar la pertinencia del programa 

Articulación con la Media, diversificando la oferta de programas ofrecidos desde el Ser-
vicio Nacional de Aprendizaje (SENA) y proveedores diversificados del programa, con 
participación del sector privado local.

Mediano/largo plazo

Desigualdades persistentes 
en el acceso a una educación 
terciaria de calidad.

La financiación desigual de las instituciones públicas de 
educación terciaria genera diferencias sustanciales en 
la calidad de la prestación del servicio.

La alta dependencia de la provisión privada y los prés-
tamos para estudiantes genera una alta carga de re-
embolso que limita la demanda de préstamos para 
estudiantes de familias con bajos ingresos.

• Orientar la financiación hacia una asignación por estudiante de las transferencias de 
prestación de servicios, que refleje el costo operativo de proveer una educación tercia-
ria de buena calidad y las preocupaciones de equidad. 

• Agrupar los recursos de las instituciones públicas de educación terciaria que no cubran 
los costos operativos, para evitar la fragmentación y vincularse a resultados y planes de 
mejora institucional. 

• Implementar planes de préstamos, cuyo reembolso dependa de los ingresos al gra-
duarse.

Implementación total a me-
diano plazo; sin embargo 
hay pasos que se pueden 
tomar en el plazo inmedia-
to, para configurar los siste-
mas.

Acceso desigual a los  
programas sociales.

El Sisbén carece de dinamismo, debido a su estructura 
de barrido censal, lo que hace que sus datos se vuelvan 
obsoletos rápidamente. 

La falta de calidad de los datos del Sisbén generalmen-
te explica los errores de exclusión e inclusión persisten-
temente altos de los programas sociales emblemáticos. 

Además, incluso cuando los programas sociales son pro-
porcionados por la misma agencia pública, la mayoría 
de ellos todavía tienen cadenas de entrega separadas 
e independientes, lo que se traduce en barreras de 
entrada y cargas administrativas para los ciudadanos. 
Particularmente para las áreas rurales, donde los pagos 
electrónicos y G2P son difíciles, las personas pueden ne-
cesitar viajar varias veces para reclamar sus beneficios u 
obtener un documento específico para el registro. 

• Crear un registro social único dinámico, confiable e integrado, mediante: (1) la integra-
ción del Sisbén con fuentes de datos administrativos y registros de programas sociales 
nominalizados, para mantener actualizada la información; (2) implementar una cláu-
sula de corresponsabilidad en el registro de programas sociales para asegurar que los 
ciudadanos actualicen su información en el Sisbén. 

• Introducir el diseño centrado en el usuario en los programas sociales actuales y futu-
ros, en particular en los implementados por el DPS, al: (1) eliminar la documentación 
innecesaria e implementar una carpeta electrónica del hogar que almacene la docu-
mentación básica requerida por los múltiples programas, evitando la necesidad de 
que los ciudadanos realicen múltiples solicitudes; (2) reactivar los programas de apoyo 
familiar, como UNIDOS, como paso inicial para evaluar las necesidades de las familias y 
definir planes personalizados de intervención integrada para la reducción de la pobre-
za (es decir, Ruta de la Superación de la Pobreza).

Inmediato/
corto plazo, para la consoli-
dación del registro social 

Mediano/largo plazo, para 
los ajustes de programas so-
ciales.

Opciones de política para mercados laborales más equitativos
Barreras presentadas por 
regulaciones para el acceso 
a trabajos del sector formal 
entre las personas pobres y 
vulnerables. 

Costos de transacción de formalización altos. Reducir los costos de formalización, incluso mediante:
• Reducción del número de días que se necesitan para registrar una empresa.
• Reducción de los costos de registro de empresas (registro mercantil).
• Expansión de la Ventanilla Única Empresarial (VUE) en todo el país
• Desarrollo de un formulario único para facilitar el registro de empleados

Mediano/largo plazo

Costos laborales salariales altos. • Limitar el crecimiento del salario mínimo, a la tasa de inflación, durante algunos años 
(hasta que el salario mínimo alcance un nivel más favorable a la creación de empleo), y 
establecer un salario mínimo por hora (para que no se penalice el trabajo a tiempo par-
cial). 

• Crear una unidad de expertos independientes para asesorar la Comisión Permanente 
de Concertación de Políticas Salariales y Laborales sobre decisiones relacionadas con 
el salario mínimo, a través de análisis de impactos económicos y sociales.

• Considerar reformas para permitir que el salario mínimo se ajuste de acuerdo con el 
contexto económico (por ejemplo, teniendo en cuenta la productividad y los indica-
dores del mercado laboral), y no se ajuste automáticamente a la inflación, como en el 
marco legal actual.

Mediano/largo plazo

Costos laborales no salariales altos. • Mejorar el vínculo entre contribuciones obligatorias y beneficios. La OCDE (2019) 
destaca dos estrategias para lograr este objetivo. Primero, dado que parte de las con-
tribuciones a los fondos de compensación familiar y de atención médica se utiliza 
para financiar beneficios para los que los trabajadores formales no son elegibles, es 
importante ampliar las fuentes de financiación para reducir las contribuciones de los 
empleados del sector formal. En segundo lugar, algunas de las actividades recreativas 
y comerciales financiadas por los fondos de compensación familiar (que normalmente 
no se pagan con las contribuciones de los empleadores en los países avanzados) po-
drían convertirse en opcionales para los empleadores. 

Mediano/largo plazo

Barreras del mercado 
 laboral que enfrentan  
grupos demográficos  
específicos.

Leyes y regulaciones con sesgo de género. • Hacer contribuciones al seguro social proporcionales a las horas trabajadas (en lugar 
de por tiempo completo o semanal), lo que promovería la formalización entre las tra-
bajadoras.

• Establecer y monitorear estándares de calidad y seguridad dentro de las guarderías.
• Igualar la edad en la que hombres y mujeres pueden jubilarse con beneficios de pen-

sión completos, en todos los sectores (como en Eslovenia).
• Introducir legislación que prohíba la discriminación por motivos de género en el acce-

so al crédito (como en Uzbekistán, Bahrein, Jordania, Maldivas).

Mediano/
largo plazo

Gasto bajo en políticas activas de mercado del empleo 
que funcionan.8

• Incrementar el gasto en políticas activas de mercado de empleo, evaluando cuidado-
samente los programas existentes en Colombia, así como las experiencias de otros 
países. Estos deben ser costo-eficientes, y minimizar las distorsiones y los efectos de 
desplazamiento en los no participantes.

Mediano/
Largo plazo

Débil orientación de las intervenciones del mercado 
laboral hacia las minorías.

• El Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) y el Servicio Público de Empleo (SPE) po-
drían adaptar mejor sus servicios a las necesidades específicas de los NARP y las pobla-
ciones migrantes y desplazadas.

Mediano/largo plazo

Opciones de política para un sistema fiscal más redistributivo
El IRP genera pocos ingresos 
y no es lo suficientemente 
progresivo.

Las exenciones muy altas y el nivel de tasa cero redu-
cen la base del IRP a las personas cuyos ingresos son 
aproximadamente 7 % superiores que la distribución 
del ingreso.

• Ampliar la cobertura del IRP a los dos deciles superiores de la distribución del ingreso 
en el corto plazo (y tratar de expandirlo a las personas que obtienen el ingreso medio 
a largo plazo, a medida que aumentan los ingresos y la pobreza se reduce significati-
vamente), al reducir las deducciones permitidas (incluido hacer que las deducciones 
sean una cantidad fija, no proporcional a los ingresos) y eliminar el nivel de tasa cero.

Inmediato/corto plazo

Las exenciones del IVA y las 
tasas reducidas generan una 
pérdida de ingresos que, en 
su mayoría, benefician a las 
personas de altos ingresos.

Las exenciones y las tasas reducidas involucran bienes 
que son consumidos por todos, pero en mayor propor-
ción por personas de altos ingresos.

• Mantener las tasas cero solo para unos pocos bienes que son consumidos principal-
mente por personas de bajos ingresos. Para todos los demás bienes, utilizar una tasa 
de IVA del 5, 12 y el 19 %, según la proporción del consumo total al que contribuyan 
las personas de altos ingresos. Al mismo tiempo, aumentar el monto y la cobertura del 
programa de devolución del IVA para compensar a los hogares con ingresos hasta el in-
greso medio.

Inmediato/corto plazo

Las transferencias y los sub-
sidios llegan a las personas 
vulnerables, pero una gran 
parte del gasto se filtra a 
personas de altos ingresos o 
para quienes el beneficio es 
mínimo, en relación con sus 
ingresos.

Para las transferencias monetarias, las fugas reflejan 
errores de inclusión en el sistema de puntuación del 
Sisbén. En el caso de los subsidios, las fugas reflejan las 
bases de la focalización en el hecho que los indicadores 
indirectos de los ingresos familiares son obsoletos.

• Mejorar el sistema de focalización de subsidios, al complementar el sistema de estratos 
con información del Sisbén (ver propuestas concretas en la siguiente sección).

Inmediato/corto plazo

El sistema de pensiones ado-
lece de baja participación y 
cobertura, y -como resulta-
do- enfrenta un déficit, todo 
lo cual genera efectivamente 
transferencias de la tributa-
ción general a las personas 
con pensiones altas.

La participación y la cobertura bajas reflejan un siste-
ma que requiere un largo período de contribución en 
un contexto de alta informalidad y baja densidad de 
contribución. Además, la tasa de reemplazo genera un 
sistema actuarialmente generoso. El tratamiento de 
los ahorros de aquellas personas que no recibirán una 
pensión genera transferencias implícitas a los jubila-
dos actuales.

• Aumentar la participación y la cobertura, posiblemente al vincular la pensión de mane-
ra más directa con el monto real de las contribuciones durante la vida laboral de la per-
sona, para que el sistema sea actuarialmente justo. Las reformas también deben tener 
como objetivo preservar la sostenibilidad financiera del sistema, es decir, garantizar 
que el valor presente de los pagos futuros se corresponda con el valor presente de las 
contribuciones futuras.

Inmediato/corto plazo

Opciones de políticas para oportunidades más equitativas en todo el territorio
Las desigualdades  
territoriales persisten 
en diferentes escalas  
y dimensiones.

Se necesita una mejor coordinación entre los planes y 
las herramientas existentes para mejorar, simplificar 
y racionalizar las iniciativas actuales para reducir las 
desigualdades territoriales.

• Fortalecer a los gobiernos subnacionales, (i) mejorando los sistemas de información y 
la gestión de datos para alimentar la planificación territorial y la toma de decisiones; 
(ii) robusteciendo la capacidad técnica de los gobiernos subnacionales débiles para 
planificar, diseñar y administrar la infraestructura y los servicios clave; y (iii) traducien-
do las reformas legales en instrumentos concretos que puedan orientar a los gobiernos 
subnacionales en la implementación de leyes/decretos territoriales. Por ejemplo, se 
necesita el apoyo del gobierno nacional para implementar el PGOT. Los índices existen-
tes podrían usarse para identificar aquellos municipios que necesitan más apoyo (por 
ejemplo, el Índice Municipal de Riesgo de Desastres Ajustado por Capacidades), centrán-
dose primero en los núcleos urbanos por su potencial para beneficiar los territorios 
circundantes.

Inmediato/
corto plazo

Las desigualdades  
urbano-rurales  
son elevadas.

Los vínculos entre las áreas rurales y urbanas (por 
ejemplo, infraestructura, transporte e interacción so-
cioeconómica) son débiles, al igual que los mecanis-
mos potenciales que pueden apoyar la reducción de 
la desigualdad en los territorios.

• Fortalecer el desempeño fiscal local es clave para reducir la desigualdad en los terri-
torios. Las finanzas locales pueden fortalecerse, (i) mejorando las capacidades del 
gobierno municipal en la gestión de un catastro multipropósito y la recaudación de im-
puestos a la propiedad, y (ii) profundizando los vínculos operativos entre el catastro y 
la gestión fiscal. Desde la Ley 14 (1983), el Gobierno ha tenido la iniciativa de fortalecer 
las finanzas locales mediante el establecimiento de un sistema nacional para vincular 
el catastro y el impuesto predial; sin embargo, actualizar el catastro ha sido una tarea 
difícil. A través de las actuales iniciativas catastróficas multipropósito, el objetivo es 
registrar los derechos, restricciones y responsabilidades de la tierra y sus propietarios, 
para permitir la introducción de un impuesto predial.

Mediano/
largo plazo

• Reforzar el desempeño de los gobiernos subnacionales, aportando capacidades donde 
faltan, a través de acuerdos o asociaciones entre municipios, departamentos y/o regio-
nes, para abordar un desafío común. Colombia tiene diferentes alternativas para esto, 
como los Pactos Territoriales o los EAT, dependiendo de las necesidades locales. Para el 
transporte, apoyar las iniciativas nacientes de las Autoridades Regionales de Transpor-
te, bajo consideración de los gobiernos de Cali/Valle y Bogotá/Cundinamarca.

Inmediato/
corto plazo

• Ampliar la conectividad desde las zonas residenciales de las zonas periurbanas y los 
municipios más pequeños, hasta la red de carreteras terciarias y secundarias, para 
mejorar el acceso general a los puestos de trabajo, los mercados y los servicios, que 
tienden a concentrarse en las zonas urbanas más grandes. El Ministerio de Transporte 
ha ayudado a los departamentos con sus capacidades de planificación y estructuración 
de proyectos (Plan Vial Departamental). Asimismo, este programa podría apalancarse 
para apoyar a los municipios en la definición de competencias e instrumentos necesa-
rios para gestionar la red vial terciaria de acceso a las instalaciones.

Mediano/largo plazo

Desigualdades socioeconó-
micas intraurbanas, particu-
larmente en las dimensiones 
de vivienda y educación.

Las ciudades han crecido rápidamente en las últimas 
décadas, pero la infraestructura no ha crecido propor-
cionalmente, dejando a muchas atrás.

• Reforzar los programas nacionales de vivienda con mecanismos financieros para apo-
yar a los municipios en sus esfuerzos por incrementar la cantidad de vivienda dispo-
nible, alineando incentivos entre el gobierno nacional y las ciudades. Esta respuesta 
variaría de una ciudad a otra, desde la adquisición de terrenos, hasta la provisión de la 
infraestructura y los servicios necesarios para integrar mejor a los hogares en el tejido 
urbano, y permitir áreas urbanas inclusivas y productivas. Los mecanismos financieros 
podrían adoptar la forma de subvenciones en bloque, para que los municipios invier-
tan localmente y complementen y garanticen mejor viviendas inclusivas, bien conec-
tadas y sostenibles. El programa debe tener parámetros de elegibilidad claros para las 
áreas urbanas participantes, y las reglas deben especificar las características que las 
ciudades han de tener para ser elegibles. Colombia está muy avanzada en la identifica-
ción de sus desafíos y prioridades locales (POT modernos), y los incentivos financieros 
del gobierno central pueden ayudar a ponerlos en funcionamiento, al mismo tiempo 
que respaldan mejor las viviendas nuevas y existentes.

Mediano/largo plazo

Escasa accesibilidad a nivel 
intraurbano.

• Llevar a cabo un análisis de accesibilidad de línea base e identificar los cambios en el 
acceso, a partir de mejores servicios e infraestructura de transporte, lo que puede ayu-
dar a informar la política nacional para mejorar la movilidad regional y urbana que el 
Gobierno aprobó en abril de 2020.

Inmediato/
corto plazo

Segregación en las ciudades, 
con la periferia menos equi-
pada.

• Ampliar los datos y análisis espaciales intraurbanos para identificar adecuadamente 
las trampas de pobreza y abordar la segregación urbana. El uso de indicadores locales 
de asociación espacial de vulnerabilidad socioeconómica, así como los utilizados en 
este diagnóstico, puede ayudar a identificar aquellas áreas más necesitadas. Una estra-
tegia de priorización (hoja de ruta) para mejorar las condiciones en tales áreas puede 
ayudar a las ciudades a orientar las intervenciones de mejoramiento urbano.

Mediano/largo plazo

• Mejorar la focalización hacia los grupos objetivo de la población que históricamente ha 
sido segregada (por ejemplo, afrodescendientes, poblaciones indígenas y, más recien-
temente, migrantes). Esto se puede hacer, a través de cuatro 4 pasos: (i) dar seguimien-
to a los avances en la acumulación de capital humano, la inclusión social y las medidas 
contra la discriminación; (ii) diseñar políticas y programas que atiendan sus demandas 
y necesidades específicas, lo que contribuya a revertir los procesos de discriminación 
estructural; (iii) integrar la protección de los derechos culturales de las minorías étnicas 
en el diseño de inversiones; y (iv) fortalecer su voz y participación en los espacios de 
toma de decisiones, apoyando las capacidades técnicas, financieras y organizativas de 
los pueblos indígenas y afrodescendientes, a través de sus asociaciones representati-
vas (ej. desarrollo comunitario).

Inmediato/
corto plazo

Ineficiencia del gasto desti-
nado a reducir la desigual-
dad intraurbana.

Asignación ineficiente de subvenciones. • Reestructurar la metodología de focalización de los subsidios para los servicios públi-
cos domiciliarios, integrando las características socioeconómicas de los hogares (más 
allá de las condiciones de vivienda) de la base de datos del Sisbén, lo que puede incre-
mentar la eficiencia en el uso de los recursos y ayudar a identificar mejor a los necesi-
tados. La metodología actual de estratificación puede complementarse con datos del 
Sisbén, para identificar mejor a los más vulnerables.

Inmediato/
corto plazo 

Opciones de política para abordar los efectos del cambio climático 
Mayor vulnerabilidad a las 
pérdidas salariales, debido 
a impactos climáticos, espe-
cialmente entre los hogares 
rurales pobres y las mujeres 
trabajadoras informales. 

Inversiones insuficientes en ACI resiliente. • Fortalecer el Sistema Nacional de Extensión Agropecuaria, al integrar criterios de miti-
gación y adaptación en los Planes Departamentales de Extensión, y desarrollar la capa-
cidad de los proveedores de servicios de extensión agropecuaria.

Mediano/largo plazo

• Fortalecer el Sistema Nacional de Innovación Agropecuaria, al financiar la investiga-
ción sobre la adaptación y mitigación del cambio climático.

Mediano/largo plazo

• Guiar y ampliar paquetes de incentivos ecológicos para apoyar la mitigación y la adap-
tación (ej. líneas de crédito subsidiadas, pagos por servicios ambientales, créditos fis-
cales y seguro agrícola ampliado, entre otros.) 

Mediano/largo plazo

• Generar pautas e instrumentos para establecer un marco para el financiamiento climá-
tico en el sector agrícola (ej. taxonomía ecológica para la inversión privada), a fin de 
promover el financiamiento privado para prácticas sostenibles.

Inmediato/corto plazo

• Apoyar iniciativas existentes con un potencial conjunto de beneficios de inclusión y 
mitigación, como las NAMA y los acuerdos de deforestación cero, al cofinanciar el esta-
blecimiento de sistemas de medición, notificación y verificación de emisiones de GEI o 
notificación las inversiones necesarias. 

Mediano/largo plazo

• Fomentar al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en coordinación con el DNP y 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, en la definición de metas sectoriales 
para los cobeneficios climáticos generados por las inversiones del sector público en el 
sector agrícola, y para desarrollar guías e instrumentos para monitorear e informar di-
chas metas.

Inmediato/corto plazo

Falta de capacidad de 
respuesta rápida a los efec-
tos climáticos en segmentos 
vulnerables de la población.

Los sistemas de protección social no son lo suficiente-
mente adaptables.

• Finalizar, aprobar e implementar un Plan Integral de Gestión del Cambio Climático (PI-
GCC) que (i) incluya medidas de mitigación y de adaptación, e (ii) incorpore preguntas 
específicas en el Sisbén y otros registros de programas sociales para evaluar la exposi-
ción de los hogares a los riesgos del cambio climático, como transferencias monetarias 
climáticamente inteligentes o esquemas de seguros relacionados con el clima. 

Inmediato/Corto plazo

• Consolidar el Sisbén, los registros administrativos de asistencia social y otras bases de 
datos clave en un registro social único dinámico, confiable e integrado, garantizando 
que esté equipado con herramientas de evaluación de riesgos climáticos, tales como: 
(i) proyecciones climáticas y pronósticos de impactos en diferentes zonas geográficas 
y comunidades, (ii) identificación de variables para que los hogares identifiquen sus 
riesgos potenciales relacionados con el cambio climático, y (iii) sistemas de alerta tem-
prana para identificar los riesgos potenciales del cambio climático en los hogares opor-
tunamente.  

Mediano/largo plazo

• Reformar los programas de asistencia social para que estén preparados operativa y 
financieramente, a fin de responder de forma rápida y flexible ante eventos relaciona-
dos con el clima, mediante las siguientes acciones: (i) ampliar la cobertura y la genero-
sidad, (ii) introducir mecanismos efectivos de inclusión económica para evitar que los 
hogares vuelvan a caer en la pobreza, y (iii) promover esquemas de seguros (privados, 
públicos o comunitarios), para generar sustentos resistentes al clima.

Mediano/largo plazo

Impacto desigual de los 
efectos secundarios de las 
emisiones de GEI y recursos 
insuficientes para financiar 
medidas de adaptación.

Existe una infraestructura rudimentaria de fijación del 
precio del carbono.

Fortalecer la fijación de precios del carbono, por medio de:
• ampliación del impuesto al carbono e
• introducción de un sistema de comercialización de emisiones.

Inmediato/corto plazo
Mediano/largo plazo

1  De acuerdo con datos del Laboratorio de Equidad del Banco Mundial: https://www.
worldbank.org/en/topic/poverty/lac-equity-lab1/poverty

2  Basado en datos de desempleo de marzo de 2021.
3  Base de Datos Global sobre Movilidad Intergeneracional. Disponible en: https://

www.worldbank.org/en/topic/poverty/brief/what-is-the-global-database-on-inter-
generational-mobility-gdim. La movilidad de ingresos intergeneracional (persisten-
cia intergeneracional de ingresos o movilidad de ingresos relativa intergeneracio-
nal) se mide como el coeficiente de regresión de los ingresos de un niño sobre los 
ingresos de los padres. Un coeficiente más alto indica una mayor persistencia y, por 
lo tanto, una menor movilidad.

4  Basado en datos de Gallup y World Development Institute (WDI).
5  Basado en la relación del PIB per cápita regional para las regiones más ricas y más 

pobres en 2018.

Notas finales

6  La vulnerabilidad de los hogares se define por: (i) el número de hogares en vivien-
das superpobladas; y (ii) el número de hogares en unidades de vivienda con un défi-
cit habitacional cualitativo (Departamento Administrativo Nacional de Estadística y 
el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio). Los municipios con las áreas de mayor 
déficit habitacional cuantitativo y cualitativo se encuentran en las regiones del Cari-
be y Centro; sin embargo, cuando se mira la conexión de los hogares a los servicios 
públicos, la asignación de hogares vulnerables es algo diferente.

7  El aprendizaje deficiente se refiere a los niños que solo pueden leer y comprender 
un texto básico.

8  OCDE (2019). Capítulo 2. 
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Vista general  
del desafío
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Las desigualdades son particularmente agudas entre grupos de población específicos, 
en detrimento de las mujeres, personas que viven en zonas rurales, grupos indígenas, 
afrodescendientes y migrantes. Las tasas de pobreza son significativamente más altas en 
los hogares rurales, de migrantes, indígenas y afrodescendientes (Figura 1.3).2 Un colombiano 
nacido en Chocó tiene cinco veces más probabilidades de nacer en la pobreza que uno nacido 
en Bogotá. De manera similar, una mujer en Colombia tiene 1,7 veces más probabilidades de 
estar desempleada que un hombre. Un colombiano indígena alcanza en promedio dos años 
menos de escolaridad que uno no indígena. Dos tercios de los hijos de migrantes venezolanos 
(casi 250.000 niños, de 5 a 18 años) no están matriculados en la escuela, en contraste con los 
otros niños, que representan el 8 %. Los afrocolombianos tienen el doble de probabilidades 
de vivir en barrios marginales, en comparación con los no afrodescendientes. Cuando las ca-
racterísticas del grupo se superponen, las exclusiones de oportunidades se refuerzan mutua-
mente. Por ejemplo, la brecha de ingresos entre la mujer y el hombre colombiano promedio 
es mayor si la mujer es indígena o si vive en una zona rural, si no intervienen otros factores. 

Las desigualdades también perduran a lo largo de generaciones, y Colombia tiene una de 
las tasas de persistencia de desigualdad más altas entre una generación y la siguiente. 
El nivel de educación de los padres tiene una fuerte influencia positiva en el nivel educativo 
de los niños.3 Esto es común en muchos países. Sin embargo, entre 146 países incluidos en la 
Base de Datos Mundial sobre Movilidad Intergeneracional (GDIM) del Banco Mundial, Colom-
bia ocupa el puesto 122 en la persistencia de la educación a lo largo de generaciones, y ocupa 
un lugar igualmente bajo en movilidad educativa (Figura 1.4). Este es el caso, a pesar de los 
avances en el logro educativo, incluso si ha habido un aumento en la proporción de niños con 
mejor educación que sus padres (Figura 1.5). En Colombia, si una persona nace de padres que 
se encuentran en la mitad inferior de la escala de logros educativos, su probabilidad de alcan-
zar el 25 % superior de logros educativos es solo cercano al 10 % (esta está alrededor del 15 % 
en países de desarrollo medio) (Narayan et al. 2018).4 

Aún más sobresaliente es la persistencia de los ingresos de una generación a la siguiente 
(Figura 1.6).5 Entre los 75 países para los que se dispone de datos sobre la persistencia de in-
gresos intergeneracional, Colombia ocupa el primer lugar. Concretamente, si un padre gana 
el doble de lo que gana otro padre, su hijo ganará en promedio más del doble que el hijo del 
padre de menores ingresos (Narayan et al. 2018). Un análisis de 48 países con datos disponi-
bles muestra que en Colombia la contribución de la educación de los padres a los ingresos de 
los hijos es mayor que en países con niveles de ingresos similares; asimismo, alrededor de tres 
cuartas partes de la persistencia intergeneracional de ingresos se explica por el efecto de to-
das las demás características de los padres, además de la educación, sobre los ingresos de los 
hijos (por ejemplo, mejor conectividad e infraestructura, acceso a empleos o disponibilidad 
de crédito). El mayor impacto de este canal es común en todos los países y promedia el 80 % 
de la persistencia total.

Más aún, la desigualdad en Colombia se extiende más allá de los aspectos materiales de 
los medios de vida. A pesar de ser, en promedio, un país feliz, existe una gran heterogeneidad 
entre los colombianos sobre las percepciones subjetivas de bienestar.6 Colombia ocupa el lu-
gar 37 entre 156 países, en términos de bienestar subjetivo (BS). Sin embargo, ocupa el puesto 
16, en términos de disparidades (calculadas como la desviación estándar del BS), entre 156 
países (figura 1.8). Como ocurre con otras desigualdades, existen considerables diferencias 
individuales y espaciales en el BS. Las personas con menor nivel educativo, que viven en áreas 
rurales y están desempleadas o son pobres, evalúan su bienestar en niveles significativamente 
más bajos que el individuo promedio, y existen diferencias igualmente grandes entre regiones 
en los niveles de bienestar reportados (consulte el Anexo 1 para obtener más detalles).

La desigualdad de ingresos en Colombia es muy alta. En el 2019, fue la más alta entre todos 
los países de la OCDE, y la mayoría de los países de América Latina y el Caribe (ALC). Además, 
la desigualdad en Colombia ha ido en aumento desde el 2018, y se vio agravada aún más por 
el impacto del COVID-19 (Figura 1.1). Al ritmo del declive observado entre el 2008 y el 2019, jus-
to antes de que estallara la pandemia, a Colombia le tomaría al menos tres décadas y media 
alcanzar el nivel promedio de desigualdad de los países de la OCDE.1

Más allá de la desigualdad de ingresos, Colombia puntúa mal en muchas otras dimensio-
nes de la desigualdad. La Figura 1.2 considera diferentes indicadores de bienestar. Para cada 
indicador, la Figura muestra dónde se encuentra Colombia, en términos de desigualdad, en 
relación con los países con mejor desempeño en la OCDE y ALC (distancia a la frontera). En esta 
comparación internacional, Colombia se ubica en la parte inferior de muchos indicadores.
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FIGURE 1.1. Gini Coefficient for Colombia (2008–2020)...

...and Compared to OECD and LAC Countries (circa 2018)

9  This figure is the number of years it will take for Colombia to go from 0.526 (Colombia’s 
Gini in 2019) to 0.3175 (the average OECD Gini), keeping the reduction speed constant to 
the average from 2008 to 2019, i.e., 0.003727 Gini points per year.

Fuente: Cálculos de los autores, basados en la Gran Encuesta Integrada de Hogares (GEI-
H)/(izquierda), ); la Base de Datos de Desigualdad de ingresos Ingresos de la OCDE; y el 
Laboratorio de Equidad del Banco Mundial, disponible en:  (https://www.worldbank.or-
g/en/topic/poverty/lac-equity-lab1/overview).  
Nota: Último año disponible. Para la mayoría de los países de la OCDE, los datos son de 
2017 y 2018. Para la mayoría de los países de ALC, los datos son de 2019. Los datos de Gua-
temala y Nicaragua son de 2014. 
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figura 1.1. Coeficiente GINI para Colombia (2008-2020) 

...y comparado con países de la OCDE y ALC (hacia 2018)figura 1.2. La distancia de Colombia a la frontera, desde los países de ALC y la OCDE, a través de las dimensiones 
de desigualdad 

Gini
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Fuente: Los datos sobre la desigualdad de oportunidades provienen de la Base de Datos Mundial sobre Movilidad Intergeneracional del GDIM, 2018. Los datos sobre el impacto redistri-
butivo del sistema fiscal y el coeficiente de Gini provienen de la Base de Datos de Distribución de Ingresos de la OCDE, el Instituto CEQ y el Compromiso de Colombia con el Análisis de 
Equidad (último año disponible, alrededor de 2017). * Los datos sobre las diferencias en las tasas de pobreza entre grupos provienen del Laboratorio de Equidad del Banco Mundial, y 
consideran solo los países latinoamericanos con datos disponibles para esta dimensión de grupos étnicos. Los datos sobre las puntuaciones de PISA se basan en cálculos de los auto-
res, utilizando el conjunto de datos de PISA del 2018 (ver OCDE, 2020). 

Políticas
Desigualdad
de ingreso

Desigualdad
entre grupos

Desigualdad
de oportunidades

Movilidad de ingreso
entre generaciones

Movilidad educativa
entre generaciones

Brechas de pobreza
por etnia - indígenas*

Brechas de género: pérdidas de PIB
por educación y empleo

Urbano-rural: brecha
en resultados PISA (lectura) 

Ricos-pobres 20%: brecha
en resultados PISA (lectura) 

Fuente: Los datos sobre la desigualdad de oportunidades provienen de la Base de Datos Mundial sobre Movilidad Intergeneracional del GDIM, 2018. Los datos sobre el impacto redistributi-
vo del sistema fiscal y el coeficiente de Gini provienen de la Base de Datos de Distribución de Ingresos de la OCDE, el Instituto CEQ y el Compromiso de Colombia con el Análisis de Equidad 
(último año disponible, alrededor de 2017). * Los datos sobre las diferencias en las tasas de pobreza entre grupos provienen del Laboratorio de Equidad del Banco Mundial, y consideran 
solo los países latinoamericanos con datos disponibles para esta dimensión de grupos étnicos. Los datos sobre las puntuaciones de PISA se basan en cálculos de los autores, utilizando el 
conjunto de datos de PISA del 2018 (ver OCDE, 2020). 

Fuente: : Cálculos de los autores, basados en GEIH (2019).
Nota: (i) El grupo afrodescendiente (o NARP) incluye poblaciones negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras. Se comparan las tasas de los grupos afrodescendientes e indígenas, 
con las de personas sin identificación étnica (grupo “ninguno”). (ii) La categoría mujer-hom-
bre hace referencia al sexo del jefe de hogar. (iii) La comparación entre departamentos 
muestra las diferencias entre el que tiene el indicador más grande y el más pequeño. 

FIGURA 1.3. Diferencias en la incidencia de la pobreza, por 
grupo; puntos porcentuales (2019)
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FIGURA 1.4. Porcentaje de niños nacidos en familias con 
padres en los dos primeros cuartiles de logro educativo
que logran alcanzar el cuartil más alto (movilidad relativa)

FIGURA 1.5. Porcentaje de niños con un nivel educativo 
superior al de sus padres (movilidad absoluta)
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Fuente: Banco Mundial (2018). GDIM
Nota: 75 países están incluidos en el análisis. La movilidad de ingresos intergeneracional 
relativa debe leerse así: si un colombiano gana el doble de lo que gana otro hombre, se 
puede esperar que el hijo del primer hombre gane, como adulto, más del doble que el hijo 
del hombre de menores ingresos (ya que el coeficiente para Colombia es mayor que 1). 

FIGURA 1.6. Persistencia intergeneracional de ingresos 
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Las desigualdades preocupan a los colombianos. Aproximadamente cuatro de cada cinco 
colombianos creen que la distribución del ingreso es injusta o severamente injusta7 (Figura 
1.7), y esta percepción se ha incrementado incluso en períodos de leves descensos en el coe-
ficiente de Gini. A nivel político, las profundas desigualdades que existen en Colombia no han 
pasado desapercibidas, y han cobrado protagonismo en los últimos años. La mitigación de la 
desigualdad ha ocupado un lugar destacado en la agenda del gobierno, según lo establecido 
en el Plan Nacional de Desarrollo (2018-2022). En la actualidad, abordar la desigualdad es 
aún más importante para el objetivo de reducir la pobreza en Colombia, donde la crisis del 
COVID-19 ha borrado más de una década de progreso.  

Reducir las desigualdades no es solo un objetivo en sí mismo por motivos morales, sino 
que también tiene sentido económico. Enfrentar las desigualdades es importante para redu-
cir la pobreza, impulsar el crecimiento y promover la cohesión social (Banco Mundial, 2016a). 
Mejorar el nivel educativo y la salud de los desfavorecidos mejora el capital humano en gene-
ral y el potencial de crecimiento de la economía. Abordar las imperfecciones del mercado o las 
instituciones (o políticas) no equitativas promueve un uso más eficiente del talento humano 
dentro de la población. A modo de ilustración, se estima que la pérdida de PIB per cápita, 
debido a las brechas de género en la participación en la fuerza laboral y en la educación en 
Colombia durante las próximas tres décadas, alcanzará el 12,6 % para 2050 (Devadas y Kim 
2020). Finalmente, cerrando la desigualdad de oportunidades entre grupos de la población, 
se promueve la estabilidad y la cohesión social. En otras palabras, reducir la desigualdad y 
promover el crecimiento económico pueden ser objetivos complementarios.

Fuente: Autores, con datos de Latinobarómetro y Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística (DANE).

Source: Burger, Hendriks, and Ianchovichina (2020).  
Notes: Includes 56 countries. For both indicators the average of the 2010–18 period is 
taken from Gallup World Poll data. 

FIGURA 1.7. Coeficiente de Gini (derecha) y proporción de 
personas que reportan una distribución de ingresos injusta 
(izquierda)

FIGURA 1.8. Well-Being Score (0-10) and Standard Deviation 
of Subjective Well-Being
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Fuente: Burger, Hendriks e Ianchovichina (2020).  
Notas: Incluye 56 países. Para ambos indicadores, el promedio del período 2010-18 se toma de los datos de Encuesta Mundial Gallup. 

FIGURA 1.8. Puntuación de bienestar (0-10) y desviación estándar del bienestar subjetivo
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I N F O R M E : 

La construcción de una sociedad equitativa en Colombia
Este informe analiza la situación de Colombia como sociedad equitativa. Una sociedad 
equitativa se define como aquella en la que las personas tienen las mismas oportunidades 
para seguir la vida que elijan, independientemente de las circunstancias en las que nacieron, 
y no están sometidas a la pobreza (Banco Mundial, 2005). Este informe documenta y describe 
las principales fuentes de desigualdad en Colombia, identifica los impulsores de esas dispari-
dades y propone un menú con opciones de políticas, para abordar las causas de la desigual-
dad y promover una sociedad más equitativa.

Para explorar los factores que conducen a las disparidades entre grupos, el informe se 
enfoca en el marco basado en activos (Figura 1.9) (Attanasio y Székely, 1999; Carter y Barrett, 
2006; Bussolo y López-Calva, 2014). El marco se centra en los elementos que determinan la 
capacidad de un individuo o un hogar para generar ingresos de mercado, pasando de los acti-
vos que poseen y acumulan a los usos y rendimientos que obtienen de esos activos. También 
describe cómo los choques y las políticas pueden afectar los ingresos del mercado. El informe 
no pretende ser exhaustivo en todas las dimensiones a través de las cuales pueden materiali-
zarse las desigualdades, sino que se centra en aquellas que, a través de la exploración inicial, 
se han identificado como impulsores clave de la desigualdad en Colombia. 

Tr
an

sfe
re

nc
ia

s 
pr

iva
da

s

2

U
N

 E
N

VI
R

O
N

M
EN

T
 F

R
O

N
T

IE
R

S
 2

02
0—

21
 R

EP
O

R
T

  |
 S

EC
TI

O
N

Fuente: Authors, with data from Latinobarometer and  the National Administrative Department of Statistics/  Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).

FIGURE 1.9. Assessing Equity in Colombia through the Assets-Based Framework
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Riesgos y choques
Los ingresos del mercado pueden verse influidos o afectados por el entorno de riesgo 
y diversos choques. Los desastres naturales y los efectos de cambio climático pueden 
afectar, por ejemplo, los activos físicos de los hogares, pero también pueden conducir 
a la desinversión en capital humano. Crisis económicas, como el choque COVID-19, 
pueden afectar las oportunidades del mercado laboral y los ingresos de los trabajado-
res, así como la recepción de transferencias privadas. En la medida en que conduzcan 
a un agotamiento de los activos, las crisis podrían tener consecuencias permanentes 
sobre la capacidad de los hogares para generar ingresos de mercado.

Acervo de activos 
Los individuos tienen diferentes dotaciones de activos. Esto incluye capital humano (que 
incorpora educación y salud, así como acceso a ciertos servicios como agua y saneamiento); 
activos físicos, como tierra y propiedad; activos financieros; capital natural, como agua y 
bosques; y capital social que abarca las normas y comportamientos que impulsan las rela-
ciones en sociedad. El inventario de activos está determinado por las oportunidades a 
medio y largo plazo para la acumulación de activos.

Rendimientos de activos
Incluso con igualdad de acceso, el rendi-
miento del mismo activo puede diferir (por 
ejemplo, es probable que las mujeres reci-
ban menos salarios que un hombre, incluso 
para el mismo tipo de trabajo). Los rendi-
mientos que reciben las personas por estos 
activos, incluidas las ganancias en los mer-
cados laborales, de dividendos y de otras 
fuentes, afectan su capacidad de genera-
ción de ingresos. 

Transferencias privadas
Estas incluyen transferencias de familiares y 
amigos, dentro o fuera del país, en forma de 
remesas.

Intensidad de uso de activos  
Los individuos pueden diferir en la forma en que 
pueden acceder a los mercados para obtener un 
rendimiento de estos activos (por ejemplo, es 
más probable que algunos individuos, con el 
mismo activo, accedan predominantemente a 
tipos de trabajos informales). La intensidad de 
uso se refiere a cómo se utilizan los activos para 
producir ingresos, y es particularmente relevan-
te la participación en mercados laborales. 

Políticas e instituciones
Las políticas y las instituciones pueden afec-
tar la capacidad de diferentes grupos para 
generar ingresos de mercado y también tener 
un papel redistributivo, particularmente a 
través de políticas fiscales. Estos pueden 
incluir, por ejemplo, el papel de las regulacio-
nes laborales; diferencias en la calidad y el 
acceso en la prestación de servicios, incluida 
la educación y la salud; la estructura de 
impuestos; y las transferencias sociales.

C A P Í T U L O  2

• Se centra en los principales activos con los que las per-
sonas, en particular las más pobres, pueden contar para 
generar ingresos: la educación y la salud, o lo que se co-
noce como su capital humano. También describe cómo 
las brechas en el acceso a la asistencia social pueden 
afectar la acumulación (o erosión) de estos activos y la 
resistencia general de los hogares a las crisis.

C A P Í T U L O  3

• Explora las barreras que afectan la utilización y el rendi-
miento del capital humano en el mercado laboral. Aun-
que hay una serie de factores diferentes que impulsan la 
exclusión del mercado laboral, este capítulo se centra en 
los dos más críticos, dados los cambios sísmicos experi-
mentados por los mercados laborales en todo el mundo: 
las barreras a la movilidad laboral, desde sectores con 
baja productividad a los sectores más dinámicos, y el 
acceso desigual a las nuevas tecnologías que limitan el 
acceso de los pobres a los trabajos del futuro, agravado 
por el impacto del COVID-19. 

C A P Í T U L O  4

• Explora las propiedades redistributivas del sistema fiscal 
en Colombia y analiza en detalle hasta qué punto los im-
puestos directos e indirectos, el gasto social y los subsi-
dios reducen la desigualdad.

C A P Í T U L O  5

• Se centra en los impulsores de las diferencias en el bien-
estar entre territorios; es decir, entre áreas urbanas y ru-
rales y dentro de las ciudades, como una fuente crucial 
de desigualdades entre grupos en el país.

C A P Í T U L O  6

• Evalúa los impactos a largo plazo del cambio climático 
sobre la desigualdad, a través de sus efectos sobre la 
productividad sectorial, la productividad laboral y el su-
ministro de energía hidroeléctrica, una importante fuen-
te de energía en Colombia. 

A parte de los Capítulos del 2 al 6, la parte restante de este 
resumen presenta los principales hallazgos sobre los impul-
sores de las desigualdades en Colombia y las opciones clave 
de política.  

El informe está estructurado en torno a los componentes principales del marco basado 
en activos. Específicamente:

figura 1.9. Evaluación de la equidad en Colombia, a través del marco basado en activos
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Desigualdades en el capital humano: acceso desigual a la educación  
y la salud

Aunque las disparidades de ingresos son agudas en Colombia, la desigualdad en el ca-
pital humano (educación y salud) es anterior a la entrada al mercado laboral, y -por lo 
tanto- a la desigualdad de ingresos. Las desigualdades en la acumulación de capital huma-
no (especialmente, la educación) o de otros activos (por ejemplo, capital financiero y social) 
determinan las diferencias en la calidad, el tipo y nivel de los activos que las personas pueden 
aportar al mercado laboral y, por lo tanto, el rendimiento resultante que las personas pueden 
derivar de su capital humano.

Las brechas de capital humano se evidencian por las grandes disparidades que existen en 
el Índice de Capital Humano (ICH) entre grupos de ingresos, geográficos y étnicos. El ICH 
es un índice sintético que mide el potencial de una persona joven para alcanzar su máximo 
potencial de ingresos en la vida. El ICH de Colombia es de 0,53 para la quinta parte más pobre 
de la población, lo que indica que los niños colombianos de este grupo alcanzarán poco más 
de la mitad del potencial de ingresos de su vida, en comparación con 0,73 para la quinta parte 
más rica (Tabla 1.1). Las brechas en el capital humano por geografía también son sustanciales, 
con una fuerte correlación entre los niveles de pobreza y el ICH subnacional. 

La mayoría de las diferencias en el ICH entre grupos, por etnia, región o grupo de ingre-
sos, se debe a brechas en la educación. Sin embargo, este no es el caso de las disparidades 
de género. Aunque Colombia muestra un alto nivel de equidad de género en los componentes 
capturados por el ICH, es menos probable que las mujeres utilicen plenamente su stock de 
capital humano. Esto se puede ver en el Índice de Capital Humano ajustado por utilización 
(UHCI), que ajusta el ICH para la fracción de la población de edad laboral que está emplea-
da, haciendo posible capturar la subutilización de capital humano en el mercado laboral. Las 
mujeres colombianas tienen un UHCI mucho más bajo (0,33) que los hombres (0,48), lo que 
refleja su menor nivel de participación en la fuerza laboral.

1.2. 
Los impulsores de 
las desigualdades

El problema es que las oportunidades de aprendizaje no son las mismas para todos los 
niños en Colombia. Se destacan dos factores: (i) el aprendizaje real (en contraposición a la es-
colarización) difiere mucho entre grupos étnicos y espacios; y (ii) la repetición y el abandono 
temprano todavía son demasiado altos en las áreas rurales, entre los segmentos más pobres 
de la población y algunos grupos étnicos. Por ejemplo, los años de escolaridad ajustados al 
aprendizaje son mucho más bajos que el promedio para los grupos étnicos, pero la brecha es 
mucho mayor para los afrocolombianos y los indígenas (Gráfico 1.10). Las disparidades espa-
ciales en los años de educación ajustados al aprendizaje son muy grandes, oscilando entre 3,6 
en Vaupés y 9,0 en Bogotá (Gráfico 1.11).

Aunque existen múltiples razones para los bajos resultados del aprendizaje, la calidad de 
los docentes y su asignación a las escuelas juegan un papel clave. Los principales factores 
que explican la baja calidad de la educación son: menor preparación al ingreso (los estudian-
tes que ingresan a la profesión docente tienden a tener puntajes en los exámenes significati-
vamente más bajos que el graduado promedio de secundaria superior); la baja calidad de la 
formación docente; el sesgo de selección en asignaciones del profesorado a las escuelas (don-
de los mejores maestros eligen enseñar en las escuelas con los mejores estudiantes); la falta 
de un plan de estudios nacional; la inversión insuficiente en la calidad de la educación; y un 
campo desequilibrado para financiar las escuelas (las escuelas con peores resultados reciben 
sistemáticamente menos fondos).

De manera similar, y a pesar de una expansión sustancial en la cobertura de atención en 
salud en los últimos años, existen grandes diferencias en el acceso al cuidado de la salud de 
buena calidad. En cuanto al acceso en Colombia, aunque en promedio más del 90 % de la po-
blación recibe una consulta dentro de las 48 horas, existen grandes variaciones en los tiempos 
de espera para las consultas de medicina general entre departamentos. Dos factores explican 
esto: (i) los costos y la distancia siguen siendo las principales barreras de acceso para las per-
sonas de menores ingresos; y (ii) la duda sobre la calidad percibida del servicio sigue siendo el 
principal impedimento para el uso de los servicios de salud en toda la población. Las diferencias 
en el acceso a servicios de atención primaria de salud (APS) de calidad, especialmente la aten-
ción prenatal, crean diferencias en la cobertura de servicios efectiva para toda la población.

Respecto de la calidad de la prestación de servicios de salud, se destacan dos factores:

1. Las fórmulas actuales para financiar a los proveedores de atención en salud no tienen en 
cuenta el perfil de riesgo del paciente típico, proporcionando a los proveedores de servi-
cios muy pocos incentivos para ofrecer atención diferenciada a pacientes con diferentes 
factores de riesgo.

2. Aunque el país mide los resultados de salud de manera eficaz y frecuente, la información 
sobre la calidad de la prestación de servicios es limitada y no se utiliza lo suficiente para 
planificar y prestar mejor los servicios a nivel local. Existen estándares para la prestación 
de servicios, pero el cumplimiento suele ser limitado.

La pandemia por el COVID-19 ha agravado la inequidad en el capital humano en Colom-
bia, principalmente, a través de tres canales: (i) los ingresos más bajos, en general, han redu-
cido los recursos disponibles para inversiones en capital humano; (ii) los servicios médicos 
no relacionados con COVID-19, incluida la atención de rutina como vacunas básicas y visitas 
prenatales, han disminuido; y (iii) el aprendizaje ha disminuido, como resultado de los cierres 
de las escuelas. En particular, se ha perdido el equivalente a 1,2-1,7 años de aprendizaje. Esto 
es, entre el 10 y el 25 % del nivel de aprendizaje previo al COVID-19.
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Fuente: Análisis del Banco Mundial de DANE (2018b) y los puntajes de las pruebas SABER 11 
(evaluación nacional estandarizada para estudiantes de 11° grado 2019).

Fuente: Análisis del Banco Mundial del Sistema Integrado de Matrícula (SIMAT) (2018), DANE 
(2018a) y Pruebas Saber 9 (2017).

FIGURA 1.10. Brechas de aprendizaje entre grupos étnicos

FIGURA 1.11. Años de escolaridad y brechas de aprendizaje entre 
departamentos
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in rural areas among the poorest segments of the population and 
within some ethnic groups. For instance, learning-adjusted years 
of schooling are much lower than average for ethnic groups, but 
the gap is much larger for Afro-Colombians and indigenous people 
(figure 1.10). Spatial disparities in learning-adjusted years of edu-
cation are very large, ranging from 3.6 in Vaupés to 9.0 in Bogotá 
(figure 1.11).
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tabla 1.1. Índice y componentes de capital humano 
subnacional para Colombia

Quintil 
ingreso

Probabilidad de 
supervivencia 

hasta los 5 años 
(%)

Años de educación 
ajustados al 
aprendizaje

Tasa de 
retraso del 

crecimiento 
infantil (%)

Índice de 
Capital 

Humano
Más  
pobres 97 6,3 15 0,53

2 98 6,9 10 0,58

3 99 7,4 9 0,62

4 98 7,9 8 0,66

Más  
ricos 99 8,8 5 0,73

Fuentes: Análisis del personal del Banco Mundial, con datos del Ministerio de Salud 
(2015), DANE (2018b) y OCDE (2020).
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Fuente: Análisis del Banco Mundial de DANE (2018b) y los puntajes de las pruebas SABER 11 
(evaluación nacional estandarizada para estudiantes de 11° grado 2019).

Fuente: Análisis del Banco Mundial del Sistema Integrado de Matrícula (SIMAT) (2018), DANE 
(2018a) y Pruebas Saber 9 (2017).
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Fuente: Banco Mundial (2017a). Enterprise Surveys 2017, Colombia. Disponible en: 
https://microdata.worldbank.org/index.php/catalog/3388.

Fuente: Encuesta Longitudinal Colombiana de la Universidad de Los Andes (ELCA). 
Rondas 2010, 2013 y 2016.

FIGURA 1.12. Uso de los servicios financieros

FIGURA 1.13. Tasa de ahorro, por región
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Las desigualdades en el acceso a la tierra son graves, especialmente entre los hogares 
rurales. En efecto, la distribución de los activos productivos es aún más desigual que la de los 
ingresos, como lo sugieren las medidas de los coeficientes de Gini de la tierra y de la propiedad 
inmobiliaria, con valores estimados de 0,89 y 0,68, respectivamente, frente al 0,52 para el ingre-
so.8 Aunque la posesión desigual de los activos de la tierra puede ser menos problemática en 
el contexto urbano (donde la acumulación de capital humano es posiblemente más relevante 
como determinante del acceso a las oportunidades de empleo), la alta concentración de la 
tierra sigue siendo motivo de preocupación en los entornos rurales, donde los departamentos 
más pobres tienen los niveles más altos de concentración de tierras. Entre 2000 y 2015, el co-
eficiente de Gini para la distribución de la tierra aumentó en el 67 % de los departamentos en 
las áreas rurales (21 de 31 departamentos), mientras que esta proporción en las áreas urbanas 
fue del 20 % (Núñez, Parra y Piraquive, 2017). De hecho, en las zonas rurales, el aumento de la 
concentración de la tierra se ha producido en las zonas más aisladas, y donde históricamente 
la extracción de recursos ha sido elevada (Ibáñez y Muñoz, 2011). 

Las desigualdades en los activos financieros también pueden limitar las oportunidades 
económicas, en particular el emprendimiento. La disponibilidad de crédito es clave para 
promover el emprendimiento, ya que permite financiar proyectos que de otro modo se verían 
limitados por la reserva limitada de fondos de cada empresa. Los indicadores de uso de los 
servicios financieros a nivel de empresas privadas sugieren que existe un acceso desigual al 
crédito, según el tamaño de la empresa. Solo una de cada dos empresas pequeñas (las que 
emplean menos de 20 personas) tiene acceso a un préstamo bancario, en comparación con el 
80% de las empresas medianas y grandes (Figura 1.12). De manera similar, aunque una cuar-
ta parte de las empresas pequeñas cita el acceso al crédito como una limitación importante 
para realizar negocios, solo el 12% de las empresas más grandes lo hace.9 Estas empresas más 
pequeñas sobrerrepresentan a los menos acomodados en la sociedad: alrededor del 75 % 
de los hogares en los primeros tres deciles tienen un miembro del hogar que trabaja en una 
microempresa, mientras que solo el 40 % de los hogares en el decil 10 lo hace. Las desigual-
dades en los activos financieros (particularmente en el ahorro) también se observan a nivel 
individual, por género, región y nivel socioeconómico (ver, por ejemplo, Figura 1.13). Además, 
las personas más ricas del país son rentistas de capital y no trabajadores que dependen de 
sus ingresos laborales. Estas personas más ricas acumulan más de dos tercios de las pensio-
nes voluntarias, alrededor de la mitad de los saldos e inversiones en certificados de depósito, 
alrededor del 30 % del crédito de los bancos y más de la mitad de las inversiones en fondos.10 
En general, el 70 % de la riqueza catastral y financiera total se concentra entre el 10 % más rico 
de la población, y con 0,718 en 2015, el coeficiente de riqueza financiera de Gini fue significa-
tivamente más alto que el de los ingresos laborales.11
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Fuente: Autores, basados en ecuaciones de Mincer y el GEIH del 2019. 
Notas: Estos resultados se interpretan como cambios porcentuales en los ingresos por 
hora para cada grupo, derivados de las regresiones de Mincer del logaritmo del salario, 
con variables "dummy"para mujeres (vs. hombres), zonas rurales (vs. urbanas), migrantes 
(vs. no migrantes) e indígenas y afrodescendientes (vs. identificación no étnica). 

FIGURA 1.15. Brecha de ingresos por hora, entre grupos 
-porcentaje de diferencias en los ingresos- (2019)
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Fuente: Elaboración de los autores, con base en datos de la Administración del Seguro 
Social de Colombia para 2019, disponible en: https://www.ssa.gov/policy/docs/progdes-
c/index.html; y la Encuesta de Empresas del Banco Mundial (último año disponible).
Nota: El eje horizontal muestra la proporción de empresas que identifican las regulacio-
nes laborales como una limitación importante para hacer negocios. El eje vertical muestra 
la tasa de contribución obligatoria a la seguridad social (tanto para empleados, como 
para empleadores).

FIGURA 1.16. Proporción de empresas que citan las 
regulaciones laborales como una restricción importante (%) 
y la tasa de contribución obligatoria a la seguridad social
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Fuente: Estimaciones propias de los autores, con base en GEIH (2008–2019).
Nota: (a) Las líneas continuas muestran la distribución de los ingresos de los trabajadores formales e informales, según la definición legal. La línea punteada vertical muestra el salario 
mínimo. (b) Cada barra muestra la proporción de trabajadores con ingresos inferiores al salario mínimo.

FIGURA 1.17. Distribución de las ganancias salariales en Colombia

a. Distribución de ganancias, por estado de trámite, 2019 b. Trabajadores con ingresos inferiores al salario mínimo, por quintiles de 
ingreso familiar per cápita
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El acceso desigual a las nuevas tecnologías fomenta la desigualdad en el mercado labo-
ral. El internet reduce las barreras de información y permite que los trabajadores se conec-
ten más fácilmente a sus trabajos. También fomenta la creación de nuevas ocupaciones y 
acuerdos laborales más flexibles, y puede facilitar el acceso a los mercados y la financiación. 
Sin embargo, a nivel mundial, Colombia tiene una de las mayores disparidades en el uso de 
tecnología entre los grupos socioeconómicos. Entre los 141 países incluidos en la encuesta 
Gallup de 2019, Colombia ocupa el puesto 109, en términos del tamaño de la brecha en el 
uso de internet, entre el 60 % más rico y el 40 % más pobre. Además, antes de la pandemia, el 
teletrabajo no solo era inusual, sino también muy desconocido en el sector privado. En 2017, 
una encuesta indicó que el 42 % de las empresas en Colombia no sabía lo que significaba el 
teletrabajo, y solo el 9,5 % tenía un programa de teletrabajo para el personal (DANE, 2017).

En contraste con las tendencias entre países, los trabajos que son intensivos en las tareas 
que complementan las nuevas tecnologías se están reduciendo en Colombia, mientras que 
los trabajos que son intensivos en tareas que pueden automatizarse están aumentando. 
Además, el perfil de los trabajadores que ocuparán los puestos del futuro incluye a personas 
urbanas y con un alto nivel educativo que trabajan en grandes empresas o en el sector público. 
Por el contrario, los trabajadores rurales poco calificados de la economía informal se están que-
dando atrás. Por ejemplo, aunque el 57 % de los trabajadores con 13 o más años de educación 
tienen un trabajo que es muy intensivo en tareas analíticas, solo el 13 % de los trabajadores con 
menos de ocho años de educación lo hace. Las brechas en el acceso a ocupaciones intensivas en 
tecnología están muy relacionadas con las brechas en el logro educativo, y las tareas integradas 
en los trabajos representan el 30 % de la desigualdad de ingresos en Colombia.

Las tendencias del mercado laboral que se han estado produciendo durante las últimas dos 
décadas experimentaron una aceleración repentina durante el COVID-19, particularmente 
en el uso de tecnologías para acceder a oportunidades laborales. La imposibilidad de traba-
jar desde casa por las características del trabajo o la falta de conectividad puede exacerbar la ex-
clusión de grupos vulnerables. Aunque más de un tercio de los trabajadores con altos niveles de 
educación tienen empleos que se prestan para el teletrabajo, solo uno de cada 10 trabajadores 
con bajos niveles de educación se encuentra en la misma situación. Los trabajadores rurales e 
informales y los de pequeñas empresas también tienen una menor incidencia de trabajos favo-
rables al trabajo desde casa. Los grupos minoritarios, como los indígenas, los afrodescendientes 
y los migrantes venezolanos, también tienen trabajos que son menos susceptibles al teletrabajo. 
No es sorprendente que los empleos de teletrabajo estén ocupados de manera desproporciona-
da por trabajadores de los quintiles de ingresos más ricos.

Por último, pero no menos importante, las normas sociales y la discriminación magnifi-
can las desigualdades y el acceso de ciertos grupos a las oportunidades. Aproximadamen-
te el 5 % de las niñas colombianas se casan antes de los 18 años, lo que limita sustancialmente 
su agencia o su capacidad para tomar decisiones para lograr los resultados deseados (Banco 
Mundial, 2012). La violencia de género también es una grave preocupación en Colombia; casi 
una de cada dos mujeres casadas y más de una de cada cuatro mujeres en algún tipo de unión 
informaron haber experimentado violencia emocional y física en algún momento de su rela-
ción, perpetuada por sus parejas. Las normas de género que imponen una responsabilidad 
desproporcionada para las mujeres en las tareas domésticas y el trabajo de cuidado también 
pueden limitar el acceso a las oportunidades (Banco Mundial, 2019a). Las responsabilidades 
familiares son señaladas por las mujeres económicamente inactivas como el principal motivo 
para no buscar trabajo, y este es el caso -en mayor medida- en las zonas rurales: en el 2017, el 
28,6 % de las mujeres, frente a solo el 1,1 % de los hombres identificaron el cuidado familiar 
como un impedimento para trabajar (Banco Mundial, 2019a). La comunidad LGBT+ es una 
minoría fuertemente discriminada en Colombia; uno de cada cuatro de sus miembros ha re-
portado discriminación en el lugar de trabajo y más de la mitad ha sufrido trastornos de salud 
mental, como ansiedad o pensamientos suicidas (Choi et al. 2019). Otra minoría destacada 
en Colombia (dada su vulnerabilidad) es la de los migrantes desde Venezuela. A principios 
del 2020, más del 50 % de los ciudadanos colombianos no estaban de acuerdo con la política 
del gobierno de recibir migrantes, y hasta el 70 % informó tener una opinión negativa sobre 
los migrantes venezolanos que residen en el país.13 En resumen, ciertas normas sociales que 
ponen a algunos grupos en desventaja, así como la discriminación dirigida a ciertos grupos 
o minorías vulnerables, exacerban las desigualdades y, si no se abordan estas actitudes, po-
drían obstaculizar los esfuerzos políticos para promover la equidad. 

Desigualdades en el acceso a buenos empleos 
 
 
 

Además de las diferencias en el capital humano con el que ingresan al mercado laboral, los 
colombianos también enfrentan grandes disparidades en el acceso a empleos de calidad. 
Colombia tiene uno de los niveles más bajos de formalidad laboral entre los países de ALC. En 
consecuencia, tiene el segundo salario promedio real por hora más bajo de la región; incluso en 
países con niveles más bajos de PIB per cápita, como Paraguay y Perú, los trabajadores reciben 
un salario por hora más alto que en Colombia. Aunque las disparidades en la participación de la 
fuerza laboral y las tasas de empleo entre los grupos no son muy grandes, las brechas en el ac-
ceso a trabajos formales y en los niveles de ingresos son significativas (Figura 1.14). Esto último 
es particularmente cierto para los inmigrantes venezolanos, los indígenas, los poco calificados, 
la población rural y los pobres. Se observan diferencias considerables en los ingresos laborales 
entre los ricos y los pobres, y entre las poblaciones afrodescendientes e indígenas y aquellos 
que no se reconocen a sí mismas como parte de una minoría. Las diferencias persisten incluso 
cuando se discrimina la información por nivel de educación y sector de empleo, donde existen 
ingresos más bajos, especialmente para los migrantes, los trabajadores rurales y las mujeres 
(Figura 1.15), y menores retornos sobre su nivel de educación.12 Pero los trabajos de baja calidad 
–la alta informalidad y los bajos ingresos afectan más a los trabajadores vulnerables en Colom-
bia– son a menudo un síntoma de bajos niveles de productividad. 

Aunque los factores que impulsan la exclusión del mercado laboral son complejos y di-
versos, este informe se centra en dos que son fundamentales, dadas las megatendencias 
recientes en los mercados laborales de todo el mundo. El primero está relacionado con la 
existencia de distorsiones que limitan la reasignación de trabajadores de sectores tradicio-
nales de baja productividad, a sectores más dinámicos. El segundo es la lenta adopción de 
nuevas tecnologías entre los grupos desfavorecidos y el papel de la pandemia por el COVID-19 
en la aceleración de esas tendencias.

La débil reasignación de mano de obra hacia sectores de alta productividad es consis-
tente con la existencia de distorsiones en el mercado laboral colombiano. Aunque la pro-
ductividad laboral ha crecido casi un 25 % en los últimos 20 años, esta no fue suficiente para 
reducir la brecha con los países desarrollados. El débil crecimiento de la productividad la-
boral experimentado desde 2008 ha sido impulsado exclusivamente por el crecimiento de la 
productividad dentro de sector, en lugar de haber una reasignación eficiente de trabajadores 
entre sectores. Sin que se acelere la productividad laboral, será un desafío aumentar los sa-
larios y la calidad, en general, de los empleos en Colombia. Sin embargo, las estrictas regu-
laciones laborales limitan la fluidez del mercado laboral y debilitan la creación de empleos 
formales, especialmente para los trabajadores vulnerables. Los altos salarios mínimos y los 
altos costos laborales no salariales pueden perjudicar la creación de oportunidades laborales 
en el sector formal, en particular para los trabajadores poco calificados. Casi el 20 % de las 
empresas en Colombia afirman que las regulaciones laborales son un obstáculo importante 
para la creación de nuevos empleos, un porcentaje más alto que en la mayoría de los países 
en desarrollo (Figura 1.16). Además, el salario mínimo en Colombia, en relación con los nive-
les promedio de ingresos reales, se encuentra entre los más altos de la región, y es más alto 
que entre las economías de la OCDE; sin embargo, el salario mínimo no parece estar logrando 
el objetivo de aumentar el salario de la mayoría de los trabajadores vulnerables en Colombia 
(Figura 1.17). Además, en relación con los ingresos en el sector informal, Colombia tiene uno 
de los niveles más altos de costos laborales no salariales entre los países de ALC, siendo solo 
superado por Uruguay, lo que se debe principalmente a las contribuciones obligatorias a la 
seguridad social. Como se muestra en la Figura 1.16, estos se correlacionan positivamente con 
los informes de las empresas sobre la carga de las regulaciones laborales. En resumen, a pesar 
de que Colombia tiene abundante mano de obra y bajos salarios, las regulaciones aumentan 
sustancialmente los costos de contratación formal, particularmente cuando se enfocan en 
trabajadores vulnerables con bajos ingresos en el sector informal.

Fuente: Estimaciones de autores, basadas en datos de SEDLAC.
Notas: El grupo NARP incluye poblaciones negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras. La muestra incluye personas de 15 a 64 años 
(excepto jóvenes, de 15 a 24 años). La brecha de participación laboral, empleo y formalidad (legal) es la diferencia entre las tasas de par-
ticipación laboral, empleo y formalidad del grupo correspondiente y la del grupo de comparación, como porcentaje de este último. La 
brecha de ingresos es la diferencia entre los ingresos del grupo correspondiente y los del grupo de comparación, expresada como un 
porcentaje de este último. Los poco calificados son aquellos con ocho años de educación o menos. La gráfica inferior muestra cambios 
absolutos en las brechas a lo largo del tiempo, y los números negativos indican una reducción de la brecha. El grupo de comparación 
para cada categoría se muestra entre paréntesis: a) mujeres (hombres); b) jóvenes (25 a 40 años); c) poco cualificados (más de 13 años 
de educación); d) rural (urbano); e) quintil 1 (quintil 5); f) quintil 2 (quintil 5); g) indígenas (no indígenas y no NARP); h) NARP (no indíge-
nas y no NARP); i) venezolanos (colombianos y migrantes no venezolanos). 

FIGURA 1.14. Brechas en el mercado laboral entre el trabajador vulnerable y el trabajador 
promedio (con respecto al grupo de comparación en el 2019, puntos porcentuales)
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Fuente: Saber 11, promedio por municipio y región. 

FIGURA 1.18. Brechas en educación entre municipios y regiones: 
puntajes promedio de las pruebas, por municipio
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Fuente: Saber 11, promedio por municipio y región. 

FIGURA 1.18. Brechas en educación entre municipios y 
regiones: puntajes promedio de las pruebas, por municipio

Entre países, un desarrollo territorial bien planificado que integra capacidades sólidas a ni-
vel subnacional y mecanismos financieros claros para las inversiones necesarias conduce a 
la reducción de la pobreza y la desigualdad. Un mejor acceso a los bienes y servicios públicos 
(por ejemplo, educación, servicios de salud, infraestructura conectiva) en todos los territorios 
puede permitir una mejor calidad de vida, niveles más altos de productividad y un acceso más 
amplio a oportunidades laborales, todo lo cual tiene un impacto en los diversos elementos que 
mejoran (o socavan) la capacidad de una persona o un hogar para generar ingresos. 

Las desigualdades territoriales en Colombia son altas, en particular en el acceso a la in-
fraestructura, y las mismas regiones tienden a ser vulnerables y lejos de las oportunida-
des en múltiples dimensiones. Las desigualdades regionales en Colombia son dos veces más 
altas que las de otros países de la OCDE. Estas elevadas desigualdades persisten en diferentes 
escalas espaciales (región, urbano-rural, intraurbano) y en diversas dimensiones relacionadas 
con cuestiones económicas y sociales y accesibilidad. La calidad de la vivienda, medida por 
la conexión a los servicios y el hacinamiento, representa la mayor brecha entre las regiones. 
En particular, no tener gas natural, ni alcantarillado ni agua corriente son las tres característi-
cas socioeconómicas en las que las regiones se diferencian más. Al considerar los niveles de 
vulnerabilidad14 en todas las regiones, las fuentes más graves de desigualdad regional están 
relacionadas con la educación y el acceso a internet. Sin embargo, aunque el acceso desigual 
a los servicios es un aspecto esencial de la desigualdad territorial, no se trata, como se explicó 
anteriormente, solo de acceso, sino también de calidad. Existen importantes brechas de cali-
dad en la educación entre municipios y regiones (Figura 1.18). 

Las disparidades espaciales se superponen con los grupos de población definidos por et-
nia. Los municipios de Colombia que concentran el mayor número de indígenas también es-
tán experimentando niveles más altos de necesidades básicas insatisfechas (Figura 1.19). De 
manera similar, los afrodescendientes se concentran principalmente en áreas urbanas, donde 
las necesidades básicas insatisfechas han disminuido menos entre el 2005 y el 2018, en com-
paración con otras ciudades. 

FIGURA 1.19. Necesidades básicas insatisfechas en 2005 y 2018: 
poblaciones indígenas y afrodescendientes

Fuente: DANE (2005) y (2018a). El tamaño del círculo muestra la proporción de poblaciones indígenas y afrodescendientes, respectiva-
mente, en cada municipio de Colombia; con círculos en gris, aquellas que tienen un porcentaje superior al 0 %, pero inferior al 0,01 %; en 
naranja, aquellas con un porcentaje superior al 0,01 % e inferior al 1 %; y en rojo, aquellas ciudades con un porcentaje superior al 1 %. Las 
ciudades con 0 % no están en el gráfico.
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a. Población indígena

Grandes brechas territoriales en 
oportunidades en todo el país

Las ciudades de Colombia están reduciendo la pobreza multidimensional en sus terri-
torios urbano-rurales, pero son menos efectivas para reducir la desigualdad monetaria. 
Cuando uno mira las dimensiones no monetarias de la pobreza, es posible ver que en Co-
lombia (como en otros países), las ciudades ayudan a reducir la desigualdad en las áreas que 
las rodean. Las ciudades con instituciones gubernamentales locales más desarrolladas, un 
mayor desempeño fiscal y administrativo y una conectividad más estrecha pueden fomentar 
el desarrollo territorial en su zona rural remota. Sin embargo, esto no está sucediendo con la 
desigualdad de ingresos. Un ingrediente clave para que esto ocurra es la fortaleza de las capa-
cidades económicas, institucionales y fiscales de los municipios. Estos resultados en Colombia 
se pueden vincular a la evidencia mundial de que las ciudades ofrecen mejores condiciones 
socioeconómicas que los territorios rurales (reduciendo la pobreza multidimensional), pero 
que vivir en una ciudad es costoso (teniendo un impacto menos inmediato en la reducción de 
la pobreza monetaria). Además, las mejoras en el desempeño del gobierno fiscal y municipal, 
así como en la infraestructura conectiva, están asociadas con una menor pobreza multidi-
mensional y monetaria en los territorios urbano-rurales.

Las desigualdades territoriales persisten incluso dentro de los límites de las ciudades, ya 
que las ciudades en Colombia están creciendo sin la infraestructura necesaria, dejando a 
muchos desconectados de las oportunidades. Los principales factores que contribuyen a la 
desigualdad intraurbana son la vivienda y la educación, y muchos habitantes de las ciudades 
permanecen lejos de los servicios básicos (el 13 % de las ciudades tiene la clínica/hospital 
más cercano, a una distancia de más de 15 kilómetros). Más específicamente, la calidad de la 
vivienda, cuando se mide por la conectividad a los servicios y el hacinamiento, es deficiente, 
y las tasas de analfabetismo y ausentismo escolar están produciendo mayores disparidades 
en la educación. Al analizar las ciudades capitales de Colombia con datos del Censo del 2018, 
se encuentra que las personas ubicadas en cuadras cercanas al centro de la ciudad necesi-
tan viajar distancias más cortas para llegar a las instalaciones urbanas que desean. Esto es lo 
que ocurre cuando las ciudades se expanden sin el emparejamiento necesario entre infraes-
tructura y servicios: la mayoría de las instalaciones permanecen en el centro de la ciudad. 
Los habitantes ubicados en la periferia, especialmente las poblaciones desplazadas debido 
a conflictos dentro de Colombia o en la vecina Venezuela, suelen ser los más desfavorecidos. 
Por ejemplo, en Bogotá, el 52 % de las víctimas del conflicto se concentran en solo cinco de 
las 20 localidades de la ciudad, y aún dentro de ellas se ubican en las zonas más periféricas 
y deprimidas. No obstante, no es solo la periferia la que revela una concentración espacial 
de vulnerabilidades socioeconómicas; las capitales colombianas también lo demuestran. La 
segregación residencial es una característica indeseable, ya que se ha relacionado con varias 
dimensiones de la desigualdad, entre las que se encuentran el trabajo, la educación, la salud 
y la vivienda. 

Las desigualdades territoriales en Colombia están estrechamente ligadas a la dinámica 
del conflicto armado que afecta al país desde hace décadas. El aumento del conflicto ar-
mado que comenzó a mediados de la década de los noventa incrementó rápidamente el des-
plazamiento poblacional a las zonas urbanas, lo que finalmente provocó más de 6 millones de 
desplazados internos, el segundo mayor número de personas desplazadas en el mundo, des-
pués de Siria. Al mismo tiempo, el campo colombiano experimentó un éxodo masivo que pro-
vocó un grave descenso de su productividad y aceleró el debilitamiento institucional. Así, en 
las últimas décadas, la desigualdad se ha intensificado en los territorios más afectados por el 
conflicto interno del país, lo que ha generado un acceso desigual a los factores productivos, en 
particular a la tierra (Gáfaro, Ibáñez y Zarruk, 2012). Estas áreas predominantemente rurales y 
periféricas han tenido una presencia gubernamental débil, caracterizada por altos niveles de 
informalidad en la propiedad inmueble e información catastral desactualizada, lo que limita 
la salvaguarda de los derechos de propiedad de la tierra y facilita su apropiación violenta ile-
gal. Esta dinámica se ha visto impulsada aún más por el aumento de actividades económicas 
ilegales que buscaban el control de territorios para la producción y el tráfico de bienes ilícitos. 
Estas características han prolongado un círculo vicioso en el que existen disputas por el con-
trol territorial, altas tasas de desplazamiento forzado, abandono o despojo de bienes muebles 
o inmuebles y la consiguiente pérdida de acceso al capital económico y social productivo por 
parte de la población rural. En suma, décadas de desplazamiento forzado y despojo de tierras 
en las zonas rurales han incrementado la concentración de factores productivos, intensifican-
do la exclusión social, económica y política de las poblaciones más pobres, y exacerbando las 
desigualdades a lo largo del tiempo. 

H
A

C
IA

 L
A

 C
O

N
ST

R
U

C
C

IÓ
N

 D
E 

U
N

A
 S

O
C

IE
D

A
D

 E
Q

U
IT

AT
IV

A
 E

N
 C

O
LO

M
B

IA
  |

  V
IS

TA
 G

EN
ER

A
L 

D
EL

 D
ES

A
FÍ

O

14



Colombia no está aprovechando la oportunidad de redistribuir más a través del IRP. El 
IRP tiene una base muy estrecha, y llega solo a las personas que se encuentran en el decil su-
perior de la distribución del ingreso. De hecho, las deducciones y el tramo de ingresos de tasa 
cero empujan los ingresos, por encima del cual el IRP entra en acción a un nivel alto. La Figura 
1.22 muestra el nivel de ingresos en el que una persona comienza a pagar impuestos sobre 
la renta en Colombia y en otros países, expresado tanto en un porcentaje del PIB per cápita, 
como en el ingreso medio. Aunque en la mayoría de las economías avanzadas el IRP alcanza 
incluso a una persona cuyos ingresos son la mitad de la media (o la mitad del PIB per cápita), 
en Colombia las personas comienzan a pagar el IRP solo cuando sus ingresos son aproximada-
mente cuatro veces el ingreso medio (o aproximadamente 3,5 veces el PIB per cápita). Como 
resultado, casi la totalidad del recaudo del IRP está siendo aportada por el decil más alto de la 
distribución del ingreso (Figura 1.23). No se alcanza a las personas de los deciles nueve u ocho 
(cuyo ingreso es aproximadamente el doble del ingreso medio, y se pueden considerar en me-
jor situación en relación con el resto de la población). Además, las deducciones y el tramo de 
tasa cero reducen los ingresos sobre los que se calcula el IRP. Como resultado, la mayoría de 
las personas que pagan el IRP pagan impuestos sobre menos del 10 % de sus ingresos.

Además, las exenciones del impuesto al valor agregado (IVA) y las tasas cero, que están 
destinadas a hacer que el IVA sea menos regresivo, terminan otorgando grandes descuen-
tos fiscales a las personas de altos ingresos. Como en otros países, el IVA tiende a pesar más 
en el presupuesto de los hogares de bajos ingresos. Esto se debe a que el consumo (casi todo 
en necesidades) consume casi la totalidad de los ingresos de los hogares de bajos ingresos, 
mientras que los hogares de altos ingresos tienden a consumir solo una fracción de sus ingre-
sos en estos artículos. Para corregir esto, ciertos bienes están exentos del IVA o están sujetos 
a una tasa más baja. Sin embargo, las exenciones y las tasas cero o reducidas se extienden 
a alrededor del 60 % de los bienes y servicios, por valor total de transacción. Si bien estas 
exenciones y tasas cero alivian significativamente la carga tributaria sobre las personas de 
bajos ingresos, debido a que las personas de altos ingresos consumen mucho más, incluidos 
los bienes exentos de IVA, casi el 30 % de la pérdida de ingresos por exenciones de IVA o tasas 
reducidas proviene de individuos en el decil superior de la distribución del ingreso. 

Política fiscal y desigualdad

 
 
 

El sistema fiscal, uno de los instrumentos clave para influir en la redistribución del ingre-
so y los activos, tiene solo un pequeño impacto en la reducción de las desigualdades del 
ingreso en Colombia (Figura 1.20). Esto refleja la combinación de un sistema tributario que 
no es lo suficientemente progresivo con programas sociales de tamaño limitado que sufren 
fugas sustanciales. 

Colombia recauda menos impuestos en total, y menos impuestos progresivos -como el 
impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF)-, que otros países. Colombia re-
cauda alrededor del 3 % menos del PIB en impuestos que el promedio de los países de ALC, 
y recauda menos de dos tercios de los impuestos, en porcentaje del PIB, que el promedio de 
los países de la OCDE. En términos de composición, Colombia depende menos del IRP que los 
países de ALC o la OCDE. Con menos recursos recaudados, hay menos recursos para redistri-
buir o gastar en programas para proteger a los más vulnerables (Figura 1.21). 

Fuente: OCDE. Base de Datos de Distribución de Ingresos de la OCDE. Disponible en: 
https://www.oecd.org/social/income-distribution-database.htm; y Núñez, Olivieri y Parra 
(2020). 

*Impuesto al Valor Agregado y otros impuestos al consumo. 
Fuente: OCDE (2020). Revenue Statistics 2020: Tax Revenue Trends in the OECD. Paris: OECD, 
2020. 

FIGURA 1.20. Efectos de la política fiscal medida por la 
reducción del Gini

FIGURA 1.21. Nivel y composición de los impuestos, 
promedio 2014-18 (porcentaje del PIB)
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FIGURA 1.22. Contribución a la recaudación total del Impuesto 
de Renta Personal, por decil de ingresos (porcentaje)

FIGURA 1.23. Nivel de ingreso en el que los individuos pagan 
IRP (% del ingreso medio y % del PIB per cápita)
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En relación con el ingreso mediano En relación con el PIB per cápita

Asimismo, los programas de transferencias monetarias y los subsidios al gas, el agua y 
la electricidad sufren grandes fugas hacia los hogares de altos ingresos. Los principales 
programas de transferencias monetarias (como Más Familias en Acción, o Colombia Mayor) y 
subsidios a los servicios públicos (Subsidios a los Servicios Domiciliarios) ayudan a los hoga-
res de bajos ingresos. Por ejemplo, el programa de transferencias monetarias condicionadas 
Más Familias en Acción ayuda a los hogares en el decil inferior de la distribución del ingreso a 
agregar alrededor del 20 % de sus ingresos de mercado. De manera similar, los subsidios a la 
electricidad alivian los costos de los servicios públicos para estos mismos hogares, en aproxi-
madamente un 12 % de sus ingresos de mercado. Sin embargo, debido a errores de inclusión, 
una gran parte del gasto en estos programas y subsidios llega a las personas y hogares con 
ingresos superiores a la media, hasta un 60 % para los subsidios a la electricidad. En el caso 
del gas, el valor del subsidio (que llega a los hogares de todos los niveles de ingresos) es como 
máximo el 2 % de los ingresos del receptor. En general, alrededor de dos tercios de los hoga-
res que reciben los subsidios de servicios públicos bajo el sistema actual deberían recibir un 
subsidio menor o ningún subsidio. 

Finalmente, las desigualdades que sufre una persona durante su vida laboral se amplían 
durante la jubilación. Los ingresos por pensiones se distribuyen de manera aún más desigual 
que los ingresos laborales (Figura 1.24). Por supuesto, los ingresos por pensiones son ingre-
sos laborales diferidos, por lo que la desigualdad en las pensiones se deriva, en parte, de la 
desigualdad en los ingresos laborales. Sin embargo, la mayor desigualdad de los ingresos por 
pensiones se deriva de un sistema de pensiones que, con un efecto bola de nieve, exacerba las 
desigualdades en el mercado laboral. En la práctica, al igual que en otros países de América 
Latina, el sistema de pensiones de Colombia hace que la participación en el régimen contribu-
tivo sea muy onerosa para las personas con poca formación que tienen más probabilidades 
de experimentar largos períodos de informalidad laboral y cuyo salario, en general, tiende a 
ser menor. Como resultado, es muy probable que las personas de bajos ingresos terminen sin 
una pensión o con una pensión no contributiva, mientras que las personas de altos ingresos 
probablemente terminen con una pensión contributiva (Figura 1.25). Además, el sistema de 
pensiones contributivas es bastante generoso en términos actuariales. En otras palabras, si 
los trabajadores invirtieran únicamente en el mercado financiero, necesitarían ahorrar más 
de lo que contribuyen al sistema de pensiones para poder recibir un ingreso del mismo nivel 
que su pensión. Esencialmente, el estado subsidia los rendimientos de los ahorros, y es más 
probable que aquellos que terminan ganando esos ahorros sean personas de altos ingresos. 
Durante el ciclo trabajo-jubilación, estas desigualdades se acentúan por un tratamiento fiscal 
privilegiado de los ingresos por pensiones, que reduce en la práctica el monto de los impues-
tos sobre la renta que paga una persona que obtendrá una pensión a lo largo de su vida. En 
última instancia, los beneficios de pensión, incluida la parte subsidiada, son recibidos despro-
porcionadamente más por aquellos en los quintiles de ingresos más altos (Figura 1.26). 

Fuente: Cálculos de los autores, con base en GEIH (2008–2019).

FIGURA 1.24. Ingreso pensional frente al laboral: evolución 
del pseudo-Gini, por fuente de ingresos, 2008-2019
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FIGURA 1.25. Personas en edad de jubilación por estado de 
pensión y por decil de ingresos, per cápita, 2019

FIGURA 1.26. Recursos agregados destinados a prestaciones 
de pensión por decil de ingresos, 2017
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Las crisis afectan a los más vulnerables

 
 

Se estima que el impacto de la pandemia por el COVID-19 revirtió los avances en la reduc-
ción de la pobreza que Colombia había logrado en los últimos 10 años, con un impacto 
desproporcionado en las mujeres. Aunque las transferencias de emergencia han mitigado 
alrededor de una cuarta parte del impacto, 3,5 millones de personas adicionales cayeron en 
la pobreza en el 2020. El impacto fue particularmente severo al inicio de la crisis, cuando las 
medidas de distanciamiento social fueron más intensas. Para abril del 2020, se habían per-
dido 5,5 millones de puestos de trabajo,15 particularmente entre las mujeres: el 27 % de las 
trabajadoras perdieron su trabajo, en comparación con el 18 % de los hombres, y los ingresos 
laborales de las trabajadoras disminuyeron un 40 % en el segundo trimestre, en comparación 
con el 30 % de los hombres. Para diciembre del 2020, se habían recuperado 4,2 millones de 
puestos de trabajo, pero esta recuperación no está cerrando las brechas de género. Casi todos 
los puestos de trabajo perdidos por los hombres se han recuperado, pero las mujeres aún 
están lejos de una recuperación total, lo que en parte está vinculado a su concentración en 
sectores que están tardando más en recuperarse, como el turismo y los servicios. 

La crisis por el COVID-19 podría tener un impacto a largo plazo en la desigualdad. Una en-
cuesta telefónica llevada a cabo en agosto del 202016 mostró que, en promedio, el 32 % de los 
hogares enfrentaban cierta inseguridad alimentaria, medida por hogares en los que un adulto 
tuvo que saltarse una comida en el mes anterior, debido a la falta de recursos. Por otro lado, 
aunque el 88 % de los estudiantes continuaron con al menos una actividad de aprendizaje y 
mantuvieron contacto con sus maestros, la literatura internacional emergente enfatiza que las 
consecuencias del cierre de escuelas pueden ser enormes y duraderas. 17 Los estudiantes de 
los quintiles más bajos pueden verse más afectados por el impacto (Banco Mundial, 2020b), 
ya que todas las escuelas públicas se cerraron en el 2020, mientras que algunos colegios pri-
vados permanecieron abiertos. Incluso antes de la pandemia, el 53% de los niños de 10 años 
“aprendían mal”, lo que significa que solo podían leer y comprender un texto básico. Se espera 
que la pandemia aumente la tasa de pobreza en el aprendizaje al 60 %, si las escuelas pueden 
mantener un programa híbrido hasta el 2021; o 63 %, si el aprendizaje a distancia continúa 
durante todo el año. Solo con la educación a distancia, la tasa de pobreza en el aprendizaje 
podría alcanzar el 70 % para los que se encuentran en el quintil más pobre y el 72 % para los 
residentes rurales. Otros activos pueden agotarse debido al impacto; una encuesta del 202018 
descubrió que uno de cada tres encuestados utilizó sus ahorros para pagar alimentos, aten-
ción médica u otros gastos durante la cuarentena. Además, alrededor del 64 % de los encues-
tados dijo que sus deudas habían aumentado durante este período.

Fuente: Autores, con base en un modelo de equilibrio general. Fuente: Autores, con base en un modelo de equilibrio general. 

FIGURA 1.27. Cambios en los ingresos de los hogares en 2050 
(porcentaje), con respecto a la línea de base, por quintiles de 
ingresos rurales y urbanos

FIGURA 1.28. Efectos salariales en 2050 (porcentaje), 
con respecto al escenario de línea de base de alto impacto
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El cambio climático constituye otra crisis colectiva que se prevé que intensifique las dis-
paridades existentes. Colombia puede estar al frente de los compromisos para detener el 
cambio climático, pero no se librará de sus efectos. Si bien la vulnerabilidad del país al cambio 
climático no es inusualmente alta en comparación con la de otros países, se encuentra entre 
las más altas entre los países de América Latina. El cambio climático tiene un efecto directo 
sobre el capital físico y humano, la mano de obra y la productividad de la tierra. Los cambios 
inesperados y significativos en las condiciones climáticas modifican la productividad de las 
tierras agrícolas y desencadenan o incluso aceleran el deterioro del capital físico. El cambio 
climático afecta las condiciones y la productividad laborales, por ejemplo, a través del calor 
excesivo y la proliferación de condiciones de salud relacionadas con el calor.

El cambio climático no afectará a todos los colombianos por igual. Algunas personas y 
hogares están más expuestos a los efectos físicos y económicos del cambio climático y/o tie-
nen pocos o ningún mecanismo para hacer frente a estos efectos. Por ejemplo, los hogares de 
bajos ingresos tienen pocos o ningún ahorro, y son más vulnerables a los cambios en los sala-
rios y los precios de los productos. Los hogares rurales están más expuestos a cambios en la 
productividad agrícola. Los cambios en los salarios debido a reducciones en la productividad 
laboral afectan de manera desproporcionada a los trabajadores informales. 

Los colombianos pobres y rurales verán cómo sus salarios disminuyen sustancialmente 
más que los segmentos más ricos y urbanos de la población, como consecuencia del cam-
bio climático (Figuras 1.27 y 1.28). Se estima que los salarios de los trabajadores informales 
caerán más que los de los trabajadores formales; y los de las mujeres, más que los de los hom-
bres. Todos estos efectos ampliarán la brecha de desigualdad. De hecho, una estimación con-
servadora es que el cambio climático conduciría a una pérdida anual del PIB de entre 0,48 % y 
0,88 % para el 2050, en comparación con un caso de referencia sin cambio climático. Se estima 
que los choques climáticos afectarán predominantemente a los hogares rurales pobres.

Colombia está mal preparada para mitigar y responder a los impactos de equidad por la 
crisis climática. Se ha demostrado que las tecnologías de agricultura climáticamente inteli-
gente (ACI) generan beneficios inmediatos para los productores. La ACI aumenta la producti-
vidad y la rentabilidad, al mejorar la eficiencia de los recursos naturales. A mediano plazo, la 
ACI también conduce a una mayor resiliencia en los sistemas de producción y una mejor adap-
tación de las cadenas de valor agrícolas al cambio climático. Sin embargo, la tasa de adopción 
de ACI entre los agricultores colombianos es baja, debido a factores socioeconómicos (por 
ejemplo, bajos ingresos y educación, problemas de tenencia de la tierra) y a que los fondos 
(así como los servicios de extensión y los incentivos financieros) son insuficientes para apoyar 
a los productores en la transición a estas nuevas tecnologías. 

Aunque Colombia ha sido pionera en poner precio a las emisiones de carbono, a través 
de su impuesto al carbono, su régimen de fijación de precios del carbono ha tenido un 
impacto limitado, hasta ahora. El precio del carbono en Colombia es demasiado bajo y limi-
tado en la cobertura de productos que emiten gases de efecto invernadero, lo que deja pasar 
la oportunidad de obtener el doble dividendo de la mitigación del clima y una mayor movili-
zación de recursos. 
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1. La falta de una pronta evaluación de la población necesitada priva de dinamismo a los 
programas sociales, lo que dificulta decidir cómo adaptar rápidamente los programas a 
la materialización de nuevos choques. Esto es particularmente evidente cuando se anali-
za la capacidad de respuesta de los programas de protección social a los choques relacio-
nados con el clima. El país cuenta con instituciones y marcos de políticas bien definidos 
para la gestión del riesgo de desastres, como el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres (SNGRD). Sin embargo, este sistema no incluye un rol específico para el sec-
tor de inclusión social y actores clave, como la Unidad Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres (UNGRD) y el Departamento para la Prosperidad Social (DPS), que actúan en 
conjunto solo después de que ocurre un desastre, y para cada caso en particular. Esto 
limita la preparación socioeconómica y la resiliencia a las crisis climáticas.

2. Los programas sociales pierden eficacia con el tiempo. Si no se dirigen de manera efecti-
va a los necesitados, se comienzan a filtrar recursos hacia aquellos que no los necesitan. 
Esto se debe a que la información contenida en el Sisbén pierde precisión con el tiempo, 
lo que resulta en errores, tanto de inclusión, como de exclusión. Por ejemplo, en el ba-
rrido anterior (Sisbén III), los errores de inclusión (es decir, el número de hogares no po-
bres, clasificados como pobres o vulnerables) fueron tan altos, como 49,9 % para pobreza 
monetaria, y 64,8 % para pobreza multidimensional (según el Índice de Pobreza Multidi-
mensional -IPM-); lo que significa que, dependiendo de la métrica utilizada para evaluar 
las necesidades, entre la mitad y dos tercios de las personas que el Sisbén III clasificó 
como pobres no lo eran en realidad. Al mismo tiempo, los errores de exclusión (es decir, 
el número de hogares pobres que no se identifican como pobres) fueron tan altos, como 
18,8 %, si se evalúan usando pobreza monetaria, o 29 %, si se evalúan usando el IPM (ver 
CONPES, 2016). En otras palabras, hasta un tercio de las personas que eran pobres no 
estaban clasificadas como tales en el Sisbén III.

Los programas de protección social pueden desempeñar un papel importante en el mo-
mento de promover la acumulación de capital humano, y protegerlo de las crisis. En Co-
lombia, sin embargo, esta función de los programas sociales aún no está completamente 
desarrollada. El sistema de protección social tiene una doble función: (i) proporciona asis-
tencia social a los pobres y vulnerables y (ii) ofrece una red de seguridad para proteger a todos 
los ciudadanos de la pobreza, después de materializar impactos sobre los ingresos u otros 
choques. Los programas de asistencia social colombianos han tenido éxito en brindar apoyo a 
los ingresos de quienes lo necesitan, pero la estructura actual del sistema de protección social 
colombiano no está preparada para ayudar a los pobres y no pobres a gestionar los riesgos 
y hacer frente a las crisis y los choques. Como ejemplo, las estimaciones para 2017 muestran 
que el 55 % de los colombianos no pueden hacer frente a los efectos negativos de los desastres 
naturales, a través de sus activos. Con el tiempo, esto provoca una disminución en el consu-
mo agregado de los hogares (bienestar), estimado en aproximadamente el 3 % del PIB (Báez, 
Fuchs y Rodríguez-Castelán, 2017). Más recientemente, aunque la creación de la transferencia 
monetaria incondicional, Ingreso Solidario, como respuesta a la pandemia por el COVID-19 fue 
útil para extender temporalmente la asistencia social a los hogares pobres y vulnerables que 
tradicionalmente no estaban cubiertos por programas insignia, en circunstancias normales, el 
acceso de estos grupos a la asistencia social es aún insuficiente y muchos hogares permane-
cen altamente vulnerable a los choques.  

La falta de un registro social sólido, con información dinámica y veraz sobre los hoga-
res en Colombia, se traduce en errores persistentes de inclusión y -en menor medida- de 
exclusión en la focalización de los programas sociales, y limita la adaptabilidad de los 
programas a nuevas circunstancias. Desde 1995, Colombia ha estado utilizando el Sistema 
de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales (Sisbén), como principal 
herramienta para focalizar 21 programas sociales a nivel nacional. La cobertura del Sisbén es 
adecuada y, a marzo de 2020, el censo más reciente, Sisbén IV, contenía información sobre 
más de 39,4 millones de personas, lo que equivale aproximadamente al 78 % de la población 
de Colombia. El problema es que la información del Sisbén sobre hogares se recopila por un 
periodo mayor a un año (por ejemplo, la información para el Sisbén IV se recopiló entre el 
2017 y el 2019) y se actualiza solo a solicitud directa de un hogar. Esto genera dos problemas:
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Dado que la desigualdad es un fenómeno multidimensional, el conjunto de herramien-
tas de políticas para reducir los desequilibrios debe ser igualmente multidimensional. 
Políticas bien orientadas y supervisadas pueden cerrar las brechas entre los grupos socioeco-
nómicos y de población hacia una sociedad más equitativa. Las políticas pueden abordar las 
brechas en el acceso a los activos (especialmente capital humano), promover su acumulación 
(en particular, entre los que se quedan atrás) y proteger el acervo de activos de los choques. A 
través de las regulaciones e instituciones laborales, las políticas pueden promover el acceso 
equitativo a las oportunidades económicas e influir en el impacto de las normas y la discrimi-
nación sobre esas oportunidades. Al cerrar la brecha digital, las políticas pueden aumentar el 
acceso a servicios y empleos para quienes se encuentran en áreas remotas. Se puede poten-
ciar el papel redistributivo de las políticas fiscales, logrando también un uso más eficiente de 
los recursos públicos. 

Las áreas de reformas y acciones de política son muchas, pero el análisis sugiere un conjun-
to de objetivos de política clave que se describen con mayor detalle en los Capítulos 2 al 6. 
El análisis y el menú de opciones de políticas (ver también la Tabla ES.1) indican que, para redu-
cir la desigualdad a lo largo del tiempo, las políticas deberían abordar los siguientes problemas:

1.3. 
Opciones de política 
para abordar  
las desigualdades  
en Colombia

1.
Garantizar oportunidades equitativas en capital humano es aho-
ra más urgente que nunca. Esto requiere acciones encaminadas a 
proporcionar acumulación de capital humano desde las primeras 
etapas de la vida. Específicamente, esto se puede lograr así:

• En el frente de la educación, intensificando el aprendizaje para todos, y enseñando al 
nivel adecuado. La implementación de un plan de estudios priorizado para el aprendiza-
je acelerado en las competencias básicas puede ser eficaz para recuperar el aprendizaje 
perdido por el cierre de escuelas, y por el aprendizaje en línea, relacionados con la pan-
demia por el COVID-19. Un nuevo enfoque pedagógico en la educación secundaria supe-
rior también sería importante para garantizar trayectorias de aprendizaje completas. El 
acceso a la educación terciaria debe ser más equitativo y flexible, al mismo tiempo que 
se deben reducir las grandes desigualdades entre los ingresos y los grupos de población 
que existen en la calidad y pertinencia de la educación terciaria. El uso de la financiación 
con base en resultados para la educación terciaria es una herramienta eficaz y eficiente 
para mejorar su calidad.

• En el sector salud, mejorando la calidad de la APS. La información y la gestión de riesgos 
podrían utilizarse para apuntarle a los servicios de salud y adaptar la gestión de riesgos 
para la salud a diferentes pacientes. Los sistemas podrían ampliarse para garantizar la cali-
dad del servicio, midiendo el desempeño y la equidad en algo cercano al tiempo real para 
todos los proveedores de APS. La financiación de los servicios sanitarios podría basarse 
en el perfil de riesgo del paciente. Se podría implementar una política nacional sólida de 
recursos humanos para la salud, con miras a: asegurar que el sistema cuente con trabaja-
dores comunitarios de salud, gerentes de salud, técnicos, enfermeras, médicos generales y 
especialistas que puedan trabajar juntos en equipos multidisciplinarios; adaptar la presta-
ción de asistencia sanitaria al contexto local; y promover la participación comunitaria.

• En general, mejorando la gestión y la financiación de la educación y la salud. Por 
ejemplo, en el sector de la educación, es necesario utilizar los datos más allá de las eva-
luaciones del aprendizaje de manera más eficaz. Los sistemas de gestión e información 
actuales son demasiado estrechos, obsoletos y rígidos, se centran demasiado en medir 
los aportes (en lugar de los resultados) y recopilan información solo de los rectores de es-
cuelas. La información podría usarse de manera más sistemática, para orientar las inter-
venciones de manera más rápida y eficaz y monitorear el progreso con mayor frecuencia, 
lo que podría resultar en intervenciones más rentables. En salud, la situación es análoga. 
El uso de datos puede facilitar y mejorar la gestión. Específicamente, las prácticas de 
gestión podrían mejorarse entre los proveedores de servicios, los gobiernos locales y el 
gobierno central, y mejorar su coordinación. Finalmente, la idoneidad del financiamien-
to (en nivel) podría incrementarse y estructurarse para equilibrar la equidad con los re-
sultados de desempeño para evitar penalizar las malas condiciones al nacer.

2.
Los mercados laborales deben volverse más inclusivos. Este obje-
tivo se puede lograr así: 

• Incrementando los incentivos para ofrecer trabajos formales. Esto requeriría inter-
venciones en dos frentes complementarios. El primero incluye reducir el costo de for-
malización para las empresas, haciendo que los salarios mínimos sean consistentes con 
los ingresos reales y reduciendo los costos laborales no salariales. El segundo incluye 
repensar las políticas de protección del empleo e introducir instrumentos que protejan a 
las personas de la pobreza y permitan suavizar el consumo. Con estos fines, un enfoque 
de flexiguridad ayudaría a las personas a gestionar las crisis y facilitaría las decisiones de 
contratación y despido de las empresas del sector privado. 

• Facilitando la adaptación de los trabajadores al futuro del trabajo. Esto requeriría 
políticas para (i) fomentar la adopción de tecnología entre los trabajadores pobres y ru-
rales, lo que contribuiría a promover la equidad en el mercado laboral y al mismo tiempo 
mejorar sus habilidades; (ii) avanzar en los esfuerzos hacia un marco de políticas que 
promueva el teletrabajo y los trabajos realizados a distancia de manera equitativa; y (iii) 
introducir programas específicamente dirigidos a grupos vulnerables, como minorías ét-
nicas y poblaciones desplazadas, y programas expresamente enfocados en la integración 
de las poblaciones desplazadas al mercado laboral urbano.

3.
Mejorar la progresividad del sistema tributario y reorientar las 
transferencias y los subsidios ayudaría a movilizar más recursos 
para la redistribución y utilizarlos de manera más eficiente. Esto 
se podría hacer así:

• Extendiendo el IRP a los dos deciles superiores de la distribución del ingreso a cor-
to plazo, con el objetivo de extenderlo a la mitad superior de la distribución del in-
greso a largo plazo, a medida que aumenta el ingreso y disminuye la pobreza. Esto 
implicaría reducir el monto máximo de la deducción fiscal permisible y aumentar la tasa 
impositiva marginal en el primer tramo de ingresos por encima de cero, pero a un nivel 
(por ejemplo, 5 %) que aún sea asequible para las personas con un ingreso en el margen 
entre ingresos gravables cero y algunos ingresos gravables. También implicaría gravar los 
ingresos por pensiones, al igual que los ingresos laborales.

• Reduciendo gradualmente las exenciones del IVA y aumentando las tasas de IVA sobre 
aquellos bienes que actualmente están gravados a una tasa inferior a la tasa están-
dar (19 %). La reducción de la lista de bienes que están exentos podría hacerse gradual-
mente, aplicando primero una tasa baja, y aumentándola con el tiempo. Una alternativa 
es establecer una tasa de IVA del 5 %, sobre aquellos bienes que son consumidos casi en 
proporciones iguales por diferentes grupos de ingresos, y una tasa de IVA del 12 %, sobre 
aquellos bienes que son consumidos en mayor proporción por personas de altos ingre-
sos. Las medidas para compensar a las personas por la carga adicional de estos cambios 
podrían financiarse con parte de los ingresos adicionales del IVA.

• Abordando la inequidad de las pensiones. El logro de este objetivo requeriría una re-
forma integral que incremente en el sistema la participación, la equidad actuarial y la co-
bertura de los adultos mayores. Para preservar la sostenibilidad del sistema, las medidas 
podrían incluir la revisión de la cantidad de años necesarios para obtener una pensión 
(para ayudar a mejorar las perspectivas de cobertura) y la revisión de la tasa de reempla-
zo (para que refleje el monto efectivo que una persona ha ahorrado durante el curso de 
su vida laboral).

Una combinación de estas políticas y un mejor enfoque de las transferencias monetarias y los 
subsidios (ver más abajo) podrían ayudar a movilizar hasta el 2 % del PIB, que podría usarse 
para aumentar el nivel de transferencias y subsidios o extender la cobertura a aquellas per-
sonas elegibles que actualmente están excluidos y aún dejan recursos (alrededor del 1 % del 
PIB) que podrían usarse para otros programas u objetivos fiscales.

4.
La atenuación de las desigualdades territoriales puede comple-
mentar otras políticas y amplificar los resultados generales. Se 
podría reducir la desigualdad territorial, así:

• Fortaleciendo los gobiernos subnacionales. Esto permitiría desarrollar políticas dife-
renciadas orientadas a dar respuesta a las necesidades heterogéneas de los territorios 
vulnerables. Muy concretamente, esto requeriría: (i) mejorar los sistemas de información 
y la gestión de datos para alimentar la planificación territorial y la toma de decisiones 
(ej. vinculación de la administración de tierras y catastro, información adecuada sobre 
amenazas y riesgos de desastres); (ii) fortalecer la capacidad técnica de los gobiernos 
subnacionales débiles; y (iii) traducir las reformas legales en instrumentos concretos que 
puedan orientar a los gobiernos subnacionales en la implementación de leyes/decretos 
territoriales. El fortalecimiento de la capacidad del gobierno local también requeriría (i) 
adaptar las disposiciones legales sobre Esquemas Asociativos Territoriales (EAT), para co-
municar más eficazmente la legislación existente entre los gobiernos subnacionales, y (ii) 
proporcionar herramientas y recursos para construir/mejorar las capacidades políticas, 
financieras, administrativas y técnicas de los gobiernos subnacionales. En el mediano 
plazo, la implementación de Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial -PDET- (ver 
Capítulo 5) debe acelerarse, respaldado por el desarrollo de capacidades para superar 
desafíos institucionales importantes.

• Equipando mejor a los municipios con nuevas fuentes de financiación y mejorando 
la forma en que se utilizan los recursos existentes para responder a la creciente de-
manda de servicios. Esto requeriría (i) mejorar las capacidades del gobierno municipal 
en la gestión del catastro multipropósito y la recaudación de impuestos prediales, y (ii) 
profundizar los vínculos operativos entre el catastro y la gestión fiscal.

• Mejorando la accesibilidad dentro de las ciudades y entre las áreas urbano-rurales 
de Colombia, lo cual es crucial para acercar oportunidades a los territorios. Mejorar 
el acceso a empleos, servicios y oportunidades para las poblaciones vulnerables y des-
favorecidas, y -en particular- a aquellas que no tienen acceso a un vehículo privado, ha 
demostrado tener un impacto significativo en la reducción de la desigualdad intraurbana 
en Colombia. Mejorar la infraestructura peatonal con características de seguridad y resi-
lientes al clima puede mejorar la conectividad al transporte público, por ejemplo. Llevar 
a cabo análisis de accesibilidad de línea base y comprender los cambios en el acceso pro-
porcionado a través de la mejora de los servicios e infraestructura de transporte puede 
ayudar a informar la política nacional sobre la mejora de la movilidad regional y urbana 
que el gobierno de Colombia aprobó en abril del 2020 (CONPES, 2020b). Para la accesi-
bilidad interurbana a largo plazo, las áreas periurbanas y los municipios más pequeños 
pueden mejorar la conectividad de áreas principalmente residenciales a la red vial tercia-
ria y secundaria, como un medio para mejorar la seguridad vial; reducir el consumo de 
combustible; los costos de mantenimiento y los tiempos de viaje; y aumentar en general 
el acceso a empleos, mercados y servicios, que tienden a concentrarse en áreas urbanas 
más grandes.

• Focalizando inversiones en ciudades y pueblos para mejorar el acceso a los servicios 
y salvar las brechas espaciales. Abordar los desafíos de la vivienda requiere trabajar 
más allá de la vivienda en sí. Se requieren mejoras en la coordinación de las políticas de 
transporte y uso de la tierra para garantizar un mejor acceso a los servicios, las amenida-
des y empleos. Los programas nacionales de vivienda podrían coordinarse con mecanis-
mos financieros que ayuden a los municipios a proporcionar infraestructura de conexión 
(por ejemplo, carreteras) y servicios básicos (por ejemplo, agua, educación, salud). Los 
barrios deberían ser más inclusivos, por ejemplo, creando espacios para mejorar las in-
teracciones y proporcionando soluciones de vivienda que sean asequibles y atractivas 
para diferentes grupos. Además, la vivienda asequible debe estar disponible, a través de 
regulaciones inclusivas de uso de la tierra y sistemas de vivienda social adecuados. Por 
último, las políticas deberían centrarse en los grupos vulnerables, como las minorías ét-
nicas y las poblaciones desplazadas.  

5.
Ha llegado el momento de abordar el efecto del cambio climático 
en la desigualdad. Esto se puede hacer, así:

• Invirtiendo más en cadenas de valor agrícolas climáticamente inteligentes que combi-
nen la inclusión con la mitigación y la adaptación climáticas. Los proyectos productivos 
que involucren tecnologías y prácticas de ACI y que involucren a productores rurales vul-
nerables ayudarían a promover la adopción de ACI. Para cerrar la brecha de conocimiento 
sobre las prácticas de ACI, las inversiones deben ir acompañadas del fortalecimiento de 
los servicios de extensión agrícola y garantizar que la capacitación y la asistencia técnica 
adecuadas sobre tecnologías y prácticas climáticamente inteligentes lleguen a los produc-
tores pequeños y vulnerables. Un paso práctico en este sentido es hacer de la mitigación 
y adaptación pilares fundamentales de los Planes Departamentales de Extensión Agrícola. 
Movilizar el financiamiento necesario requeriría impulsar la participación privada, lo que 
se puede lograr consolidando incentivos para inversiones verdes y adaptación. Por último, 
además de continuar o ampliar las iniciativas existentes, se puede facilitar una acción cli-
mática mejor coordinada y más eficaz en las diferentes actividades gubernamentales, ase-
gurando que los beneficios climáticos asociados se consideren sistemáticamente en todas 
las inversiones gubernamentales en el sector agrícola.

• Ampliando los precios del carbono para combinar la equidad y la mitigación del clima. 
Esto puede requerir: (i) ampliar la cobertura del impuesto al carbono a nuevas fuentes de 
emisiones; (ii) ajustar el nivel del impuesto al carbono; y/o (iii) introducir un sistema de co-
mercio de emisiones, mediante la regulación de la Ley 1931/2018. Para impulsar la equidad, 
estas medidas deberían combinarse con reformas que permitan el reciclaje de los ingresos 
con fines de aumento de la equidad, por ejemplo, reduciendo la brecha fiscal, especial-
mente en los salarios más bajos. 6.

Mejorar la flexibilidad, la focalización y la eficiencia del sistema 
de protección social requiere aumentar la flexibilidad y el valor 
informativo del sistema para identificar a los beneficiarios elegi-
bles. Esto se puede hacer así:

• Incluyendo características socioeconómicas en el sistema de estratificación, lo que 
podría mejorar la efectividad y eficiencia de los subsidios a los servicios públicos. 
Por ejemplo, el uso del IPM de Colombia para la identificación de los beneficiarios elegi-
bles para los subsidios a los servicios públicos reduciría significativamente los errores de 
inclusión. Esto permitiría orientar los recursos donde más se necesitan, incluso fuera del 
área de subvenciones.

• Fortaleciendo la capacidad de adaptación del sistema de protección social para ase-
gurar la resiliencia de los más pobres a los choques climáticos. El sistema de protec-
ción social debe incluir un marco institucional y de políticas que no solo brinde apoyo 
rápido a los hogares afectados por una crisis, sino que también permita evaluar y reducir 
la exposición de los hogares a los riesgos del cambio climático, antes de que ocurran las 
crisis. Por ejemplo, esto podría lograrse, integrando un Índice de Vulnerabilidad al Cambio 
Climático (como en República Dominicana) a los registros sociales. El Sisbén IV ya incluye 
algunas innovaciones que serán clave para una mejor gestión de los riesgos relacionados 
con el clima para los pobres y los vulnerables. Sin embargo, la estructura de barrido de 
los datos del Sisbén y la falta de actualizaciones periódicas de los datos, generalmente, 
limitan la usabilidad actual de los datos para identificar, mitigar y responder a la mayoría 
de los choques inesperados que enfrentan los hogares. En el frente institucional, Colom-
bia podría construir un marco de políticas con mejores vínculos y sinergias más claras 
entre la GRD y los sectores de inclusión social, roles y responsabilidades específicos para 
las partes interesadas clave y un equilibrio adecuado entre la gestión de riesgos ex ante 
y ex post. Por último, Colombia debe garantizar que los programas de protección social 
actuales y futuros estén bien preparados para responder de manera rápida y flexible a los 
desastres relacionados con el clima, al tiempo que contribuyan a impulsar la acumula-
ción de activos y la resiliencia de los pobres y vulnerables.

Muchas de estas políticas resuenan con los problemas que más importan a los colombia-
nos, en particular para los que están en peor situación (Burger, Hendriks e Ianchovichina, 
2020). En promedio, los temas relacionados con las oportunidades económicas (como la sufi-
ciencia económica y el optimismo sobre la economía), el nivel educativo y el acceso digital son 
los más importantes para el BS (Bienestar Subjetivo) de los colombianos. Sin embargo, para 
aquellos con niveles más bajos de BS (los más infelices), la educación, el acceso a un trabajo 
y el nivel de ingresos influyen en su percepción de bienestar. Estos mismos problemas, junto 
con el escaso acceso a los servicios de salud y digitales, generan diferencias espaciales e inter-
grupales en el BS. Estas prioridades contrastan con las de los más pudientes (los más felices), 
para quienes las necesidades de orden superior, como el compromiso cívico y la asequibilidad 
de la vivienda, emergen como importantes. 

Por último, aunque se espera que el conjunto de políticas propuestas beneficie de mane-
ra desproporcionada a los grupos más desfavorecidos, abordar las barreras adicionales 
a las oportunidades que afectan a grupos de población específicos requerirá políticas 
e intervenciones específicas. Prevenir y sancionar la discriminación hacia las mujeres y la 
población LGBT+ ayudará a cerrar las brechas en el acceso a oportunidades. Un paso funda-
mental es garantizar que exista la legislación para reducir las prácticas discriminatorias. Por 
ejemplo, como se detalla en una reciente evaluación de género (Banco Mundial, 2019a), las 
reformas podrían garantizar que la legislación prohíba a los posibles empleadores indagar 
sobre la situación familiar de las mujeres y establezca el principio de igual remuneración por 
igual trabajo. Los contextos escolares en Colombia también son vulnerables a la discrimina-
ción racial, incluidas las representaciones con base en prejuicios en los materiales didácticos 
o las interacciones inapropiadas en el aula (Freire et al. 2018, 76–77). Además, para cerrar las 
brechas de género en el acceso a las oportunidades económicas, mejorar el acceso efectivo a 
un cuidado infantil de calidad puede eliminar las barreras para que las mujeres participen en 
el mercado laboral y, al mismo tiempo, brindar los beneficios de las intervenciones de desa-
rrollo de la primera infancia a los niños desfavorecidos. Por demás, seguir trabajando por la 
integración social y económica de la población migrante, y al mismo tiempo atender las nece-
sidades de los desfavorecidos en las comunidades de acogida, puede promover la igualdad. 
La adopción del estatus de protección temporal para los migrantes desde Venezuela es un 
paso importante en esa dirección. Para cerrar las disparidades espaciales, los esfuerzos deben 
centrarse primero en los territorios vulnerables con una mayor concentración de minorías 
étnicas y poblaciones desplazadas. Las regiones rezagadas requieren políticas de desarrollo 
territorial que combinen intervenciones que no necesariamente se centren en las personas 
(por ejemplo, mejorar la infraestructura básica, ampliar los sistemas de educación y salud, 
mejorar la conectividad), con esfuerzos que protejan directamente los derechos culturales de 
las minorías étnicas; por ejemplo, el fortalecimiento de los derechos a la tierra y la autonomía 
política, apoyando el desarrollo impulsado por la comunidad y protegiendo la consulta y el 
consentimiento en la toma de decisiones. 
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Notas finales

1  Esta cifra corresponde a la cantidad de años que le tomaría a Colombia pasar de 
0,526 (el Gini de Colombia en 2019) a 0,3175 (el Gini promedio de la OCDE), mante-
niendo la velocidad de reducción constante al promedio de 2008 a 2019, es decir, 
0,003727 puntos de Gini, por año.

2 La proporción de ingresos entre áreas urbanas y rurales en el 2019 fue de 2,6. Fue de 
3,6 entre el departamento más rico y el más pobre; 1,1 entre hombres y mujeres; 2,3 
entre los no identificados como grupo étnico y los indígenas; 1,5 entre los no identi-
ficados como grupo étnico y los afrodescendientes; y 1,5 entre no migrantes y mi-
grantes. La crisis del 2020 afectó estas brechas, particularmente debido al aumento 
significativo de la pobreza en las áreas urbanas.

3 Alrededor del 72 % de esa desigualdad de oportunidades está relacionada con la 
educación de los padres; el 14 % al grupo étnico al que pertenece la persona; y el 8 
% a la región de nacimiento, entre otras características. Esto se basa en los cálculos 
de los autores, utilizando la GEIH del 2019.  

4 Ver también Banco Mundial (2018). Base de Datos Mundial sobre Movilidad Interge-
neracional (GDIM). Disponible en: https://www.worldbank.org/en/topic/poverty/
brief/what-is-the-global-database-on-intergenerational-mobility-gdim. La movilidad 
de ingresos intergeneracional (persistencia intergeneracional de ingresos o movili-
dad de ingresos relativa intergeneracional) se mide como el coeficiente de regresión 
de los ingresos de un niño sobre los ingresos de los padres. Un coeficiente más alto 
indica una mayor persistencia y, por lo tanto, una menor movilidad. 

5  Banco Mundial (2018). GDIM. 
6 Burger, Hendriks e Ianchovichina (2020). El BS se evalúa utilizando datos de Gallup, y 

específicamente la siguiente pregunta: “Por favor imagine una escalera, con escalo-
nes numerados del cero en la parte inferior al 10 en la parte superior. La parte supe-
rior de la escalera representa la mejor vida posible para usted y la parte inferior de la 
escalera representa la peor vida posible para usted. ¿En qué escalón de la escalera 
diría que personalmente siente que se encuentra en este momento? 0 - La peor vida 
posible; 10 - La mejor vida posible”.

7  Utilizando datos del Latinobarómetro (2018). Disponible en: https://www.latinoba-
rometro.org/lat.jsp.

8  Estimaciones para el Gini de tierras por la Unidad de Planificación Rural Agrope-
cuaria (UPRA), para 2019. Las estimaciones para la propiedad inmobiliaria Gini son 
calculados por los autores, y están basadas en las últimas rondas disponibles de la 
Encuesta Nacional de Presupuestos de los Hogares (ENPH), 2016-2017. Estimaciones 
de ingresos Gini basadas en la GEIH, 2019.

9  Banco Mundial (2017). Enterprise Surveys 2017, Colombia. Disponible en: https://
microdata.worldbank.org/index.php/catalog/3388 

10  Estimaciones de 2013 de Núñez, Parra y Piraquive (2017). 
11  La riqueza total de los hogares está compuesta tanto por sus bienes inmuebles 

como por sus activos en los mercados financieros y de pensiones. Las fuentes de 
información para su construcción son: catastros descentralizados del IGAC (Insti-
tuto Geográfico Agustín Codazzi), para estimar la concentración de propiedad; in-
formación de DECEVAL (Depósito Central de Valores), para aclarar la distribución 
de activos financieros; y declaraciones de impuestos de la DIAN, para aclarar todo 
lo referente al patrimonio del contribuyente. La riqueza financiera se define a nivel 
individual, y contiene información sobre activos financieros, crédito, cuentas banca-
rias y patrimonio (ver Núñez, Parra y Piraquive, 2017). 

12  Los resultados de las ecuaciones de Mincer sobre logaritmos de ingresos por hora 
para el 2019, y para cada grupo por separado, muestran que la remuneración en 
aquellos con educación superior es más baja para las mujeres, que para los hom-
bres; para las áreas rurales, que para las áreas urbanas; para los migrantes, que para 
los no migrantes; y para los grupos étnicos, que para grupos que no reportan una 
identificación étnica. 

13  Observatorio del proyecto Migración Venezuela, con base en la Encuesta de Invamer 
Gallup Poll, febrero de 2020.

14 Para medir la vulnerabilidad, esta sección utiliza cuatro dimensiones socioeconó-
micas (demografía, vivienda de calidad, educación y trabajo), utilizando datos del 
DANE (2018a).

15  Al comparar el número de trabajadores en abril con el número de trabajadores en 
febrero.

16 Banco Mundial (2021). Encuesta de Alta Frecuencia COVID-19 de Colombia. Dispo-
nible en: https://www.worldbank.org/en/programs/lsms/brief/lsms-launches-hi-
gh-frequency-phone-surveys-on-covid-19 

17 Según hallazgos de Fuchs-Schündeln, Kuhn y Tertilt (2020), los cierres de escuelas 
pueden tener efectos económicos negativos sobre la acumulación de capital huma-
no de los niños que surgen solo a largo plazo. Los autores encuentran que los niños 
afectados por los cierres de escuelas podrían sufrir pérdidas salariales promedio a 
largo plazo de -1 %. 

18  RECOVR es una encuesta de panel que se realizó en dos rondas en mayo y agosto de 
2020 (con una tercera ronda programada para noviembre) y llegó a 1.508 encuesta-
dos en la primera ronda y 1.013 en la segunda, a través de la Marcación Aleatoria de 
Dígitos. El RECOVR fue desarrollado por IPA, en asociación con el DNP y UNICEF.
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C A P Í T U L O  2 . 

Desarrollo humano y 
equidad en Colombia
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Mejorar la equidad en los resultados sociales y económicos en Colombia requiere mejorar la 
equidad en el acceso y la distribución del capital humano. Muchos colombianos, principalmente 
los afrodescendientes, indígenas, residentes rurales y personas pobres, carecen de acceso a ser-
vicios de desarrollo humano de  calidad desde una edad temprana, lo que les impide alcanzar su 
máximo potencial y, por lo tanto, perpetúa la desigualdad entre generaciones. Aunque Colombia 
ha logrado grandes avances en los últimos años para impulsar el acceso a los servicios básicos 
de desarrollo humano (salud, educación, protección social y empleo), su calidad sigue siendo 
una fuente de desigualdad. La baja calidad de los servicios para promover el capital humano se 
debe a la insuficiente atención prestada a la medición de su gestión y desempeño, a la falta de 
equidad en la financiación y al uso escaso de la información para la toma de decisiones en todos 
los niveles de gobierno. Este capítulo propone cuatro recomendaciones de política prioritarias: 

1. Impulsar la calidad de la educación, priorizando las competencias básicas en los primeros 
grados, mediante la introducción de pautas curriculares comunes y la ampliación del apo-
yo pedagógico eficaz para los profesores y directores de escuela. 

2. Concentrar los esfuerzos en mejorar la calidad del sistema de atención primaria de salud.

3. Fortalecer la equidad en la focalización de los programas sociales, a través del estableci-
miento de un registro social dinámico e inclusivo; y de una mejor integración de los progra-
mas sociales. 

4. Mejorar la eficiencia del gasto, mediante una mejor gestión y uso de los datos en los tres 
sectores de desarrollo humano (salud, educación, protección social y empleo). Esto es par-
ticularmente importante en la recuperación respecto a la crisis por el COVID-19, donde se 
esperan inversiones más grandes que mitiguen los impactos de la pandemia en las des-
igualdades. Es imperativo que cualquier recurso adicional se distribuya equitativamente, 
con incentivos a los resultados. 

Resumen21
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El gobierno ha logrado grandes avances en la expansión del acceso a los servicios a lo 
largo del tiempo, pero todavía existen brechas importantes en el acceso a servicios de 
calidad para los grupos étnicos, las personas que habitan en las zonas rurales y las pobla-
ciones pobres. Aunque la matrícula en la educación primaria es casi universal, el aprendizaje 
en primaria de un niño que crece en Vaupés, Vichada o Guainía es apenas la mitad del que 
alcanza un niño promedio en Bogotá (véase más abajo). Por su parte, aunque el 98 % de los 
colombianos tiene seguro médico, persisten las brechas en el acceso y el uso de los servicios 
de salud. Por ejemplo, en 2015, el 32% de las mujeres en Chocó reportaron que su parto más 
reciente ocurrió fuera de un centro de salud, mientras que en el país esta proporción llega tan 
solo al 3 %, en promedio (Ministerio de Salud, 2015).

Este capítulo identifica algunos obstáculos clave para una formación de capital humano 
más equitativa y eficaz y propone opciones de política para abordarlos. La primera mitad 
presenta un diagnóstico de inequidades en capital humano, incluidas nuevas estimaciones 
del Índice de Capital Humano (ICH) para Colombia, desglosadas por género, etnia, departa-
mento y grupo de ingresos. La siguiente sección describe las prioridades políticas para cerrar 
esas brechas y garantizar que los colombianos puedan ser saludables, educados y resilientes. 
Se han identificado tres objetivos de política prioritarios:

1. Impulsar el aprendizaje en la educación básica y garantizar un acceso más equitativo a 
una educación superior de buena calidad. 

2. Mejorar la calidad de la atención primaria de salud (APS).

3. Fortalecer la integración, focalización y dinamismo de los programas sociales. 

Estos tres objetivos de política deben leerse, además, a partir de tres enfoques transversales 
comunes:  

 · Las intervenciones deben priorizar el aseguramiento de estándares adecuados de calidad. 
 · Asegurar una financiación adecuada y equitativa.
 · Mejorar la gestión, mediante el uso efectivo de los datos. 

Las diferencias en el capital humano son un factor primordial en la persistencia de la 
desigualdad a lo largo del tiempo. Como se señaló en el Capítulo 1, Colombia tiene uno de 
los niveles más altos de persistencia de ingresos y, por lo tanto, de desigualdad de estos entre 
generaciones. Los principales canales para esta falta de movilidad incluyen al capital huma-
no. Una niña que crece en una familia afrocolombiana pobre en Chocó tiene muchas menos 
posibilidades de éxito en la vida que un niño de una familia adinerada que no pertenece a un 
grupo étnico en Bogotá, Medellín o Cali. A pesar de los grandes avances que ha hecho Colom-
bia para lograr que el acceso a los servicios básicos sea casi universal en las últimas décadas, 
las poblaciones vulnerables y aquellas que habitan en las zonas rurales aún tienen un acceso 
limitado a los servicios básicos, educación, salud y protección social de calidad. Por consi-
guiente, estas poblaciones consiguen acumular poco capital humano y siguen estancados en 
la pobreza. La Figura 2.1 muestra un esquema de esta relación.

2.1 
Introducción

FIGURA 2.1. El ciclo vicioso del capital humano y la pobreza
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El Índice de Capital Humano (ICH) proporciona una herramienta de diagnóstico útil para 
evaluar el estado de la acumulación de capital humano en Colombia. El índice fue lanza-
do por el Banco en 2018, y su última actualización para Colombia fue en 2020.1 El ICH agrega 
indicadores de supervivencia, educación y salud, y provee una estimación del nivel de capital 
humano que podría alcanzar un niño o niña que nace hoy en Colombia, cuando cumpla los 18 
años. El ICH permite cuantificar el impacto del capital humano en la productividad de las per-
sonas, y así medir su impacto en las ganancias y el crecimiento económico futuros agregados. 
La Figura 2.2a presenta una versión conceptual del ICH. Al compararse con países similares en 
América Latina, Colombia tiene un ICH que está por encima del promedio, pero que es más 
bajo que el de países como Chile. Al comparar con las economías exitosas de Asia oriental, 
como Corea, se evidencian brechas significativas en la acumulación de capital humano en el 
país. La Figura 2.2b ilustra estos resultados. El ICH de Colombia es de 0,60, lo que indica que 
un niño o niña que nace hoy en Colombia, cuando cumpla los 18 años, solo podría llegar a ser 
60 % de lo productivo que sería si tuviera acceso a servicios de desarrollo humano de calidad. 
Lo anterior indica que, si no se realizan esfuerzos significativos en términos de mejora a los 
servicios de desarrollo humano, las generaciones futuras perderían potencial en términos de 
productividad y generación de ingresos.

El ICH a nivel nacional permite identificar brechas en la acumulación de capital humano 
de las personas según el nivel de ingreso, la zona geográfica donde habitan y su grupo 
étnico. Para los propósitos de este informe, se estimó el ICH a nivel departamental, y para 
distintos niveles de ingresos. La Tabla 2.1 muestra el ICH por quintil de ingresos. Los resulta-
dos sugieren que el quintil más pobre de la población solo llega a alcanzar un poco más de la 
mitad del potencial (53 %) productivo que tendría si tuviera acceso a servicios de desarrollo 
humano de calidad. Esto contrasta con el 73 % de productividad al que llegan los niños y las 
niñas del quintil más alto, los cuales presentan niveles de capital humano más cercano a los 
países de altos ingresos. Esta desigualdad entre el capital humano que acumulan los niños y 
niñas en distintos niveles de ingresos se puede explicar por las brechas sustanciales que per-
sisten en términos de retraso en el crecimiento de los niños y los años de educación ajustados 
por aprendizaje.2 

2.2. 
Diagnóstico:  
brechas de capital humano 
y desigualdad en Colombia

tabla 2.1. Índice y componentes de capital humano para Colombia

Quintil ingreso Probabilidad de 
supervivencia hasta 

los 5 años

Años de educación 
ajustados por 
aprendizaje

Tasa de retraso del 
crecimiento infantil

Índice de Capital 
Humano

Más pobres 97% 6,3 15% 0,53
2 98% 6,9 10% 0,58
3 99% 7,4 9% 0,62
4 98% 7,9 8% 0,66
Más ricos 99% 8,8 5% 0,73
Fuentes: Análisis del personal del Banco Mundial, con datos del Ministerio de Salud (2015), DANE (2018b) y OCDE (2019).

Las brechas de capital humano por departamento también son sustanciales en Colombia. 
La Figura 2.3 compara el valor del ICH a nivel de departamento (respecto al ICH nacional), con 
la tasa de pobreza del departamento. Los resultados ilustran que aquellas zonas con mayores 
niveles de capital humano más altos que el promedio nacional tienden a tener menores nive-
les de pobreza. El gráfico muestra que existe una fuerte correlación negativa entre pobreza y 
el ICH: cuanto mayor es la incidencia de la pobreza, menor es el ICH que acumulan los niños y 
niñas de las generaciones futuras. Así, el ICH de Bogotá es similar al de China y Chile, mientras 
que, en el otro extremo del espectro, el ICH del Chocó es cercano al de Nicaragua y Nepal.

Las brechas de capital humano por grupo étnico reflejan en gran parte las brechas geo-
gráficas. La región del Pacífico es el hogar de más de la mitad de los afrocolombianos del país, 
mientras que la gran mayoría de los indígenas viven en las regiones de la Amazonía, el Pacífi-
co y el Caribe. Estas áreas del país coinciden con aquellas que tienen los niveles más altos de 
pobreza y más bajos de capital humano (véase Capítulo 5, para una discusión enfocada sobre 
los desafíos de equidad que enfrentan los pueblos indígenas y afrocolombianos).

Por último, aunque Colombia no parece tener brechas significativas en la acumulación 
de capital humano entre hombres y mujeres, persiste una brecha en el uso del capital hu-
mano de las mujeres, que hace menos probable su participación en el mercado laboral. 
En Colombia, el ICH general es más alto para las mujeres (0,61) que para los hombres (0,59). 
Esto refleja una probabilidad ligeramente mayor para las mujeres de supervivencia hasta los 5 
años; una tasa de supervivencia adulta más alta y una tasa de retraso del crecimiento infantil 
más baja. Los años de educación promedio ajustados al aprendizaje son muy similares para 
niños y niñas. Sin embargo, las mujeres tienen menos posibilidad de usar el capital humano 
que acumulan, por ejemplo, participando en el mercado laboral, lo que se refleja en menos 
posibilidades de generación de ingreso en el futuro. Esto se evidencia en el índice de capital 
humano ajustado por utilización (UHCI), que ajusta el ICH por la tasa de uso del capital huma-
no en el mercado laboral. Como se ve en la Figura 2.4, las mujeres colombianas tienen un UHCI 
mucho más bajo (0,33) que los hombres (0,48), lo que refleja su menor nivel de participación 
en la fuerza laboral. 

FIGURA 2.2a. El impacto de las inversiones actuales en niños, 
sobre la productividad de los ingresos futuros (ICH)

FIGURA 2.2b. Índice de Capital Humano para Colombia
y comparadores
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FIGURA 2.3. Índice de Capital Humano frente a la tasa de 
pobreza, por región

Fuente: Análisis del personal del Banco Mundial. Véase las notas de la Figura 2.2 para 
conocer las fuentes de estimaciones del ICH. Las tasas de pobreza son del DANE (2019). 
Gran encuesta integrada de hogares (GEIH), 2019.
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Una causa fundamental de las brechas en el aprendizaje son las diferencias en la prepara-
ción que tienen los niños antes de llegar a la escuela primaria. El acceso a los servicios de 
desarrollo de la primera infancia (DPI) que brinda el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(ICBF) aún es bajo. En 2020, el ICBF brindó servicios de DPI al 36 % de los niños de 0 a 5 años en 
Colombia (1,7 millones de niños). La cobertura varía ampliamente entre departamentos, como 
muestra la Figura 2.7. Es casi el doble en las zonas urbanas que en las rurales (40 % en las prime-
ras, frente al 21,8 % en las segundas), a pesar de la importancia del ICBF en las regiones rurales, 
debido a la menor oferta de servicios privados (el 92 % de los niños que reciben servicios en las 
zonas rurales los reciben de parte del ICBF). Aquellos que carecen de acceso tienden a ser más 
pobres, ya que aproximadamente el 60 % de las familias que declararon no tener acceso a los 
servicios de DPI del ICBF en la Encuesta Nacional de Calidad de Vida (ENCV) en 2018 eran pobres 
o extremadamente pobres y el 30 % eran vulnerables (DANE, 2018b).  

Las diferencias en las habilidades son la fuente más crítica de desigualdad en el capital hu-
mano. La mayor parte de las variaciones dentro de Colombia en el ICH obedecen a disparidades 
en el subcomponente de educación, que captura diferencias en habilidades y aprendizaje. Con-
cretamente, cerrar la brecha en los años de educación ajustados por aprendizaje entre el quintil 
más pobre y el quintil más rico cerraría el 59 % de la brecha en ICH, entre dichos quintiles.

El ICH destaca que hacer parte del sistema educativo no necesariamente implica apren-
der. Tradicionalmente, los resultados educativos se han medido según la cantidad de años de 
escolaridad que recibe un niño. Sin embargo, el tiempo que se sienta un niño en un aula no 
parece tan importante como lo que logra aprender mientras está en la escuela. Para reflejar 
esta distinción, el ICH combina dos variables en el indicador de años de escolaridad ajustados 
por aprendizaje: la primera, es el número de años de escolaridad que se espera que complete 
un niño antes de cumplir los 18 años; y la segunda, es una medida de aprendizaje basada en 
los resultados obtenidos en las pruebas estandarizadas. Así, el indicador de años de escolari-
dad ajustados al aprendizaje refleja la brecha que existe entre el aprendizaje real de los niños 
y lo que deberían haber aprendido, según los años de escolaridad que han recibido.

Las diferencias en la calidad de la educación generan brechas territoriales sustanciales 
en el aprendizaje, y para los grupos étnicos. La Figura 2.5 muestra los años esperados de 
escolaridad y los años ajustados por aprendizaje, según pertenencia a un grupo étnico. Los 
resultados indican que, a pesar de que no existen brechas significativas en el número de años 
de escolaridad por grupo étnico, los años de escolaridad ajustados por aprendizaje son mu-
cho más bajos de lo esperado para los tres grupos. En particular, se evidencia una brecha en 
aprendizajes mayor para los afrocolombianos y los indígenas, que para los que no se identifi-
can con un grupo étnico determinado. Así, mientras que el promedio de años de escolaridad 
ajustados por aprendizaje de un niño o niña sin pertenencia étnica es de 7,6; para los afro-
colombianos, de 6,3; y 6,2, para los indígenas. La Figura 2.6 presenta un desglose similar por 
departamento. El abandono prematuro todavía prevalece en algunas regiones, lo que resulta 
en años de educación esperados muy bajos (los estudiantes en Vaupés, Vichada y Guainía, 
por ejemplo, completan menos tiempo que la escuela secundaria, en promedio). Al ajustar la 
calidad de la educación, los logros en todas las regiones disminuyen, con grandes diferencias 
entre las regiones. Por ejemplo, aunque los estudiantes de Magdalena, Sucre o Córdoba com-
pletan -en promedio- un número similar de años de educación que los estudiantes de Bogotá 
o Risaralda, sus años de educación ajustados al aprendizaje son mucho más bajos (7,3 en 
Magdalena en comparación con 9,0 en Bogotá), y señalan la calidad significativamente más 
baja de la educación en esas regiones.

Educación: diferencias en las habilidades  
y desigualdad en el capital humano

FIGURA 2.5. Brechas de aprendizaje entre grupos étnicos

FIGURA 2.6. Años de escolaridad y brechas de aprendizaje en
los departamentos
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FIGURA 2.5. Brechas de aprendizaje entre grupos étnicos

FIGURA 2.6. Años de escolaridad y brechas de aprendizaje en
los departamentos
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FIGURA 2.7. Porcentaje de niños de 0 a 5 años, en estratos 1, 2 o 3, inscritos en los servicios del ICBF, por departamento

FIGURA 2.8. Porcentaje de estudiantes de 15 años en colegios 
privados, por decil

Fuente: Análisis del personal del Banco Mundial de los datos de PISA de 2018 (OCDE, 2020). 
Nota: Los deciles mostrados se calcularon utilizando el índice de estatus económico, social 
y cultural de PISA.

2% 3% 3%
8% 10%

18%
23%

28%

43%

70%

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10
Decil del índice socioeconómico

La oferta de servicios de DPI proporcionados por ICBF es insuficiente para satisfacer las 
necesidades existentes, y está limitada por barreras informales de entrada. Aunque existe 
una amplia cartera de programas implementados por ICBF, el trabajo cualitativo realizado por 
el Banco Mundial ha demostrado que muchas familias enfrentan barreras de entrada más allá 
del acceso físico, que incluyen documentación excesiva y otros requisitos o falta de claridad 
sobre cómo acceder a los servicios. Esto limita severa e innecesariamente el acceso de las po-
blaciones en áreas rurales o en situación de pobreza. La calidad de los programas incluidos 
en la cartera también varía, y existe poca información confiable sobre la calidad del servicio 
de los diferentes programas y proveedores. Además, los proveedores no tienen incentivos 
adecuados para brindar servicios de calidad. Aunque el ICBF depende de proveedores priva-
dos para administrar la mayoría de sus programas, no se dispone de medidas rigurosas de la 
calidad de los servicios, y no son un factor determinante a la hora de conseguir un contrato 
con un proveedor. 

La repetición y el abandono escolar prematuro siguen siendo demasiado elevados en las 
zonas rurales, entre los segmentos más pobres de la población y entre las minorías ét-
nicas. Colombia tiene la segunda tasa de repetición más grande entre todos los países que 
participan en el examen del Programa de Evaluación Internacional de Estudiantes (PISA): el 41 
% de los estudiantes de 15 años ha repetido, al menos un grado. Esto se debe principalmente 
a los bajos niveles de aprendizaje en los primeros grados, que conducen a la repetición y al 
abandono temprano. Sorprendentemente, el 49 % de los estudiantes de 10 años no puede 
leer un texto simple y responder correctamente las preguntas básicas sobre ese texto (Banco 
Mundial, 2019b). Estos malos resultados en la lectura suponen una grave limitación para la 
capacidad de los alumnos de asimilar el resto del plan de estudios.  

Los malos resultados del aprendizaje también contribuyen a las desigualdades en el ac-
ceso a la educación posbásica. La matrícula cae rápidamente después de los 16 años para 
los estudiantes rurales y los de familias pobres. Aunque tres cuartas partes de los estudiantes 
de las zonas rurales todavía están matriculados en la educación formal a los 16 años, ese por-
centaje se reduce a la mitad a los 18 años (38 %), y la otra mitad a los 20 años (17 %). La dismi-
nución es similar para el quintil más pobre. Es importante destacar que demasiados jóvenes 
todavía abandonan la escuela sin completar la educación secundaria superior. En las zonas 
rurales, el 45 % de los jóvenes de 18 a 22 años abandonan la escuela sin completar la educa-
ción secundaria superior (solo el 27 % la abandonan en las zonas urbanas). Las diferencias por 
etnia también son destacadas: el 45 % de los jóvenes indígenas y el 35 % de los afrodescen-
dientes abandonan la educación sin completar la secundaria superior. Aunque los resultados 
de aprendizaje deficientes son la base de estas diferencias, también son impulsados por otros 
factores. Por ejemplo, el acceso físico limitado a una escuela secundaria superior sigue siendo 
problemático en las áreas rurales (García et al., 2016; García, Maldonado y Jaramillo, 2016). 
Las limitaciones financieras también limitan el acceso a la educación terciaria para los grupos 
desfavorecidos, ya que la oferta privada representa la mitad de la matrícula en ese nivel. Com-
pletar la educación secundaria superior y, especialmente, la educación terciaria aumenta en 
gran medida los ingresos y reduce la probabilidad de caer en la pobreza o la vulnerabilidad 
(OCDE y Banco Mundial, 2012).  

Las diferencias en la calidad de la educación son en parte el resultado de una gran inequi-
dad en la matriculación en escuelas privadas. Entre los países que participan en el examen 
PISA, Colombia tiene una de las tasas más altas de inscripción en escuelas privadas no finan-
ciadas por el gobierno (17 %).3 El 70 % de los estudiantes de 15 años en el quintil socioeco-
nómico superior están matriculados en escuelas privadas, en comparación con solo el 2 % de 
los del quintil inferior (ver la Figura 2.8). Los estudiantes de escuelas privadas se desempeñan 
mucho mejor en las pruebas estandarizadas, lo que refleja una combinación de ventajas en 
los antecedentes de los estudiantes y la calidad de la escuela. La diferencia entre los puntajes 
promedio de lectura de los estudiantes en escuelas públicas y privadas fue de 83,5 puntos 
en la Evaluación PISA 2018 (OCDE, 2020; ICFES, 2020). Esta es una de las mayores diferencias 
público-privadas entre todos los países de PISA, y es equivalente a la diferencia general entre 
Colombia y Francia en los puntajes de lectura de PISA (en promedio, los estudiantes colom-
bianos de escuelas privadas obtienen puntajes justo por debajo del promedio de la OCDE para 
todos los estudiantes).

FIGURA 2.9. Las dos principales fuentes de gasto en la calidad

Fuente: Ministerio de Hacienda. Disponible en: https://www.datos.gov.co

 -

 100 000

 200 000

 300 000

 400 000

 500 000

 600 000

 700 000

 Pobreza de aprendizaje
más baja

Pobreza de aprendizaje
media

Pobreza de aprendizaje
más alta

Ga
st

o 
po

r e
st

ud
ia

nt
e 

(C
O

P 
20

19
)

Transferencia de calidad por estudiante Gasto en recursos propios por estudiante

Aunque existen múltiples razones para los bajos resultados de aprendizaje, la autonomía 
curricular a nivel escolar, junto con la baja calidad de los docentes y las disparidades en 
la asignación de docentes, son los principales impulsores de las desigualdades. Colombia 
carece de cualquier forma de currículo nacional, y depende de que cada escuela desarrolle 
el suyo. Aunque el Ministerio de Educación produce regularmente materiales y guías y, a ve-
ces, envía libros de texto a las escuelas que se convierten efectivamente en el currículo, la 
autonomía curricular a nivel escolar pone la carga del desarrollo curricular en los maestros 
y administradores escolares individuales (OCDE, 2018b). Esto no solo es ineficiente, sino que 
también requiere docentes con habilidades en el desarrollo curricular, de las que la mayoría 
de los docentes carecen, ya que el desarrollo curricular es una experiencia especializada que 
no es una parte fundamental de los programas pedagógicos. Además, la falta de un plan de 
estudios complica la capacidad de brindar apoyo sistemático a gran escala a estos maestros y 
de desarrollar programas de formación docente concretos y basados en competencias. 

Los docentes de Colombia también son generalmente poco calificados, y están distribui-
dos de manera desigual. Los estudiantes que ingresan a programas pedagógicos en la educa-
ción terciaria tienen calificaciones significativamente más bajas en los exámenes de egreso en 
la educación secundaria superior4 que el graduado promedio. Sus resultados de SABER PRO 

5, tomados después de la graduación de la educación terciaria, también se encuentran entre 
los puntajes más bajos entre los graduados (Forero y Saavedra, 2019; García et al., 2014). El 
proceso de selección de profesores es competitivo, y los profesores con las puntuaciones más 
altas eligen sus puestos. Esto se traduce en que los mejores docentes seleccionan las mejores 
escuelas, y dejan a las más vulnerables con docentes de mala calidad o incapaces de cubrir 
puestos con docentes permanentes, entonces recurren a docentes contratados temporales, 
lo que agrava las desigualdades existentes en la calidad de la educación (Forero y Saavedra, 
2019). Dado que los maestros son responsables del desarrollo curricular, esto da como resul-
tado prácticas pedagógicas extremadamente deficientes en las escuelas con maestros de baja 
calidad, los mismos que atienden a las poblaciones más vulnerables. Si bien existe la necesi-
dad de cierta flexibilidad curricular para adaptarse a los diferentes contextos y poblaciones 
en Colombia, la introducción de un currículo básico para las competencias básicas mejoraría 
la equidad en las prácticas pedagógicas, facilitaría la implementación del apoyo pedagógico 
y la formación docente a escala, y permitiría la implementación de intervenciones exitosas en 
entornos de baja capacidad, como lecciones programadas (Piper et al., 2018).  

El sistema de financiación proporciona una inversión insuficiente en la calidad de la educa-
ción, y no compensa las grandes disparidades en la calidad existente de insumos y docentes. 
La Figura 2.9 muestra el gasto en calidad por estudiante, por nivel de pobreza de aprendizaje, en 
el gobierno local. El gráfico muestra las dos principales fuentes de gasto de calidad: transferen-
cias de calidad incluidas en el Sistema General de Participaciones y las procedentes de recursos 
propios del gobierno local. Muestra que, aunque las Entidades Territoriales Certificadas en Edu-
cación (ETC) con altos niveles de pobreza de aprendizaje reciben transferencias marginalmente 
mayores por calidad, las diferencias en los recursos propios superan con creces las transferen-
cias. Esto da como resultado que las ETC con altos niveles de pobreza de aprendizaje tengan 
menos recursos para mejorar la calidad de la prestación de servicios. 

Fuente: Análisis del Banco Mundial del DANE (2018b) e;  Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiarpara la Evaluación de la Educación (ICFES). “Pruebas Saber 11”,. Disponible en: 
https://www.icfes.gov.co/en/resultados-saber-11.
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Persisten las desigualdades en el acceso a la atención. La Figura 2.13 muestra una compa-
ración de los tiempos de espera para las especialidades de medicina general entre áreas rura-
les y urbanas. Los residentes rurales tienen que esperar el doble de tiempo que los habitantes 
urbanos para las citas generales, y cinco veces más (más de un mes en promedio) para ver a 
un pediatra.

Los malos resultados de salud de los colombianos más vulnerables reflejan en gran me-
dida la baja calidad de la Atención Primaria en Salud (APS). Las diferencias en los insumos 
y el acceso a la atención se ven agravadas por ejemplos de inequidades en la calidad de los 
servicios básicos que recibe la población. Los colombianos menos ricos dependen en gran 
medida de los establecimientos de salud pública para su atención. La Figura 2.14 muestra el 
uso de los establecimientos de atención médica para la atención prenatal y el parto. La gran 
mayoría de los colombianos más ricos acceden a la atención en establecimientos y centros 
de salud privados. En el caso de aquellos en el quintil de riqueza más pobre, el 85 % fue a es-
tablecimientos públicos para recibir atención prenatal. El 74 % de los partos entre los pobres 
tienen lugar en establecimientos gubernamentales y un 10 % adicional tienen lugar en el ho-
gar. Particularmente en las áreas rurales, los establecimientos gubernamentales suelen ser la 
única opción. Esto resalta la importancia de mejorar la calidad de la APS en los establecimien-
tos públicos para abordar las inequidades en salud.

Casi todos los colombianos hoy tienen seguro médico. Una gran expansión de los progra-
mas de aseguramiento en salud contributivo y subsidiado durante el último cuarto de siglo 
ha significado que casi todos tengan acceso a la atención médica. Hoy en día, la población se 
divide aproximadamente en partes iguales, entre los programas contributivos y subsidiados.

A pesar de una amplia cobertura a la salud, las diferencias en los resultados de salud, 
a través de la geografía y los grupos étnicos son marcadas. Las brechas en el espacio se 
capturan de manera más vívida, por las diferencias en la esperanza de vida al nacer, entre 
los departamentos. Estas brechas se muestran en la Figura 2.11. Los años de vida potencial 
perdidos se definen como la diferencia entre la esperanza de vida en cada departamento y 
Bogotá, que tiene la esperanza de vida más larga del país (78,9 años). Un colombiano en Ca-
quetá, Chocó o Casanare vivirá en promedio ocho años menos que un bogotano. La fracción 
de niños y niñas indígenas con retraso en el crecimiento, un indicador de desnutrición, es 
casi el triple del promedio nacional. 

Un factor que impulsa la inequidad en los resultados en el espacio son las grandes dife-
rencias en el personal de atención médica. Bogotá supera la recomendación de la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS), de disponer de 4,45 médicos, enfermeras y parteras por cada 
1.000 habitantes, pero los departamentos más pobres, como Chocó, Vaupés, Caquetá y La 
Guajira, están muy por detrás de esa meta, con 1,6 o menos trabajadores de la salud, por cada 
1.000 personas (ver la Figura 2.12 a continuación). 

El sistema de atención en salud

Caja 2.1. El sistema de salud colombiano

Colombia es un país de ingresos medianos altos, que ha invertido continuamente en el 
desarrollo y el alcance de su sistema de salud, que actualmente llega a más del 96 % de 
su población residente con un programa integral de seguro médico. El Sistema Gene-
ral de Seguridad Social en Salud de Colombia (SGSSS) se divide principalmente en dos 
subsistemas interconectados: (i) el régimen contributivo, que involucra a quienes tienen 
la capacidad de aportar un porcentaje de sus ingresos y lo hacen solidariamente con la 
financiación del sistema; y (ii) el régimen subsidiado, que involucra a personas del sector 
informal o con ingresos por debajo del umbral de pobreza que no pagan contribuciones. 
Hay otros regímenes con menos afiliados, como el de excepción y especiales, relacio-
nados con maestros del magisterio, la empresa estatal de petróleo, militares, policías y 
universidades públicas.

Los asegurados, independientemente de sus ingresos, edad, sexo o ubicación geográfi-
ca dentro del país, tienen derecho a casi todos los servicios de salud que requerirán, a 
excepción de tecnologías sin eficacia probada y cirugías cosméticas. Bajo la rectoría del 
Ministerio de Salud y Protección Social y la inspección, vigilancia y control por parte de 
la Superintendencia Nacional de Salud, las aseguradoras de salud privadas o públicas 
reciben un pago per cápita por cada afiliado, y deben brindar servicios a su población 
asegurada para todos los niveles de atención a través de una red de servicios públicos 
y/o proveedores de atención médica privados. El sistema fue diseñado con el objetivo 
de promover la distribución equitativa de los servicios de salud entre la población, y 
fomentar la prestación de servicios de calidad, a través de la competencia de mercado 
entre aseguradoras y proveedores. Las fallas del mercado derivadas de los desafíos de 
financiación, pago y gobernabilidad han hecho que el logro de estos objetivos sea una 
razón constante para esforzarse por mejorar.

FIGURA 2.10. Cobertura en aseguramiento en salud en 
Colombia, por régimen de afiliación

Fuente: Ministerio de Salud. Serie Departamental Afiliados Contributivo 2005–2016. Dis-
ponible en: https://www.minsalud.gov.co/sites/rid/Lists/BibliotecaDigital/RIDE/VP/DOA/
serie-departamental-afiliados-contributivo-2005-2016.pdf. 
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FIGURA 2.11. Años de vida potencial perdidos por 
departamento, en relación con Bogotá (2015-2020)
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FIGURA 2.12. Número combinado de médicos y enfermeras, 
por cada 1000 habitantes, por departamento

1,2
1,3

1,5
1,6

1,7
1,9
1,9
1,9

2,1
2,2
2,3
2,3
2,3
2,3
2,4

2,5
2,6
2,6
2,7

2,8
2,9

3,1
3,2
3,3
3,4
3,4

4,0
4,2
4,3

6,2

Chocó
Vaupés

Caquetá
La Guajira
Putumayo

Guaviare
Cordoba

Cundinamarca
Cauca

Arauca
Tolima
Nariño

Norte de Santander
Magdalena

Sucre
Boyaca

Meta
Bolívar

Casanare
Amazonas
Antioquia

Huila
Quindío

Cesar
Valle del Cauca

Caldas
Santander

Risaralda
Atlántico

Bogotá

FIGURA 2.13. Desigualdades en el acceso a la atención 
médica

Fuente: Ministerio de Salud. Observatorio Nacional de Calidad en Salud. https://www.sispro.gov-
.co/observatorios/oncalidadsalud2/Pages/Observatorio-Nacional-de-Calidad-en-Salud.aspx 
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Una reciente evaluación integral del Banco Mundial sobre la APS en Colombia identificó 
brechas en el desempeño y oportunidades de mejora. Los resultados muestran de mane-
ra comparativa que el sistema de APS en el país ha logrado altos niveles de acceso, pero aún 
persisten barreras en la calidad de los servicios, que afectan la cobertura efectiva que brinda 
el sistema (Banco Mundial, 2020b). Los hallazgos clave del estudio son los siguientes:

• Las barreras de acceso a los servicios de salud relacionadas con la distancia y el costo perci-
bido por la población colombiana han disminuido constantemente desde 2010. Las barre-
ras a la calidad percibida de los servicios se han mantenido relativamente constantes.

• El nivel de integralidad de los servicios prestados por los prestadores de servicios de salud 
en Colombia también ha aumentado de manera sostenida, aunque la oferta de servicios 
para enfermedades crónicas se ha mantenido por debajo de otros servicios de salud, y ha 
aumentado la carga de enfermedades crónicas.

• Aunque se han reducido las barreras financieras y de distancia, y ha aumentado la dispo-
nibilidad de servicios de los proveedores de atención médica del país, la adherencia a las 
guías de práctica clínica no ha aumentado en los últimos años.

• Los avances en el logro de una cobertura efectiva de los servicios de salud en los últimos 
años no se han distribuido de manera equitativa en todo el territorio del país.

Fuente: Análisis del Banco Mundial del Ministerio de Salud (2015).
Nota: El lugar de atención prenatal es el que informan las mujeres embarazadas para un embarazo en curso, excluidas aquellas que no informan ninguna atención prenatal. El lugar del 
parto es el del nacimiento más reciente.

FIGURA 2.14. Uso de establecimientos de salud, por quintil de riqueza

Lugar de atención prenatal Lugar de parto 
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Un tercer factor clave que explica la desigualdad en el capital humano es el impacto li-
mitado de la asistencia social en la reducción de la pobreza y la baja resiliencia de los 
hogares a las crisis en general. El sistema de protección social tiene una doble función: como 
proveedor de asistencia social a los pobres y vulnerables y como red de seguridad para prote-
ger a todos los ciudadanos de la pobreza presente y futura. Los programas de asistencia social 
colombianos han tenido éxito en brindar apoyo a los ingresos de los necesitados y, al mismo 
tiempo, reducir la incidencia de la pobreza monetaria en los últimos años en aproximadamen-
te 5 puntos porcentuales, del 40,8 % en 2012, al 35,7 % en 2019 (DANE, Encuesta de Calidad 
de Vida 2019). Aunque programas emblemáticos como Familias en Acción, Jóvenes en Acción 
y Colombia Mayor entregan transferencias monetarias —condicionales e incondicionales— a 
4,65 millones de hogares, aún enfrentan desafíos importantes en términos de focalización e 
implementación y su contribución a la resiliencia de los hogares es limitada (la incidencia de 
estos programas se analiza con más detalle en el Capítulo 4).6

La falta de dinamismo y veracidad de la información sobre los hogares elegibles se tradu-
ce en persistentes errores de inclusión y exclusión en la focalización de los programas so-
ciales. Desde 1995, Colombia utiliza el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios 
de Programas Sociales (Sisbén)7, como principal herramienta para focalizar 21 programas so-
ciales a nivel nacional. A marzo de 2020, el censo más reciente del Sisbén, Sisbén IV, contenía 
información sobre más de 39,4 millones de personas, lo que equivale aproximadamente al 78 
% de la población de Colombia. Como la información de Sisbén IV sobre hogares se recopiló 
entre 2017 y 2019, y se actualiza solo a solicitud directa de un hogar, tiende a perder precisión 
con el tiempo. Esta falta de dinamismo no es nueva en Sisbén IV; en el barrido anterior, Sisbén 
III, el número de hogares no pobres clasificados como pobres o vulnerables (error de inclusión) 
aumentó 7 %, para la categoría de pobreza monetaria; y 12 %, para la de pobreza multidimen-
sional (según el Índice de Pobreza Multidimensional -IPM-); y el número de hogares pobres no 
identificados como pobres (errores de exclusión) creció 44 % para pobreza monetaria y 3 %, 
para pobreza multidimensional (CONPES, 2016). Como consecuencia, los programas sociales 
no pueden focalizarse de manera efectiva, y generalmente tienen beneficiarios en todos los 
deciles de ingresos (Figura 2.15). Incluso con el nuevo Sisbén IV, los errores de inclusión en los 
programas sociales oscilan entre el 2,1 % en Familias en Acción al 9,6 % en Jóvenes en Acción 
(CONPES, 2021).

La COVID-19 puso de manifiesto la limitada resiliencia de los hogares, frente a los shocks. 
La pandemia detuvo el crecimiento de la clase media y aumentó la pobreza en general, lo que 
refleja la extrema vulnerabilidad de los hogares a las crisis. El DNP estima un aumento de la 
pobreza de 6,9 puntos porcentuales, debido a la pandemia, que provocó una contracción tan-
to de las clases vulnerables (-6,7 %) como de las clases medias (-12,8 %) (CONPES, 2021). Aun-
que la creación de la transferencia monetaria incondicional Ingreso Solidario, como respuesta 
a la pandemia, fue útil para extender temporalmente la asistencia social a los hogares pobres 
y vulnerables que tradicionalmente no estaban cubiertos por programas insignia, en circuns-
tancias normales, el acceso de estos grupos a la asistencia social sigue siendo insuficiente, 
e incluso la clase media permanece altamente vulnerable a la crisis. A modo de ejemplo, las 
estimaciones para el 2017 mostraron que el 55 % de los colombianos no pudieron hacer frente 
a los efectos negativos de los desastres naturales en sus activos, lo que provocó una dismi-
nución del consumo de los hogares (bienestar) de alrededor del 3 % del PIB, cada año8 (se 
puede encontrar más información sobre este tema en el Capítulo 6). La baja resiliencia a los 
choques, como la revelada por la pandemia por el COVID-19, indica cómo la estructura actual 
del sistema de protección social colombiano no está preparada para ayudar a los pobres y a 
los no pobres a gestionar los riesgos y a hacer frente a las crisis y a los choques, haciendo que 
cualquier victoria, en términos de reducción de la pobreza, sea muy inestable a largo plazo. 

El sistema de protección social: 
desigualdades en las oportunidades  
de resiliencia

FIGURA 2.15. Distribución de beneficiarios de los programas 
emblemáticos de asistencia social, por decil de ingresos

Fuente: Banco Mundial, basado en datos de la Encuesta Nacional de Presupuestos de los 
Hogares del DANE (ENPH) 2016–17. 
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La pandemia por el COVID-19 probablemente ha tenido un impacto desproporcionado en 
la salud de los pobres y las minorías étnicas. Los estudios centrados en Bogotá han demos-
trado que quienes vivían en los dos (de seis) estratos socioeconómicos más pobres tenían cua-
tro veces más probabilidades de infectarse con COVID que los que se encontraban en los dos 
estratos superiores, y que “enfermarse con un caso grave de COVID ha sido más de ocho veces 
más probable para un individuo en el estrato más bajo, donde se concentra la población más 
pobre, en comparación con uno en el más alto”.9 Para el país en su conjunto, la tasa de letali-
dad (es decir, la fracción de casos reconocidos de COVID-19 que resulta en muerte) es del 3,2 % 
para los indígenas colombianos y del 3,0 % para los afrocolombianos, en comparación con el 
2,6 %, para los que no se identifican como miembros de un grupo étnico.10 Esto podría reflejar 
un acceso más limitado a la atención médica de alta calidad entre los afrocolombianos y los 
grupos indígenas. Sin embargo, es importante reconocer que estas conclusiones son inciertas 
porque solo una fracción de las infecciones por COVID-19 se reconocen como casos y algunas 
muertes debidas al virus no se cuentan. Se necesita más investigación para comprender mejor 
cómo los impactos de la pandemia en la salud varían entre los grupos socioeconómicos.  

La pandemia también ha afectado al capital humano, a través de canales indirectos. Estos 
incluyen (i) disminución de los ingresos como resultado de las restricciones relacionadas con 
la pandemia, lo que ha reducido los recursos disponibles para inversiones en capital humano, 
(ii) caídas en la atención médica no relacionada con el COVID-19, incluidos los servicios de 
rutina, como vacunas básicas y visitas prenatales, y (iii) la disminución del aprendizaje como 
resultado del cierre de escuelas. En todas estas áreas, los datos concretos son escasos. La 
discusión aquí se centra en el tercer canal, el cierre de escuelas, porque es muy probable que 
este efecto haya ampliado la brecha existente en el aprendizaje entre ricos y pobres, y tendrá 
repercusiones a largo plazo.

Los cierres de escuelas, en respuesta a la pandemia, han provocado un gran aumento de 
la pobreza de aprendizaje, especialmente para los estudiantes más pobres y rurales. In-
cluso antes de la pandemia, el 53 % de los niños de 10 años aprendían mal, lo que significa que 
solo podían leer y comprender un texto básico. Se espera que la pandemia aumente la tasa 
de pobreza en el aprendizaje al 60 %, si las escuelas pueden mantener un programa híbrido 

11 hasta el 2021, pero podría alcanzar el 63 % si el aprendizaje a distancia continúa durante el 
año. Solo con la educación a distancia, la tasa de pobreza en el aprendizaje podría alcanzar el 
70 % para los que se encuentran en el quintil más pobre; y el 72 %, para los residentes rurales 
(Figura 2.16). Se estima que el impacto de la disminución del aprendizaje es de $8500 a $20 
000 (paridad de poder adquisitivo de 2018) durante la vida del estudiante promedio, lo que 
representa el 10 y el 25 % de los niveles anteriores al COVID-19.

Impacto de la pandemia  
por el COVID-19 en el capital humano

FIGURA 2.16. Proporción de estudiantes en el nivel mínimo
de lectura o por debajo, en quinto grado (Saber 5 – 2017)

Fuente: Cálculos del Banco Mundial utilizando Pruebas SABER 5, ICFES (2017).
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Garantizar oportunidades equitativas en capital humano es ahora más urgente que nun-
ca. La crisis por el COVID-19 ha exacerbado las desigualdades preexistentes en los resultados 
y en las oportunidades para construir el tipo de capital humano necesario para llevar una vida 
útil y significativa. Sin una estrategia ambiciosa para reducir estas desigualdades, seguirán 
aumentando. Más importante aún, el éxito en la recuperación de la crisis dependerá de la 
eficacia y equidad con que se desarrolle el capital humano, ya que la recuperación necesitará 
ciudadanos sanos y productivos que puedan crear o aceptar nuevos puestos de trabajo en 
nuevas actividades económicas.  

Este capítulo ha identificado tres fuentes fundamentales de inequidades en la formación 
de capital humano: (i) la desigualdad en el acceso a servicios de APS de buena calidad, (ii) la 
gran disparidad en la calidad de la educación y los resultados del aprendizaje, que comienza 
en la primera infancia y aumenta en los primeros grados, y es la principal causa de las trayec-
torias educativas incompletas; y (iii) el acceso inadecuado a los programas de protección so-
cial. Esta sección propone algunas acciones específicas que abordan las fuentes de inequidad 
para garantizar que todos los ciudadanos estén sanos, capacitados y resilientes.

2.3.
Opciones 
de política

Ciudadanos sanos: atención primaria en salud de alta calidad 
para todos

Dados los niveles ya muy altos de cobertura de seguro médico, la clave para mejorar la 
equidad en los resultados de salud en Colombia es mejorar la calidad de la APS, particu-
larmente en los establecimientos gubernamentales donde la mayoría de los que se en-
cuentran en el extremo inferior del espectro económico reciben su atención. El estudio de 
APS del Banco Mundial identificó tres enfoques clave para mejorar la atención primaria: redu-
cir las barreras a la APS de calidad a nivel local, introducir incentivos para una mejor calidad y 
resultados de salud en los sistemas de pago y empoderar a los ciudadanos y a la gobernanza 
local (Banco Mundial, 2020b).

Garantizar el acceso equitativo a la atención multidisciplinaria a nivel local. Mejores mo-
delos de atención a nivel local hacen que la atención sea más accesible para las personas y 
las comunidades, mediante la reducción de las barreras de acceso y mediante intervenciones 
proactivas de extensión para los pacientes que normalmente están desatendidos debido a la 
distancia, las percepciones sociales, los costos o las desventajas socioeconómicas. El Minis-
terio de Salud y Protección Social está trabajando activamente con las instituciones de sa-
lud locales para promover la implementación de nuevos modelos de atención que cumplan 
con estos requisitos, y tales esfuerzos deben alentarse y fortalecerse. Además, los modelos de 
atención deben adaptarse para reducir las barreras culturales al acceso de poblaciones espe-
cíficas, como los afrodescendientes y los pueblos indígenas. 

A nivel local, las instituciones de salud locales también deben hacer esfuerzos para reducir las 
barreras a la atención y llegar de manera proactiva a los más vulnerables con la participación y 
el compromiso de los pacientes y los ciudadanos en los procesos de planificación y rendición 
de cuentas del sistema. Un ejemplo incluye proporcionar información clara sobre las reglas 
de acceso a la atención y el alcance de los servicios de APS, lo que ayuda a los pacientes de di-
ferentes orígenes sociales y económicos a acceder y utilizar los servicios de APS de una mane-
ra más oportuna y apropiada. Esto podría incluir el desarrollo de estrategias específicas para 
la divulgación y la rendición de cuentas para las poblaciones de bajos ingresos, los pueblos 
indígenas o los afrodescendientes. En Guatemala, por ejemplo, se implementaron estrategias 
exitosas para defensores de la salud, voluntarios y representantes de comunidades indígenas 
que realizan actividades de rendición de cuentas y mediación entre proveedores de atención 
médica y pacientes. Finalmente, cabe mencionar las experiencias positivas de Bogotá, Mede-
llín, Barranquilla y varios municipios de Caldas, entre otros, donde se redujeron las brechas 
en el acceso y los resultados de salud entre las poblaciones de niveles socioeconómicos más 
altos y más bajos, a través de estrategias proactivas de divulgación y mejores mecanismos de 
coordinación entre los proveedores de atención médica.

Mejorar los sistemas de pago para garantizar la calidad y mejores resultados de salud para 
los más vulnerables. El diseño de mejores incentivos e innovación en los sistemas de pago 
es una de las responsabilidades de rectoría del Ministerio de Salud y Protección Social, y debe 
incentivar la implementación de un modelo de atención centrado en la APS con un enfoque 
en la integración y coordinación de la atención para enfermedades específicas de alta carga, 
como el cáncer y enfermedades cardiovasculares. Las aseguradoras de salud deben promover 
una mejor alineación de los planes de atención personalizados, el cumplimiento de las pautas 
integradas de práctica clínica y de salud, los planes integrados de atención primaria de salud 
y las redes de atención. Los procesos de integración deben tomar en cuenta la delegación de 
la función de prestación de servicios a la población del sector público al sector privado, lo que 
implica el desarrollo de mecanismos de integración, a través de la formulación de políticas 
nacionales y lineamientos de atención basados en resultados de salud. 

Para lograrlo, una opción sería ampliar el alcance del programa de cuentas de alto costo 
del gobierno a otras enfermedades crónicas, tales como la enfermedad pulmonar obstruc-
tiva crónica (EPOC); enfermedades mentales, reumáticas y comorbilidades; y enfermedades 
episódicas índice (por ejemplo, infarto de miocardio, accidente cerebrovascular o apendicitis). 
También sería útil aumentar el énfasis en la rendición de cuentas basada en los resultados, y 
no solo en el cumplimiento de los procedimientos de atención. Los incentivos también deben 
alentar a las aseguradoras de salud y a las instituciones prestadoras de servicios de salud a 
ampliar los enfoques de apoyo a la autogestión para los pacientes con enfermedades cróni-
cas. Los métodos de pago actuales no tienen en cuenta adecuadamente los perfiles de riesgo 
específicos de los ciudadanos, lo que proporciona pocos incentivos a los proveedores de aten-
ción médica para ofrecer atención diferenciada a pacientes con diferentes factores de riesgo. 
Incentivar a los proveedores y aseguradores de salud para que produzcan mejores resultados 
para los pacientes y para reducir las desigualdades en los resultados de salud, a su vez, crea 
incentivos para que los proveedores desarrollen modelos innovadores de atención integrada. 
El pago de paquetes asistenciales, incluso para poblaciones complejas, debería probarse para 
fomentar un enfoque holístico de la integración asistencial y distribuir los riesgos de forma 
más justa entre aseguradoras y proveedores. 

Promover el empoderamiento de los ciudadanos y la gobernanza local para obtener me-
jores resultados sanitarios para todos. Dada la diversidad de los contextos y necesidades en 
Colombia, es importante que las autoridades locales de salud fortalezcan los mecanismos de 
participación comunitaria en la definición de los servicios locales de salud. La participación de 
la comunidad en el diseño, la planificación, la gobernanza y la prestación de servicios es esen-
cial para que estas actividades puedan satisfacer adecuadamente las necesidades y expecta-
tivas de las personas para las que fueron diseñadas. La participación de la comunidad puede 
implementarse con una mayor integración de los miembros de la comunidad en las juntas 
directivas de los establecimientos de salud o en el establecimiento de consejos asesores de 
pacientes y familiares; reuniones comunitarias; y sistemas de retroalimentación que valoran 
las voces, opiniones y experiencias de los usuarios. Una gobernanza local sólida promueve la 
priorización local de las necesidades de APS en función de la salud de la población, que puede 
definirse a nivel departamental, municipal o comunitario. La coordinación entre estos distin-
tos niveles tiene como objetivo principalmente reducir la variabilidad en la calidad y acceso a 
los servicios disponibles para la población, y asegura que estos satisfagan las necesidades de 
los más vulnerables. 

Ciudadanos calificados: acelerar el aprendizaje y garantizar 
trayectorias educativas completas

Reducir la desigualdad en los resultados del aprendizaje, que comienza reduciendo las 
desigualdades en el desarrollo infantil antes del inicio de la escolarización formal, mi-
nimizando las desigualdades en las competencias básicas en los primeros grados. Esto 
requiere aumentar la equidad en el acceso a servicios de DPI de buena calidad, fortalecer las 
competencias básicas en los primeros grados e implementar programas para enseñar al nivel 
de las habilidades de los estudiantes, como la tutoría. Además, necesita reformas comple-
mentarias en la educación secundaria superior y terciaria para facilitar trayectorias educati-
vas completas. 

Mejorar la equidad en el acceso a servicios DPI de buena calidad. Primero, la forma más 
fácil y costo-efectiva de aumentar la equidad es reduciendo los requisitos administrativos y 
simplificando los procedimientos de solicitud para los programas del ICBF. Esto implica: (i) 
reducir la cantidad de documentos requeridos para el prerregistro, registro y monitoreo, me-
diante la verificación de la información directamente con otras agencias públicas; e (ii) integrar 
los sistemas de información del ICBF para asegurar que las familias con múltiples programas 
no tengan que presentar los mismos documentos todos los años para todos y cada uno de los 
programas. En segundo lugar, la oferta de servicios del ICBF también debe aumentar, especial-
mente en las zonas rurales. En tercer lugar, reducir las desigualdades en la calidad de los servi-
cios requiere una mejor medición de la calidad de los servicios, que en este momento no son 
lo suficientemente rigurosos y en su mayoría son autoinformados por los proveedores. Estas 
medidas de calidad del servicio deben incluirse en los criterios de selección de proveedores y 
en sus contratos plurianuales, que deben incorporar incentivos de desempeño vinculados a 
la calidad de la prestación del servicio. Por último, a la hora de planificar la expansión de los 
servicios, es necesario evaluar la calidad de la cartera de programas que actualmente imple-
menta el ICBF, especialmente los que se brindan fuera de los Centros de Desarrollo Infantil.

Implementar un plan de estudios básico y priorizado para el aprendizaje acelerado en 
competencias básicas (Shah y Choo, 2020). Incluso si la introducción de un plan de estudios 
nacional es difícil debido a la larga historia de autonomía curricular a nivel escolar, la crisis por 
el COVID-19 y la necesidad de acelerar el aprendizaje después del cierre de las escuelas son 
una oportunidad para introducir pautas curriculares prioritarias para las competencias bási-
cas, dejando el resto del plan de estudios flexible. Un plan de estudios priorizado centra los 
esfuerzos en mejorar las competencias básicas, especialmente el lenguaje y las matemáticas, 
y tiene el beneficio adicional de facilitar la coordinación entre las intervenciones para apoyar 
el aprendizaje. Muchos países están planeando implementar una versión de un plan de estu-
dios priorizado para recuperar las pérdidas de aprendizaje de la crisis por el COVID.12 Chile y 
Vietnam son ejemplos de este enfoque curricular priorizado. 

Brindar apoyo pedagógico a los docentes vinculados a un currículo básico en competen-
cias básicas mediante la institucionalización y la ampliación del Programa Todos a Apren-
der (PTA). Aunque inicialmente fue ineficaz y costoso (Barrera-Osorio et al., 2018), el PTA se 
reformuló en 2016, y ha demostrado tener éxito en la mejora de los resultados del aprendizaje 
en las escuelas rurales y de bajo rendimiento, a través de un mayor enfoque en las competen-
cias básicas en la educación básica.13 El programa brinda a maestros tutorías sobre contenido 
pedagógico, gestión del aula y habilidades socioemocionales, y llegó a más de 2 millones de 
estudiantes en 2020. Abarca solo la educación básica, se enfoca en las competencias funda-
mentales y fue una herramienta clave en la respuesta al cierre de escuelas, al apoyar a los 
profesores en la educación a distancia. El programa debe ser evaluado, incluidos sus aspectos 
pedagógicos, pero dado que el modelo ha mostrado impactos positivos, podría ampliarse 
para incluir la educación secundaria con un modelo de implementación más rentable, y po-
dría utilizar a los profesores apoyados por el programa para generar redes de profesores y 
compartir buenas prácticas.

Acelerar el aprendizaje de forma equitativa, enseñando al nivel adecuado, mediante pro-
gramas de tutoría, el agrupamiento de alumnos y el uso del aprendizaje asistido por 
computadora (CAL). Entre las intervenciones exitosas para enseñar en el nivel adecuado 
(Banerjee et al., 2016) se encuentran diferentes modelos de tutoría (Fryer y Howard, 2017), 
la agrupación de estudiantes por nivel y el uso de Aprendizaje Asistido por Computador (Mu-
ralidharan, Singh y Ganimian, 2017). Todas estas intervenciones necesitarán apoyo para los 
maestros y una mayor coordinación con los padres y cuidadores, para que el aprendizaje en 
el hogar complemente el aprendizaje en la escuela. Un buen ejemplo de este tipo de iniciativa 
que ya ha demostrado su eficacia en Colombia es el programa Aprendamos Todos a Leer -ini-
cialmente diseñado e implementado en Manizales, por la Fundación Luker (Álvarez Marinelli, 
Berlinski y Busso, 2019)-, que también ha sido adaptado al aprendizaje remoto en entornos 
de muy baja capacidad, a través de materiales escritos y llamadas telefónicas, así como el uso 
general de WhatsApp y servicios de mensajes cortos (mensajes de texto). Sin embargo, CAL 
solo puede complementar estas estrategias en áreas con acceso adecuado a computadoras e 
internet (Barón, Taveras y Cuevas Zúñiga, 2018). 

Introducir la reforma de la secundaria superior. Asegurar trayectorias completas también 
requiere cambios importantes en la educación secundaria superior. La secundaria superior de-
bería ser el puente entre la educación básica y la educación terciaria o el mercado laboral, en 
un momento en el que la vida y el cerebro de los estudiantes están cambiando dramáticamen-
te. Esto exige un nuevo enfoque pedagógico, basado en la construcción de las competencias 
que los estudiantes necesitan para el mercado laboral o para la educación terciaria (EC, 2019). 
En el corto plazo, las pérdidas de aprendizaje y las necesidades económicas resultantes de la 
crisis por el COVID-19 empujarán a muchos más estudiantes fuera del sistema escolar, si no se 
toman medidas correctivas. Por lo tanto, desarrollar sistemas de alerta temprana para identi-
ficar a los estudiantes que están a punto de abandonar los estudios es crucial para intervenir 
antes de que eso ocurra. Programas que combinan la tutoría con el desarrollo socioemocio-
nal, como PODER, en México (Avitabile et al., 2019), y la versión original del programa PODER, 
“Becoming a Man”, en Chicago (Heller et al., 2015), han demostrado reducir significativamente 
las tasas de abandono de los estudiantes de alto riesgo y aquellos en entornos violentos.14 

Asegurar una financiación más equitativa de las instituciones públicas de educación ter-
ciaria. El sistema de financiación de la enseñanza superior, basado en la Ley 30 de 1992, es 
muy desigual. Alrededor del 45 % de las transferencias totales del gobierno central se asignan 
a tres universidades que representan el 20 % de la matrícula. Las universidades públicas re-
gionales que tienen más probabilidades de atender a estudiantes desfavorecidos dependen 
principalmente de la financiación de los gobiernos locales, que es desigual, y a menudo se 
ven obligadas a cobrar tasas de matrícula más altas. Es importante destacar que casi toda la 
financiación se basa en tendencias históricas o asignaciones ad hoc (es decir, no se basa en 
fórmulas), y no está asociada de ninguna manera a indicadores de desempeño o resultados 
(incluida la matrícula). La financiación debe orientarse hacia una asignación por estudiante, 
de las transferencias de prestación de servicios, que refleje el costo operativo de la provisión 
de una educación terciaria de buena calidad y también las preocupaciones de equidad (es de-
cir, proporcionar más recursos para los estudiantes más desfavorecidos que pueden necesitar 
más apoyo). Además, los recursos que no cubran los costos operativos deben agruparse para 
evitar la fragmentación y vincularse a resultados y planes de mejora institucional. 

Instituir préstamos condicionados a los ingresos. El acceso a la educación terciaria debe 
ser más equitativo y flexible y, al mismo tiempo, reducir las enormes desigualdades que exis-
ten en cuanto a calidad y relevancia. Colombia depende de la provisión privada para casi la 
mitad de su matrícula en educación terciaria, y tiene un sólido sistema de préstamos para 
estudiantes en manos del ICETEX. Sin embargo, las condiciones del préstamo y la alta carga 
de reembolso resultante (la proporción de ingresos que los graduados dedican a reembolsar 
el préstamo) limitan severamente la demanda de préstamos para estudiantes. La implemen-
tación de préstamos dependientes de los ingresos, en los que los estudiantes reembolsan el 
costo de la educación terciaria después de graduarse con una contribución progresiva que 
depende de sus ingresos, puede ser eficaz para eliminar las barreras de acceso restantes a la 
educación terciaria de una manera equitativa y sostenible.15 

(i)
Medir la calidad de la prestación del servicio y establecer estándares 
de calidad

Mejorar la calidad requiere el esfuerzo de los proveedores de servicios, pero actualmente 
hay muy pocos incentivos por parte de los proveedores de educación y salud para realizar 
cambios. Los resultados generalmente se miden e informan, pero la prestación de servicios 
rara vez se evalúa. En educación, por ejemplo, Colombia ha recopilado sistemáticamente me-
didas de resultados de aprendizaje desde 199016 en varios grados,17 produciendo excelentes 
informes para las escuelas. Estas evaluaciones se detuvieron en 2018. Es más importante que 
nunca que estas evaluaciones se realicen con regularidad, incluso si se trata de una muestra 
representativa a nivel nacional y regional de escuelas y estudiantes, con el fin de orientar los 
esfuerzos y monitorear los resultados.18 

Es necesario medir sistemáticamente los insumos, los procesos y las percepciones de los 
usuarios sobre la calidad de los servicios. En educación, la crisis por el COVID-19 ha demos-
trado que los sistemas de información y gestión de la educación son demasiado estrechos, 
obsoletos y rígidos. Se enfocan en medir los insumos y recopilan información solo del direc-
tor. La tecnología existe para recopilar y utilizar información de manera más sistemática a un 
costo relativamente bajo, lo que permite orientar las intervenciones de manera más rápida 
y efectiva y monitorear el progreso con mayor frecuencia, lo que puede resultar en interven-
ciones mucho más rentables. En la actualidad existen múltiples ejemplos de medición de la 
prestación de servicios con más éxito, por ejemplo, la experiencia del Monitor Escolar en Bo-
gotá, que recopila y analiza automáticamente información de directores de escuela, maes-
tros, estudiantes y padres. La información se puede recopilar a través de diferentes medios, 
y la plataforma ofrece un gran potencial para ser escalada y establecida como base para una 
nueva gestión centrada en los resultados. 

En salud, la situación es análoga. Aunque existen estándares para la prestación de servicios, 
la medición del cumplimiento de los estándares es muy limitada. Por ejemplo, solo el 80 % 
de las mujeres embarazadas se someten a pruebas de detección del VIH, y solo el 3 % de los 
recién nacidos se someten a pruebas de detección de hipotiroidismo, lo que indica claras bre-
chas en el cumplimiento de los estándares básicos de calidad en la atención. Desafortunada-
mente, no hay información sobre la adherencia a la mayoría de las otras guías clínicas o vías 
de atención, especialmente para la APS, lo que plantea una limitación en los posibles análisis 
de la calidad de la atención que reciben los pacientes en todo el sistema. Además, dado que 
los incentivos para la calidad de la atención médica no están completamente integrados en 
los mecanismos de pago, las aseguradoras de salud y los proveedores de atención en salud 
tienen poca motivación para mejorar la calidad de los servicios. 

En la protección social, la calidad de las intervenciones depende tanto de la pertinencia 
de los acuerdos de implementación de los programas sociales como de la experiencia de 
usuario de los ciudadanos que interactúan con el sistema. Es clave asegurar que los pro-
gramas sociales que entregan bienes o servicios a las comunidades, como los servicios de ECD 
del ICBF, tengan acuerdos de implementación que certifiquen la calidad independientemente 
de la ubicación o el contexto de las comunidades beneficiarias. Con ese fin, es importante 
implementar sistemas de monitoreo y evaluación confiables, oportunos y bien diseñados, y 
herramientas adecuadas para capturar los comentarios de los usuarios. Para los esquemas 
de transferencia monetaria, la modernización y la simplificación de los sistemas de entrega 
suelen ser buenas estrategias para reducir la carga administrativa impuesta a los ciudadanos. 
La implementación de esquemas de pago de gobierno a persona (G2P) o la promoción de 
ventanillas únicas para los servicios sociales son ejemplos de cómo hacer que el sistema de 
protección social sea más accesible. 

Ciudadanos resilientes: un registro social integrado y dinámico para 
responder eficazmente a los choques

El sistema de protección social colombiano podría hacer más para promover la resiliencia 
de los hogares. En el contexto de una clase media cada vez más vulnerable, es fundamen-
tal definir un marco institucional y de políticas de protección social que no solo se centre en 
brindar apoyo continuo a los pobres, sino que también sea capaz de proteger a los que no 
son pobres de la pobreza presente y futura. La significativa reducción de las tasas de pobreza 
experimentada por Colombia en la última década constituye un claro éxito de las inversiones 
gubernamentales en programas clave de asistencia social, como Familias en Acción y Jóvenes 
en Acción. 

Sin embargo, muchos de los hogares que recientemente no eran pobres siguen estando 
muy expuestos a los efectos de las conmociones esperadas e inesperadas en sus medios 
de vida que los hacen susceptibles de volver a caer en la pobreza. La baja resiliencia a cho-
ques, como el introducido con la pandemia por el COVID-19, refleja cómo la estructura actual 
del sistema de protección social colombiano no está preparada para ayudar a los pobres, y a 
los que no son pobres, a gestionar los riesgos y hacer frente a las crisis y choques, logrando 
una victoria en términos de reducción de la pobreza altamente inestables a largo plazo. El 
Capítulo 6, sobre cambio climático y equidad, brinda más información sobre los desafíos que 
enfrenta Colombia para crear un sistema de protección social más adaptable. 

La consolidación de un registro social dinámico, confiable e integrado, dotado de herra-
mientas específicas para la evaluación constante de los riesgos sociales, es el primer paso 
para que los ciudadanos sean más resilientes. La capacidad del sistema de protección social 
para gestionar rápidamente los riesgos sociales y apoyar eficazmente a los hogares después de 
una crisis depende casi por completo de la madurez y aceptación del registro social. Por un lado, 
el establecimiento de un registro social integrado que incluya tanto a los beneficiarios directos 
como a los no beneficiarios del programa es clave para asegurar que el gobierno pueda apoyar 
a los hogares que están más expuestos a riesgos, por ejemplo, implementando transferencias 
monetarias de emergencia para mitigar el impacto de los choques en los ingresos y los activos 
de los hogares. Por otro lado, el dinamismo y la confiabilidad de la información en el registro 
social es esencial, tanto para definir esquemas de seguro social efectivos para proteger a los ciu-
dadanos de los choques, como para crear intervenciones de protección social más integradas y 
mejor focalizadas que aseguren una reducción exitosa y sostenible de la pobreza. Si bien el nue-
vo Sisbén IV constituye un paso adelante en la consolidación del registro social no fue suficiente 
para sustentar una rápida reacción del gobierno a la reciente pandemia. La ausencia de datos 
confiables y actualizados sobre los no beneficiarios de los programas sociales tradicionales hizo 
que fuera extremadamente difícil extender los programas de transferencia monetaria horizon-
talmente para incluir a la clase media vulnerable durante la crisis. 

Asegurar el acceso equitativo de los ciudadanos a los programas sociales es esencial para 
entender los impactos del sistema de protección social en la equidad. Durante las últimas 
tres décadas, Colombia ha creado exitosamente una cartera de programas sociales integral 
y sólida, con arreglos institucionales maduros y financiación y cobertura constantes. Sin em-
bargo, muchos programas sociales aún enfrentan importantes desafíos de implementación 
que tienden a crear brechas de acceso y calidad, tanto dentro de los beneficiarios, como entre 
beneficiarios y no beneficiarios. En la mayoría de los casos, las brechas de acceso tienden 
a afectar de manera desproporcionada a los hogares rurales/étnicos pobres, ya sea creando 
barreras para el acceso efectivo a los servicios o por no tener un esquema de implementación 
consistente con los contextos exigentes en los que se encuentran estas familias. 

Por último, el sistema de protección social de Colombia debe promover una cartera de 
programas sociales integrados y centrados en los ciudadanos para fomentar la resilien-
cia. La experiencia del usuario en el sistema debe ser el centro de la discusión sobre cómo 
mejorar los servicios y beneficios a corto plazo. La fragmentación y la desconexión de los nu-
merosos programas y beneficios sociales se suele traducir en una carga administrativa excesi-
va para los ciudadanos. Algunas estimaciones de la Encuesta Nacional de Uso del Tiempo de 
2017 del DANE (ENUT) indican que un ciudadano gasta 1,5 horas, en promedio, cada vez que 
necesita cobrar un subsidio o una transferencia, y que al menos el 25 % de esas personas le 
dedica más de dos horas y el 10 % le dedica más de cuatro. Las mujeres tienden a sufrir esta 
carga con mayor intensidad, ya que el 25 % de ellas dedican más de 2,5 horas a cobrar subsi-
dios o transferencias. 

La creación de un sistema de protección social centrado en los ciudadanos requiere de 
una ejecución más eficaz de los programas sociales y de un enfoque integrado de lo que 
los ciudadanos necesitan para salir de la pobreza y desarrollar la resiliencia. Cerrar bre-
chas en equidad requiere que los programas sociales brinden servicios a los ciudadanos de 
manera coordinada, para que puedan salir de la pobreza y estén preparados para enfrentar 
los choques. Iniciativas como la Ruta para la Superación de la Pobreza, del DPS, y los intentos 
preliminares de crear esquemas de renta mínima garantizada en Bogotá son consistentes con 
la idea de brindar servicios sociales más integrados. Pasar de programas diferentes y des-
coordinados que actúan sobre los mismos hogares para reducir la pobreza a planes de inter-
vención conjunta bien organizados, consistentes con las expectativas y características de los 
ciudadanos es el siguiente paso en la capacidad del sistema de protección social para lograr 
impactos mayores y sostenibles en la pobreza y capital. 

Áreas transversales: mejora en la calidad de la prestación  
de servicios

Es probable que los desafíos demanden más recursos, pero mejorar la gestión y la finan-
ciación de los programas de educación, salud y protección social es la prioridad inmedia-
ta. Aunque los desafíos específicos en cada sector son diferentes, existen puntos en común en 
las prioridades de todos los sectores de capital humano. En primer lugar, es necesario medir 
la calidad de la prestación de servicios y establecer estándares para los programas educativos, 
sanitarios y sociales. En segundo lugar, en un sistema altamente descentralizado, esta infor-
mación debe usarse en todos los niveles del gobierno para monitorear la calidad del servicio 
y para focalizar programas y brindar apoyo de manera más efectiva para mejorar la calidad a 
través de mejores prácticas de gestión. En tercer lugar, debe proporcionarse una financiación 
adecuada y equitativa que también incentive la calidad de la prestación del servicio. Por últi-
mo, existe la necesidad de mejorar la coordinación entre sectores, vinculando los sistemas de 
información e integrando mejor los servicios de DPI con los servicios educativos y con mejores 
programas de salud escolar. 

(ii)
Mejorar la gestión y el uso eficaz de los datos en todos los niveles de 
gobierno.

Los gobiernos locales juegan un papel fundamental en la prestación de servicios, espe-
cialmente en educación, pero también en programas de salud y sociales. Las escuelas, 
los hospitales y las clínicas públicas se gestionan y supervisan localmente. Sin embargo, la 
capacidad de los gobiernos locales en términos de recursos físicos y humanos y prácticas de 
gestión varía significativamente. Esa capacidad tiende a ser menor en lugares con malos re-
sultados, lo que probablemente aumente la desigualdad. 

Es necesario mejorar las prácticas de gestión entre los proveedores de servicios, los go-
biernos locales y el gobierno central, mejorando su coordinación. Los gobiernos locales 
tienen muy poca capacidad para administrar programas y el uso de datos para diagnosticar 
las necesidades escolares, y la planificación basada en esas necesidades es muy poco común. 
En programas como el Programa de Alimentación Escolar (PAE), el papel del gobierno local es 
fundamental para garantizar un acceso equitativo y de calidad. La falta de fuentes confiables 
de información y herramientas de análisis de datos obstaculiza significativamente la capaci-
dad de los gobiernos locales para prevenir la mala gestión e identificar los riesgos de imple-
mentación a tiempo. En salud, la evaluación del Banco Mundial de la capacidad del sistema de 
APS (Banco Mundial, 2020c) mostró importantes variaciones en la capacidad para planificar 
los servicios de salud e implementar nuevos modelos de atención a nivel territorial. 

(iii)
Proporcionar financiación adecuada, equitativa y basada en 
resultados

La financiación es a menudo inadecuada e inequitativa. Además de desarrollar estándares 
y sistemas de aseguramiento de la calidad y mejorar la gestión de los programas, es funda-
mental brindar financiación que sea adecuada y equitativa y que incentive los resultados. 
Actualmente, en educación hay muy poca inversión en mejoras de calidad, y esos recursos 
están distribuidos de manera muy desigual. En el ámbito de la salud, las transferencias por 
capitación que se ofrecen a las aseguradoras sanitarias no tienen suficientemente en cuenta 
el perfil de riesgo de los pacientes, incentivando la cantidad, en lugar de la calidad de la pro-
visión de servicios, incluso cuando la calidad se ha convertido en la barrera más prominente 
para acceder a la atención. 

Otro ejemplo es el sistema de financiación de la educación terciaria, donde existe un amplio 
consenso sobre la necesidad de reforma.19 Bajo el sistema actual, la financiación de las uni-
versidades públicas no está asociada con ningún resultado, ni siquiera con la matrícula.20 Ade-
más, las transferencias son altamente inequitativas entre instituciones. Estas desigualdades 
deberían reducirse, pero la financiación también debe basarse más en los resultados. El uso 
de la financiación basada en resultados para la educación terciaria está creciendo como una 
herramienta eficaz y eficiente para mejorar su calidad. Esto se puede utilizar para apoyar e 
incentivar a las instituciones a lograr metas específicas, como mejoras de calidad o la flexibi-
lidad de la reforma curricular discutida anteriormente. 

(iv)
Mejora de la coordinación intersectorial

También se necesita una mejor coordinación intersectorial. Es necesario fortalecer los pro-
gramas de salud escolar, en particular los programas de detección de enfermedades, abuso 
de sustancias y nutrición. El Programa de Alimentación Escolar (PAE) es el ancla ideal para las 
intervenciones nutricionales en las escuelas. La salud escolar nacional (Encuestas Nacionales 
de Salud en Escolares -ENSE-) y el consumo de tabaco entre los jóvenes (Encuestas Nacionales 
de Tabaquismo en Jóvenes -ENTJ-), encuestas realizadas en 2017, muestran que demasiados 
estudiantes tienen prácticas de nutrición saludables deficientes. Casi la mitad de los jóvenes 
de 13 a 18 años en la encuesta informan tener problemas visuales, sin embargo, casi una cuar-
ta parte de los estudiantes dicen no haber sido nunca examinados para detectar problemas 
de salud visual (dentro o fuera de la escuela). En las zonas rurales, es casi un tercio de los es-
tudiantes. El consumo de alcohol es demasiado frecuente, y comienza a edades tempranas: 
El 40 % de los jóvenes de 13 a 18 años informa haber consumido alcohol antes de los 14 años. 
Los indicadores de salud son consistentemente peores en las escuelas públicas que en las 
privadas, lo que muestra la necesidad de fortalecer los programas de salud escolar en las pri-
meras. Las prácticas de nutrición también deben mejorar. Nueve de cada diez estudiantes no 
cumplen con la frecuencia recomendada de consumo de frutas y verduras, y casi tres cuartas 
partes de los estudiantes consumen bebidas azucaradas a diario.  
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T A B L A  2 . 2 . 

Opciones de política para un acceso más equitativo al 
capital humano 

Brecha de equidad 
observada

Factores impulsores de la 
brecha de equidad

Opciones de política Experiencias internacionales relevantes Momento de 
implementación
(Plazo inmediato/
corto o mediano/largo 
plazo)

Consideración y 
estimaciones del impacto 
fiscal de la implementación

Calidad de los servicios 
de salud.

El modelo de prestación de 
atención centrado en el hospital 
es ineficaz para satisfacer las 
necesidades de las poblaciones 
más vulnerables con enferme-
dades crónicas que requieren 
una atención integral y una me-
jor integración de la atención 
sanitaria y social. 

Transformar el modelo de prestación de ser-
vicios en un modelo de atención basado en la 
APS adaptado a las necesidades locales.

Introducir incentivos financieros en el pago 
de capitación para las aseguradoras de salud 
y los proveedores de atención médica para 
mejorar la calidad de la atención y lograr me-
jores resultados de salud en las poblaciones 
más vulnerables.

Introducir un sistema de acreditación para 
las aseguradoras de salud que les exija, en-
tre otras medidas, desarrollar estrategias de 
gestión de la salud de la población para las 
poblaciones más vulnerables.

Fortalecer la gobernanza local, informando 
datos sobre desigualdades en salud a nivel 
municipal de forma regular, y exigiendo a los 
municipios que desarrollen planes para re-
ducir las desigualdades en salud y evalúen el 
progreso anualmente.

Costa Rica ha puesto en marcha equipos 
nacionales de atención multidisciplinar y 
estrategias de asignación de pacientes indi-
viduales a proveedores de atención primaria 
individuales para mejorar el acceso a la APS 
de alta calidad. Ver: (https://improvingphc.
org/promising-practices/costa-rica). 

Chile ha implementado la recopilación sis-
temática de datos sobre el desempeño de 
la APS, exigiendo la acreditación a nivel de 
APS, y ha fortalecido la gobernanza de la 
atención primaria a nivel municipal. Ver:
(https://improvingphc.org/measuring-pri-
mary-health-care-system-performan-
ce-using-shared-monitoring-system-chi-
le-0). 

Perú ha implementado mecanismos para 
fortalecer el compromiso con las comuni-
dades a nivel municipal para participar en 
una mejor planificación de los servicios en 
función de las necesidades de salud de la 
población. Ver: (https://improvingphc.org/
pursuing-universal-health-coverage-throu-
gh-local-community-participation-peru-0). 

Mediano/largo plazo Se necesita más trabajo para 
cuantificar el costo.

Desigualdad en el  
acceso a los servicios 
de ECD del ICBF.

La cobertura limitada de los 
servicios de ECD del ICBF en 
áreas donde el cuidado infantil 
privado no está disponible o no 
es asequible para las familias 
más pobres significa que mu-
chos niños están en trayectorias 
de baja acumulación de capital 
humano, con efectos negativos 
sobre la productividad durante 
su ciclo de vida. 

En las zonas rurales, la fragmen-
tación de las modalidades de 
servicios de ECD puede estar 
provocando brechas de calidad 
en los servicios del ICBF, que 
también afectan la acumulación 
de capital humano de los niños, 
a lo largo de su ciclo de vida.

Simplificar los procedimientos administrati-
vos para acceder a los servicios de ECD que 
generalmente actúan como barreras de en-
trada, particularmente en áreas rurales. Esto 
implica: (i) reducir la cantidad de documen-
tos requeridos al verificar la información di-
rectamente con otras agencias públicas; e (ii) 
integrar los sistemas de información del ICBF.  

Incrementar la oferta de servicios ICBF en 
áreas rurales. 

Definir estrategias de evaluación de la cali-
dad más efectivas para los servicios de ECD. 

Mejorar la estructura de seguimiento y eva-
luación de la prestación de servicios de ECD, 
mediante: la simplificación de los formatos 
actuales basados en indicadores de entrada, 
salida, proceso y resultados; y la construcción 
de sistemas de información para asegurar la 
recopilación y procesamiento de datos opor-
tunos y de alta calidad a nivel local, útiles 
para generar alertas para detectar problemas 
con la prestación del servicio.  

La plataforma MDSF Gestión Social Local 
de Chile y algunas otras estrategias locales, 
como la plataforma de monitoreo de ECD en 
Peñalolén, son buenos ejemplos de presta-
ción de servicios sociales integrados y cen-
trados en el usuario. 

Países como el Reino Unido, Chile e India 
incluyen indicadores específicos de segui-
miento del desarrollo infantil en sus siste-
mas de seguimiento y evaluación, incluidas 
pruebas estandarizadas y evaluaciones cua-
litativas apropiadas para la edad.

La mayoría de los países de ingresos altos 
cuentan con sólidos sistemas de seguimien-
to del DPI que combinan las inspecciones 
oficiales con otras formas de seguimiento, 
como la autoevaluación y las encuestas a 
los padres. De los 22 países de la OCDE, 18 
(82%) tienen autoevaluaciones y 15 (68%) 
también usan encuestas para padres. Por 
ejemplo, el sistema de calificación y mejora 
de la calidad (QRIS), en los Estados Uni-
dos, y el sistema Ofsted, en el Reino Unido, 
brindan a las familias una forma de ver y 
comparar las calificaciones de calidad de los 
programas (Banco Mundial, 2020).21

Kenia, Argentina, Alemania y Brasil cuentan 
con programas de atención a la infancia 
que, al igual que Colombia, han descentra-
lizado la prestación de servicios de ECD, y 
pueden ilustrar algunas soluciones a los 
retos relacionados con la descentralización, 
la supervisión, la adquisición y la garantía 
de calidad. La descentralización puede te-
ner un impacto positivo en los servicios, al 
facilitar una mayor sensibilidad a las necesi-
dades locales; sin embargo, también puede 
plantear desafíos, especialmente al ampliar 
las diferencias en el acceso y la calidad entre 
las regiones (Banco Mundial, 2020f).

Inmediato/
corto (para simplificar 
los procedimientos 
administrativos para 
acceder a los servicios 
de ECD)

Mediano/largo plazo 
(todas las demás me-
didas)

Costos fiscales mínimos para 
ajustar los requisitos de do-
cumentación. Costos fiscales 
iniciales para la integración 
de sistemas de TI. Se necesita 
más trabajo para cuantificar el 
costo inicial. 

Costos fiscales iniciales para 
incluir evaluaciones de calidad 
en la prestación del servicio y 
para mejorar la estructura de 
seguimiento y evaluación. Es 
necesario seguir trabajando 
para cuantificar estos costos.

Costos fiscales mínimos para 
mejorar los datos utilizados 
como insumo para BETTO22. 

Desigualdades en el 
aprendizaje.

La autonomía curricular a nivel 
escolar, las desigualdades es-
tructurales en la calidad de los 
docentes y las desigualdades 
en la asignación de financiación 
entre escuelas/regiones/munici-
pios crean grandes desigualda-
des en la calidad de las prácticas 
pedagógicas.

El acceso insuficiente a los ser-
vicios en las zonas rurales sigue 
siendo una preocupación en la 
educación postsecundaria.

Introducir las pautas del plan de estudios bá-
sico para las competencias básicas.

Vincular el programa Todos a Aprender (que 
brinda apoyo pedagógico a los maestros) a 
las pautas del plan de estudios básico.

Introducir/expandir programas que enseñan 
a los estudiantes en el nivel correcto (enfó-
quese en desarrollar habilidades básicas de 
matemáticas y lectura basadas en las necesi-
dades de los estudiantes, en lugar de la edad 
o el grado; por ejemplo, tutorías para estu-
diantes, como Brújula, Aprendamos Todos a 
Leer). 

Complementar el aprendizaje en persona con 
AAC Adaptivo, donde se disponga de conecti-
vidad.

Varios países están respondiendo a la pan-
demia con evaluaciones y planes de estudio 
priorizados para acelerar el aprendizaje 
(Chile, Reino Unido, Nueva Zelanda, Cana-
dá). Ver https://www.mineduc.cl/chile-recu-
pera-y-aprende/.

El Reino Unido ha lanzado un programa ma-
sivo de tutorías para estudiantes a nivel na-
cional. Ver https://nationaltutoring.org.uk/.

Los programas “Teach to the Right Level”, 
dirigidos por la Fundación Pratham en India, 
han mostrado buenos resultados en los re-
sultados del aprendizaje, a un pequeño cos-
to. Ver https://www.teachingattherightlevel.
org/.

Inmediato/
corto plazo

El costo adicional de la intro-
ducción de las pautas del plan 
de estudios básico es pequeño 
si se articula con la PTA, ya que 
el programa ya existe y cubre a 
más de 2 millones de estudian-
tes. 

La ampliación de los progra-
mas de tutoría tendrá costos 
adicionales. Se necesita más 
trabajo para estimar estos cos-
tos, pero se espera que sean 
pequeños.

Desigualdades en el 
abandono temprano. 

La falta de pertinencia y calidad 
de la educación secundaria su-
perior, combinada con los bajos 
niveles de aprendizaje al ingre-
sar a la educación secundaria 
superior, genera un abandono 
temprano de los estudiantes 
desfavorecidos.

Introducir un plan de estudios basado en 
competencias en la escuela secundaria supe-
rior, con habilidades sociolaborales.

Incrementar la oferta de educación secunda-
ria superior en áreas rurales.

Fortalecer los vínculos con la educación ter-
ciaria y mejorar la pertinencia del programa 
Articulación con la Media, diversificando la 
oferta de programas ofrecidos desde el Ser-
vicio Nacional de Aprendizaje (SENA) y pro-
veedores diversificados del programa, con 
participación del sector privado local.

En México, la reforma de la educación se-
cundaria superior ha mejorado las tasas de 
matriculación y graduación de estudiantes. 
Ver http://sems.gob.mx/en_mx/sems/refor-
ma_educativa_ems.

La Unión Europea se está moviendo hacia 
un marco basado en competencias. Ver 
https://ec.europa.eu/education/policies/
school/key-competences-and-basic-skills_
en.

El desafío de introducir planes de estudio 
basados en competencias es su correcta 
implementación. Requiere una formación 
intensiva de directores de escuela y profeso-
res, y puede ser un desafío en áreas de muy 
baja capacidad. 

Mediano/largo plazo El costo adicional de las refor-
mas propuestas estará asocia-
do únicamente a la formación 
de los equipos de gestión es-
colar y al componente de for-
mación docente.

Articulación con la Media ya 
existe. El costo de su refor-
ma será pequeño, aunque el 
hecho de que el Servicio Na-
cional de Aprendizaje (SENA) 
cubra actualmente la mayor 
parte del costo es un desafío 
si los proveedores están diver-
sificados. Puede requerir una 
reasignación de fondos al Mi-
nisterio de Educación.

Desigualdades  
persistentes en el  
acceso a una educación 
terciaria de calidad.

La financiación desigual de las 
instituciones públicas de educa-
ción terciaria genera diferencias 
sustanciales en la calidad de la 
prestación del servicio.

La alta dependencia de la pro-
visión privada y los préstamos 
para estudiantes genera una alta 
carga de reembolso que limita la 
demanda de préstamos para es-
tudiantes para familias de bajos 
ingresos.

La financiación debe orientarse hacia una 
asignación, por estudiante, de las transferen-
cias de prestación de servicios, que refleje el 
costo operativo de la provisión de una educa-
ción terciaria de buena calidad y también las 
preocupaciones de equidad. 

Los recursos para las instituciones públicas 
de educación terciaria que no cubran los cos-
tos operativos deben agruparse para evitar 
la fragmentación y vincularse a resultados y 
planes de mejora institucional. 

Deben implementarse planes de préstamos 
dependientes de los ingresos, en los que el 
reembolso dependa de los ingresos al gra-
duarse.

La financiación por alumno es una caracte-
rística de los modelos de financiación de la 
educación terciaria más avanzados (incluida 
la mayoría de los países de Europa). 

Chile tiene una larga experiencia con la fi-
nanciación, basada en el desempeño en la 
educación terciaria, a través del programa 
MECESUP. Ver http://dfi.mineduc.cl/.

El Reino Unido y Australia tienen esquemas 
muy avanzados de préstamos para estudian-
tes dependientes de los ingresos, que tam-
bién incluyen educación pública. Entre los 
países en desarrollo, Chile y Sudáfrica tie-
nen planes pequeños, al igual que Hungría y 
Tailandia, con éxito variable. Colombia está 
muy bien posicionada para implementar 
este esquema, debido a su larga tradición de 
préstamos estudiantiles y la disponibilidad 
de sistemas de información sólidos. 

Implementación total 
a mediano plazo, pero 
hay pasos que se pue-
den tomar en el plazo 
inmediato para confi-
gurar los sistemas.

El cambio de fórmulas no im-
plica necesariamente mayores 
costos fiscales inicialmente. A 
medida que aumenten las ins-
cripciones en el plazo media-
no, demandarán más recursos.

Mayor inversión inicial a cam-
bio de mayor sostenibilidad en 
el corto plazo. Los préstamos 
dependientes de los ingresos 
dan como resultado un me-
nor reembolso a corto plazo 
(ya que los estudiantes tienen 
salarios de entrada relativa-
mente bajos), pero un mayor 
reembolso en general (ya que 
contribuyen más cuando au-
mentan sus salarios).

Acceso desigual a los 
programas sociales.

El Sisbén carece de dinamismo, 
debido a su estructura de barri-
do censal, lo que hace que los 
datos se vuelvan obsoletos muy 
rápidamente. 

La falta de calidad de los datos 
del Sisbén generalmente explica 
los errores de exclusión e inclu-
sión persistentemente altos de 
los programas sociales emble-
máticos. 

Además, incluso cuando los 
programas sociales son propor-
cionados por la misma agencia 
pública, la mayoría de ellos to-
davía tienen cadenas de entrega 
separadas e independientes, lo 
que se traduce en barreras de 
entrada y cargas administrativas 
para los ciudadanos. Particu-
larmente para las áreas rurales, 
donde los pagos electrónicos y 
G2P son difíciles, las personas 
pueden necesitar viajar varias 
veces para reclamar sus bene-
ficios u obtener un documento 
específico para el registro. 

Cree un registro social único dinámico, con-
fiable e integrado mediante: (i) la integración 
del Sisbén con fuentes de datos adminis-
trativos y registros de programas sociales 
nominalizados para mantener actualizada la 
información; (ii) implementar una cláusula 
de corresponsabilidad en el registro de pro-
gramas sociales para asegurar que los ciuda-
danos actualicen su información en el Sisbén. 

Introducir el diseño centrado en el usuario 
en los programas sociales actuales y futuros, 
en particular los implementados por el DPS, 
al: (i) eliminar la documentación innecesaria 
e implementar una carpeta electrónica del 
hogar que almacene la documentación bá-
sica requerida por los múltiples programas, 
evitando la necesidad de que los ciudadanos 
realicen múltiples solicitudes; (ii) reactivar los 
programas de apoyo familiar, como UNIDOS, 
como paso inicial para evaluar las necesi-
dades de las familias y definir planes perso-
nalizados de intervención integrada para la 
reducción de la pobreza (es decir, Ruta de la 
Superación de la Pobreza).

Los registros sociales de Brasil y Chile, en 
América Latina; y Pakistán y Filipinas, en 
otras regiones, son buenos ejemplos de 
cómo los registros sociales integrados uti-
lizados para canalizar la focalización y los 
registros de múltiples programas sociales 
podrían ayudar a mejorar la asignación de 
beneficios.

Fondo de Desempeño de Perú (Fondo de Es-
tímulo al Desempeño y Logro de Resultados 
Sociales -FED-) es un ejemplo de coordina-
ción interinstitucional. El FED actúa como 
un mecanismo de incentivo dirigido a los 
gobiernos regionales, brindándoles asis-
tencia técnica y recursos complementarios 
para incentivarlos a alcanzar metas prede-
terminadas relacionadas con la entrega de 
un paquete integrado de servicios para mu-
jeres embarazadas y niños menores de cinco 
años, como tratamientos prenatales, suple-
mentación con micronutrientes, vacunas, 
seguimiento del crecimiento y estimulación 
temprana y educación, así como diferentes 
servicios a nivel comunitario, como cuidado 
infantil o agua y saneamiento, entre otros.

Inmediato/
corto plazo para la 
consolidación del re-
gistro social 

Mediano/largo plazo 
para los ajustes de 
programas sociales.

Pequeños costos fiscales ini-
ciales para la consolidación 
del registro social y para el 
ajuste del diseño e integración 
de los programas sociales  

Conclusión
Este capítulo ha demostrado que mejorar la equidad en el capital humano no solo es esencial 
para promover resultados equitativos, sino que también es una prioridad urgente. Los impac-
tos del COVID-19 han profundizado las desigualdades preexistentes en el capital humano, y la 
magnitud del impacto exige acciones urgentes y audaces. Mejorar la calidad de la educación, 
la atención primaria de salud y los servicios de protección social surgen como una prioridad 
clave. Mejorar la eficiencia del gasto mediante una mejor gestión y uso de los datos es también 
una prioridad en los tres sectores. El desafío que representa la crisis por el COVID-19 significa 
que se necesitarán más recursos para abordar las desigualdades existentes. Es imperativo 
que cualquier recurso adicional se distribuya de una manera equitativa, en la que también se 
incentiven los resultados.
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https://improvingphc.org/promising-practices/costa-rica
https://improvingphc.org/promising-practices/costa-rica
https://improvingphc.org/measuring-primary-health-care-system-performance-using-shared-monitoring-system-chile-0
https://improvingphc.org/measuring-primary-health-care-system-performance-using-shared-monitoring-system-chile-0
https://improvingphc.org/measuring-primary-health-care-system-performance-using-shared-monitoring-system-chile-0
https://improvingphc.org/measuring-primary-health-care-system-performance-using-shared-monitoring-system-chile-0
https://improvingphc.org/pursuing-universal-health-coverage-through-local-community-participation-peru-0
https://improvingphc.org/pursuing-universal-health-coverage-through-local-community-participation-peru-0
https://improvingphc.org/pursuing-universal-health-coverage-through-local-community-participation-peru-0
https://www.mineduc.cl/chile-recupera-y-aprende/
https://www.mineduc.cl/chile-recupera-y-aprende/
https://nationaltutoring.org.uk/
https://www.teachingattherightlevel.org/
https://www.teachingattherightlevel.org/
http://sems.gob.mx/en_mx/sems/reforma_educativa_ems
http://sems.gob.mx/en_mx/sems/reforma_educativa_ems
https://ec.europa.eu/education/policies/school/key-competences-and-basic-skills_en
https://ec.europa.eu/education/policies/school/key-competences-and-basic-skills_en
https://ec.europa.eu/education/policies/school/key-competences-and-basic-skills_en
http://dfi.mineduc.cl/


1  Se puede encontrar amplia información sobre el Índice de Capital Humano, inclui-
das visualizaciones, datos detallados y metodología, en https://www.worldbank.
org/en/publication/human-capital 

2  Un cuarto subcomponente del ICH, la tasa de supervivencia de adultos no está dis-
ponible para Colombia por ingreso. Por esta razón, la versión del ICH calculada por 
ingresos que se presenta aquí no incorpora la tasa de supervivencia de adultos. La 
tasa de supervivencia de adultos se utiliza para el cálculo del ICH nacional, así como 
para el cálculo del ICH por departamento.

3  OCDE. Education GPS: Colombia . Disponible en: https://gpseducation.oecd.org/
CountryProfile?primaryCountry=COL&treshold=10&topic=PI 

4 El examen de egreso es SABER 11, que es un requisito previo para la graduación y 
para acceder a la educación terciaria. Las universidades también utilizan la puntua-
ción del examen en sus decisiones de aceptación de estudiantes. Por lo tanto, una 
puntuación alta da como resultado una mayor probabilidad de acceder a una edu-
cación terciaria de buena calidad.

5 SABER PRO es una prueba estandarizada que se toma al final de la educación tercia-
ria y que mide las competencias básicas. Ver https://www.icfes.gov.co/acerca-del-
examen-saber-pro.

6 Descargado de https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/salud/ca-
lidad-de-vida-ecv/encuesta-nacional-de-calidad-de-vida-ecv-2019

7 En inglés, “The Identification System for Potential Beneficiaries of Social Programs” 
(el Sistema de Identificación de Beneficiarios Potenciales de Programas Sociales).

8 Banco Mundial (2017).
9 M. Eslava et al. Los patrones socioeconómicos de COVID fuera de las economías 

avanzadas: el caso de Bogotá. Documento CEDE 45. (Bogotá: Centro de Estudios 
sobre Desarrollo Económico, 2020). Ver también Rachid Laajaj et al. Propagación, 
detección y dinámica del SARS-CoV-2 en una megaciudad de América Latina. Docu-
mento CEDE 18 (Bogotá: Centro de Estudios sobre Desarrollo Económico, 2021).

Notas finales

10 Estas cifras son del Panel de Reactivación Económica de Colombia: https://coronavi-
ruscolombia.gov.co/Covid19/estadisticas-covid-19/reactivacion-economica.html.

11 Al momento de redactar este informe, el esquema híbrido en el que no todos los 
niños asisten a la escuela todos los días en Colombia se denomina Alternancia.

12  Ver Banco Mundial (2021b).  
13  DNP (2017-2018). 
14  Heller et al. (2015). 
15  Para obtener más información sobre este tema, ver Chapman, Higgins y Stiglitz, 

2014, y Lozano, Pirog y Cerdan-Infantes, en curso. 
16  Antes de eso, desde su creación en 1968, las evaluaciones de aprendizaje del ICFES 

eran puramente para acceder a la educación terciaria. 
17  Colombia es uno de los pocos países que también mide los resultados del aprendi-

zaje en la educación terciaria, a través de SABER PRO.
18  Luna Bazaldua, Levin y Liberman (2020). Guidance Note on Using Learning Assess-

ment in the Process of School Reopening. (Washington, D.C.: World Bank Group). 
Disponible en: http://documents.worldbank.org/curated/en/856951606239586214/
Guidance-Note-on-Using-Learning-Assessment-in-the-Process-of-School-Reope-
ning. Esto se puede hacer con muestras representativas en lugar de un censo, consi-
derando que el costo es un factor importante en la situación actual.

19  Ver Banco Mundial (2012). y Banco Mundial (2020d). 
20  La Ley 30 de 1992 establece transferencias a universidades existentes y fija un piso 

para incrementos en estas transferencias como IPC. El piso, en efecto, se ha conver-
tido en el techo. 

21 Banco Mundial (2020f). 
22 BETTO es el nombre del algoritmo IA creado por el ICBF, diseñado para crear una se-

lección más transparente y efectiva de proveedores de servicios para servicios DPI. 
Mayor información disponible, en: https://www.icbf.gov.co/betto
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https://www.worldbank.org/en/publication/human-capital
https://www.worldbank.org/en/publication/human-capital
https://gpseducation.oecd.org/CountryProfile?primaryCountry=COL&treshold=10&topic=PI
https://gpseducation.oecd.org/CountryProfile?primaryCountry=COL&treshold=10&topic=PI
https://www.icfes.gov.co/acerca-del-examen-saber-pro
https://www.icfes.gov.co/acerca-del-examen-saber-pro
https://coronaviruscolombia.gov.co/Covid19/estadisticas-covid-19/reactivacion-economica.html
https://coronaviruscolombia.gov.co/Covid19/estadisticas-covid-19/reactivacion-economica.html
http://documents.worldbank.org/curated/en/856951606239586214/Guidance-Note-on-Using-Learning-Assessment-in-the-Process-of-School-Reopening
http://documents.worldbank.org/curated/en/856951606239586214/Guidance-Note-on-Using-Learning-Assessment-in-the-Process-of-School-Reopening
http://documents.worldbank.org/curated/en/856951606239586214/Guidance-Note-on-Using-Learning-Assessment-in-the-Process-of-School-Reopening
https://www.icbf.gov.co/betto


C A P Í T U L O  3 . 

Haciendo más inclusivo  
el mercado laboral colombiano
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Las desigualdades en el mercado laboral son el principal impulsor de la desigualdad general 
de ingresos en Colombia. La llegada del COVID-19 y sus impactos asociados en el mercado la-
boral pueden ampliar aún más estas brechas. Hacer que el mercado laboral sea más inclusivo 
es fundamental para mejorar la equidad general. A pesar de las mejoras durante la última dé-
cada, persisten brechas importantes, particularmente en lo que respecta al acceso a trabajos 
formales con ingresos dignos entre las mujeres, las poblaciones indígenas, los afrodescen-
dientes, las personas poco calificadas, las personas de las zonas rurales y los migrantes.  

Hay tres objetivos de política para los mercados laborales en Colombia que son críticos, da-
dos los cambios sísmicos que experimentan estos mercados en el país y en todo el mundo: (i) 
hacer que los mercados laborales sean más eficientes, (ii) promover la inclusión y (iii) mejorar 
el acceso a la tecnología. Hay una serie de recomendaciones de políticas para promover la 
inclusión en el mercado laboral. Estas incluyen: 

I. Mejorar las regulaciones que desalientan la creación de nuevos puestos de trabajo en el 
sector formal, en particular para los trabajadores poco calificados. Estas regulaciones 
incluyen políticas para:

A. Reducir los costos de formalización para empresas y autónomos. 

B. Crear una unidad para la creación de empleo y la eficiencia.

C. Mejorar la relación entre contribuciones y prestaciones en el sistema de seguridad so-
cial y fortalecer el aspecto redistributivo.

II. Implementar reformas para fortalecer la inclusión de trabajadores vulnerables, al hacer 
lo siguiente:

A. Expandir los programas activos del mercado laboral, siguiendo las prácticas interna-
cionales.

B. Reducir las brechas de género, facilitando la formalización de trabajos a tiempo par-
cial, mejorando la oferta de cuidado infantil e igualando la edad de jubilación entre 
géneros.

C. Mejorar el vínculo entre el menú de servicios que ofrece el Servicio Nacional de Apren-
dizaje (SENA) y el Servicio Público de Empleo y las necesidades de las poblaciones 
migrantes, minoritarias y desplazadas.

III. Llevar a cabo reformas que promuevan un acceso más equitativo a las tecnologías digita-
les para abrir oportunidades a los empleos del futuro a los trabajadores más vulnerables, 
y mitigar los impactos por el COVID-19, mediante la expansión de la infraestructura de 
internet, la mejora de la calidad de la educación y la implementación de un marco legal 
para el trabajo equitativo y favorable en las empresas.
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Los ingresos y el estatus formal de los trabajadores continúan siendo relativamente ba-
jos en Colombia, en comparación con los de sus pares (Figura 3.4a). Colombia tiene uno de 
los niveles de formalidad más bajos de la región. En consecuencia, tiene el segundo prome-
dio más bajo de ingresos reales por hora; incluso en países con niveles más bajos de PIB per 
cápita, como Paraguay y Perú, los trabajadores reciben un salario por hora más alto que en 
Colombia. Esta brecha entre Colombia y otros países de ALC se ha reducido, pero sigue sien-
do significativa al comparar los resultados de los trabajadores con altos niveles de educación 
entre países. Por ejemplo, los ingresos promedio (en dólares estadounidenses actuales) de los 
trabajadores en Colombia con al menos 13 años de educación representan el 48 % de los de 
sus contrapartes en Uruguay. Al comparar a los trabajadores con un máximo de ocho años de 
educación, la fracción es del 31 %. 

Las desigualdades en el mercado laboral continúan siendo significativas y son importan-
tes impulsores de la desigualdad general de ingresos en Colombia. Dada la importancia 
del trabajo entre todas las fuentes de ingresos, los cambios en la desigualdad de ingresos van 
acompañados de cambios en la misma dirección en la desigualdad del ingreso familiar per 
cápita (Figura 3.4b). En otras palabras, reducir la desigualdad en el mercado laboral podría 
tener repercusiones significativas en la equidad general en Colombia.

El mercado laboral se ha visto profundamente afectado por la crisis por el COVID-19, au-
mentando las desigualdades. Como se mencionó en el Capítulo 1, al inicio de la crisis hubo 
enormes pérdidas de puestos de trabajo: en abril del 2020 se habían perdido 5,5 millones de 
puestos de trabajo, en comparación con el año anterior. Los resultados de las encuestas de 
alta frecuencia (HFS, por sus siglas en inglés) del Banco Mundial indican que los países con 
niveles más altos de informalidad experimentaron mayores pérdidas de empleo durante los 
primeros meses en que se implementaron medidas de cierre (Figura 3.5a). El choque afectó 
más a las mujeres trabajadoras que a los hombres e incluso cuando el mercado laboral se 
recuperó hacia finales de 2020, el ritmo de recuperación de las mujeres fue inferior al de los 
hombres (Figura 3.5b). 

La crisis por el COVID-19 está acelerando tendencias globales en el mercado laboral, que 
tenderán a incrementar la desigualdad en Colombia. En las últimas décadas, países en eta-
pas muy diferentes de desarrollo económico han sido testigos de cambios lentos, pero cons-
tantes, en el mercado laboral. La difusión de nuevas tecnologías, como internet, inteligencia 
artificial, robots industriales, etc., implicó el aumento de la demanda de trabajadores con las 
habilidades que facilitan su adopción, mientras que la demanda de trabajadores con habili-
dades que pueden ser automatizadas disminuyó (Acemoglu y Autor, 2011; Kelly et al., 2017; 
Banco Mundial, 2016b). La implementación de medidas de encierro y distanciamiento social 
durante la pandemia implicó que la brecha entre ambos grupos de trabajadores aumentara 
repentina y dramáticamente. Los trabajadores poco calificados fuera de los sectores conside-
rados esenciales experimentaron pérdidas masivas de empleo, mientras que los altamente 
calificados tuvieron más probabilidades de poder trabajar desde casa y, por lo tanto, conser-
var sus puestos de trabajo y sus niveles salariales (Ashcraft, Fernández Val y Lang, 2013; Mon-
tenovo et al., 2020). Además, algunos de estos cambios en los arreglos laborales pueden no 
ser temporales, pero pueden permanecer vigentes incluso después del final de la crisis.

Este capítulo se centra en dos barreras para mejorar la equidad en el mercado laboral co-
lombiano. Aunque los factores que impulsan la exclusión del mercado laboral son complejos 
y diversos, este capítulo se centra en dos que son fundamentales, dadas las megatendencias 
recientes en los mercados laborales de todo el mundo. El primero se relaciona con la existen-
cia de distorsiones que limitan la reasignación de trabajadores de sectores tradicionales con 
bajos niveles de productividad a sectores dinámicos. El segundo es la lenta adopción de nue-
vas tecnologías entre los grupos desfavorecidos y el papel de la pandemia por el COVID-19 en 
la aceleración de esas tendencias.

3.1. 
Introducción

Caja 3.1. El informe de diagnóstico de empleos del Banco Mundial para Colombia

El mercado laboral de Colombia es muy susceptible a la desaceleración de la actividad económica, incluso cuando 
se está volviendo menos sensible a las alzas. El crecimiento del empleo se ha vuelto gradualmente menos sensible al 
crecimiento agregado de la economía. Aunque tanto el empleo como el empleo asalariado se expandieron a la par con 
un crecimiento económico del 5 % anual en el período 2009-2015, apenas crecieron a partir de entonces, a pesar de que 
la economía siguió creciendo al 2 % anual (Figura 1). La interrupción del crecimiento del empleo en el período posterior 
al 2015 implica que se crearon menos puestos de trabajo por cada punto porcentual de crecimiento del PIB (Figura 2). Es 
sorprendente esta alta susceptibilidad del mercado laboral a una desaceleración relativamente modesta. Sin embargo, 
lo más probable es que refleje debilidades estructurales en el modelo económico colombiano que exigen un examen en 
profundidad de la naturaleza cambiante del mercado laboral del país.

Un próximo informe del Banco Mundial analiza las debilidades estructurales del modelo económico colombiano y 
cómo estas se entrelazan con los resultados en el mercado laboral. El informe aplica la metodología de diagnóstico 
del empleo del Banco Mundial, y se basa en datos a nivel micro y macro que cubren el período 2008-2019, y arroja luz 
sobre los desafíos laborales más urgentes de Colombia, que incluyen:

• una desaceleración en la creación neta de empleo, combinada con una alta exposición del mercado laboral al ciclo 
económico;

• una concentración excesiva de puestos de trabajo en actividades de servicios de baja productividad, especialmente 
en las zonas urbanas, con pocos puestos de trabajo de calidad disponibles en las zonas rurales;

• oportunidades de empleo limitadas para los menos calificados de la población, lo que implica bajos ingresos, altas 
tasas de autoempleo y altos niveles de informalidad;

• menos oportunidades para los trabajadores calificados, lo que resulta en un aumento de las tasas de desempleo y 
períodos de desempleo más prolongados para los más instruidos.

El auge económico de Colombia durante el ciclo expansivo anterior a, 2015 exacerbó la dependencia respecto de 
los servicios como motor del crecimiento del empleo. El aumento constante de los precios internacionales de las 
materias primas entre 2009 y 2014 atrajo inversiones en el sector extractivo, impulsando una fuerte expansión de la 
producción. La mayoría de los beneficios fueron indirectos, debido a la ganancia inesperada de ingresos provocada por 
el aumento de las rentas extractivas. Los ingresos más altos impulsaron un auge de la demanda interna que benefició 
principalmente a actividades más intensivas en mano de obra en los sectores de servicios y construcción. Esto contrasta 
con el desempeño más moderado de los sectores agropecuario y manufacturero, que sufrieron una caída en la demanda 
de exportaciones, debido a la crisis política en la vecina Venezuela, y también una pérdida de competitividad debido al 
aumento de los costos de actividades (generalmente no comercializables), como la intermediación financiera, el trans-
porte o los servicios de bienes raíces. Por lo tanto, estos acontecimientos acentuaron la dependencia respecto de los 
servicios como motor del crecimiento del empleo.

Los fuertes aumentos del salario mínimo empujaron a los trabajadores no calificados al sector informal. Las inter-
venciones de política de Colombia en el mercado laboral se han orientado tradicionalmente a fortalecer los derechos de 
los trabajadores y mejorar la intermediación del mercado laboral en un contexto predominantemente urbano. El sala-
rio mínimo es posiblemente el instrumento más importante de Colombia para intervenir en el mercado laboral y se fija 
anualmente. Uno de los principales retos proviene del hecho de que el salario mínimo debe aumentar cada año, por lo 
menos, en función de la tasa de inflación, lo que ha dejado al país con uno de los salarios mínimos más altos de la región. 
También hace que el salario mínimo sea rígido a la baja, lo que hace que la carga del ajuste durante las desaceleraciones 
caiga sobre el empleo, y no sobre los salarios. El próximo informe documenta cómo esto tiene efectos particularmente 
negativos en los trabajadores no calificados, que se ven obligados a buscar oportunidades de empleo fuera del sector 
formal, en actividades de autoempleo menos productivas.

El informe también documenta cómo la desaceleración de la demanda agregada y los fuertes incrementos en los 
costos laborales debido al aumento del salario mínimo han tenido efectos importantes en el desempeño de las 
empresas en el sector privado, y cómo esto -a su vez- afectó la dinámica de contratación en las empresas formales. 
La dinámica de empresas agregadas en Colombia sugiere que el principal problema para el crecimiento del empleo en el 
sector formal son las bajas tasas de supervivencia de las empresas emergentes, más que los bajos niveles de entrada de 
empresas per se. Durante la última década, el aumento de los costos laborales parece haber sido una limitación impor-
tante en la capacidad de las nuevas empresas para crecer y en la capacidad de las empresas establecidas para sobrevivir. 
Las dinámicas de entrada y salida de las empresas dieron como resultado un cambio hacia empresas más grandes y 
capitalizadas y un desplazamiento de mano de obra no calificada, cuyos costos aumentaron de manera particularmente 
pronunciada, debido al salario mínimo. A nivel sectorial, provocaron una contracción de las actividades intensivas en 
mano de obra. Estas tendencias se vieron exacerbadas por la desaceleración de la actividad económica posterior al 2015.

Fuente: Banco Mundial. “Colombia: Jobs Diagnostics”. (Washington, DC: Banco Mundial, próxima publicación). 

FIGURA 3.1. Resultados del mercado laboral en Colombia 
(2008-2019)

Fuente: Estimaciones del autor, basadas en datos de la Gran encuesta integrada de hoga-
res -GEIH- (2008, 2019).
Nota: Personas de 15 a 64 años. Los criterios legales de informalidad consideran que un 
trabajo es informal si no brinda cobertura de seguro social. Los criterios de informalidad 
productiva consideran informales a los trabajadores autónomos no calificados y a los que 
están empleados en pequeñas empresas y servicios domésticos.
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Fuente: Estimaciones de los autores, basados en datos de la Base de Datos Socioeconómicos para América Latina y el Caribe.
Notas: La brecha de LFP, empleo y formalidad (legal) es la diferencia entre las tasas de LFP, empleo y formalidad del grupo correspondiente y las del grupo de comparación, expresada 
como un porcentaje de este último. La brecha de ingresos es la diferencia entre los ingresos del grupo correspondiente y los del grupo de comparación, expresada como un porcentaje 
de este último. El grupo de comparación para cada categoría se muestra entre paréntesis: a) mujeres (hombres); b) jóvenes (25 a 40 años); c) poco cualificados (más de 13 años de edu-
cación); d) rural (urbano); e) quintil 1 (quintil 5); f) quintil 2 (quintil 5); g indígenas (no indígenas y no NARP); h) NARP (no indígenas y no NARP); i) venezolanos (colombianos y migrantes 
no venezolanos). El grupo NARP incluye poblaciones negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras. La muestra incluye personas de 15 a 64 años (excepto jóvenes, de 15 a 24 años). 
Los poco calificados son aquellos con ocho años de educación o menos.

FIGURA 3.2 Brechas del mercado laboral en diferentes grupos (2019)
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FIGURA 3.3. Brechas del mercado laboral en diferentes grupos, cambios 2008-2019
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Fuente: Estimaciones del autor, basadas en datos de SEDLAC.
Nota: Los datos para Colombia son de 2019. La informalidad se define mediante la defini-
ción productiva.

FIGURA 3.4a. Calidad de los trabajos, en términos de 
formalidad y ganancias en ALC, aproximadamente en 2018

Fuente: Estimaciones del autor, basadas en datos de SEDLAC.
Nota: El eje vertical mide el coeficiente de Gini de los ingresos por hora. El eje horizontal 
mide el coeficiente de Gini del ingreso familiar per cápita. 

FIGURA 3.4b. Desigualdad salarial, frente a la desigualdad de 
ingresos de los hogares (2008-2019)
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Fuente: Estimaciones del autor, basadas en datos de SEDLAC.
Nota: Los datos para Colombia son de 2019. La informalidad se define mediante la defini-
ción productiva.
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FIGURA 1. Comparación del crecimiento del PIB, el empleo y 
el empleo asalariado (2009-2019)

FIGURA 2. Cambio en el empleo, en respuesta a un aumento 
del 1 % en el PIB

BOX 3.1. The World Bank’s Jobs Diagnostic Report for Colombia
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Fuente: Cálculos de autores usando GEIH y datos de cuentas nacionales. Fuente: Cálculos de autores usando GEIH y datos de cuentas nacionales.
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Los resultados del mercado laboral han mejorado en Colombia durante la última década. 
Tanto la participación en la fuerza laboral como las tasas de empleo aumentaron 5 puntos por-
centuales en aproximadamente una década (entre 2008 y 2019), y la mayor parte del progreso 
se logró durante el auge de los precios de las materias primas que terminó en 2014 (Figura 
3.1). También aumentó la proporción de trabajadores con un empleo formal. De acuerdo con 
los criterios legales, que consideran que un trabajo es informal si no brinda cobertura de se-
guro social, la formalidad creció en 7 puntos porcentuales. Los criterios productivos, que con-
sideran informales a los trabajadores autónomos no calificados y a los que están empleados 
en pequeñas empresas y servicios domésticos, muestran también un aumento de alrededor 
de 3 puntos porcentuales. Los ingresos reales por hora crecieron un 13,4 %, a una tasa anual 
promedio de 1,1 %, durante este período.1 

Estas mejoras en los resultados del mercado laboral desde 2008 han sido inclusivas para 
la mayoría, pero no para todos, según algunos indicadores. Los cambios en los ingresos y 
la formalidad entre los grupos son importantes, porque la brecha en el acceso a trabajos con 
ingresos decentes y en la economía formal es más amplia que la brecha en el acceso a los 
trabajos per se. La Figura 3.2 muestra que, aunque las brechas en la participación en la fuerza 
laboral (LFP) y las tasas de empleo no son muy grandes, las brechas en el acceso a trabajos 
formales y en los niveles de ingresos son significativas. Esto último es particularmente cierto 
para los inmigrantes venezolanos, los indígenas, los individuos poco calificados, los que viven 
en áreas rurales y las personas pobres. Al observar las tendencias, las mejoras en la inclusión 
del mercado laboral son variadas. La brecha de ingresos ha disminuido significativamente 
para la mayoría de los grupos, excepto para los trabajadores poco calificados y los pueblos 
indígenas (Figura 3.3d). Sin embargo, los trabajadores poco calificados continúan recibiendo 
ingresos por hora 74 % más bajos que los trabajadores altamente calificados. Esta brecha de 
ingresos por habilidades es comparable a la observada en otros países de América Latina y el 
Caribe (ALC), como Brasil (72 %) y Honduras (74 %), pero más amplia que la de otros países de 
ALC con una distribución de ingresos más equitativa, como Costa Rica (65 %), Panamá (63 %) 
y Uruguay (60 %). Los pueblos indígenas recibieron ingresos un 38 % más bajos que los traba-
jadores no indígenas y no NARP en 2019, una brecha más amplia que en 2014 (31 %). La bre-
cha en el acceso a empleos formales ha aumentado o se ha mantenido estable para todos los 
grupos (Figura 3.3c). Esto se debe a que, aunque la proporción de empleos formales aumentó 
para todos los grupos, aumentó más rápidamente para los trabajadores más ricos con niveles 
más altos de educación, y que viven en áreas urbanas. En otras palabras, se amplió la brecha 
relativa con los trabajadores vulnerables. Por ejemplo, aunque la proporción de trabajadores 
con un empleo formal en el quintil más pobre aumentó 3 puntos porcentuales entre 2008 y 
2019, el aumento alcanzó 9 puntos porcentuales entre los trabajadores del quintil más rico. 
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Fuente: Encuestas telefónicas de alta frecuencia del Banco Mundial, ronda 1 (mayo de 
2020). 

FIGURA 3.5a. Trabajadores asalariados prepandemia y 
pérdida de empleos al inicio de la pandemia (mayo de 2020)

Fuente: Autor, con datos de GEIH (2019 y 2020).

FIGURA 3.5b. Proporción del número de empleados en cada 
trimestre y en cada grupo, en comparación con el primer 
trimestre de 2020 (Q1 2020 = 100)
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Los costos laborales no salariales son altos en Colombia, y pueden introducir distorsio-
nes en el mercado laboral. Los costos laborales no salariales incluyen las contribuciones 
a la seguridad social, el pago de bonificaciones (aguinaldo), licencias anuales, vacaciones, 
indemnización por despido y avisos de despido. En relación con los niveles de ingresos en el 
sector informal, Colombia tiene uno de los niveles más altos de costos laborales no salariales 
en ALC, solo superado por Uruguay (Alaimo et al. 2017). La mayoría de estos costos laborales 
no salariales se deben a las contribuciones obligatorias a la seguridad social, que son muy 
altas en Colombia. Entre 181 países, Colombia ocupa el lugar 34 en este sentido. Además, este 
parámetro se correlaciona positivamente con la proporción de empresas que afirman que 
las regulaciones laborales son un obstáculo importante para el crecimiento (Figura 3.10). Las 
contribuciones obligatorias a la seguridad social aumentan los costos mínimos de contratar 
trabajadores vulnerables de manera desproporcionada. En otras palabras, a pesar de que Co-
lombia tiene abundante mano de obra y bajos salarios, las regulaciones aumentan sustancial-
mente los costos de contratación formal, particularmente cuando se enfoca en trabajadores 
vulnerables con bajos ingresos en el sector informal. La evidencia empírica de varios países, 
incluido Colombia, muestra que reducir los costos de contratación formal puede fomentar la 
creación de empleo y la formalidad, en particular para la mano de obra poco calificada (Kugler 
y Kugler, 2009; Saez, Schoefer y Seim, 2019; Fernández y Villar, 2017).

Las rigideces del mercado laboral eran importantes antes de la crisis por el COVID-19, y 
también ayudarán a dar forma a la recuperación. La asociación mencionada anteriormente 
entre el impacto de la pandemia en la pérdida de empleo y la informalidad probablemente se 
debió a varios problemas, incluido el hecho de que: los trabajos formales tenían más probabi-
lidades de estar protegidos a través de intervenciones gubernamentales, y -a menudo- involu-
craban contratos escritos que eran costosos de rescindir, y los trabajadores en estos empleos 
tienden a ser más calificados y, por lo tanto, más aptos para el teletrabajo. La incertidumbre 
sobre el camino de la recuperación, junto con el alto costo y la rigidez de la contratación de 
trabajadores formales, puede obstaculizar la creación de empleo y relegar el crecimiento del 
empleo al sector informal. Por ejemplo, la evidencia para los Estados Unidos inmediatamente 
después de la crisis financiera de 2008-2009 indica que los estados que aumentaron sus sa-
larios mínimos experimentaron una recuperación más lenta en el empleo y los ingresos (Cle-
mens y Wither, 2019). 

La informalidad no solo deja a los trabajadores desprotegidos de los riesgos, también 
perjudica aún más la creación de empleos formales, debido a las externalidades nega-
tivas en el sector formal en Colombia. La encuesta empresarial del Banco Mundial de 2017 
para Colombia indica que cuando se les pide a las empresas que elijan el principal obstáculo 
que enfrentan, las prácticas de las empresas informales son las más importantes, seguidas de 
los impuestos y la corrupción.4 Al mismo tiempo, el 47 % de las empresas afirman que tales 
prácticas son una limitación importante, una fracción muy por encima del promedio del 31 % 
para América Latina. Estas percepciones son consistentes cuando se comparan los resultados 
de las empresas que enfrentaron diferentes grados de competencia por parte de empresas 
informales. Rozo y Winkler (2019) muestran que como resultado de la derivación del conflicto 
armado colombiano a fines de los noventa y en la década del dos mil, se incorporaron grandes 
flujos repentinos de personas desplazadas al sector informal en los municipios de destino. Las 
empresas formales que operan en sectores que enfrentaban una competencia informal más 
intensa experimentaron menor producción, mayor salida y menores tasas de entrada.

El proceso de transformación estructural -en el que los sectores tradicionales se contraen 
y los nuevos y más productivos se expanden y absorben trabajadores- es clave para for-
talecer la inclusión de los trabajadores vulnerables en el mercado laboral, pero ha sido 
muy débil en Colombia. El escaso crecimiento de la productividad laboral experimentado 
desde el 2008 ha sido impulsado exclusivamente por el crecimiento de la productividad in-
trasectorial. Por el contrario, los cambios en la asignación de trabajadores entre sectores no 
mejoraron la productividad, ya que la participación en el trabajo se mantuvo estable y tendió 
a moverse de sectores de productividad relativamente alta, a sectores de productividad rela-
tivamente baja. Como se observa en la Figura 3.8, aunque algunos sectores de baja producti-
vidad que absorben una gran cantidad de trabajadores (como ventas minoristas y mayoristas, 
servicios domésticos y actividades agropecuarias) se han reducido desde 2008, los sectores 
que absorbieron más empleo (como restaurantes y hoteles, transporte y construcción) no eran 
necesariamente muy productivos. Al mismo tiempo, sectores altamente productivos como las 
TIC han experimentado una disminución significativa en términos de su participación en el 
empleo total desde 2008. Estos movimientos explican una disminución en el crecimiento de la 
productividad laboral, equivalente al 6,4 % del crecimiento total experimentado desde 2008. 

Bajo crecimiento de la productividad laboral

El crecimiento de la productividad laboral en Colombia ha sido débil y puede ayudar a ex-
plicar el lento desempeño del mercado laboral. Aunque la productividad laboral ha crecido 
casi un 25 % en los últimos 20 años, este crecimiento no fue suficiente para reducir la brecha 
con los países desarrollados: la productividad laboral de Colombia, como porcentaje de la de 
los países ricos, ha aumentado solo 1 punto porcentual desde el 2000 (Figura 3.6).2 Otros paí-
ses que comenzaron con niveles de productividad más parecidos en el 2000 lograron una ma-
yor tasa de convergencia. Por ejemplo, Panamá y Costa Rica tuvieron niveles de productividad 
equivalentes al 17 y 20 % de los de las economías de altos ingresos en el 2000, y alcanzaron 
niveles equivalentes al 28 y 25 % en 2019, respectivamente. Sin un mayor crecimiento de la 
productividad, será un desafío, si no imposible, aumentar los salarios y la calidad general de 
los empleos de manera sostenida en Colombia. 

Elevar los niveles de productividad laboral es una condición necesaria para aumentar 
los ingresos y reducir la informalidad de los trabajadores en Colombia. Como se describió 
anteriormente, la alta informalidad y los bajos ingresos afectan más a los trabajadores vul-
nerables en Colombia. Pero los trabajos de baja calidad, de acuerdo con estas dimensiones, 
son a menudo un síntoma de bajos niveles de productividad. De hecho, son más frecuentes 
entre los sectores con bajos niveles de productividad laboral. Como se observa en las Figu-
ras 3.7a y 3.7c, los niveles de salarios e informalidad en todos los sectores están altamente 
correlacionados con el nivel de productividad laboral. En particular, un aumento del 10 % en 
la productividad laboral se asocia con un aumento del 3,7 % en los salarios y una reducción 
de 2,6 puntos porcentuales en la informalidad.3 Por ejemplo, el sector cafetero tiene un nivel 
de productividad 73 % más bajo que el sector del aceite vegetal. En consecuencia, la propor-
ción de empleos formales y el nivel de ingresos son 90 puntos porcentuales y 146 % más altos 
en este último sector. Los sectores de baja productividad, al mismo tiempo, concentran una 
parte desproporcionada del empleo, como lo demuestra el tamaño de los círculos. El vínculo 
entre la calidad del trabajo y la productividad no solo es estático, sino también fuerte, cuando 
se observan los cambios a lo largo del tiempo. Los sectores que han experimentado las me-
joras más grandes en la calidad del empleo (es decir, un mayor crecimiento de los ingresos y 
una mayor disminución de la informalidad) desde 2008 son los que también han mostrado 
un mayor crecimiento de la productividad laboral (Figuras 3.7b y 3.7d). En particular, un au-
mento del 10 % en la productividad laboral a lo largo del tiempo, a nivel sectorial, se asocia 
con un aumento en la informalidad del 1,2 % en los salarios y una reducción de 0,4 puntos 
porcentuales. Los sectores de la tecnología de la información y las comunicaciones (TIC) y el 
procesamiento de alimentos son buenos ejemplos de la importancia del crecimiento de la 
productividad para la creación de empleos formales con mayores ingresos. Aunque el primero 
experimentó un crecimiento de la productividad laboral de alrededor del 139 % durante el pe-
ríodo, el segundo experimentó una disminución de la productividad del 44 %. En consecuen-
cia, los ingresos (informalidad) en el sector de las TIC aumentaron (disminuyeron) en un 43 % 
(26 puntos porcentuales). En contraste, el sector de procesamiento de alimentos experimentó 
una disminución en los ingresos de alrededor del 6 % y un aumento del 4 % en la proporción 
de trabajos informales.

3.2. 
Diagnóstico: abordaje  
de la desigualdad en el mercado laboral

Fuente: Elaboración del autor, basada en datos de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT). 
Nota: La productividad laboral se define como la producción por trabajador (PIB constan-
te en dólares estadounidenses de 2010), estimaciones modeladas de la OIT, noviembre de 
2019.

FIGURA 3.6. Productividad laboral (porcentaje de la 
productividad laboral de los países de ingresos altos)
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Nota: Cada burbuja es proporcional a la participación en el empleo de cada sector en 2019. La productividad laboral se calcula como valor agregado (de las estimaciones del DANE para 61 
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FIGURA 3.7 Productividad laboral, salarios e informalidad, por sector

a. Salarios frente a productividad (2019) b. Salarios frente a productividad (cambio 2008-2019)

c. Informalidad frente a productividad (2019) d. Informalidad frente a productividad (cambio 2008-2019)
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El escaso movimiento de trabajadores de sectores de baja a alta productividad apunta a 
distorsiones en el mercado laboral colombiano. La evidencia de datos comparados entre 
empleadores y empleados sugiere que la flexibilidad del mercado laboral en EE. UU. es sus-
tancialmente mayor que en Colombia (Flórez et al., 2020). En particular, la reasignación de 
trabajadores entre empresas mediante la contratación y la separación de puestos de trabajo 
es sustancialmente menor en Colombia que en los Estados Unidos. Flórez et al. (2020) sostie-
nen que esto suele ser un síntoma de las complejidades causadas por las políticas e institu-
ciones económicas, así como de la rigidez de la normativa laboral o los salarios mínimos muy 
elevados. Aunque esta evidencia ignora las transiciones laborales dentro del sector informal 
o entre los sectores formal e informal, Morales, Hermida y Dávalos (2019) consideran que el 
sector informal tiene incluso menos fluidez que el formal en Colombia. Esto se debe a que la 
mayoría de los trabajos informales se realizan por cuenta propia, las transiciones del sector 
informal al formal son limitadas y las transiciones de trabajo a trabajo dentro del sector infor-
mal no son muy comunes. 

Las estrictas regulaciones laborales limitan la fluidez del mercado laboral y debilitan la 
creación de empleos formales, especialmente para los trabajadores vulnerables. Casi el 
20 % de las empresas en Colombia afirman que las regulaciones laborales son un obstáculo 
importante, una fracción más alta que en la mayoría de los países en desarrollo (Figura 3.10). 
Si bien es un desafío mostrar empíricamente cómo las regulaciones laborales actuales res-
tringen la creación de empleo en Colombia, existe una bibliografía muy extensa que docu-
menta este vínculo en otros países e incluso con respecto a reformas pasadas en Colombia. 
Los estudios centrados en países de bajos ingresos constatan que las regulaciones laborales 
más estrictas están asociadas con un menor empleo en el sector formal y un mayor empleo 
en el sector informal (Nataraj et al., 2014). Los estudios entre países también constatan que 
una carga regulatoria más pesada en el mercado laboral tiende a incrementar la informalidad 
(Loayza, Oviedo y Servén, 2005) y reducir el empleo entre mujeres, jóvenes y trabajadores 
poco calificados (Betcherman, 2015). Núñez (2005) y Amarante, Arim y Santamaría (2005) exa-
minaron los impactos de la reforma laboral del 2003 en Colombia, que tenía como objetivo 
reducir el desempleo juvenil y poco calificado a través de un nuevo contrato de aprendizaje y 
aumentar la flexibilidad al ampliar la jornada laboral, reducir los costos de despido y permi-
tir horarios de trabajo más flexibles. Ambos estudios constataron fuertes impactos positivos 
de la reforma en el empleo formal. Núñez (2005) constató fuertes impactos en los trabajado-
res jóvenes y poco calificados, y Gaviria Uribe (2005) constató efectos significativos sobre la 
formalización entre las pequeñas empresas. También hay evidencia de que la reducción de 
los costos laborales impulsada por la reforma tributaria de 2012 en Colombia tuvo grandes y 
positivos impactos en el empleo. Los estudios constataron que ayudó a crear más de 600 000 
empleos a largo plazo (particularmente entre micro y pequeñas empresas), y redujo la infor-
malidad (Bernal, Eslava y Meléndez (2015); Fernández y Villar (2017); Morales y Medina (2017). 

Los salarios mínimos elevados pueden perjudicar la creación de oportunidades laborales 
en el sector formal, especialmente para los trabajadores poco cualificados. El salario míni-
mo en Colombia, en relación con los niveles de ingresos medios reales, se encuentra entre los 
más altos de la región, y el más alto entre las economías de la OCDE (Messina y Silva, 2019). Fló-
rez et al. (2020) argumentan que esta política podría estar perjudicando la reasignación eficiente 
de trabajadores en distintos puestos de trabajo en Colombia. Este instrumento afecta directa-
mente a menos de la mitad de los trabajadores (40 %) de la economía, es decir, a los trabajado-
res formales. De hecho, la gran mayoría de ellos recibe ingresos apenas por encima del salario 
mínimo, lo que sugiere que, de hecho, es vinculante (Figura 3.9a). Esta política no refleja el nivel 
y la distribución de ganancias. Desde 2008, casi todos los trabajadores del quintil más pobre 
de la distribución del ingreso han recibido ingresos inferiores al salario mínimo. En contraste, 
esa cifra es solo el 12 % de los trabajadores en el quintil más rico (Figura 3.9b). Por lo tanto, los 
salarios mínimos no parecen estar logrando el objetivo de aumentar los ingresos de la mayoría 
de los trabajadores vulnerables en Colombia. Los salarios mínimos elevados podrían perjudicar 
la creación de empleo o reasignar la creación de empleo al sector informal (Acar, Bossavie y 
Makovec, 2019; Del Carpio et al., 2015; Pérez, 2020; Comola y De Mello, 2011). Dado que por su 
naturaleza, el salario mínimo tiende a ser vinculante para los trabajadores más pobres, estarían 
más expuestos a cualquier impacto negativo que los trabajadores más ricos. Para fomentar el 
crecimiento salarial, mejorar la productividad laboral parece una estrategia más eficaz.  
 

Fuente: Estimaciones propias del autor, con base en GEIH (2008-2019).
Nota: a) Las líneas continuas muestran la distribución de los ingresos de los trabajadores 
formales e informales, según la definición legal. La línea punteada vertical muestra el 
salario mínimo. b) Cada barra muestra la proporción de trabajadores con ingresos infe-
riores al salario mínimo.

FIGURA 3.9. Salarios mínimos en Colombia

a. Distribución de ganancias, por estado de trámite (2019) b. Trabajadores con ingresos inferiores al salario mínimo, por quintiles de 
ingreso familiar, per cápita
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Fuente: Estimaciones propias del autor, con base en GEIH (2008-2019).
Nota: a) Las líneas continuas muestran la distribución de los ingresos de los trabajadores 
formales e informales, según la definición legal. La línea punteada vertical muestra el 
salario mínimo. b) Cada barra muestra la proporción de trabajadores con ingresos infe-
riores al salario mínimo.
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Fuente: Elaboración del autor, basada en datos de la Administración del Seguro Social del 
2019, aproximadamente; disponible en: https://www.ssa.gov/policy/docs/progdesc/in-
dex.html; y la Encuesta Empresarial del Banco Mundial (último año disponible).
Nota: El eje horizontal muestra la proporción de empresas que identifican las regulacio-
nes laborales como una limitación importante para hacer negocios. El eje vertical muestra 
la tasa de contribución obligatoria a la seguridad social (tanto para empleados como para 
empleadores).

FIGURA 3.10. Tasa de contribución a la seguridad social y 
normativa laboral como limitaciones para las empresas
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El acceso a internet y otras tecnologías digitales puede tener una serie de beneficios que 
muchos en Colombia no están aprovechando plenamente. Internet reduce las barreras de 
la información, permite a los trabajadores conectarse mejor con los puestos de trabajo, fo-
menta la creación de nuevas ocupaciones y acuerdos laborales más flexibles y facilita el acce-
so a los mercados y las finanzas. La evidencia de las economías en desarrollo confirma estas 
afirmaciones. En Nigeria, la cobertura de banda ancha móvil redujo la pobreza extrema en 4,3 
puntos porcentuales. Esto fue impulsado por una mayor participación en la fuerza laboral y 
empleo, particularmente entre las mujeres (Bahía et al., 2020). El acceso a internet también re-
dujo las brechas de género y la prevalencia de las normas tradicionales de género en Jordania 
(Viollaz y Winkler, 2020). Reducir las grandes brechas de acceso en Colombia, particularmente 
en áreas y niveles de ingresos, podría tener importantes implicaciones de equidad al permitir 
más y mejores empleos entre los grupos desfavorecidos.

En contraste con las tendencias globales, el crecimiento del empleo en Colombia no se 
ha concentrado desproporcionadamente en ocupaciones que complementan la adopción 
de tecnología. En los países con niveles muy diferentes de desarrollo económico, ha surgido 
una tendencia clara en las últimas décadas: los trabajos que son intensivos en las tareas que 
complementan las nuevas tecnologías están creciendo tanto en número como en niveles sa-
lariales, mientras que los trabajos que son intensivos en tareas que pueden automatizarse 
se están reduciendo y sus niveles salariales disminuyen (Lo Bello, Sánchez-Puerta y Winkler, 
2019). Los trabajos que complementan las nuevas tecnologías incluyen aquellos intensivos 
en tareas analíticas e interpersonales, como gerentes, profesores e ingenieros (la Tabla A3.1 
en el Anexo 3 proporciona una descripción más detallada de estas tareas). Por el contrario, 
los trabajos que enfrentan un mayor riesgo de automatización y desplazamiento son aque-
llos intensivos en tareas rutinarias, como operadores de máquinas, contadores y cajeros. En 
Colombia, el tipo de trabajos que más crecieron son los intensivos en tareas cognitivas rutina-
rias, es decir, uno de los grupos que enfrentan mayor riesgo de desplazamiento (Figura 3.12). 
En consecuencia, también aumentó la proporción de trabajos intensivos en tareas manuales 
de rutina. En contraste, los trabajos que son intensivos en tareas interpersonales no rutinarias 
que se beneficiarían de una mayor adopción de tecnología disminuyeron.

La tecnología y la naturaleza cambiante de los trabajos

Colombia tiene una de las disparidades más grandes del mundo en el uso de tecnología 
entre grupos socioeconómicos. Entre 141 países, Colombia ocupa el puesto 109 en términos 
del tamaño de la brecha en el uso de internet, entre el 60 % más rico y el 40 % más pobre de la 
población (Figura 3.11a). Aunque el 73 % de las personas en el 60 % superior usa internet, esa 
cifra es solo del 53 % entre los del 40 % inferior. La brecha también es considerable entre las 
áreas urbanas y rurales (Figura 3.11b). Esto es válido, tanto para el uso de internet en el hogar, 
como en el trabajo. En el 2018, mientras que el 23,7 % de las personas usaban internet en el 
trabajo en las zonas urbanas, esa cifra era solo del 4,6 % en las zonas rurales (DANE, 2017). 
También existe una brecha importante entre las zonas rurales y urbanas cuando se analizan 
los usos más sofisticados de internet. Por ejemplo, mientras que aproximadamente el 13 % de 
las personas en las áreas urbanas usan internet para el comercio electrónico o la banca elec-
trónica, esa fracción es solo de alrededor del 2 % en las áreas rurales. También existen brechas 
de género. Aunque los hombres y las mujeres usan internet en el hogar aproximadamente en 
la misma proporción, solo el 20,5 % de las mujeres lo usa en el trabajo, en comparación con el 
27.3 % de los hombres. 

Acceso desigual a las nuevas tecnologías

Fuente: Elaboración del autor, basada en datos de Gallup y World Development Indicator (WDI).
Notas: En el eje vertical, cada punto muestra la diferencia (en puntos porcentuales) en la proporción de usuarios de internet, por (a) ingresos (40 % inferior frente al 60 % superior) y (b) 
área. El eje horizontal muestra el logaritmo del PIB per cápita, en paridad de poder adquisitivo.

FIGURA 3.11. Brecha de uso de internet por ingreso y área frente al PIB, per cápita (2019)

a. Brecha por ingreso, frente al PIB per cápita b. Brecha por zona urbana/rural, frente al PIB per cápita
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Fuente: Elaboración del autor, basada en datos de GEIH (2011-2019).
Nota: Cada línea muestra un índice igual a cero en el 2011. Las magnitudes deben inter-
pretarse como el número de desviaciones estándar del valor medio en el 2011. Analíticas 
NR: Analíticas no rutinarias; Interp. NR: Interpersonales no rutinarias; Manuales NR: Ma-
nuales no rutinarias; Cognitivas R: Cognitivas rutinarias; Manuales R: Manuales de rutina. 
La Tabla A3.1 del Anexo 3 proporciona una descripción de estas tareas.

FIGURA 3.12. Contenido de las tareas de los trabajos 
(2011-2019)
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FIGURA 3.13. Brechas en la proporción de trabajadores
en ocupaciones intensivas en las tareas del futuro

Fuente: Elaboración del autor, con base en datos de GEIH (2019).
Nota: Cada barra muestra las brechas en la proporción de trabajadores en ocupaciones en 
el cuartil superior de intensidad de la tarea. Baja calificación: brecha entre los que tienen 
menos de ocho años de educación y los que tienen 13 años o más; rural: brecha entre los 
trabajadores rurales y urbanos; pequeña empresa: brecha entre los trabajadores de las 
pequeñas y grandes empresas del sector privado; informal: brecha entre los trabajadores 
informales y formales (definición legal); los 20 últimos: brecha entre los trabajadores del 
quintil más pobre y más rico del ingreso per cápita de los hogares; indígena, NARP y vene-
zolano: brecha entre cada grupo y el complemento (es decir, no indígenas, no NARP y no 
venezolanos, respectivamente).
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Fuente: Elaboración del autor, basada en datos de GEIH (2011-2019).
Nota: (a) Descomposición de Shapley de la variación del logaritmo de los ingresos, por hora 
(el conjunto completo de resultados se puede encontrar en la Tabla A3.2 del Anexo 3). (b) 
Descomposición por regresión RIF de los cambios en el coeficiente de Gini del logaritmo de 
los ingresos, por hora. Las características del trabajo incluyen el tamaño de la empresa, el 
estatus formal y el trabajo asalariado/autónomo. El conjunto completo de resultados se 
puede encontrar en la Tabla A3.3. 

FIGURA 3.14 Descomposición de la desigualdad de los 
ingresos por hora

a. Descomposición de la variación de los ingresos, por hora (2019) b. Descomposición de los cambios en el salario, por hora Gini (2011-2019)
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Fuente: Elaboración del autor, basada en datos de GEIH (2011-2019).
Nota: (a) Descomposición de Shapley de la variación del logaritmo de los ingresos, por hora 
(el conjunto completo de resultados se puede encontrar en la Tabla A3.2 del Anexo 3). (b) 
Descomposición por regresión RIF de los cambios en el coeficiente de Gini del logaritmo de 
los ingresos, por hora. Las características del trabajo incluyen el tamaño de la empresa, el 
estatus formal y el trabajo asalariado/autónomo. El conjunto completo de resultados se 
puede encontrar en la Tabla A3.3. 
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Los trabajos del futuro, intensivos en el uso de tecnología, tienden a ser ocupados por 
aquellos que ya están en mejor situación, mientras que los que tienen trabajos tradicio-
nales no solo son más pobres, sino que también enfrentan peores perspectivas. La eviden-
cia de los países desarrollados y en desarrollo indica que la adopción de nuevas tecnologías 
conduce a la destrucción de puestos de trabajo y menores ingresos entre los trabajadores 
poco calificados, pero beneficia a los altamente calificados (Acemoglu y Restrepo, 2017; Artuc, 
Christiaensen y Winkler, 2019). Esto se debe a que las personas que tienen trabajos intensivos 
en tareas analíticas e interpersonales que facilitan la adopción de nuevas tecnologías tienden 
a tener niveles más altos de educación. En Colombia, el perfil de los trabajadores que ocupan 
los puestos del futuro incluye a personas urbanas y altamente instruidas que trabajan en gran-
des empresas o en el sector público. Por el contrario, los trabajadores rurales poco cualifica-
dos de la economía informal están quedando en segundo plano. Por ejemplo, aunque el 57 % 
de los trabajadores con 13 años de educación o más tienen un trabajo muy intensivo en tareas 
analíticas, esa fracción es solo del 13 % entre aquellos con menos de ocho años de educación. 
Como se ve en la Figura 3.13, las brechas en el logro educativo están altamente relacionadas 
con las brechas en el acceso a ocupaciones intensivas con respecto al uso de tecnología. Los 
migrantes venezolanos, así como las poblaciones indígenas y NARP, también tienen trabajos 
menos intensivos en el uso de tecnología. 

Las tareas integradas en los trabajos representan el 30 % de la desigualdad de ingresos 
en Colombia. Esto se debe en parte a que los trabajadores con trabajos intensivos en tareas 
analíticas tienen ingresos aproximadamente un 30 % más altos que el resto de la población 
activa. De hecho, la distribución de tareas y su prima de ingresos asociada representaron más 
del 30 % de la variación total de los ingresos por hora, un proxy de la desigualdad de ingresos, 
en 2019 (Figura 3.14a y Tabla A3.2 en el Anexo 3). Esta fracción es casi la misma que la fracción 
de desigualdad que se deriva del nivel educativo de los trabajadores. El papel de las tareas 
integradas en los trabajos se vuelve aún más relevante cuando se analizan las tendencias de 
desigualdad. Aunque la desigualdad de ingresos ha experimentado una reducción significa-
tiva desde 2011 (alrededor de 3,4 puntos Gini), los cambios en la distribución de tareas y sus 
primas de ingresos explicaron un aumento en el coeficiente de Gini de casi 1 punto (Figura 
3.14b y Tabla A3.3). En otras palabras, aunque el mercado laboral colombiano se ha vuelto 
más equitativo en la superficie, los cambios ocupacionales subyacentes relacionados con el 
uso de la tecnología han empujado a hacerlo más desigual.  

En un mundo globalizado, la adopción de tecnología en el extranjero aún puede tener 
efectos adversos en los trabajadores con habilidades que pueden automatizarse. Por 
ejemplo, la reubicación de puestos de trabajo ha suscitado preocupaciones sobre el papel 
tradicional del sector comerciable como motor de creación de empleo en los países en de-
sarrollo (Hallward-Driemeier y Nayyar, 2017). En particular, la adopción y automatización de 
robots industriales en general en los países ricos puede desafiar la ventaja comparativa de 
los países en desarrollo, en cuanto a abundancia de mano de obra. En otras palabras, puede 
ser más eficiente para algunas empresas de los países ricos cerrar los procesos de produc-
ción intensivos en mano de obra en las economías en desarrollo y, en su lugar, confiar en los 
procesos intensivos en capital en el país. El tipo de trabajos más vulnerables a este tipo de 
desplazamiento son los que abundan en Colombia, es decir, los que son intensivos en tareas 
rutinarias. De hecho, existe evidencia de que Colombia ya está experimentando algunos de es-
tos impactos negativos. Los datos muestran una destrucción sustancial de puestos de trabajo 
y la disminución de los ingresos de los trabajadores colombianos en los sectores que tienen 
altos niveles de automatización, medidos por robots por trabajador, en los Estados Unidos 
(Kugler et al., 2020). Como resultado, de 2011 a 2016, los robots estadounidenses destruyeron 
entre 63 000 y 100 000 puestos de trabajo en Colombia, al reubicarlos en los Estados Unidos. 
Además, este proceso afecta más a los trabajadores vulnerables, ya que los efectos negativos 
de desplazamiento de estos robots son mayores para las mujeres, los trabajadores mayores y 
los empleados en pequeñas y medianas empresas.
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La imposibilidad de trabajar desde casa por las características del trabajo o la falta de co-
nectividad puede exacerbar la exclusión de grupos vulnerables. Si bien, más de un tercio 
de los trabajadores con altos niveles de educación tienen empleos susceptibles de teletraba-
jo, solo uno de cada 10 trabajadores con bajos niveles de educación se encuentra en la mis-
ma situación (Figura 3.16). Los trabajadores rurales e informales y los de pequeñas empresas 
también tienen una menor incidencia de trabajos favorables al trabajo desde casa. Los grupos 
minoritarios, como los indígenas, el NARP y los venezolanos, también tienen trabajos menos 
susceptibles al teletrabajo. No es sorprendente que estos trabajos estén ocupados de manera 
desproporcionada por trabajadores de los quintiles de ingresos más ricos. 

Aunque la aptitud de los trabajos para trabajar desde casa es muy similar entre los gé-
neros, existen importantes desigualdades ocultas. La mayoría de los análisis han demos-
trado que en los países con distintos niveles de desarrollo económico, la probabilidad de que 
se pueda hacer un trabajo en casa es similar para hombres y mujeres, o incluso mayor para 
estas últimas (Garrote Sánchez et al. 2020; Hatayama, Viollaz y Winkler, 2020). Este es el caso 
de Colombia, donde la probabilidad de que se pueda hacer un trabajo desde casa es 2 puntos 
porcentuales más alta para las mujeres. Sin embargo, los estudios que rastrearon los prime-
ros impactos de la crisis constataron que las mujeres perdieron sus trabajos de manera des-
proporcionada (Adams-Prassl et al. 2020; Cueva, Del Carpio y Winkler, 2021). Las encuestas 
telefónicas de alta frecuencia realizadas por el Banco Mundial en trece países de ALC indican 
que las trabajadoras tenían un 44 % más de probabilidades que los trabajadores de perder sus 
trabajos al inicio de la crisis por el COVID-19. La diferencia en la pérdida de puestos de trabajo 
por género persistió incluso cuando los mercados laborales comenzaron a recuperarse (Cu-
cagna y Romero, 2021). El hecho de que las mujeres se concentren desproporcionadamente 
en sectores intensivos en interacciones cara a cara y, por lo tanto, sean más vulnerables a las 
medidas de distanciamiento social y que es más probable que sean las cuidadoras de la fami-
lia, ayuda a explicar estos hallazgos. En otras palabras, incluso si existe igualdad de género en 
términos del porcentaje de trabajos que se pueden realizar desde el hogar, las disparidades de 
género en el teletrabajo persistirían si no se abordan otras desigualdades del mercado laboral.

La adopción de tecnología y los cambios asociados en el mercado laboral que han teni-
do lugar durante varias décadas experimentaron una aceleración repentina durante el 
COVID-19. Tener acceso a un trabajo intensivo en el uso de tecnología se asoció con mayores 
ingresos y mejores beneficios antes de la pandemia. Desde que se implementaron las medi-
das de bloqueo en todo el mundo, aquellos que tenían acceso a esos trabajos se encontraban 
generalmente entre los pocos que aún podían mantenerlos. En otras palabras, los beneficios 
del mercado laboral por el uso de la tecnología se magnificaron repentinamente. 

La brecha entre los trabajos que se pueden hacer desde casa y los que no, tenderá a aumen-
tar la desigualdad en todas partes, pero probablemente más en Colombia. La proporción de 
trabajadores que pueden trabajar desde casa en Colombia es de alrededor del 18 %, una cifra 
similar a la de otros países con el mismo nivel de desarrollo (Figura 3.15a).5 Sin embargo, el im-
pacto desigual de trabajar desde casa puede ser más preocupante en Colombia, donde la des-
igualdad ya es muy alta (Figura 3.15b). Incluso antes de la pandemia por el COVID-19, tener un 
trabajo que permitiera trabajar desde casa se asociaba con una prima de ingresos significativa, 
incluso si las personas no trabajaban desde casa. En el 2019, aquellos que tenían trabajos cuyas 
funciones eran amigables para trabajar de forma remota y al mismo tiempo tenían una conexión 
a internet en el hogar ganaban un salario por hora un 54 % más alto que otros trabajadores con 
niveles similares de educación, experiencia y otras características. En consecuencia, la posibi-
lidad de trabajar desde casa y la prima salarial asociada representaron alrededor del 7,5 de la 
desigualdad salarial general en 2019 en Colombia (Tabla A3.2, columna 6, en el Anexo 3). Ade-
más, los cambios en estas características laborales tendieron a impulsar la desigualdad salarial 
al alza entre 2011 y 2019, en más de un punto del coeficiente de Gini (Tabla A3.3, columna 8).6 

 

El COVID-19 y la aceleración de las tendencias 
del mercado laboral

Fuente: Elaboración del autor, basada en datos de GEIH (2019) y WDI. 
Nota: La proporción de trabajos que se pueden realizar desde casa se calculó siguiendo Garrote Sánchez et al. (2020). La clasificación de desigualdad se calculó utilizando el índice de Gini 
promedio de PovcalNet para el período 2015-18. 

FIGURA 3.15 Porcentaje de trabajos que se pueden realizar desde casa

a. Por nivel de desarrollo b. Por nivel de desigualdad
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FIGURA 3.16. Empleos susceptibles de trabajar desde casa, 
por características de los trabajadores

Fuente: Elaboración del autor, con base en datos de GEIH (2019).
Nota: La proporción de trabajos que se pueden realizar desde casa se calculó siguiendo 
Garrote Sánchez et al. (2020).
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Minimizar las políticas distorsionadoras del mercado laboral

Reducir los costos de transacción.

La reducción de los costos de formalización empresarial puede generar ganancias de efi-
ciencia al eliminar los costos de transacción innecesarios para las pequeñas empresas y, 
al mismo tiempo, fortalecer potencialmente la creación de empleo en el sector formal. 
Hay varias oportunidades en esta área. Primero, mientras que la cantidad de días necesarios 
para iniciar un negocio disminuyó sustancialmente con la creación de los CAE (Centros de 
Atención Empresariales), persisten importantes brechas en las ciudades y regiones más des-
favorecidas. Si bien en Bogotá solo toma un día registrarse, en ciudades sin CAE, como Mitú o 
Puerto Carreño, demora 40 y 38 días, respectivamente (CONPES, 2019). En segundo lugar, los 
costos de registrar una empresa siguen siendo altos, en relación con los niveles de ingresos 
per cápita. En promedio, es más de cuatro veces mayor que los niveles entre los países de la 
OCDE. En tercer lugar, aunque la creación de ventanillas únicas (OSS) o VUE (Ventanillas Única 
Empresarial) fue un paso importante hacia la simplificación y centralización de los diferentes 
procedimientos necesarios para operar en el sector formal, las VUE todavía están concentra-
das geográficamente y deben implementarse a una escala más amplia. Cuarto, implementar 
un formulario único (para facilitar la afiliación de los empleados a la seguridad social y BEPS 
(Beneficios económicos periódicos) también sería importante. 

Considerar reformas al proceso de establecimiento del salario mínimo.

Hacer que los salarios mínimos sean coherentes con los ingresos reales podría ayudar a 
mejorar los resultados del mercado laboral, en particular para los trabajadores vulnera-
bles. Como se mencionó anteriormente, las políticas que inflan los costos laborales, como los 
salarios mínimos altos y las contribuciones sociales obligatorias, actúan como un impuesto 
sobre la mano de obra, especialmente la mano de obra no calificada. Establecer una fórmula 
clara de salario mínimo que evite una rigidez excesiva en el proceso y que sea fácil de entender 
y aplicar para todas las partes interesadas podría hacer que el ajuste anual sea más transpa-
rente y eficiente. Evitar grandes ajustes anuales, más allá de la tasa de inflación durante varios 
años, también podría ayudar a llevar el salario mínimo a un nivel más consistente con los sala-
rios y la productividad reales. También sería útil crear una unidad de expertos independientes 
para asesorar a la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales 
en las decisiones sobre el salario mínimo, mediante análisis de impactos económicos y socia-
les. Finalmente, la indexación automática del salario mínimo a la tasa de inflación establecida 
en la ley puede tener efectos adversos sobre la productividad y la demanda laboral. Permitir 
ajustes que tengan en cuenta el contexto económico actual, incluidos los indicadores de pro-
ductividad y del mercado laboral (en lugar de ajustes automáticos), podría contribuir mejor al 
objetivo de promover la creación de empleo y la equidad. 

Reducir los costos laborales no salariales.

En consecuencia, es importante mejorar el vínculo entre las contribuciones obligatorias 
y los beneficios de la Administración de la Seguridad Social. La OCDE (2019) destaca dos 
estrategias para lograr este objetivo. Primero, dado que parte de las contribuciones a los fon-
dos de compensación familiar y de atención médica se utilizan para financiar beneficios para 
los cuales los trabajadores formales no son elegibles, es importante ampliar las fuentes de 
financiación para reducir las contribuciones de los empleados del sector formal. En segundo 
lugar, algunas de las actividades recreativas y comerciales financiadas por los fondos de com-
pensación familiar (que normalmente no se pagan con las contribuciones de los empleadores 
en los países avanzados) podrían convertirse en opcionales para los empleadores. La eviden-
cia revisada en este capítulo destaca que reducir los costos de incluir trabajadores no califica-
dos en el sector formal puede tener grandes beneficios en términos de hacer que el mercado 
laboral sea más inclusivo. 

A pesar de que los beneficios de las reformas del mercado laboral de acuerdo con las lí-
neas discutidas anteriormente se han documentado ampliamente, la historia muestra 
que implementar estas políticas es un esfuerzo desafiante en países de todo el mundo. 
Las lecciones de varios entornos señalan la importancia para los gobiernos de promover un 
diálogo basado en evidencia entre todas las partes interesadas relevantes. Khemani (2017) 
muestra que es más probable que las reformas del mercado laboral tengan éxito si están res-
paldadas por una amplia evidencia técnica que sea creíblemente no ideológica y no partidista 
sobre lo costoso que es el statu quo y cómo la reforma generaría beneficios sustanciales. En 
el caso de Colombia, la evidencia sobre reformas pasadas es rigurosa y abundante. Mejorar 
la comunicación de estos hallazgos podría ayudar a ganar impulso en la reforma. Además, 
la evidencia sugiere que un contexto como el período posterior al COVID podría ayudar a im-
plementar reformas. Diferentes papeles (Agnello et al., 2015; Duval, Furceri y Miethe, 2018) 
muestran que es más probable que se produzcan reformas en tiempos de crisis. Por ejemplo, 
Lora y Olivera (2004) analizaron la ola de reformas en América Latina a fines de la década de 
1980 y principios de la de 1990, y constataron que las crisis que se caracterizan por caídas de 
los ingresos reales y tasas de crecimiento negativas facilitan la adopción de reformas. 

De manera más general, es necesario repensar las políticas actuales de protección del 
empleo en el contexto de un mercado laboral más dinámico. Las fuerzas que perturban los 
mercados y cambian la naturaleza del trabajo en las economías desarrolladas y en desarrollo 
están desafiando el conjunto imperante de políticas de distribución de riesgos basadas en el 
empleo de la era industrial. Un nuevo informe del Banco Mundial describe un nuevo conjun-
to de recomendaciones de políticas para avanzar desde tales políticas, que a menudo hacen 
más daño que bien, y son más un obstáculo para el empleo, que una fuente de protección 
efectiva (Packard et al., 2019). Un componente clave de las reformas recomendadas es que los 
objetivos de prevención de la pobreza y redistribución (redistribución vertical) deben perse-
guirse de manera transparente con instrumentos financiados con impuestos de base amplia, 
mientras que las contribuciones estatutarias deben reservarse para financiar instrumentos de 
estabilización del consumo con parámetros actuarialmente justos (redistribución horizontal). 
Al mismo tiempo, es importante que cualquier contribución esté vinculada al individuo y no 
al trabajo, porque el objetivo debe centrarse en proteger a los trabajadores en lugar de ciertos 
trabajos. Con instrumentos más eficaces y garantizados para la prevención de la pobreza y la 
estabilización del consumo, un enfoque de flexiguridad que ayude a las personas a gestionar 
las crisis y que facilite las decisiones de contratación y despido de las empresas del sector 
privado es una respuesta política sólida a un mercado laboral cambiante. Sería importante 
permitir programas de ahorro voluntario dirigidos a personas que no pueden satisfacer los 
requisitos de la Administración del Seguro Social, como los autónomos y los trabajadores es-
tacionales. Si bien Colombia ya cuenta con un instrumento de promoción de contribuciones 
voluntarias (BEPS), es importante impulsar su aceptación. Los ejemplos exitosos se basan en 
conocimientos de la economía del comportamiento, utilizando dispositivos de compromiso 
simples o impulsos conductuales (por ejemplo, el esquema de ahorro para la jubilación Kiwi 
Saver de Nueva Zelanda y los dispositivos de compromiso en plataformas de pago telefónico 
en Kenia que han aumentado los ahorros).

Reducir las barreras del mercado laboral para los grupos vulnerables.

Eliminar las barreras a la inclusión de las mujeres en el mercado laboral puede generar 
importantes beneficios. En primer lugar, las contribuciones a la seguridad social se basan en 
el salario mínimo semanal o a tiempo completo, lo que tiende a penalizar el trabajo a tiempo 
parcial. Hacer contribuciones proporcionales al número de horas trabajadas puede facilitar la 
formalización de los trabajadores a tiempo parcial, que es una importante fuente de ingresos 
para las personas que necesitan conciliar el trabajo con las responsabilidades familiares. En se-
gundo lugar, establecer y monitorear estándares de calidad y seguridad dentro de los centros 
de cuidado infantil puede fomentar la demanda de estos servicios y, por lo tanto, el empleo de 
las mujeres, quienes tienen más probabilidades de ser las cuidadoras familiares. En tercer lugar, 
igualar la edad de jubilación entre los géneros contribuiría a mejorar la igualdad de género para 
que hombres y mujeres tengan derecho al mismo nivel de beneficios al jubilarse. 

Abordar las necesidades particulares de los grupos que enfrentan la exclusión del merca-
do laboral sería un buen paso. Primero, dado que el gasto en programas activos del mercado 
laboral (PAMT) es bajo en Colombia (OCDE, 2019), sería importante evaluar un aumento en este 
sentido. Sin embargo, esto debe hacerse evaluando cuidadosamente los programas existentes 
en Colombia, así como las experiencias pasadas de otros países. Las PLA deben ser rentables y, al 
mismo tiempo, minimizar las distorsiones y los efectos de desplazamiento de los no participan-
tes. Segundo, el Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), el Servicio Nacional de Capacitación 
y el Servicio Público de Empleo (SPE) podrían adaptar mejor sus servicios a las necesidades es-
pecíficas del NARP, las poblaciones migrantes y desplazadas, por ejemplo, mediante una mejor 
comprensión de los perfiles de habilidades de estos grupos, lanzando campañas para promover 
el uso de los servicios del SENA y SPE entre grupos minoritarios y fortaleciendo su presencia 
institucional en regiones geográficas con mayor población minoritaria.

3.3. 
Opciones  
de política
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Reducir las desigualdades en el mercado laboral requiere abordar los desafíos actuales 
y prepararse para los del futuro. Esto implica, por ejemplo, eliminar las barreras a la inte-
gración de la cadena de valor global (CGV) y a la adopción de nuevas tecnologías por parte de 
personas y empresas.  

Mejorar la integración de Colombia en las CGV requiere una reforma de las políticas en 
una serie de áreas, incluidos cambios en los esquemas de tarifas para reducir la disper-
sión entre industrias, una mejor regulación en los mercados de carga y transporte, y re-
glas de participación que hagan que las operaciones de las empresas multinacionales 
sean más transparentes y estables. Un impedimento importante para el espacio fiscal su-
ficiente para las transferencias a los trabajadores y hogares afectados durante la crisis por el 
COVID-19 ha sido el acceso limitado a las divisas, ya que las exportaciones se han derrumbado 
efectivamente con la caída de los precios del petróleo. Otro desincentivo para la participación 
en la CGV han sido las múltiples barreras de aranceles y no aranceles para la entrada de im-
portaciones. La política comercial puede convertirse en una herramienta fundamental para la 
recuperación después de la pandemia por el COVID-19. Una mayor competencia en sectores 
centrales, como la logística y el transporte de mercancías, puede ser importante para facilitar 
la inserción de Colombia en las CGV (Banco Mundial, 2020e), mediante la modernización de 
la infraestructura de puertos y aeropuertos marítimos, que también podría mejorarse elimi-
nando las barreras de entrada a la prestación de servicios auxiliares. De hecho, los costos 
de flete intranacional podrían disminuir considerablemente con una mayor competencia y la 
modernización de la red de carreteras de una manera que permita a las empresas colombia-
nas interactuar con las cadenas de valor mundiales que operan con estrategias de inventario 
justo a tiempo para cubrir los mercados internacionales. Los costos de transporte más bajos 
de la fábrica al puerto (y viceversa) son clave, al igual que una mejor infraestructura de trans-
porte para exportar e importar dentro de las cadenas de valor mundiales. Un mayor apoyo al 
espíritu empresarial y un mayor acceso a la financiación también serán fundamentales para 
la inversión en proyectos innovadores para acelerar la entrada de nuevas empresas y en la 
actualización tecnológica de las empresas existentes que pueden suministrar componentes 
a las cadenas de valor mundiales de vanguardia.7 La inversión extranjera directa (IED) tiene 
un papel clave que desempeñar mediante la creación de filiales y los efectos indirectos de la 
tecnología. Por lo tanto, la regulación de la IED debe racionalizarse de manera que estabilice 
las entradas netas. Estas políticas podrían promover la inversión y las exportaciones como 
motores de innovación y cambio tecnológico. Al mismo tiempo, hay margen para una reduc-
ción de los impedimentos no arancelarios para las multinacionales, así como los límites a la 
repatriación de beneficios.8

Mitigar los impactos de la tecnología en la desigualdad del mercado laboral requiere una 
respuesta tanto de demanda como de oferta. En Colombia, las barreras a la adopción de 
tecnología impiden la integración de ciertos grupos socioeconómicos al mercado laboral. Sin 
embargo, hay otro ángulo en este argumento. En particular, la adopción de tecnología tam-
bién puede impulsar la desigualdad al aumentar la demanda de trabajadores calificados (ya 
relativamente escasa). Sin embargo, la magnitud de este impacto de desigualdad depende en 
gran medida de la posibilidad de apoyar un aumento en la oferta de trabajadores calificados. 
Si la rápida adopción de tecnología va acompañada de un aumento en el número de trabaja-
dores calificados, es probable que los impactos de la desigualdad sean menores. 

Fomentar la adopción de tecnología entre los pobres y en las zonas rurales contribui-
ría a promover la equidad en el mercado laboral. Una mayor competencia en el sector de 
las telecomunicaciones puede contribuir a reducir los costos y ampliar el acceso. Meltzer y 
Pérez Marulanda (2016) proponen varias recomendaciones en esta área. Primero, señalan la 
importancia de empoderar a la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC) para hacer 
cumplir las leyes de competencia y fortalecer su capacidad para realizar análisis de competen-
cia y abordar la superposición regulatoria con la Comisión de Regulación de Comunicaciones 
(CRC). En segundo lugar, se deben realizar campañas para abordar la resistencia de varios 
municipios y comunidades locales, debido a la desinformación sobre los efectos en la salud 
y a la instalación de antenas necesarias para ampliar el servicio. En tercer lugar, se podría 
promover la adopción entre las pequeñas y microempresas, por ejemplo, utilizando FONTIC 
(Fondo para las Tecnologías de Información y las Comunicaciones) y la implementación de 
campañas de información sobre los beneficios para la productividad del uso de internet. Ade-
más, no se puede dejar de enfatizar el papel del gobierno a la hora de abordar la naturaleza 
de bien público de la infraestructura digital. Por ejemplo, el Proyecto Nacional de Fibra Óptica 
tenía como objetivo extender la red de fibra óptica a casi 800 municipios en todo el territorio 
nacional. Como se ve en la Figura 3.17, todos los municipios elegibles tenían niveles bastante 
similares de acceso fijo a internet antes del 2013, es decir, antes de obtener acceso a fibra ópti-
ca. Sin embargo, los municipios que se beneficiaron anteriormente mostraron un crecimiento 
mucho más rápido en suscripciones. Hasta el 2018, los municipios que obtuvieron acceso en 
el 2013 tenían niveles de penetración de aproximadamente el doble en promedio que los que 
obtuvieron acceso en el 2016. Sin embargo, incluso entre los primeros, la tasa de penetración 
promedio sigue siendo baja en aproximadamente el 2 % de la población, lo que ocurre prin-
cipalmente en pequeñas localidades. Esto pone de manifiesto que la mejora de la oferta de 
tecnología no es una condición suficiente para fomentar la adopción, y que las políticas del 
lado de la demanda también son importantes. 

Mejorar las habilidades de la fuerza laboral facilitaría la adopción de tecnología y mitiga-
ría los impactos del cambio tecnológico en el mercado laboral. La evidencia para Colombia 
indica que mejorar las habilidades técnicas y socioemocionales puede tener impactos positi-
vos significativos en el empleo del sector formal, pero que existen importantes limitaciones de 
recursos entre las personas que consideran la formación profesional (Barrera-Osorio, Kugler 
y Silliman, 2020). El Capítulo 2 de este informe presenta recomendaciones de políticas espe-
cíficas para mejorar la calidad del capital humano de Colombia. En resumen, estas políticas 
implican un enfoque integral a lo largo del ciclo de vida.

Además de las recomendaciones de política relacionadas con la oferta y la demanda 
de mano de obra, así como con la adopción de tecnología descritas anteriormente, se-
ría clave implementar un marco de política que promueva el teletrabajo y los empleos a 
distancia de manera equitativa. Antes de la pandemia, el teletrabajo no solo era raro, sino 
también muy desconocido en el sector privado. En el 2017, una encuesta indicó que el 42 % 
de las empresas en Colombia no sabía lo que significaba el teletrabajo, y solo el 9,5 % tenía 
un programa de teletrabajo para el personal (DANE, 2017). Aunque existen leyes y regulacio-
nes sobre el teletrabajo en Colombia, es posible que deban adaptarse a la nueva normalidad 
durante y después de la pandemia.9 Sin embargo, aunque promover el auge del teletrabajo y 
los empleos a distancia es clave para que Colombia se adapte al futuro del trabajo, en un país 
con un sector informal tan grande sería importante centrarse en evitar que se exacerbe la seg-
mentación formal-informal existente. Como se describió anteriormente, las regulaciones del 
mercado laboral en Colombia agregan distorsiones significativas que tienden a elevar el costo 
de la mano de obra, particularmente la mano de obra poco calificada, de manera despropor-
cionada. Cualquier nueva disposición legal relacionada con el teletrabajo debe diseñarse de 
manera que no excluya aún más a los trabajadores poco calificados del sector formal. Esto po-
dría lograrse asegurándose de que las nuevas regulaciones no aumenten los costos para que 
las empresas contraten trabajadores de forma remota, en lugar de hacerlo en los estableci-
mientos. Al mismo tiempo, es importante continuar avanzando en la reducción de las brechas 
de género en otras dimensiones, para que no afecten el acceso a ocupaciones a distancia, por 
ejemplo, fomentando el acceso a cuidados infantiles asequibles.

Adaptarse al futuro del trabajo: cadenas  
de valor mundiales y tendencias tecnológicas

Fuente: Viollaz y Winkler (próxima publicación).
Nota: Cada línea muestra el número promedio de suscripciones de acceso fijo a internet, 
en relación con el tamaño de la población en los municipios a los que se dirige el Proyecto 
Nacional de Fibra Óptica. 

FIGURA 3.17. Penetración fija de internet entre los municipios 
a los que se dirige el Proyecto Nacional de Fibra Óptica
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Opciones de política  
para mercados laborales más equitativos

Brecha de equidad 
observada

Factores 
impulsores de 
la brecha de 
equidad

Opciones de política Experiencias internacionales relevantes Momento de 
implementación 
Plazo (plazo inmediato/
corto, o plazo mediano/
largo)

Consideración y 
estimaciones del impacto 
fiscal de la implementación

Barreras presentadas 
por regulaciones para 
el acceso a trabajos del 
sector formal entre las 
personas pobres y  
vulnerables. 

Costos de transac-
ción de formaliza-
ción altos.

Reducir los costos de formalización, incluso me-
diante:10

• Reducir el número de días que se necesitan 
para registrar una empresa.

• Reducir los costos de registro de empresas (re-
gistro mercantil).

• Expansión de la Ventanilla Única (VUE) en todo 
el país.

• Desarrollo del Formulario Único para facilitar el 
registro de empleados.

México ha mejorado con éxito la eficiencia de 
la apertura y expansión de negocios al reducir 
la cantidad de días necesarios para registrar un 
negocio y al crear OSS en las ciudades más po-
bladas. En Azerbaiyán, el Ministro de Impuestos 
puso en funcionamiento la ventanilla única en dos 
meses, como se especifica en un decreto presi-
dencial. Ha sido fundamental para el proyecto la 
coordinación con otras instituciones estatales re-
lacionadas. Por este motivo, se firmaron acuerdos 
bilaterales interministeriales que establecieron un 
marco claro de responsabilidades mutuas y coo-
peración entre todas las entidades involucradas. 
El registro de empresas aumentó en más del 30 % 
en el primer año de operación de OSS.11

Mediano plazo Se espera que los costos fis-
cales directos de facilitar los 
procedimientos de formaliza-
ción sean moderados.

Costos laborales 
salariales altos.

Limitar el crecimiento del salario mínimo a la 
tasa de inflación durante algunos años (hasta 
que el salario mínimo alcance un nivel más fa-
vorable a la creación de empleo) y establecer un 
salario mínimo por hora (para que no se penali-
ce el trabajo a tiempo parcial). 

Crear una unidad de expertos independientes 
para asesorar la Comisión Permanente de Con-
certación de Políticas Salariales y Laborales, en 
las decisiones sobre salario mínimo, a través de 
análisis de impactos económicos y sociales.

Considerar reformas para permitir que el salario 
mínimo se ajuste de acuerdo con el contexto 
económico (por ejemplo, teniendo en cuenta 
la productividad y los indicadores del mercado 
laboral) y no se ajuste automáticamente a la in-
flación, como en el marco legal actual.

Varios países tienen salarios mínimos basados en 
horas (por ejemplo, Australia, Canadá, Estados 
Unidos, etc.).12 En Corea, el sistema de ajuste se 
establece de modo que los cambios en el nivel de 
las tarifas se basen en pruebas técnicas (como el 
costo de vida, los efectos de las políticas de sa-
lario mínimo, los sistemas de salario mínimo en 
otros países, visitas de implementación, etc.), más 
que en motivos políticos.13

Mediano a largo plazo Se espera que los costos fisca-
les directos de ajustar el sala-
rio mínimo sean moderados.

Costos laborales 
no salariales altos.

Mejorar el vínculo entre contribuciones obliga-
torias y beneficios. La OCDE (2019) destaca dos 
estrategias para lograr este objetivo. Primero, 
dado que parte de las contribuciones a los fon-
dos de compensación familiar y de atención 
médica se utiliza para financiar beneficios para 
los que los trabajadores formales no son ele-
gibles, es importante ampliar las fuentes de 
financiación para reducir las contribuciones de 
los empleados del sector formal. En segundo 
lugar, algunas de las actividades recreativas y 
comerciales financiadas por los fondos de com-
pensación familiar (que normalmente no se pa-
gan con las contribuciones de los empleadores 
en los países avanzados) podrían convertirse en 
opcionales para los empleadores. 

Utilización de los ingresos generales para apoyar 
los sistemas de seguridad social. En Chile, aunque 
la parte contributiva del sistema de pensiones se 
financia en su totalidad con las contribuciones de 
los trabajadores, el gobierno financia la Pensión 
Básica Solidaria, para las personas que no han 
aportado, y el Complemento Previsional Solidario, 
para las personas cuyas aportaciones están por de-
bajo de un umbral específico. El gobierno también 
garantiza los beneficios de pensión si un fondo de 
pensiones se cierra o se declara insolvente.14

Mediano a largo plazo Los cambios en el sistema 
de seguridad social pueden 
tener grandes implicaciones 
fiscales y de equidad en el 
corto, mediano y largo pla-
zo. Se necesitan más análisis 
para evaluar los impactos 
fiscales y distributivos de di-
ferentes escenarios a lo largo 
del tiempo.

Barreras del mercado 
laboral que enfrentan 
grupos demográficos 
específicos.

Leyes y regulacio-
nes con sesgo de 
género.

Hacer las contribuciones al seguro social pro-
porcionales a las horas trabajadas (en lugar de 
a tiempo completo o semanal), lo que promove-
ría la formalización entre las trabajadoras.

Establecer y monitorear estándares de calidad y 
seguridad dentro de las guarderías.

Igualar la edad en la que hombres y mujeres 
pueden jubilarse con beneficios de pensión 
completos en todos los sectores (como en Eslo-
venia).15

Introducir una legislación que prohíba la dis-
criminación por género en el acceso al crédi-
to (como en Uzbekistán, Baréin, Jordania y 
Maldivas).16

Acerca de las contribuciones al seguro social ba-
sadas en horas, en los Países Bajos, cada hora 
trabajada se cuenta para las contribuciones al 
seguro social. Austria y Alemania ampliaron la co-
bertura a los trabajadores que anteriormente no 
estaban cubiertos por el seguro social, como los 
trabajadores marginales a tiempo parcial.17

Acerca del cuidado infantil, los sistemas de mejo-
ra y calificación de la calidad (QRIS) se utilizan en 
varios países, con un enfoque en las calificaciones 
del personal, el tamaño del grupo, el plan de estu-
dios y los resultados de los niños. En los Estados 
Unidos, los QRIS se definen a nivel estatal.18 En 
México, la Ley de Guarderías de 2011 integra po-
líticas y programas y mejora su compatibilidad y 
coherencia en el mediano y largo plazo.19

Mediano/
Largo plazo

Es necesario seguir trabajan-
do para cuantificar estos cos-
tos y beneficios.

Gasto bajo en po-
líticas activas de 
mercado del em-
pleo que funcio-
nan.20

Incrementar el gasto en políticas activas de 
mercado empleo, evaluando cuidadosamente 
los programas existentes en Colombia, así como 
las experiencias pasadas de otros países. Estos 
deben ser costo-eficientes, al tiempo que mini-
mizan las distorsiones y los efectos de desplaza-
miento en los no participantes.21

Algunos países de ALC agregaron un componente 
de PAMT (como capacitación) a los programas 
de transferencias monetarias condicionadas. Por 
ejemplo, el componente de donaciones para la 
compra de alimentos en la Red de Oportunida-
des de Panamá proporciona transferencias en 
especie para apoyar los cursos de capacitación 
agrícola incluidos entre las condicionalidades de 
las familias.22

Mediano/
Largo plazo

Es necesario seguir trabajan-
do para cuantificar estos cos-
tos y beneficios.

Débil orientación 
de las intervencio-
nes del mercado 
laboral hacia las 
minorías.

El Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) y 
el Servicio Público de Empleo (SPE) podrían 
adaptar mejor sus servicios a las necesidades 
específicas del NARP, las poblaciones migrantes 
y desplazadas.

En España, el programa ACCEDER ofrece servicios 
de empleo personalizados a los romaníes, a nivel 
municipal. Los estudios de caso en Grecia, Francia 
y Hungría muestran que la formación y otras acti-
vidades para promover la integración en el merca-
do laboral pueden ayudar a las microempresas y 
apoyar a los empresarios romaníes.23 

Mediano plazo Es necesario seguir trabajan-
do para cuantificar estos cos-
tos y beneficios.

Conclusiones
Hacer que el mercado laboral colombiano sea más inclusivo requerirá políticas que reduzcan 
las distorsiones asociadas a ciertas regulaciones, que faciliten la inclusión de grupos vulne-
rables y que preparen a las empresas y a los trabajadores para el futuro del trabajo. Reducir 
los costos de transacción de la formalización, ajustar el salario mínimo y adaptar el sistema 
de seguridad social a un mundo laboral cambiante ayudaría de manera desproporcionada 
a los trabajadores con salarios bajos, fomentando así la equidad. Las políticas para facilitar 
la integración de mujeres, trabajadores poco calificados y poblaciones minoritarias también 
ayudarían a reducir la desigualdad. 
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1 Este capítulo se centra en las dimensiones de equidad del mercado laboral. Un 
próximo informe de Diagnóstico de empleos de Colombia contiene una descripción 
general de las tendencias recientes en el mercado laboral desde el lado macro, de la 
oferta y de la demanda (ver el Recuadro 3.1).

2 Es importante mencionar que la productividad total de los factores también creció 
entre 2000 y 2019, pero ha disminuido desde 2014; ver https://fred.stlouisfed.org/
series/RTFPNACOA632NRUG; y Feenstra, Inklaar y Timmer (2015).

3 Estas cifras provienen de las líneas de regresión de mínimos cuadrados ordinarios 
(MCO) trazadas en la Figura 3.6.

4 Banco Mundial. Encuestas de empresas: Colombia. Disponible en: https://www.en-
terprisesurveys.org/en/data/exploreeconomies/2017/colombia#biggest-obstacle.

5 Usando una metodología diferente, Cárdenas y Montana (2020) también consideran 
que aproximadamente una quinta parte de los trabajadores en Colombia podrían 
trabajar desde casa.

6 Calculado como la suma de la contribución explicada y no explicada del trabajo des-
de casa a cambios en el coeficiente de Gini.

7 Ver Neusser y Kugler (1998) para evidencia de la influencia del acceso a la financia-
ción como un determinante clave del crecimiento de la productividad.

8 Extracto de Del Carpio et al. (2020).
9 La Ley 1221 de 2008 define el marco legal para el teletrabajo, mientras que el Decre-

to 884 describe la implementación. 
10 CONPES (2019).
11 Corporación Financiera Internacional. Reforma del registro de empresas: Un 

juego de herramientas para los profesionales. (Washington, DC: Banco Mundial, 
2013). Disponible en: https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/hand-
le/10986/17634/840140WP0Box380usiness0Registration.pdf?sequence=1&isA-
llowed=y

12 A. Adema et al., “Minimum Wages Across Countries,” ifo DICE Report 16, no. 4 (2018): 
55–63. Ver también R. Dickens, “How are Minimum Wages Set”: IZA World of Labor, 
Noviembre de 2015.

Notas finales

13 Del Carpio y Pabón (2014). Más detalles se pueden encontrar aquí: https://www.mi-
nimumwage.go.kr/eng/sub04.html. 

14 H. Winkler, E. Ruppert Bulmer y H. Mote: “Expandiendo la cobertura del seguro social 
a los trabajadores informales” (Banco Mundial: Washington DC, 2017).

15 Banco Mundial (2021). Women, Business and the Law 2021. Washington, DC: World
 Bank. doi:10.1596/978-1-4648-1652-9. License: Creative Commons Attribution CC BY 

3.0 IGO
16 C. Behrendt y Q. Nguyen: “Enfoques innovadores para garantizar la protección social 

universal para el futuro del trabajo” (Ginebra: Organización Internacional del Traba-
jo, 2018).

17 Banco Mundial. (2021). Women, Business and the Law 2021. (Washington, DC: World 
Bank. doi:10.1596/978-1-4648-1652-9. License: Creative Commons Attribution CC BY 
3.0 IGO).

18 OCDE (2018). “Datos y seguimiento para mejorar la calidad en la educación y el cui-
dado de la primera infancia”, en Involucrar a los niños pequeños: lecciones de la 
investigación sobre la calidad en la educación y el cuidado de la primera infancia 
(París: Publicaciones de la OCDE, 2018), 95-103.

19 M. Mateo Díaz y L. Rodríguez-Chamussy. Sacar provecho de la educación: mujer, cui-
dado infantil y prosperidad en América Latina y el Caribe, Foro Latinoamericano de 
Desarrollo (Washington, DC: Banco Mundial, 2016).

20 OCDE (2019). Capítulo 2. 
21 Ibid.
22 S. Cecchini y A. Madariaga (2011). Programas de transferencias monetarias condicio-

nadas: La experiencia reciente en América Latina y el Caribe. (Nueva York: Naciones 
Unidas, 2011). 

23 R. Tulumovic. “Potencials for Roma Employment in the Enlargement Region”, en: 
Consejo de Cooperación Regional (Belgrado: Equipo de Acción para la Integración de 
los Romaníes 2020, 2018), disponible en: https://www.rcc.int/romaintegration2020/
files/admin/docs/456df932ca6433b78cfb328d31d76035.pdf. 
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Finanzas públicas  
y equidad en Colombia
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La política fiscal es una herramienta fundamental para reducir la desigualdad. Sin embargo, 
en Colombia, la política fiscal ha tenido poco impacto en reducir la desigualdad. En primer 
lugar, el nivel de recaudación de impuestos es bajo y con pocos recursos no hay mucho que se 
pueda redistribuir. En segundo lugar, Colombia recauda pocos ingresos de impuestos progre-
sivos, como el impuesto sobre la renta de las personas físicas. Esto es debido a que las deduc-
ciones son tan altas, que sólo unos pocos individuos pagan impuestos de renta personales. 
En tercer lugar, los ingresos no percibidos por las exenciones del impuesto sobre el valor agre-
gado (IVA) y por el hecho que algunos bienes están sujeto a tasa IVA reducida corresponden 
principalmente al consumo de personas de altos ingresos. Además, aunque la focalización de 
las transferencias monetarias y de los subsidios a los servicios públicos permite cubrir a los 
más vulnerables, esta también produce fugas ineficientes de gasto, a beneficio de personas 
de altos ingresos. Por último, el sistema de pensiones perpetúa las desigualdades de ingresos 
acumuladas durante la vida laboral de las personas. Por lo tanto, las reformas tendrían que 
centrarse en corregir estas distorsiones, y apuntar específicamente a lo siguiente:

1. Ampliar el alcance del impuesto sobre la renta de las personas físicas, desde una fracción 
del decil superior de la distribución del ingreso hasta los deciles superiores, hasta el 20 
% más alto de la distribución en el corto plazo y hasta el 50 % más alto en el largo plazo.

2. Eliminar las exenciones del IVA y las tasas reducidas del IVA. 

3. Compensar los hogares de menor ingreso por el aumento de IVA a pagar por su consumo.

4. Mejorar la focalización de los programas de transferencia monetarias y de los subsidios a 
los servicios públicos. 
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La política fiscal es una herramienta importante para corregir las desigualdades de ingre-
sos. Conceptualmente, hay tres etapas en las que la política fiscal afecta a la desigualdad de 
ingresos (Lustig, 2018). En una primera etapa, a través de los impuestos directos (sobre los in-
gresos y los activos financieros y no financieros) y a través de las transferencias, la política fiscal 
modifica los ingresos que reciben las personas por participar en los mercados (los que se llaman 
ingresos de mercado, o sea la suma de los ingresos laborales, de los rendimientos de los activos 
y de las transferencias privadas). En esta primera etapa, la política fiscal determina los ingresos 
disponibles, es decir, los ingresos de los que las personas físicas pueden disponer, después de 
pagar impuestos directos y recibir transferencias directas. En una segunda etapa, a través de los 
impuestos indirectos (por ejemplo, el impuesto sobre el valor agregado -IVA- y los impuestos 
sobre el tabaco y las bebidas alcohólicas) y los subsidios al consumo (como los subsidios a el 
agua, gas, la electricidad y otros combustibles), la política fiscal afecta la cantidad de ingresos 
disponibles que las personas pueden consumir (ingresos consumibles). Finalmente, a través de 
la provisión de bienes públicos (especialmente educación y salud), la política fiscal determina 
efectivamente los ingresos finales de los que las personas pueden beneficiarse.

Sin embargo, en Colombia, la política fiscal redistribuye poco, especialmente en compara-
ción con países similares, por lo que existen amplias oportunidades para mejorar la redis-
tribución fiscal. La Figura 4.1 muestra el impacto de la política fiscal sobre la desigualdad de 
ingresos a lo largo de las tres etapas descritas anteriormente. El impacto se mide calculando la 
reducción en el coeficiente de Gini a nivel de ingresos de mercado, ingresos disponibles, ingre-
sos consumibles e ingresos finales (Núñez et al., 2020).1 La Figura muestra que la política fiscal 
reduce la desigualdad solo en la última etapa, es decir, solo después de incluir el impacto de la 
distribución del gasto en salud y educación entre todos los individuos. Debido a que es difícil 
monetizar el valor de los bienes públicos para un individuo (especialmente la educación y salud, 
donde el monto que gasta el gobierno no necesariamente refleja la calidad del servicio), la Fi-
gura 4.2 compara la forma en que la política fiscal reduce la desigualdad en las etapas uno y dos 
en Colombia y en otros países. El eje vertical mide la reducción del coeficiente de Gini cuando se 
pasa de ingresos de mercado a ingresos disponibles. O sea, el eje vertical mide las propiedades 
redistributivas de los impuestos directos y de las transferencias. El eje horizontal mide el PIB per 
cápita. En comparación con los países de mercados emergentes con un PIB per cápita similar, la 
propiedad redistributiva de la política fiscal en Colombia (el punto amarillo) se marca hacia aba-
jo. En comparación con otros países de América Latina y el Caribe (ALC), el panorama mejora, 
pero aun así hay países donde la política fiscal redistribuye (o en algún momento pudo redistri-
buir) más que en Colombia (Argentina, Brasil, Costa Rica). En comparación con otros países de la 
OCDE, la política fiscal de Colombia está definitivamente lejos de ser redistributiva.

Este capítulo abordará las siguientes preguntas:

1. ¿Qué factores específicos hacen que las finanzas públicas de Colombia sean menos dis-
tributivas que en otros países?

2. ¿Cuán progresivos son los impuestos directos e indirectos en Colombia si se tiene en 
cuenta el efecto de las exenciones y deducciones?

3. ¿Cuáles son las propiedades redistributivas del gasto social y de los subsidios?

4. ¿Cómo cambiaría la desigualdad un sistema diferente del IVA y del impuesto sobre la ren-
ta de las personas físicas (IRPF), combinado con una expansión de las transferencias en 
la parte inferior de la distribución de los ingresos?

La sección de diagnóstico comenzará con una visión agregada de los ingresos y el gasto social, 
y comparará el papel redistributivo de los impuestos directos y de las transferencias, tanto en 
Colombia como en otros países. Luego vendrá un enfoque en la progresividad e incidencia del 
impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF) por grupos de ingresos, y lo mismo para 
el IVA y las exenciones del IVA. A esto le seguirá una mirada a la distribución y progresividad 
de los principales programas de transferencias monetarias y de subsidios a los servicios pú-
blicos, con alguna consideración de las propiedades de igualación del sistema de pensiones. 
Finalmente, la sección de política analizará las opciones de políticas para mejorar el impacto 
redistributivo de la política fiscal.2

4.1. 
Introducción

Fuente: Núñez et al. (2020).

FIGURA 4.1. Redistribución por política fiscal en Colombia
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FIGURA 4.2. Propiedades redistributivas de la política fiscal, 
por país
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El gasto en beneficios sociales es menor que el promedio entre los países de ALC y de la 
OCDE. La definición de beneficios sociales adoptada para esta comparación incluye todas las 
transferencias monetarias y los subsidios al consumo y todos los tipos de pensiones. El nivel 
menor de beneficios sociales en Colombia refleja en alguna medida la coexistencia de un sis-
tema de pensiones público y uno privado, especialmente en comparación con el promedio de 
los países de la OCDE (Figura 4.6). Sin embargo, el gasto del gobierno general en beneficios 
sociales es un 30 % menor que el promedio de los países de ALC (7,5 frente al 10,3 % del PIB) 
y es menos de la mitad del promedio de los países de la OCDE (16,5 % del PIB). Los subsidios 
son casi los mismos que el promedio entre los países de ALC (alrededor del 0,4 % del PIB en 
2017, los últimos datos comparables disponibles), pero son la mitad del promedio de los paí-
ses de la OCDE (0,8 % del PIB, ver Figura 4.6). En particular, debido a que el resto del gasto es 
casi el mismo en Colombia (alrededor del 20,2 % del PIB) que en los países de ALC (20,4 % del 
PIB) y está solo ligeramente por debajo del promedio en los países de la OCDE (23 % del PIB), 
Colombia efectivamente dedica una parte menor de su gasto a beneficios y subsidios sociales 
(Figura 4.7).5

Como reflejo de la baja recaudación de IRPF, es principalmente a través de transferencias, 
y no de impuestos, que la política fiscal en Colombia reduce las desigualdades. La Figura 
4.8 muestra la contribución de los diferentes impuestos y transferencias a la reducción de la 
desigualdad entre los ingresos de mercado y los ingresos consumibles. El IVA, que en general 
es un impuesto regresivo, y otros impuestos indirectos aumentan ligeramente la desigualdad 
de ingresos de mercado en un total de 0,6 de un punto porcentual. El impuesto sobre el pa-
trimonio y el IRPF, que se supone ser progresivos por diseño, reducen la desigualdad, pero 
muy poco: 0,5 de un punto porcentual. Otros impuestos directos (por ejemplo, el impuesto 
a la propiedad o el impuesto a los vehículos) reducen más la desigualdad (0,7 de un punto 
porcentual). La mayor contribución a la reducción de la desigualdad de ingresos proviene de 
las transferencias monetarias directas (condicionales o incondicionales) y de los subsidios al 
consumo (especialmente al consumo de gas, electricidad y agua). Combinados, estos reducen 
la desigualdad en 2,8 puntos porcentuales. En resumen, las transferencias monetarias direc-
tas aportan 2,8 puntos porcentuales del total de 3,4 puntos porcentuales de la reducción del 
coeficiente de Gini que hay entre los ingresos de mercado y los ingresos consumibles.

Colombia utiliza transferencias e impuestos directos para reducir la desigualdad menos 
que otros países. La Figura 4.9 muestra cuánto reducen los impuestos directos y las trans-
ferencias el coeficiente de Gini de los ingresos de mercado en los países para los que estas 
estimaciones se encuentran disponibles. Como se analizó anteriormente, en Colombia, los 
impuestos directos y las transferencias reducen el coeficiente de Gini en 3,4 puntos porcen-
tuales. Otros países muestran que es posible reducir la desigualdad a través de estos instru-
mentos en el doble (Austria, Dinamarca o Polonia) o incluso casi cuatro veces más (Bélgica). 
Si bien estos países tienen un ingreso per cápita más alto que Colombia, su éxito en reducir 
desigualdad indica que el sistema de impuestos y transferencias puede diseñarse para lograr 
una mayor redistribución (Coady, D’Angelo y Evans, 2019).

El sistema se basa más en transferencias que en impuestos 
progresivos para la redistribución 

A pesar de varias reformas tributarias en los últimos 20 años, Colombia recauda menos 
impuestos que otros países de la región. Durante el período 2014-18, los ingresos fiscales 
del gobierno general de Colombia (es decir, excluyendo los dividendos de Ecopetrol y las re-
galías de extracción) promediaron el 19,4 % del PIB, en comparación con el 22,6 % del PIB (en 
promedio) en ALC y el 34 % (en promedio) en la OCDE (Figura 4.3). Un gobierno que recauda 
menos impuestos tiene menos recursos para redistribuir.

Colombia también recauda menos de impuestos progresivos como el IRPF y más de im-
puestos corporativos que los países comparadores. En Colombia, la composición de los 
impuestos es diferente a la de otros países. Aunque Colombia recauda tanto del IVA, como el 
país promedio de ALC y de la OCDE, Colombia recauda menos de los IRPF y más de los impues-
tos sobre la renta de las personas jurídicas (IRPJ) que el país promedio en ALC y en la OCDE. 
Más aún, desde el 2000, el IVA y el IRPJ son los impuestos que más contribuyeron al aumento 
general de recaudos fiscales (Figura 4.5a). A nivel macroeconómico, la recaudación del IRPJ 
corresponde a, al menos, el 9,2 % de las ganancias corporativas (en las cuentas nacionales 
de Colombia, los salarios pagados informalmente se cuentan junto con las ganancias corpo-
rativas), mientras que la recaudación del IRP corresponde aproximadamente al 3,7 % de la 
compensación de los empleados (Figura 4.5b). Con un 32 %, Colombia tiene una de las tasas 
de IRPJ más altas entre los países de la OCDE, lo que seguirá siendo el caso incluso después 
de que se reduzca al 30 %, después del 2021 (Figura 4.5c).3 El impuesto sobre el patrimonio ha 
sufrido varias reformas en los últimos años. Hasta 2018, Colombia recaudaba más del impues-
to al patrimonio que los países comparadores, pero la reforma de 2019 ha disminuido signifi-
cativamente la contribución de este impuesto.4 Aunque los impuestos verdes constituyen en 
promedio una fracción muy pequeña de la recaudación de impuestos tanto en países de ALC 
como de la OCDE, en Colombia la recaudación de estos impuestos es aproximadamente la 
mitad del promedio de ALC (0,6 % del PIB, frente al 1,1 % del PIB), y un poco más de un tercio 
del promedio de la OCDE (1,6 % del PIB). La recaudación de los aportes a la seguridad social 
no es del todo comparable porque en Colombia las personas pueden elegir entre aportar a un 
plan de pensiones privado o al sistema público de pensiones. La diferencia en la tributación 
de Colombia con la de otros países es aún más clara si se contrasta el aporte de cada tipo de 
impuesto al total de la recaudación. Si se excluyen los aportes a la seguridad social, el IVA y los 
IRPJ son efectivamente los dos pilares del sistema tributario en Colombia, mientras que entre 
los países de la OCDE el IVA y los IRPF son los que más aportan al total de la recaudación.

4.2. 
Diagnóstico:  
utilizar la política fiscal  
para reducir la desigualdad

Fuente: Base de datos de estadísticas de ingresos globales de la OCDE.

FIGURA 4.3. Ingresos fiscales del gobierno general 
-porcentaje del PIB- (promedio 2014-2018)
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Fuente: Base de datos de estadísticas de ingresos globales de la OCDE.

FIGURA 4.4. Composición de los ingresos fiscales del 
gobierno general -porcentaje- (promedio 2014-2018)
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Fuente: Base de datos de estadísticas de ingresos globales de la OCDE.

FIGURA 4.5a. Tasa de impuestos corporativos 
-porcentaje- (2020)
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Nota: 1. Las ganancias corporativas incluyen también los ingresos mixtos, es decir, la esti-
mación de salarios y ganancias informales.

FIGURA 4.5b. Recaudación de IRPJ y IRPF en relación con las 
ganancias corporativas y la remuneración de los empleados 
(porcentaje)
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Fuente: Estadísticas de impuestos corporativos de la OCDE.

FIGURA 4.5c. Tasa de impuestos corporativos -porcentaje- (2020)
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Fuente: OCDE. “Government at a Glance 2019, Country Fact Sheet: Colombia. (París: 
OCDE, 2019); disponible en: https://www.oecd.org/gov/gov-at-a-glance-2019-colom-
bia.pdf y OCDE. “Government at a Glance: Latin America and the Caribbean 2020. (París: 
OCDE, 2020); disponible en: https://www.oecd-ilibrary.org/sites/13130fbb-en/index.htm-
l?itemId=/content/publication/13130fbb-en. 

FIGURA 4.6. Gasto del gobierno general 
-porcentaje del PIB- (2017)
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Fuente: OCDE. “Government at a Glance 2019, Country Fact Sheet: Colombia. (París: 
OCDE, 2019); disponible en: https://www.oecd.org/gov/gov-at-a-glance-2019-colom-
bia.pdf y OCDE. “Government at a Glance: Latin America and the Caribbean 2020. (París: 
OCDE, 2020); disponible en: https://www.oecd-ilibrary.org/sites/13130fbb-en/index.htm-
l?itemId=/content/publication/13130fbb-en

FIGURA 4.7. Composición del gasto del gobierno general 
-porcentaje- (2017)
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Fuente: Núñez et al. (2020).

FIGURA 4.8. Contribución de las transferencias y los 
impuestos directos e indirectos a la reducción de la 
desigualdad en Colombia
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Fuente: Instituto EUROMOD y CEQ (varios años).

FIGURA 4.9. Reducción del coeficiente de Gini por parte de 
impuestos directos y transferencias (puntos porcentuales)
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Debido a las generosas deducciones y a un alto nivel de tasa cero, el IRPF tiene una base 
muy estrecha y solo llega a las personas que se encuentran en el decil superior de la dis-
tribución del ingreso. La Figura 4.10 muestra cuánto contribuye cada decil de la distribución 
del ingreso a la recaudación total del IRPF, utilizando ambas estimaciones de la encuesta de 
hogares (DANE, 2018c), así como información administrativa. A todos efectos prácticos, el de-
cil más alto de la distribución del ingreso está aportando casi la totalidad de la recaudación 
del IRPF. Este impuesto no alcanza a las personas de los deciles nueve u ocho (cuyos ingresos 
son aproximadamente el doble del ingreso medio y que pueden considerarse en mejor situa-
ción que el resto de la población). Las deducciones y el nivel de ingresos de tasa cero empujan 
hacia arriba el nivel de ingresos, a partir del cual una persona encomienza a pagar IRPF (ver el 
Recuadro 4.1).6 La Figura 4.11 muestra este nivel. Para permitir una comparación sensata, este 
nivel de ingresos se expresa en porcentaje, tanto del PIB per cápita, como del ingreso media-
no. Aunque en la mayoría de las economías avanzadas el IRPF alcanza incluso a una persona 
cuyos ingresos son la mitad del ingreso mediano (o la mitad del PIB per cápita), en Colombia 
las personas comienzan a pagar el IRPF solo cuando sus ingresos son aproximadamente cua-
tro veces el ingreso mediano (o aproximadamente 3,5 veces el PIB per cápita).

Impuesto sobre la renta 
de las personas físicas: 
deducciones altas

Fuente: Núñez et al. (2020).

FIGURA 4.10. Contribución a la recaudación total del impuesto 
sobre la renta de las personas físicas, por decil de ingresos 
(porcentaje)
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FIGURA 4.11. Nivel de ingresos en el que las personas en promedio comienzan a pagar el IRPF

0

50

100

150

200

250

300

350

400

450

500

Dinamarca

Canadá
Corea

Irla
nda

Isr
ael

Repúblic
a Checa

Paíse
s B

ajos

Polonia
Ita

lia

Isl
andia

México
Japón

Eslo
venia

Luxemburgo
Suiza

Letonia

Esp
aña

Bélgica

Austr
alia

Esta
dos U

nidos

Alemania

Noru
ega

Austr
ia

Repúblic
a Eslo

vaca

Francia

Esto
nia

Finlandia

Suecia
Chile

Colombia

Po
rc

en
ta

je

En relación con el ingreso mediano En relación con el PIB per cápita

Caja 4.1. El impuesto sobre la renta de las personas físicas en Colombia

El IRPF se aplica a los ingresos que recibe una persona durante el año calendario. En Colombia es obligatorio presentar una 
declaración de impuestos siempre que una persona cumpla con alguno de los siguientes requisitos: patrimonio bruto su-
perior a 4 500 UVT7 dentro del año fiscal respectivo, ingresos brutos anuales superiores a 1 400 UVT, compras con tarjeta 
de crédito o compras completas durante el año fiscal que excedan 1 400 UVT y un saldo acumulado en cuentas bancarias, 
ahorros, depósitos o inversiones financieras durante el año fiscal que sean superiores a 1400 UVT. En 2020, una UVT corres-
pondía a 35 607 pesos colombianos, el equivalente a unos $10 dólares americanos.

De conformidad con la Ley 1943 de 2018 y la Ley 2010 de 2019,8 existen tres categorías de ingresos imponibles (canastas de 
ingresos):

1. Ingresos generales (que incluyen ingresos laborales, ingresos no laborales e ingresos de capital relacionados con 
intereses financieros e ingresos de alquileres)

2. Ingresos de pensiones
3. Dividendos

Para cada tipo de ingreso bruto, la ley define las fuentes o usos de los ingresos que se pueden restar del ingreso bruto 
para obtener los ingresos líquidos. El ejemplo más común son las contribuciones obligatorias a los sistemas de salud y 
pensiones. Estos están excluidos de los ingresos generales y, por lo tanto, no forman parte de los ingresos imponibles.

Las deducciones y exenciones se restan de los ingresos líquidos para derivar los ingresos líquidos imponibles. La mayoría 
de las deducciones y exenciones se definen en porcentaje de los ingresos líquidos hasta un umbral definido en términos 
de UVT. Las exenciones más comunes incluyen las siguientes:

• Contribuciones voluntarias depositadas en un fondo de pensiones colombiano (25 % de los ingresos brutos hasta 
un máximo de 240 UVT por mes).

• Depósitos en cuentas AFC (cuentas de ahorro para comprar una casa), abiertas en bancos comerciales locales (30 % 
de los ingresos brutos, hasta un límite de 3 800 UVT por año).

• Deducciones por dependientes económicos (10 % de los ingresos brutos, hasta 32 UVT por mes).
• Pagos a empresas privadas de salud, intereses y préstamos para la adquisición de la casa de un contribuyente, y 

pagos del impuesto a las transacciones financieras.
• Las primeras 1 000 UVT por mes de ingresos, por pensiones.

Cabe señalar que los ingresos exonerados y las deducciones a la canasta general no pueden exceder el 40 % de los ingre-
sos líquidos o 5 040 UVT. La siguiente figura ilustra esquemáticamente cómo se obtienen los ingresos imponibles. 

Las tasas impositivas marginales se aplican a la suma de los ingresos líquidos generales imponibles y a los ingresos de 
pensiones imponibles. Vale la pena señalar que se aplica una tasa impositiva marginal cero al nivel de ingresos, que es 
similar a tener una deducción adicional (Ver la tabla, a continuación).

A los dividendos se les aplican tasas progresivas entre 0 y 15 %, según el año en que la empresa distribuidora obtuvo 
las ganancias.

Como resultado de su base estrecha, el IRPF es insuficientemente progresivo. Utilizando 
el código tributario en la parte de los impuestos sobre la renta de las personas físicas de 2020, 
la Figura 4.12 muestra la tasa efectiva de tributación, simulada sobre los ingresos laborales (la 
línea roja) para diferentes niveles de ingresos laborales mensuales (en el eje horizontal). La si-
mulación asume que el individuo puede usar todas las deducciones disponibles, hasta el límite 
disponible. La figura también muestra la masa de personas que pertenecen a un grupo de ingre-
sos específico (barras naranjas). Las deducciones y el nivel de tasa cero tienen dos efectos:

1. La tasa efectiva del IRPF (es decir, la relación entre el IRPF pagado sobre los ingresos to-
tales) es cero, hasta casi el percentil 93 de la distribución del ingreso. Una persona cuyo 
ingreso laboral esté ligeramente por encima de lo que gana el 90 % de los trabajadores 
(es decir, casi hasta 6 millones de pesos por mes, el equivalente a unos 3 600 dólares 
americanos por mes) pagaría cero o muy poco IRPF, porque la totalidad de estos ingresos 
se deduciría o se gravaría a una tasa cero. 

2. Debido a que las tasas marginales se aplican solo a la parte de los ingresos que exceden la 
suma de las deducciones y el nivel de tasa cero, incluso para las personas que realmente 
tienen que pagar IRPF, este impuesto se aplica, de facto, a una pequeña fracción de sus in-
gresos. Como resultado, para la mayoría de las personas de altos ingresos, la tasa efectiva 
de IRPF no supera el 10 %. Utilizando la misma simulación que en la Figura 4.12, la Figura 
4.13 muestra la tasa efectiva correspondiente a cada nivel de tasa marginal. Por ejemplo, a 
un nivel de ingresos laborales en el que entra en vigencia la tasa impositiva marginal del 39 
%, la tasa efectiva del IRPF es solo de alrededor del 26 %. En particular, el impuesto margi-
nal del 39 % entra en vigencia para ingresos mensuales superiores a 112 millones de pesos 
mensuales, el equivalente a aproximadamente 31 000 dólares americanos.

3. Debido a que las deducciones (hasta un tope) se calculan como un porcentaje de los in-
gresos (en lugar de como una cantidad fija), la tasa impositiva marginal eficaz es más 
baja que la legal, lo que no solo disminuye la cantidad de impuestos pagados, sino que 
también reduce la progresividad (percibida) de las tasas marginales crecientes.

Debido a que las deducciones sobre los ingresos por pensiones son incluso más altas que 
las deducciones sobre los ingresos laborales, la tasa efectiva del IRPF sobre los ingresos 
que una persona recibe en toda su vida (ingresos vitalicios) es incluso más baja que en la 
renta anual. Durante la vida de una persona, las pensiones pueden considerarse ingresos la-
borales diferidos. De hecho, para evitar la doble imposición a lo largo de la vida de una perso-
na, en Colombia (como en casi todos los sistemas tributarios), los ahorros de contribuciones a 
la pensión (la parte de los ingresos que se difiere) se deducen de los ingresos para calcular los 
ingresos imponibles, pero se gravan los ingresos por pensiones. Sin embargo, en Colombia, el 
monto máximo de deducciones de los ingresos por pensiones es mayor que el de los ingresos 
laborales. En otras palabras, los ingresos que se ahorran y luego se reciben como pensión se 
gravan a una tasa impositiva eficaz diferente que la renta laboral que originó el ahorro, lo cual 
va en contra del principio de equidad horizontal (según el cual dos personas físicas con los 
mismos ingresos deben tributar lo mismo). Como resultado, la tasa efectiva del IRPF que se 
aplica a los ingresos laborales vitalicios es menor que la que se aplica a los ingresos laborales 
anuales. La línea azul de la Figura 4.12 muestra la tasa efectiva del IRPF sobre los ingresos la-
borales vitalicios, para diferentes niveles de ingresos laborales. Esto se calcula como la suma 
de todos los IRPF pagados, sobre los ingresos laborales y los ingresos por pensiones a lo lar-
go de la vida de una persona, expresada como un porcentaje de los ingresos por pensiones 
y laborales totales. El cálculo supone que una persona (i) percibe los mismos ingresos (en 
términos reales) durante toda su vida laboral, (ii) contribuye al sistema público de pensiones 
durante 25 años y (iii) disfruta de una pensión por 20 años después de la jubilación. Las altas 
deducciones sobre las pensiones reducen la tasa efectiva del IRPF en los ingresos laborales vi-
talicios (línea azul), a casi dos tercios de la tasa efectiva del IRPF en ingresos laborales anuales. 
Este cálculo no asume contribuciones voluntarias a fondos de pensiones privados. Debido a 
que estos ahorros son deducibles en hasta el 30 % de los ingresos imponibles de una persona 
(es decir, estos ahorros son deducibles a la tasa marginal del IRPF), la tasa impositiva efectiva 
resultante sobre los ingresos vitalicios (la línea azul de la Figura 4.12) en realidad disminuiría 
a medida que los ingresos aumenten, lo que es muy regresivo.

Fuente: Estimaciones de los autores, basadas en DANE (2018c). Encuesta de Presupuesto 
de Hogares; y el estatuto tributario.

FIGURA 4.12. Tasa impositiva efectiva del IRPF sobre la renta 
anual y vitalicia y la distribución de salarios (porcentaje)
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Fuente: Estimaciones de los autores, basadas en DANE (2018c). Encuesta de Presupuesto 
de Hogares; y el estatuto tributario.

FIGURA 4.13. Tasas marginales y efectivas del IRPF 
(porcentaje)
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Fuente: Cálculos de los autores, basados en la Ley 2010 de 2019.

Derivación de los ingresos líquidos imponibles
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impuestos Cálculo del impuesto

Desde Hacia

>0 1.090 0% 0

>1.090 1.700 19% (Base imponible en UVT- 
1.090UVT) x 19%

>1.700 4.100 28% (Base imponible en UVT - 
1.700 UVT) x 28% + 116 UVT

>4.100 8.670 33% (Base imponible en UVT - 
4.100 UVT) x 33% + 788 UVT

>8.670 18.970 35% (Base imponible en UVT - 
8.670 UVT) x 35% + 2.296 UVT

>18.970 31.000 37%
(Base imponible en UVT - 
18.970 UVT) x 37% + 5,901 
UVT

>31.000 Adelante 39%
(Base imponible en UVT - 
31.000 UVT) x 39% + 10.352 
UVT 

Fuente: Ley 2010 de 2019.
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Las tasas cero o reducidas tienen como objetivo corregir el hecho de que el IVA pesa 
más en las personas de bajos ingresos que en las personas de altos ingresos. En princi-
pio, el IVA es un impuesto neutral: grava todos los valores de transacción de bienes y servi-
cios a la misma tasa. Sin embargo, debido a que las personas de bajos ingresos consumen 
una mayor cuota de sus ingresos (principalmente para bienes esenciales) que las personas 
de altos ingresos (las tasas de ahorro tienden a aumentar con los ingresos), los impuestos 
sobre las ventas o el IVA pesan más sobre los ingresos de las personas de bajos ingresos que 
los de las personas de altos ingresos. La barra azul de las Figuras 4.16 y 4.17 muestran esto 
para Colombia. Las barras azules de estas figuras indican cuánto de sus ingresos gastan las 
personas en consumo y en IVA, respectivamente (progresividad relativa). Sin embargo, debi-
do a que el volumen de consumo aumenta con los ingresos, las personas de altos ingresos 
contribuyen más que las personas de bajos ingresos a la recaudación total del IVA (barras 
naranjas de las Figuras 4.16 y 4.17, progresividad absoluta).10 Parte de la regresividad de este 
impuesto se ve atenuada por el hecho de que en un contexto de alta informalidad laboral 
como el de Colombia, el IVA permite ampliar la red tributaria al gravar el consumo: los in-
gresos del trabajo informal o de las empresas informales no se gravan cuando se generan, 
sino más bien cuando se consumen. Asimismo, como muestran Bachas, Gadenne y Jensen 
(2020), en un contexto donde existen puntos de venta informales, las personas de bajos in-
gresos pueden acceder de facto a productos libres de IVA, lo que les reduce el peso del IVA. 
Sin embargo, en Colombia, como en muchos otros países, la mayor parte de la atenuación 
se realiza mediante exenciones del IVA y tasas reducidas. En efecto, al reducir el impuesto 
sobre bienes y servicios esenciales (que constituyen la mayor parte de la canasta de con-
sumo de las personas de bajos ingresos), las exenciones del IVA y las tasas cero o reducidas 
disminuyen el peso que este impuesto tiene sobre las personas de bajos ingresos. Una polí-
tica adicional para disminuir la regresividad del IVA es el programa de transferencias mone-
tarias incondicionales Devolución del IVA, introducido en 2020 (CONPES, 2020a). El valor de 
la transferencia se calibra en base a una estimación del IVA que pagan las familias de bajos 
ingresos. Para ser elegible, una persona debe estar en el Sistema de Identificación de Poten-
ciales Beneficiarios de Programas Sociales (Sisbén) y estar clasificada entre los receptores 
más pobres de los programas Familias en Acción y Colombia Mayor.

Al 19 %, la tasa estándar del IVA en Colombia está en línea con la de otros países, pero 
debido a las exclusiones y las tasas cero o reducidas, esta tasa se aplica solo al 40 % del 
consumo total. La tasa estándar del IVA se encuentra entre las más altas de la región y se 
acerca al promedio de los países de la OCDE. Además, como en muchos países, los productos 
básicos (por ejemplo, cereales, carne, frutas, medicinas, etc.) están exentos o gravados a una 
tasa cero o reducida (5 %). Como resultado de estas exenciones y tasas reducidas o nulas, en 
Colombia, la tasa estándar del 19 % se aplica solo a alrededor del 40 % del consumo total de 
los hogares. La tasa reducida del 5 % se aplica a aproximadamente el 3,6 % del consumo de 
los hogares, mientras que la tasa cero o los bienes excluidos representan el 56 % restante. Sin 
embargo, esto no significa que gravar con IVA al 19 % todos los bienes y servicios aumentaría 
la recaudación en un 150 %. Esto se debe a que se estima que el 64 % de las compras totales 
de bienes se realiza en tiendas con ventas por debajo del umbral de registro del IVA.9 Estas 
tiendas no necesitan registrarse para el IVA y, por lo tanto, no cobran IVA a los clientes finales. 
El IVA se recauda sobre los productos que venden, pero solo en las etapas anteriores de la ca-
dena de producción. 

Las exenciones del IVA benefician a los ricos

Fuente: Ernst & Young (2020) y Estadísticas de la OCDE.

FIGURA 4.14. Tasa de IVA en todos los países 
-porcentaje- (2020)
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FIGURA 4.15. Participación del consumo total afectado por 
las tasas de IVA estándar y reducida
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Fuente: Estimaciones de los autores, basadas en DANE (2018c). Encuesta de Presupuesto 
de Hogares.

FIGURA 4.16. Progresividad relativa y absoluta del consumo

Relativo Absoluto (r.a.)
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Fuente: Núñez et al. (2020).

FIGURA 4.17. IVA, progresividad relativa y absoluta 
(porcentaje)

Relativo Absoluto (r.a.)
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Sin embargo, debido a que el volumen del consumo difiere entre los grupos de ingresos, la 
pérdida de ingresos derivada de las exclusiones del IVA y las tasas cero o reducidas termina 
beneficiando de manera desproporcionada a las personas de altos ingresos. La Figura 4.18 
muestra la distribución del IVA perdido derivado de exclusiones y tasas de IVA cero y reducidas 
por grupo de ingresos. A nivel de los hogares, las tasas reducidas y la exclusión de algunos bienes 
del IVA alivian en gran medida el costo de consumo de los hogares más pobres. Las barras azules 
de la Figura 4.18 muestran el valor de esta reducción en porcentaje del ingreso promedio para 
las personas en diferentes deciles de ingresos. Sin embargo, debido a que los hogares más ricos 
consumen mayores volúmenes, en la práctica más de la mitad de la pérdida de ingresos por IVA 
se origina en el consumo de los tres deciles más altos de la distribución del ingreso. Las barras 
naranjas de la Figura 4.18 muestran qué parte de la pérdida total de IVA se origina en el consumo 
de personas en diferentes deciles de la distribución del ingreso. Para decirlo de otra manera, 
más de la mitad (57 %) de los gastos tributarios en IVA benefician a los tres deciles superiores 
de la distribución del ingreso. Esto también se puede observar a nivel de clases individuales de 
bienes exentos o de tasa cero. La Figura 4.19 muestra cuánto del gasto agregado, de todos los 
hogares e individuos, en un grupo específico de bienes y servicios que están excluidos de IVA o 
tienen una tasa cero de IVA, gastan las personas en diferentes deciles de ingresos. Por ejemplo, 
aunque las personas de los deciles inferiores de la distribución del ingreso son las que más con-
tribuyen al gasto agregado en arroz, las personas de los dos deciles superiores contribuyen a un 
tercio del gasto total en pan, carne, productos lácteos, frutas y verduras. Para recreación, arte y 
museos (todos libres de IVA), el decil superior de la distribución del ingreso contribuye al 60 % 
del gasto agregado. En otros países también se observa que las exenciones y las tasas reducidas 
del IVA son regresivas (Phillips et al., 2018).

Fuente: Estimaciones de los autores, basadas en DANE (2018c). Encuesta de Presupuesto 
de Hogares.

FIGURA 4.18. Gasto fiscal en exenciones de IVA y tasas cero o 
reducidas: progresividad relativa y absoluta (porcentaje)

Relativo Absoluto (r.a.)
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Fuente: Estimaciones de los autores, basadas en DANE (2018c). Encuesta de Presupuesto 
de Hogares.

FIGURA 4.19. Progresividad absoluta del gasto en bienes y 
servicios seleccionados con tasa de IVA cero o exenta 
(porcentaje)
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Esencialmente, debido a que las exclusiones del IVA y las tasas reducidas reducen la re-
caudación de ingresos, estas constituyen una oportunidad perdida para una mayor re-
distribución. Específicamente:

1. La pérdida de ingresos por exclusiones y tasas reducidas es considerable. Según estima-
ciones del Ministerio de Hacienda, los ingresos perdidos por las exenciones del IVA y las 
tasas reducidas son aproximadamente el 4,8 % del PIB (Comisión de Expertos Tributarios 
de 2021). Este es un porcentaje alto para los estándares internacionales. La Figura 4.20 
muestra un proxy del denominado índice de eficiencia c para muchos países. Este es un 
indicador de cuánto IVA se recauda, en relación con lo que podría recaudarse potencial-
mente. Cuanto mayor es la proporción, más eficiente es la recaudación del IVA, y menos 
pérdidas hay por evasión, problemas de cumplimiento o tasas reducidas y exenciones. 
Este proxy se calcula observando la tasa efectiva del IVA sobre el consumo privado total 
(es decir, el IVA recaudado sobre el consumo privado total), escalado por la tasa base legal 
(19 % para Colombia). Como muestra la figura, Colombia se encuentra entre los países 
con menor eficiencia en la recaudación del IVA.

2. Si todos los bienes y servicios fueran gravados a la tasa estándar del 19 %, el gobierno po-
dría recaudar suficientes recursos para compensar por completo a las personas de bajos 
ingresos y aún podría tener recursos de sobra. La Figura 4.21 muestra estimaciones de los 
recursos que permanecerían disponibles después de compensar por el aumento de la car-
ga del IVA, a las personas con ingresos hasta un decil dado. La figura no asume efectos 
secundarios sobre el volumen de la demanda. Si todas las personas (hasta las más ricas) 
fueran compensadas, no quedarían recursos adicionales. Si solo se compensara el primer 
decil, quedaría casi todo el aumento de ingresos. Si la compensación, por ejemplo, se apli-
cara a los siete deciles inferiores (es decir, a todos, excepto a los tres deciles superiores, 
para quienes los beneficios del IVA ascienden, en promedio, a menos del 13 % de sus in-
gresos), entonces quedaría el 3,2 % de PIB en ingresos adicional, que se podría utilizar para 
aumentar el gasto en otros programas. Por supuesto, el problema de un esquema de este 
tipo radicaría principalmente en el aspecto administrativo, en particular en garantizar una 
focalización adecuada. Sin embargo, ofrece una perspectiva interesante sobre la ineficien-
cia redistributiva de las exenciones actuales del IVA y las tasas reducidas en Colombia.

Fuente: Estadísticas de la OCDE.

FIGURA 4.20. Relación de la variable proxy de eficiencia
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FIGURA 4.21. Recursos disponibles después de compensar a 
las personas por la pérdida de exenciones de IVA y tasas 
reducidas, hasta un decil de ingresos determinado
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La cobertura de los subsidios a los servicios públicos, que están dirigidos a familias de 
bajos ingresos, refleja un gran error de inclusión. Desde 1994, la identificación de los 
beneficiarios de los subsidios a los servicios públicos se ha basado en una clasificación de 
las viviendas en seis grupos (estratos, es la palabra que se usa en Colombia), en función de 
las características de la vivienda (y de las viviendas que la rodean), que se consideran un 
buen indicador de los ingresos (por ejemplo, se considera que una casa con piso de con-
creto indica un ingreso familiar más bajo que una casa con piso de baldosas). Los hogares 
que viven en una casa clasificada en los tres primeros estratos (es decir, supuestamente, los 
más pobres) reciben un subsidio para agua, gas y electricidad, mientras que los hogares que 
viven en una casa clasificada en los dos estratos superiores pagan un recargo que ayuda 
a financiar el subsidio (Figura 4.24). Si bien el Sisbén tiende a asignar correctamente a los 
hogares de menores ingresos a los estratos más bajos, los hogares de altos ingresos se asig-
nan incorrectamente a los estratos inferiores. Esto se debe a que el sistema de estratos no 
se actualiza con regularidad, y refleja las características de las casas, no los ingresos de las 
personas que viven en ellas. Como muestra la Figura 4.25, alrededor del 91 % de los hogares 
en los deciles sexto (y superiores) de ingresos se clasifican en los tres estratos más bajos. El 
Capítulo 5 sobre desigualdad territorial analiza con más profundidad el error de inclusión y 
exclusión en estos programas y las formas de abordarlos.

Los principales programas de transferencias en Colombia brindan apoyo a los hogares 
de menores ingresos, y son progresivos. Si uno mira el apoyo que los programas de trans-
ferencias monetarias, como Familias en Acción (que llega a familias pobres con niños) y Co-
lombia Mayor (que llega a las personas mayores pobres -ver el Recuadro 4.2 para obtener una 
descripción de estos y otros programas-), ofrecen a los hogares con relación a sus ingresos, 
es claro que son progresivos (columna azul de las Figuras 4.22 y 4.23). Proporcionan hasta un 
20 % de ingresos adicionales a los hogares más pobres, y el apoyo se elimina con bastante ra-
pidez. Para un hogar en el tercer decil, el beneficio representa menos del 5 %. de los ingresos 
del hogar.

 Sin embargo, estos programas sufren pérdidas y alrededor del 40 % de su gasto llega a 
hogares para quienes las transferencias aportan poco. Por ejemplo, solo alrededor del 40 
% del gasto total en Familias en Acción llega a los hogares de los dos primeros deciles de la 
distribución del ingreso y el 18 % llega a los hogares del tercer decil (Figura 4.22, barras azu-
les). El resto (42 %) llega a los hogares hasta el decil superior de la distribución del ingreso, 
hogares para los cuales la transferencia aumenta sus ingresos de mercado en menos del 3 %. 
Se puede observar un patrón similar para Colombia Mayor. Por supuesto, estos programas (en 
particular, Familias en Acción) persiguen objetivos que van más allá del apoyo a los ingresos, 
específicamente para promover la matrícula escolar y proporcionar atención médica a los 
niños. Sin embargo, reducir su cobertura solo a las familias para las que el impacto esté por 
encima de un umbral relativo del 3 % (es decir, el 3 % de los ingresos) reduciría el alcance del 
programa solamente a las familias en los dos deciles inferiores de la distribución del ingreso, 
pero permitiría duplicar el nivel de los beneficios (o ampliaría la cobertura a aquellos en los 
dos deciles inferiores de la distribución del ingreso que actualmente no reciben los beneficios) 
sin impactar el gasto total en este programa.

Las transferencias  
y subsidios se fugan hacia 
personas de ingresos altos

Caja 4.2. Principales programas de transferencias monetarias y 
subsidios en Colombia

El Sistema de protección social de Colombia incluye programas de transferencias mone-
tarias (por ejemplo, Familias en Acción, Jóvenes en Acción, Colombia Mayor), transferen-
cias en especie (por ejemplo, ayuda nutricional en el marco del Programa de alimentación 
para las escuelas), subsidios a los servicios públicos y programas de inclusión productiva 
(por ejemplo, Iraca).

Familias en Acción es el programa social más grande de Colombia, que beneficia a más 
de 2,6 millones de familias pobres. Es un programa de transferencias monetarias que 
fomenta la formación de capital humano y las competencias ciudadanas, y brinda una 
transferencia monetaria bimestral a familias pobres y vulnerables con hijos menores de 
18 años, condicionado al cumplimiento de los compromisos de salud y educación. Los 
beneficiarios son seleccionados de acuerdo con sus puntajes Sisbén y otros requisitos, 
en el caso de víctimas de desplazamiento forzado y pueblos indígenas. Las condiciones 
geográficas determinan el monto de la transferencia monetaria (las personas de los mu-
nicipios más pobres reciben más), al igual que el grado escolar en el componente educa-
tivo del programa. El componente de salud otorga una transferencia a familias con niños 
menores de 6 años.

Jóvenes en Acción extiende la asistencia social a cerca de 296 000 jóvenes pobres y vul-
nerables para su formación de capital humano. Es un programa de transferencias mone-
tarias condicionadas, dirigido a adultos jóvenes entre 16 y 24 años que se encuentran en 
programas presenciales de capacitación técnica, tecnológica y vocacional, y que viven 
en situación de pobreza o vulnerabilidad. El beneficio está destinado a ayudar a finan-
ciar los gastos de subsistencia mientras están en la escuela. Al igual que en Familias en 
Acción, los beneficiarios se identifican con base en su puntaje Sisbén y la disponibilidad 
de educación terciaria en el municipio donde residen. El monto y la frecuencia del incen-
tivo en efectivo dependen del tipo de institución educativa y del nivel de compromiso del 
estudiante (matricularse, permanecer en el programa y mantener altas calificaciones).

Colombia Mayor ofrece una transferencia monetaria incondicional a adultos mayores 
vulnerables sin pensión o ingresos que viven en la indigencia o pobreza extrema. El pro-
grama se extiende a aproximadamente 1,6 millones de personas, y proporciona una 
transferencia mensual suficiente para cubrir las necesidades básicas. La elegibilidad del 
programa se basa en la edad legal de pensión (57 años para mujeres y 62 para hombres), 
no tener una pensión, vivir con una familia cuyos ingresos estén por debajo del salario 
mínimo, vivir en la calle, vivir en hogares de ancianos especializados, el puntaje Sisbén 
y la presencia de discapacidades físicas o mentales. Algunas beneficiarias reciben un 
monto adicional cuando las autoridades locales cofinancian las transferencias o cuando 
la beneficiaria participa como madre comunitaria en los programas del Instituto Colom-
biano de Bienestar Familiar (ICBF).

Los subsidios a la electricidad y al gas se otorgan a través de un fondo solidario, par-
cialmente financiado por usuarios con mayor capacidad de pago. Los hogares de los 
estratos Sisbén 1, 2 y 3 reciben un subsidio ad valorem (hasta 60, 50 y 15 %, respectiva-
mente) de un consumo de subsistencia de electricidad, mientras que los estratos 5 y 6 y 
los establecimientos comerciales pagan un recargo del 20 % sobre su factura de luz. Para 
el subsidio al gas, los estratos 1 y 2 no pagan hasta el 60 o 50 % de su consumo (siempre 
que no superen un umbral de consumo de subsistencia), mientras que los hogares de 
estratos superiores pagan un 20 % adicional del total fijo, y componentes variables de la 
factura de servicios públicos para financiar parte del subsidio.

Finalmente, las autoridades locales financian (opcionalmente) subsidios al agua, bajo al-
gunas pautas generales. Los hogares de estratos inferiores (1, 2 y 3) reciben el subsidio, 
mientras que los hogares de estratos superiores (5 y 6) y los establecimientos comerciales 
pagan una contribución solidaria. El subsidio no puede exceder el 70 % del consumo de 
agua para el estrato 1, el 40 % para el estrato 2 y el 15 % para el estrato 3. Los usuarios del 
estrato 4 o los establecimientos públicos no participan en el esquema de subsidio cruzado.

Fuente: Núñez et al. (2020).

FIGURA 4.22. Progresividad relativa y absoluta de Familias en 
Acción (porcentaje)
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Fuente: Núñez et al. (2020).

FIGURA 4.23. Progresividad relativa y absoluta de Colombia 
Mayor (porcentaje)
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Fuente: Cálculos de los autores.

FIGURA 4.24. Distribución de subsidios seleccionados, 
por estrato (porcentaje)
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Fuente: Cálculos de los autores.

FIGURA 4.25. Distribución de estratos, por decil de ingresos 
(porcentaje)
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Como resultado, alrededor del 60 % del gasto total en subsidios de servicios públicos llega 
a hogares para los cuales estos subsidios ofrecen poco alivio de ingresos. Como muestra la 
Figura 4.26, los subsidios a la electricidad representan alrededor del 12 % de los ingresos de 
los hogares en el primer decil de la distribución del ingreso. Sin embargo, solo alrededor del 9 
% del gasto total en subsidios a la electricidad llega a estos hogares. La mayor parte del gasto 
en subsidios a la electricidad llega a los hogares de los deciles de ingresos cinco o más. Para 
estos hogares, el subsidio a la electricidad representa, como máximo, el 2 % de los ingresos 
del hogar. Se observa un patrón similar para los subsidios al gas y al agua. La distorsión es aún 
más severa en el caso de los subsidios al gas, posiblemente porque las familias más pobres no 
tienen acceso al gas para usar en la cocina o la calefacción, la mayor parte de este subsidio se 
gasta en familias de ingresos medios en comparación con las más pobres.

Fuente: Núñez et al. (2020).

FIGURA 4.26. Progresividad relativa y absoluta de los 
subsidios a la electricidad
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Fuente: Núñez et al. (2020).

FIGURA 4.27. Progresividad relativa y absoluta de los 
subsidios al gas
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FIGURA 4.28. Progresividad relativa y absoluta de los 
subsidios al agua
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Fuente: Núñez et al. (2020).
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El sistema de pensiones se caracteriza por una baja cobertura y baja participación, espe-
cialmente en los deciles inferiores de la distribución del ingreso (véase los Capítulos 1 y 
2). La Figura 4.29 muestra el número de adultos mayores en edad jubilatoria (barras azules) 
y los que realmente reciben una pensión (barras naranjas) por decil de ingresos. Muchos de 
los que serían elegibles para una pensión, basándose únicamente en la edad, no la reciben, y 
este caso es mayor cuando los ingresos son más bajos. Esto se debe a una mayor incidencia 
de informalidad en los niveles de ingresos más bajos (lo que significa una densidad de contri-
bución más baja en los ingresos más bajos), combinada con el requisito de que una persona 
contribuya durante 25 años (Bosch et al., 2015). La Figura 4.29 también muestra la fracción de 
los trabajadores que contribuyen a la pensión por decil de ingresos (barra gris). Posiblemente, 
reflejando los dos factores mencionados anteriormente y las expectativas individuales sobre 
la probabilidad de recibir una pensión en la edad adulta, contribuyen menos trabajadores 
de ingresos más bajos que trabajadores de ingresos más altos, lo que da como resultado una 
fracción mayor de personas de ingresos altos que se jubilan y reciben una pensión más ade-
lante en la vida.

Como consecuencia, los pagos de las pensiones públicas se concentran en las personas 
que se encuentran en los deciles más altos de la distribución del ingreso. La baja tasa de 
participación de las personas de bajos ingresos y su (consiguiente) baja cobertura tiene dos 
efectos. En primer lugar, las personas de los deciles inferiores que reciben una pensión deben 
complementar los ingresos por pensiones, posiblemente al seguir trabajando. De hecho, la 
pensión contributiva que reciben no supera el 25 % del ingreso total (Figura 4.30, barras azu-
les). En segundo lugar, la mayor parte del gasto en pensiones públicas alcanza el decil superior 
de la distribución del ingreso. Esto, por supuesto, refleja las mayores contribuciones y la ma-
yor densidad de contribución entre este grupo, y se deriva de las diferencias en los salarios, 
el estatus de formalidad y la estabilidad de la carrera durante la vida laboral. En cierto modo, 
este resultado no representa, en sí mismo, un problema de equidad.

Pensiones  
y desigualdades  
de ingresos laborales

Fuente: Núñez et al. (2020).

FIGURA 4.29. Personas elegibles para jubilarse, recibir una 
pensión y contribuir a una pensión
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FIGURA 4.30. Progresividad relativa y absoluta del gasto en 
pensiones
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Fuente: Núñez et al. (2020).

Fuente: Simulaciones de los autores.

FIGURA 4.31. Tasa interna de rendimiento para diferentes 
salarios
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FIGURA 4.32. Distribución de transferencias a Colpensiones, 
por decil de ingresos
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La inequidad del sistema de pensiones se deriva de la existencia de subsidios implícitos. 
Existen dos fuentes de subsidios implícitos:

1. Aquellos que contribuyen al sistema público de pensiones pero que no acumulan suficien-
tes semanas de contribución para obtener una pensión recuperan sus contribuciones, 
ajustadas por la inflación, pero no por el retorno real que sus ahorros hubieran generado 
si se hubiesen invertido en el mercado financiero. Debido a que un sistema de reparto 
como el programa público de pensiones de Colombia las contribuciones corrientes se 
utilizan para pagar las pensiones corrientes, el mecanismo de rembolso descripto arriba 
es financieramente equivalente a que el gobierno pida prestado de aquellos afiliados 
que no recibirán una pensión a una tasa de interés subsidiada para pagar los beneficia-
rios corrientes.

2. En segundo lugar, la combinación de la edad de jubilación, la tasa de reemplazo bastante 
alta y las bajas tasas de contribución hacen que el sistema sea actuarialmente generoso. 
En el nivel individual, esta generosidad es progresiva; es decir, la tasa interna de retorno 
de contribuciones y pensiones es mayor para las personas con salarios más bajos (Figura 
4.31), incluso para las personas con progresión salarial a lo largo de sus vidas laborales.11 
Sin embargo, el hecho de que las personas con ingresos altos (cuyas carreras tienden a 
ser más largas, más estables y con una mayor progresión salarial) tengan más probabili-
dades de acumular una pensión que las personas con ingresos bajos inclina la generosi-
dad agregada del sistema hacia las pensiones de altos ingresos.

Los subsidios implícitos en el sistema de pensiones de Colombia corresponden princi-
palmente a los beneficiarios de pensiones elevadas. La distribución de estos subsidios se 
puede aproximar observando cómo las transferencias a Colpensiones (la administración de 
las pensiones públicas) para cubrir el déficit del sistema público de pensiones se distribuyen 
por nivel de ingresos (Figura 4.32). La mayor parte del déficit se encuentra donde se concentra 
la mayoría de los pagos de pensiones, o sea en las pensiones más elevadas. Sin embargo, es 
importante enfatizar que el sistema público de pensiones está diseñado para ofrecer mayores 
retornos internos a salarios más bajos y carreras más cortas, y que (i) el déficit resulta de la 
combinación de baja participación y altas tasas de reemplazo y (ii) la distribución de este défi-
cit se debe al hecho de que las personas con trayectorias profesionales largas y salarios altos 
tienen más probabilidades de devengar una pensión pública. Sin embargo, llama la atención 
que, en general, el sistema de pensiones genere una transferencia de recursos hacia los jubi-
lados de mayores ingresos.
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En general, sumando los impuestos directos e indirectos, las transferencias monetarias y 
los subsidios, la política fiscal de Colombia beneficia a las personas hasta el quinto decil 
de la distribución del ingreso. Para las personas en los dos deciles más bajos, las transferen-
cias y los subsidios representan un apoyo significativo a sus ingresos, hasta un 80 % para las 
personas en el primer decil y hasta un 30 % para las del segundo decil. Los impuestos indirec-
tos son una carga para ellos, y les cuestan aproximadamente el 20 y el 8 % de sus ingresos, 
respectivamente (Figura 4.33). El impacto neto disminuye rápidamente (a alrededor del 10 
% de los ingresos para las personas en el tercer decil de la distribución del ingreso), y se con-
vierte en cero para las personas de ingresos medios. Los individuos de mayores ingresos son 
contribuyentes netos a la redistribución, pero la cantidad que aportan no excede en promedio 
el 13 % de sus ingresos.

La contribución agregada a los impuestos directos e indirectos totales y la distribución 
de transferencias y subsidios confirman que los impuestos directos contribuyen poco a la 
redistribución de ingreso, y que existen fugas sustanciales en las transferencias y subsi-
dios a las personas en los tres deciles superiores de la distribución del ingreso. En particu-
lar, las personas de ingresos medianos altos (específicamente aquellos en los deciles ocho y 
nueve de la distribución del ingreso) aportan pocos recursos agregados a través de impuestos 
directos (Figuras 4.34 y 4.35). Al mismo tiempo, los tres deciles superiores reciben alrededor 
del 1,3 % del PIB de transferencias y subsidios que agregan poco a sus ingresos y representan 
una oportunidad perdida de dar más a los pobres y vulnerables.

Uniendo todo: la redistribución general 
de la política fiscal en Colombia

Fuente: Núñez et al. (2020).

FIGURA 4.33. Impacto de subsidios, transferencias y los 
impuestos directos e indirectos sobre la renta de las 
personas físicas (porcentaje)
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Fuente: Núñez et al. (2020).

FIGURA 4.34. Distribución de impuestos, transferencias, 
subsidios y gastos seleccionados, por decil de ingresos 
(porcentaje del PIB)
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FIGURA 4.35. Curva de concentración
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FIGURA 4.33. Impacto de subsidios, transferencias y los 
impuestos directos e indirectos sobre la renta de las 
personas físicas (porcentaje)
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Para mejorar la redistribución del sistema fiscal, las opciones de políticas podrían apuntar 
principalmente a mejorar la progresividad del sistema tributario y reorientar las transfe-
rencias y los subsidios.12 Específicamente, las políticas podrían planificar hacer lo siguiente:

1. Extender el impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF) en el corto plazo a 
los dos deciles superiores de la distribución del ingreso, con el objetivo de alcanzar 
la mitad superior de la distribución del ingreso a largo plazo, a medida que aumen-
ten los ingresos y se reduzca significativamente la pobreza. Hay diferentes formas en 
las que se puede realizar la extensión a corto plazo. Con fines ilustrativos, se presentan 
dos extremos y una combinación. Para cada opción, el impacto en la recolección total del 
IRPF se simuló replicando diferentes programas de IRPF, utilizando el marco y la Encues-
ta de hogares de 2017, como se describe en Núñez et al. (2020).

• Una posibilidad es reducir la cantidad máxima de deducción fiscal permitida. Sin em-
bargo, debido a que el primer nivel (impuesto marginal cero) llega a 1 090 UVT (Unidad 
de Valor Tributario, ver notas 8 y 10), aproximadamente 37 millones de pesos anuales, 
o el equivalente a aproximadamente 880 dólares americanos mensuales, las deduc-
ciones permitidas deben reducirse a cero, para que las personas en el noveno decil 
de la distribución del ingreso paguen IRPF. Esto también implicaría eliminar el umbral 
de declaración, lo que aumentaría la tasa impositiva efectiva para todos los niveles de 
ingresos, y aumentaría la recaudación del IRPF en un 138 % estimado, es decir, alrede-
dor del 1,2 al 2,7 % del PIB. Sin embargo, esto también crearía una inequidad horizon-
tal: dos personas con los mismos ingresos, pero diferentes capacidades contributivas 
(por ejemplo, una con un hijo a cargo y la otra sin dependientes) tendrían que pagar la 
misma cantidad de IRPF.

• En el otro extremo, una segunda posibilidad es reducir a la mitad el límite superior del 
primer rango (el que se graba con tasa marginal cero) y dejar el resto igual. El nivel de 
tasa cero tiene un propósito. Debido a que las deducciones se basan en una proporción 
de ingresos (en lugar de una deducción de una cantidad fija), las personas de bajos 
ingresos tendrían que declarar algunos ingresos imponibles. El nivel de tasa cero per-
mite proteger a estas personas de pagar el IRPF. Reducir el ancho del primer nivel a la 
mitad permitiría una extensión de la base del IRPF a aproximadamente el mismo per-
centil que la eliminación de las deducciones. Esto también implicaría reducir el umbral 
de declaración en la misma cantidad. Sin embargo, al retener las deducciones, esta 
reforma contendría el aumento en la tasa impositiva efectiva, preservaría la igualdad 
horizontal y conduciría a un aumento en la recaudación IRPF de alrededor del 115 % 
del 1,2 al 2,6 % del PIB.

• Una tercera posibilidad es implementar una combinación de las anteriores. Esto con-
sistiría en transformar todas las deducciones en montos fijos (en lugar del porcentaje 
actual de ingresos), hasta un máximo de 900 UVT. El umbral de declaración también 
debería reducirse a esta cantidad. Al mismo tiempo, se aplicaría una tasa marginal del 
5 % al primer nivel. En relación con las otras dos opciones, esto permitiría reducir la 
tasa impositiva efectiva para aquellas personas que antes no estaban gravadas. Ade-
más, respecto a las otras dos opciones, este esquema implicaría recaudar menos por 
persona y para una mayor masa de personas, esta opción permitiría aumentar un 64 % 
los ingresos del IRPF, o sea del 1,2 % a aproximadamente el 2 % del PIB.

• A largo plazo, extender la cobertura del IRPF aún más por debajo de la distribución del 
ingreso requeriría reducir las deducciones (a aproximadamente 450 UVT) y limitar el 
primer nivel y el umbral de declaración (a aproximadamente 545 UVT).

2. Gravar los ingresos por pensiones, al menos de la misma manera que los ingresos 
laborales. El uso de las mismas deducciones para los ingresos por pensiones que en la 
tercera opción presentada anteriormente aumentaría la recaudación en un 0,2 % adicio-
nal del PIB.

3. Reducir las exenciones del IVA. La reducción de la lista de bienes que están excluidos y 
exentos del IVA se podría hacer gradualmente mediante la imposición de una tasa que es 
inicialmente baja, y que se incrementaría con el tiempo para permitir que las cadenas de 
producción (especialmente para aquellos bienes que están excluidos) adapten los precios. 
Una alternativa es establecer una tasa de IVA del 5 % sobre los bienes que son consumidos 
casi en proporciones iguales por diferentes grupos de ingresos, y una tasa de IVA del 12 % 
sobre aquellos que son consumidos en mayor proporción por personas de altos ingresos. 
Esto permitiría un aumento en la recaudación del IVA de alrededor del 10 %, el equivalen-
te a alrededor del 0,7 % del PIB. Esto supone que no habrá cambios en la proporción de 
bienes vendidos en establecimientos registrados en el sistema de IVA. Las reformas para 
aumentar el registro podrían aumentar las ganancias de los cambios en la tasa del IVA. La 
compensación de los hogares hasta los ingresos medios costaría alrededor de una cuarta 
parte del ahorro total, es decir, un poco menos del 0,2 % del PIB. El resto podría utilizarse 
para fortalecer aún más los programas de transferencias monetarias.

4. Enfocar mejor las transferencias y reducir las fugas de subsidios a los servicios públi-
cos. Tanto para las transferencias como para los subsidios, se puede mejorar la focaliza-
ción para que las personas reciban la transferencia solo si sus ingresos están por debajo 
de un cierto umbral o solo si la transferencia aporta más de una parte determinada de sus 
ingresos.

• Por ejemplo, si las transferencias fueran recibidas solo por personas con un ingreso 
menor que la mediana, el gasto en Familias en Acción disminuiría en un 40 % y el gasto 
en Jóvenes en Acción, en un 58 %. El monto total que podría redistribuirse a los benefi-
ciarios ascendería al 0,15 % del PIB.

• El Capítulo 5 presenta propuestas concretas para mejorar la focalización de los subsidios 
al gas, la electricidad y el agua. Para contextualizar las reformas, se estimaron ahorros 
derivados al eliminar los subsidios para los hogares en los que el monto del subsidio re-
presenta menos del 2 % de sus ingresos. Esto implicaría reducir el gasto en subsidios a 
la electricidad, en un 61 %; al gas, en casi un 100 %; y al agua, en casi un 87 %. El ahorro 
total ascendería al 0,3 % del PIB.

5. Abordar la inequidad de las pensiones. El logro de este objetivo requeriría una reforma 
integral que incremente la participación y la equidad actuarial en el sistema y la cobertura 
de los adultos mayores. Estas medidas también deben preservar la sostenibilidad financie-
ra del sistema, es decir, asegurar que el valor actual de la contribución neta de los pagos de 
pensiones sea cercano a cero. Las reformas requerirían una revisión tanto de la cantidad 
de años necesarios para obtener una pensión (para ayudar a mejorar las perspectivas de 
cobertura) como de la tasa de reemplazo (para que refleje la cantidad efectiva que una 
persona ha ahorrado en el transcurso de su vida laboral). Poner un tope al nivel de ingresos 
sujeto al seguro público de pensiones también reduciría la proporción de subsidios a las 
pensiones que reciben las personas de mayores ingresos. Todas estas reformas son nece-
sarias para garantizar la cobertura y preservar la sostenibilidad del sistema.

Una combinación de las políticas anteriores daría lugar a una reducción del coeficiente 
de Gini entre los ingresos de mercado y los ingresos disponibles en otros 2 puntos por-
centuales. Específicamente, aumentar el IRPF en un total del 1 % del PIB (según la tercera 
opción anterior), aumentar el IVA en un 0,5 % del PIB (neto de un programa para compensar 
a los más vulnerables) y liberar el 0,45 % del PIB de recursos al reorientar las transferencias y 
los subsidios liberaría suficientes recursos (un total de alrededor del 2 % del PIB) para dupli-
car el gasto en transferencias corrientes (por ejemplo, en Familias en Acción, Colombia Mayor, 
Jóvenes en Acción) y otros programas (por ejemplo, la prestación por desempleo, el Programa 
de Alimentación Escolar, la Asistencia a la Primera Infancia). Esto aún dejaría otro 1 % del PIB 
para otros programas u objetivos fiscales, incluida la mejora de la calidad de la educación o la 
atención médica o la reducción del déficit fiscal y la deuda.

4.3. 
Opciones  
de política

Fuente: Estimaciones de los autores.

FIGURA 4.36. Tasas de impuestos efectivas bajo una opción 
diferente de programa de impuestos alternativo y 
distribución de ingresos (porcentaje)
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FIGURA 4.37. Recaudación estimada del IRPF según el 
programa del IRPF actual y la opción diferente de reforma 
(porcentaje del PIB)
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Opciones de política  
para un sistema fiscal más redistributivo

Brecha de equidad 
observada

Factores impulsores  
de la brecha de equidad Opciones de política Experiencias internacionales 

relevantes
Momento de 
implementación

Impacto fiscal estimado  
de la implementación

El IRP genera pocos  
ingresos y no es lo  
suficientemente  
progresivo.

Las exenciones muy altas y el ni-
vel de tasa cero reducen la base 
del IRP a las personas, cuyos 
ingresos pertenecen aproxima-
damente al 7 % superior de la 
distribución del ingreso.

Ampliar la cobertura del IRP a los dos deci-
les superiores de la distribución del ingreso 
en el corto plazo (y tratar de expandirlo a 
las personas que obtienen el ingreso medio 
a largo plazo, a medida que aumentan los 
ingresos y la pobreza se reduce significati-
vamente), al 
reducir las deducciones permitidas (inclui-
do hacer que las deducciones sean una 
cantidad fija, no proporcional a los ingre-
sos) y eliminar el nivel de tasa cero.

Las deducciones planas (asignacio-
nes personales y asignaciones por 
dependientes) están presentes en 
Argentina, Chile, Costa Rica, Guate-
mala y Perú, y entre los países de la 
OCDE, en Alemania, Italia, Reino Uni-
do y Estados Unidos. Además, en la 
mayoría de los países, los gastos que 
califican se pueden deducir hasta 
un porcentaje del gasto y hasta una 
cantidad fija.

Entre los países de la OCDE, muy 
pocos (Luxemburgo y Suecia) tie-
nen deducciones personales y un 
nivel de tasa marginal cero. Si se 
permiten las deducciones perso-
nales, la tasa marginal en el primer 
nivel es mayor que cero.

Inmediato/corto plazo Ganancia (ingresos adicionales) 
del 0,8 % del PIB, a corto plazo

Las exenciones del IVA 
y las tasas reducidas 
generan una pérdida de 
ingresos, la mayoría de 
los cuales benefician a 
las personas de altos 
 ingresos.

Las exenciones y las tasas redu-
cidas involucran bienes que son 
consumidos por todos, pero en 
mayor proporción por personas 
de altos ingresos.

Mantener las tasas cero solo para unos po-
cos bienes que son consumidos principal-
mente por personas de bajos ingresos. Para 
todos los demás bienes, utilizar una tasa de 
IVA del 5, el 12 y el 19 %, dependiendo de la 
proporción del consumo total al que con-
tribuyan las personas de altos ingresos. Al 
mismo tiempo, aumentar el monto y la co-
bertura del programa de devolución del IVA 
para compensar a los hogares con ingresos 
hasta el ingreso medio.

Las tasas de IVA cero o reducidas 
para alimentos, medicinas, trans-
porte y otros bienes básicos (o 
para bienes de mérito, como libros, 
periódicos, etc.) son comunes en 
muchos países (Argentina, Alema-
nia, Italia, México, Reino Unido). La 
evidencia empírica muestra que las 
exenciones del IVA o las tasas redu-
cidas están mal orientadas (Phillips 
et al., 2018).

La OCDE (Consumption Tax Trends 
2020) recomienda que las exclu-
siones del IVA se limiten a una lista 
corta de bienes y servicios para 
evitar efectos negativos, como el 
efecto cascada, en las cadenas de 
distribución y los precios. 

Inmediato/corto plazo Ganancia fiscal neta del 0,5 % 
del PIB (ingresos adicionales del 
0,7 y costo adicional del 0,2 % 
del PIB para el programa de de-
volución del IVA)

Las transferencias y los 
subsidios llegan a las 
personas vulnerables, 
pero una gran parte del 
gasto se filtra a perso-
nas de altos ingresos o 
para quienes el benefi-
cio es mínimo en rela-
ción con sus ingresos.

Para las transferencias moneta-
rias, las fugas reflejan errores de 
inclusión en el sistema de pun-
tuación del Sisbén. En el caso de 
los subsidios, las fugas reflejan 
las bases de la focalización en 
proxies obsoletos de los ingre-
sos familiares.

Mejorar el sistema de focalización de subsi-
dios al complementar el sistema de estratos 
con información del Sisbén (ver propuestas 
concretas en la siguiente sección).

En 2016, Argentina mejoró la foca-
lización de los subsidios al gas y la 
electricidad, al vincular los criterios 
de elegibilidad a los de otros pro-
gramas sociales.

Chile utiliza pruebas de medios para 
su programa de subsidio al agua.

Inmediato/corto plazo Ganancia fiscal (reducción del 
gasto) del 0,5 % del PIB

El sistema de pensiones 
adolece de baja 
participación y baja 
cobertura y, como 
resultado, enfrenta 
un déficit, todo lo cual 
genera efectivamente 
transferencias de la 
tributación general a las 
personas con pensiones 
altas.

La participación y la cobertura 
bajas reflejan un sistema que 
requiere un largo período de 
contribución en un contexto de 
alta informalidad y baja densi-
dad de contribución. Además, la 
tasa de reemplazo genera un sis-
tema actuarialmente generoso. 
El tratamiento de los ahorros de 
aquellas personas que no recibi-
rán una pensión genera transfe-
rencias implícitas a los jubilados 
actuales.

Aumentar la participación y la cobertura, 
posiblemente al vincular la pensión de ma-
nera más directa con el monto real de las 
contribuciones durante la vida laboral de la 
persona, para que el sistema sea actuarial-
mente justo. Las reformas también deben 
tener como objetivo preservar la sosteni-
bilidad financiera del sistema, es decir, ga-
rantizar que el valor presente de los pagos 
futuros se corresponda con el valor presen-
te de las contribuciones futuras.

Para mejorar la sostenibilidad finan-
ciera de sus sistemas, Italia, Letonia, 
Polonia y Suecia reformaron radical-
mente su sistema público de pen-
siones durante la década de 1990, 
pasando del beneficio definido a la 
contribución definida teórica (no 
financiera). En muchos países, la co-
bertura se ha ampliado, mediante la 
introducción de una pensión básica 
no contributiva (por ejemplo, en Chi-
le, Ecuador y Panamá).

Inmediato/corto plazo Área de investigación futura

Conclusión
Mejorar la distribución del sistema fiscal requeriría gravar más, y de manera más pro-
gresiva. También requeriría gastar no solo más, sino de manera más eficiente. Los resul-
tados en términos de reducción del coeficiente de Gini pueden no ser grandes. Sin embargo, 
la redistribución fiscal no es (ni puede ser) la única solución para reducir la desigualdad y la 
pobreza. No obstante, la redistribución fiscal puede complementar las políticas encaminadas 
a mejorar la acumulación de capital humano o producir una participación más equitativa en 
los mercados, y brinda protección contra los impactos negativos en los ingresos. Estas refor-
mas podrían requerir no solo un rediseño del sistema para identificar a las personas elegibles, 
sino también un replanteamiento de los criterios de elegibilidad y la focalización.
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1  Ver también Moller (2012).
2  Este capítulo no analizará en profundidad las reformas al sistema de pensiones. En 

principio, el diseño de un sistema de pensiones debe garantizar ingresos adecuados 
para las ocasiones en las que el individuo está sin trabajo, ofrecer a las personas un 
seguro contra la incertidumbre sobre la duración de la vida y garantizar la sostenibi-
lidad del sistema de pensiones. Debido a la complejidad y multidimensionalidad de 
las reformas de las pensiones y el enfoque específico de este capítulo en la equidad, 
el ángulo de equidad del sistema de pensiones solo se analizará brevemente. El capí-
tulo tampoco analizará el impacto de la política fiscal en las dimensiones espaciales 
o grupales de la desigualdad. Por el lado de los impuestos, no existen disposiciones 
específicas para los impuestos a las personas que se basan en la geografía, la etnia 
o el género, y la propiedad redistributiva de los impuestos a lo largo de líneas terri-
toriales, étnicas o de género refleja las desigualdades de ingresos a lo largo de estas 
dimensiones. Por el lado del gasto, las cuestiones relacionadas con la distribución 
espacial de las transferencias y los subsidios se analizan extensamente en el Capí-
tulo 5. Si bien existen superposiciones significativas en la pobreza a lo largo de las 
dimensiones de ingresos, étnicas y geográficas, este capítulo se centra en las propie-
dades redistributivas del gasto solo a lo largo de la dimensión de ingresos.

3  Es difícil comparar la tasa del IRPJ efectivo entre países, ya que depende del tra-
tamiento de los bienes de inversión, los impuestos sobre el trabajo, los impuestos 
sobre los dividendos y las ganancias reinvertidas, etc. Se debe utilizar un conjunto 
adicional (y diferente) de consideraciones para aumentar los ingresos, mediante la 
tributación de las ganancias corporativas o los ingresos financieros. La renta del tra-
bajo tiende a ser menos elástica a los impuestos que la renta del capital o de las em-
presas. Como resultado, las preocupaciones sobre la eficiencia y las consideraciones 
sobre el fomento de la innovación, el desarrollo empresarial y la investigación e in-
novación se superponen con las consideraciones sobre la transferencia de recursos 
(y las consiguientes mejoras de equidad) que las reformas a los IRPJ o los impuestos 
sobre la renta y el patrimonio financieros harían posible (FMI, 2017). Finalmente, las 
propiedades de redistribución de los impuestos sobre la renta corporativa dependen 
de cómo se gravan los dividendos y las ganancias de capital dentro del IRPF.

4  Colombia instituyó un impuesto sobre el patrimonio en 2002 con el nombre de Con-
tribución a la democracia. Este impuesto ha sufrido una secuencia de cambios. En 
el 2014, se estableció un impuesto sobre el patrimonio neto (activos financieros y 
no financieros netos) para el período 2015-18, con tasas marginales crecientes (que 
superaban el 1,5 % para las personas) aplicadas al patrimonio neto que supere los 
mil millones de pesos (el equivalente a aproximadamente 300 000 dólares america-
nos en promedio durante ese período). A fines de 2018, este impuesto se convirtió en 
un impuesto al patrimonio líquido temporal que vencerá en el 2021. Se aplica a una 
tasa del 1 % sobre el patrimonio neto (activos financieros y no financieros menos 
pasivos) por que supere los cinco mil millones de pesos (el equivalente a aproxima-
damente 1,5 millones de dólares americanos) de personas, corporaciones y fondos 
fiduciarios. En su punto máximo (en 2015), este impuesto aumentó el 0,7 % del PIB, 
pero en 2019 la recaudación se redujo al 0,1 %.

Notas finales

5  Las políticas para promover la igualdad de oportunidades en el acceso a los servi-
cios públicos y mejorar la calidad del gasto en servicios públicos se analizan en el 
Capítulo 2. 

6  La informalidad laboral contribuye poco al hecho de que la mayoría de las personas 
que pagan IRPF son las personas con mayores ingresos. Esto se debe a que el umbral 
de ingresos brutos por encima del cual una persona tiene que declarar impuestos 
sobre la renta (unos 3,1 millones de pesos mensuales) excluye a casi todos los asala-
riados informales.

7  La Ley 1111 del 27 de diciembre de 2006 creó la Unidad de Valor Tributario (Tax Unit 
Value o UVT) como medida de valor para ajustar el monto de los impuestos y otras 
obligaciones contenidas en las leyes administradas por la autoridad tributaria co-
lombiana (Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN-). La UVT, un índice 
utilizado para definir categorías, umbrales y deducciones tributarias que se actualiza 
con la inflación, fue de 35 607 COP para 2020.

8  Previo a esto, la Ley 1819 de 2016 fue la que aplicó y clasificó los ingresos en cinco 
tipos de ingresos imponibles: ingresos laborales, pensiones, capital, ingresos no 
laborales y dividendos y participaciones. 

9  El umbral de registro se establece en 3 500 UVT. Para 2020, esto corresponde a 125 
millones de pesos, o el equivalente a $35 000 dólares americanos. Los umbrales de 
registro del IVA para las pequeñas empresas varían mucho, según el país (por ejem-
plo, en la Unión Europea, va desde cero en España, hasta más de €80 000, en Fran-
cia). El umbral de registro de Colombia es comparable en valor al de Bélgica, Bulga-
ria o Hungría.

10  Los resultados del análisis no cambiarían si se calcula y separa la incidencia del IVA, 
a lo largo de todo el proceso de producción de los bienes vendidos en tiendas infor-
males (aquellos por debajo del umbral del IVA) y los vendidos en tiendas formales 
(por encima del umbral).

11  La simulación de la Figura 4.31 considera a las personas que contribuyen durante 26 
años al sistema público de pensiones. El cálculo se realiza para personas que co-
mienzan su vida laboral con un salario que es un múltiplo del salario mínimo. La lí-
nea azul considera a las personas cuyo salario permanecerá en la misma proporción 
inicial en relación con el salario mínimo, mientras que la línea naranja considera a 
las personas cuyo salario en relación con el salario mínimo se duplica (por ejemplo, 
de dos a cuatro veces el salario mínimo o de 32 a 64). El cálculo asume una tasa de 
inflación constante del 3 %, a lo largo del tiempo.

12  El gobierno le ha encargado a un comité (Comisión de Beneficios Tributarios) la revi-
sión de los beneficios fiscales en diferentes áreas y la propuesta de reformas. El objeti-
vo es aumentar los ingresos y mejorar la equidad del sistema. En el momento de escri-
bir este artículo, las recomendaciones de este comité aún no se habían publicado.
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C A P Í T U L O  5 .

Desigualdades  
territoriales en Colombia
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Las desigualdades territoriales en Colombia son elevadas, y es probable que aumenten 
aún más. Las disparidades existen en diferentes escalas espaciales– regional, urbano-ru-
ral, intraurbano–, y en varias dimensiones relacionadas con los problemas económicos y 
sociales y la accesibilidad. Este capítulo explora la multidimensionalidad de la desigualdad 
territorial, examinando diferentes dimensiones donde surge la desigualdad y utiliza diversas 
escalas espaciales a manera de lentes, a través de los cuales evaluarlas. Primero, las compa-
raciones entre países sugieren que las desigualdades regionales en Colombia son dos veces 
más altas que en otros países de la OCDE. En segundo lugar, una evaluación de las disparida-
des urbano–rurales sugiere que las mejoras en el desempeño fiscal y municipal del gobierno, 
así como en la infraestructura conectiva están asociadas con una menor pobreza multidimen-
sional y monetaria en los territorios urbano–rurales. En tercer lugar, un enfoque en las áreas 
urbanas indica que las desigualdades territoriales persisten incluso al interior de los límites 
de la ciudad. Los principales factores que contribuyen a la desigualdad intraurbana son, la 
vivienda (la mayor brecha) y la educación (los niveles más altos de privación), con muchos de 
los habitantes de las ciudades que permanecen alejados de los servicios básicos (para el 13 
% de las ciudades la clínica/hospital más cercano se encuentra a una distancia de más de 15 
kilómetros). Por último, este capítulo muestra que al mejorar la focalización de los subsidios 
a los servicios públicos es posible mejorar la eficiencia del gasto, lo que resulta clave en un 
entorno con recursos limitados. Una evaluación del sistema de estratificación actual utilizado 
para focalizar estos subsidios sugiere errores menores de exclusión, lo que indica que aquellas 
personas que pasan necesidades están recibiendo asistencia, pero los errores de inclusión de 
casi el 70 % sugieren que se están desperdiciando recursos.

Con el fin de reducir las desigualdades territoriales, se necesitan acciones en todas las es-
calas espaciales. 

• A corto plazo, el fortalecimiento de los gobiernos subnacionales puede ayudar a priorizar 
de manera efectiva los programas y las inversiones en vivienda y educación, que es don-
de persisten las disparidades más profundas. 

• El fortalecimiento de los programas nacionales sobre catastro multipropósito, la admi-
nistración tributaria y los instrumentos de captura de valor de la tierra pueden ayudar a 
mejorar la planificación territorial, a identificar las áreas menos favorecidas y canalizar 
mejor los recursos donde más se necesitan. 

• La mejora de la accesibilidad dentro de las ciudades y entre las zonas urbanas y rurales 
es fundamental, a fin de traer oportunidades a todos, por todo el territorio de Colombia. 

• El fortalecimiento de los mecanismos de focalización de los subsidios para los servicios 
públicos domiciliarios puede ayudar a liberar recursos que podrían canalizarse hacia otras 
prioridades. 
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La desigualdad territorial en Colombia es alta, lo que deja a segmentos de la población 
lejos de las oportunidades que son necesarias para prosperar. Las desigualdades regiona-
les en Colombia son más de dos veces más altas que aquellas de los países de la OCDE (ver 
Figura 5.1). La experiencia internacional sugiere que las desigualdades en los niveles de vida 
de un país pueden fomentar la inestabilidad política y aumentar el malestar social (Rodríguez 
– Pose, 2018). Pero, aunque los desequilibrios espaciales en el crecimiento económico son 
inevitables e incluso deseables para un buen desempeño económico, las disparidades en el 
acceso a las oportunidades y los niveles de vida no lo son (Banco Mundial, 2009). En Colom-
bia, las tasas de pobreza llegan al 59,3 % en el Chocó y al 50,7 % en el Cauca, y llegan a ser tan 
bajas como el 8 % en Santander y 7,3 % en Cundinamarca.1 En las zonas rurales, solo el 74 % 
de las personas tiene acceso a fuentes de agua mejoradas, en comparación con el 97 % en las 
zonas urbanas (PNUD, 2015b). A pesar de las reducciones generales en las tasas de analfabe-
tismo entre 2005 y 2015 (del 8 al 5 %), y la reducción a la mitad de la brecha regional, la tasa 
de analfabetismo es cinco veces mayor en el departamento de La Guajira que en Cundinamar-
ca (DANE, 2018c). Además, los departamentos rurales pobres suelen tener menos kilómetros 
de carreteras construidos que otras áreas (Gamarra-Vergarra, 2007), dificultando el acceso a 
mercados, instituciones y otros servicios, y aumentando los costos de transporte y logística, al 
igual que los precios de los productos. La construcción de vínculos entre territorios prósperos 
y vulnerables (en donde los territorios pueden ser regiones, áreas urbanas–rurales o bloques 
urbanos) y la garantía de que los beneficios de la actividad económica contribuyan a una bue-
na calidad de vida en todos los territorios puede ayudar a construir la cohesión social sin dejar 
ningún área rezagada. 

El desarrollo territorial bien planificado puede conducir a una menor pobreza y des-
igualdad a través de unos niveles de productividad más altos, más oportunidades de em-
pleo, mejores servicios de educación y salud y una mayor provisión de bienes públicos 
(ONU-Habitat, 2017). Una mejor planificación territorial puede ayudar a reducir de manera 
efectiva las brechas de financiamiento en donde quiera que las necesidades sean mayores. 
Como tal, la formulación de instrumentos de desarrollo territorial requiere una comprensión 
de la complejidad de los territorios y sus interacciones. Se necesitan mecanismos financieros 
claros y una buena planificación, a fin de garantizar una buena priorización y el uso eficiente 
de los recursos. Pero primero, es necesario contar con una buena comprensión de la comple-
jidad de los desafíos para priorizar mejor las intervenciones públicas. La Caja 5.1 explica el 
marco del Informe sobre el Desarrollo Mundial -WDR- 2009 del Banco Mundial, que se utilizará 
en este capítulo para priorizar las intervenciones, con el fin de promover el desarrollo territo-
rial y reducir la desigualdad espacial. 

Este capítulo analiza la desigualdad a través de diferentes escalas y dimensiones espa-
ciales. El mismo contribuye al marco conceptual general de este informe, al integrar el 
lente territorial en el análisis de la desigualdad, con un enfoque transversal y multidi-
mensional. La desigualdad territorial es multidimensional, y analizarla a través de diferentes 
escalas espaciales puede ayudar a identificar los problemas principales y a conocer en dónde 
son más profundos. Este capítulo se centra en la variación espacial de la desigualdad en tér-
minos de activos, la intensidad de uso de estos activos y sus rendimientos. Específicamente, 
con el fin de evaluar las desigualdades territoriales, este capítulo se centra en cuatro dimen-
siones socioeconómicas: calidad de la vivienda, demografía, educación y mercado laboral. El 
mismo aborda preguntas, tales como: ¿en dónde están las desigualdades más apremiantes 
en Colombia y sobre qué activos?, ¿cuáles son los retornos de esos activos cuando las áreas 
urbanas y rurales están conectadas?, ¿cómo pueden los mecanismos de precios, a través de 
una focalización eficiente de los subsidios, abordar la desigualdad intraurbana? 

El capítulo está organizado en tres secciones. La primera, proporciona diagnósticos que 
analizan la desigualdad en distintas escalas territoriales, desde las regionales hasta las in-
traurbanas. La segunda sección se centra en las opciones de política. Finalmente, concluye 
con un resumen de los mensajes clave y las recomendaciones para los pasos a seguir. 

5.1. 
Introducción

Fuente: Cálculos de los autores (proporción del PIB regional per cápita para las regiones 
más ricas y más pobres en 2018); para Colombia, DANE (2018c); para los demás, Estadísti-
cas Regionales de la OCDE. 
Nota: * No se incluyen todos los países de la OCDE, debido a la disponibilidad de los datos.

FIGURA 5.1. Desigualdad entre las regiones de Colombia, 
en comparación con otros países
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Caja 5.1 Marco para la priorización de las intervenciones públicas: instituciones que 
unifican, infraestructura que conecta e intervenciones con objetivo

La priorización de intervenciones públicas resultan necesarias, a fin de guiar a los res-
ponsables de la creación de políticas públicas a utilizar de manera eficaz los limitados 
recursos financieros. El Informe sobre el Desarrollo Mundial 2009 del Banco Mundial pro-
pone un marco para este efecto, que describe la necesidad de tres ies (3I’s), con el fin de 
alcanzar el desarrollo de los lugares/instituciones, infraestructura e intervenciones:

• Los territorios primero necesitan instituciones que nivelen el campo de juego, insti-
tuciones que garanticen el acceso a los servicios básicos para todos, en todas par-
tes y que preparen el escenario para que los agentes del mercado establezcan y 
promuevan la actividad económica y el empleo. Estas políticas son ciegas desde el 
punto de vista de la distribución espacial en un país, y las mismas deben apuntar a 
lograr una cobertura universal. Los ejemplos incluyen las regulaciones que afectan 
la tierra, el trabajo, el comercio internacional o los servicios sociales, tales como la 
salud, la educación, el agua y el saneamiento.

• A medida que el desarrollo avanza en un lugar y las instituciones se vuelven más 
fuertes, la infraestructura conectiva dentro de las ciudades y en las zonas y regiones 
urbanas y rurales se convierte en algo esencial. La infraestructura de transporte pue-
de permitir el acceso a empleos, servicios y oportunidades para todos los grupos de 
la población. Los ejemplos incluyen carreteras, ferrocarriles, aeropuertos, puertos 
y sistemas de comunicación que facilitan el movimiento de mercancías, personas e 
ideas en las diferentes ciudades y regiones.

• Para aquellos lugares en donde las instituciones y la infraestructura no son un pro-
blema urgente, es necesario tener en cuenta las intervenciones focalizadas con el fin 
de abordar desafíos en sectores o áreas específicas del territorio, tales como barrios 
marginales, o incentivos fiscales para un sector productivo (por ejemplo, las empre-
sas dedicadas a la manufactura).

En última instancia, los lugares necesitan instituciones que se unan, infraestructura que 
conecte, e intervenciones que focalicen para permitir el desarrollo territorial en todos 
los ámbitos. Por lo tanto, dependiendo del nivel de desarrollo del territorio, los diferen-
tes desafíos serán más urgentes y deberán usar diferentes conjuntos de instrumentos de 
política. El presente capítulo utiliza el marco de las “3Is” a fin de proponer recomenda-
ciones de políticas que sean hechas a la medida del contexto de cada territorio.

Fuente: Banco Mundial (2009).
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Fuente: Regiones que se consideran en el Plan Nacional de Desarrollo (2018–2022).

FIGURA 5.2. Regiones de Colombia utilizadas en este Capítulo
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Las desigualdades regionales en Colombia son grandes, incluso entre las zonas urbanas 
y rurales, y las mismas persisten también dentro de los límites urbanos. Una revisión ex-
haustiva de la literatura2 sugiere que las desigualdades regionales han sido bien documenta-
das en Colombia. La discusión sobre las desigualdades regionales en el presente diagnóstico 
distingue las ocho regiones utilizadas en el Plan Nacional de Desarrollo 2018–2022 (ver Figura 
5.2)3, en términos de las brechas interregionales y las dimensiones socioeconómicas de mayor 
vulnerabilidad. Similar a las tendencias globales,4 la población de Colombia se concentra en 
las ciudades (OCDE y CE, 2020). La misma cuenta con una tasa de urbanización cercana al 76 
%, con 34,1 millones de personas viviendo en áreas urbanas (DANE 2018a). Luego, este trabajo 
se enfoca en las desigualdades urbano–rurales e identifica la manera en la que las áreas urba-
nas, que en general cuentan con más y mejores servicios que las áreas rurales, pueden apoyar 
mejor a los territorios rurales circundantes en el camino hacia la reducción de la desigualdad. 
El diagnóstico cierra con una mirada más profunda a las ciudades, donde las desigualdades 
persisten e imitan las disparidades nacionales. El estudio de las disparidades espaciales dentro 
de las ciudades ha sido menor en Colombia, a pesar de la evidencia internacional que enfatiza 
la necesidad de construir una base de evidencia sobre las causas de la segregación espacial y 
el acceso desigual a las oportunidades a nivel intraurbano (OCDE, 2018a). Este capítulo cierra 
esta brecha, al identificar las dimensiones más urgentes que contribuyen a aumentar las dis-
paridades dentro de las ciudades de Colombia. El mismo evalúa además la metodología de la 
focalización del sistema de estratificación en Colombia, y propone incluir características so-
cioeconómicas en la metodología, a fin de aumentar la eficiencia en la asignación de recursos 
y contribuir a la reducción de la desigualdad intraurbana. 

5.2. 
Diagnóstico: desigualdades 
regionales e intraurbanas

Fuente: Regiones que se consideran en el Plan Nacional de Desarrollo (2018–2022).
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Colombia cuenta con diferentes tipos de territorios, cada uno con sus propios desafíos 
específicos y sus propias necesidades de desarrollo. Los desequilibrios territoriales han 
persistido debido a una profusión de motivos. Una topografía extremadamente accidentada, 
acentuada por las tres cadenas montañosas que atraviesan el país de norte a sur, aísla de 
forma natural determinadas zonas y perpetúa la persistente falta de conectividad entre las 
regiones. Además, la infraestructura de transporte -históricamente de baja calidad- ha dado 
como resultado la exclusión de áreas periféricas alrededor de ciudades como Bogotá (Her-
nández y Titheridge 2016; Hernández y Dávila 2016). Más aún, los eventos naturales pueden 
afectar a algunos territorios más que a otros. Por ejemplo, el 64,7 % de los 3,2 millones de 
personas afectadas por el fenómeno de La Niña 2010-2011 (que aumentó las precipitaciones) 
estaba ubicado en áreas rurales, con un 2,5 veces más casas destruidas en áreas rurales que 
en áreas urbanas.5 Además, Colombia se encuentra entre los cinco países más desiguales del 
mundo en términos de concentración de tierras (ver recuadro 5.2) (Cuesta y Pico, 2020b), con 
el 81 % de la tierra privada concentrada en solo el 1 % de las fincas (Guereña 2017). La falta 
de información, al igual que unas limitadas capacidades institucionales, contribuyen a perpe-
tuar la desigualdad en el acceso a la tierra, y agravan la inseguridad en la tenencia de la tierra 
para los más vulnerables. El 28 % del país no tiene registros catastrales y, cuando existen, es 
probable que estén desactualizados.6 Además, un largo período de conflicto armado ha des-
truido el capital físico, humano y social, especialmente en las zonas rurales (ver Recuadro 5.2) 
(Sánchez-Cuervo y Aide, 2013). 

Desigualdad regional: alta y persistente  
en las diferentes escalas y dimensiones

El desarrollo territorial ha sido un objetivo político explícito, a lo largo del tiempo. Uno de 
los cambios más importantes en la Constitución colombiana de 1991 fue la descentralización 
fiscal y administrativa. El objetivo era reducir las disparidades regionales, otorgando más auto-
nomía de gasto a los gobiernos subnacionales. Desde entonces, el gobierno ha implementado 
varios programas destinados a reducir las brechas territoriales en el país.10 Más recientemente, 
el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 formuló un capítulo sobre el Pacto por la descentra-
lización: conectar territorios, gobiernos y poblaciones, con la visión clara de tener “regiones 
empoderadas y zonas rurales conectadas para un desarrollo con equidad territorial”.

El gobierno colombiano ha emprendido una ambiciosa agenda de desarrollo territorial 
que ha dado lugar a importantes avances. A través de los esfuerzos de la Misión del Sistema 
de Ciudades,11 la Misión para la Transformación del Campo,12 y más recientemente, la Misión de 
Crecimiento Verde13 y la Misión de Descentralización,14 se han llevado a cabo revisiones exhaus-
tivas de las tendencias recientes y las limitaciones clave en las zonas urbanas y rurales. Estos 
ejercicios enfatizan la importancia de ir más allá de la clasificación tradicional rural–urbana 
que se usa típicamente en los instrumentos de planificación hacia una que reconozca la di-
versidad de los lugares, con el objetivo final de cerrar las brechas en los niveles de vida entre 
las regiones. Estos esfuerzos por adoptar un enfoque territorial han dado lugar a importantes 
avances, como la puesta en marcha de los planes de ordenamiento territorial (POT) modernos, 
apoyo a un catastro multipropósito, instrumentos para el diseño de programas de desarrollo 
con enfoque territorial15 (PDET), y un esfuerzo más reciente para hacer avanzar la agenda de la 
descentralización.

Además, en respuesta a la pandemia por el COVID-19, el gobierno instituyó un paquete 
de medidas integrales de respuesta de emergencia para salvar vidas, proteger a los más 
pobres y vulnerables y sostener a las empresas. Los componentes clave del programa de 
respuesta incluyen garantizar el acceso a los servicios de infraestructura para los más pobres y 
vulnerables, a través de aplazamientos de tarifas de agua y electricidad específicos y tempora-
les, la reconexión obligatoria de hogares previamente desconectados a los servicios de agua y 
electricidad y la suspensión temporal de los peajes en las carreteras interurbanas, con el fin de 
facilitar el suministro de bienes críticos. El 21 de marzo de 2020, el gobierno creó el Fondo de 
Mitigación de Emergencia (FOME) con el fin de financiar los gastos adicionales asociados con 
la respuesta ante las emergencias. El tamaño del FOME, COP 21,4 billones, representa aproxi-
madamente el 2 % del PIB.

Colombia está bien posicionada para reducir la desigualdad territorial, mediante una 
mejor focalización de las inversiones para superar sus brechas en el desarrollo de la in-
fraestructura. A pesar de los recientes avances, la brecha para el financiamiento de la in-
fraestructura en Colombia sigue siendo grande. El G20 Investment Hub estima un déficit de 
financiación de US$ 339 000 millones hasta 2037, que incluye las necesidades de financiación 
en infraestructura de transporte, energía, agua y telecomunicaciones. Esta cantidad represen-
ta de un 3 a un 4 % adicional del gasto del PIB en infraestructura anual, en relación con los nive-
les actuales.16 Y aunque las brechas de infraestructura y financiamiento a menudo se evalúan 
a nivel nacional, sus implicaciones son locales, con amplias variaciones en la infraestructura 
existente y las necesidades en todo el territorio nacional. Antes de la crisis por el COVID-19, Co-
lombia ocupaba el puesto 108 entre 144 países, en términos de calidad de infraestructura,17 y 
las necesidades generales de inversión en infraestructura se calcularon en US$ 85 000 mil mi-
llones,18 sustancialmente más altos que los niveles históricos de gasto en infraestructura. Con 
el fin de abordar estos desafíos, el país implementó un sólido marco regulatorio de alianza 
público-privada (APP) respaldado por un sólido sistema de gestión de pasivos contingentes, 
que ayudó a construir un buen historial de atracción de la inversión privada. 

A pesar de estos esfuerzos, las desigualdades regionales persisten en Colombia. La región 
más vulnerable de Colombia en términos de condiciones socioeconómicas es la Amazo-
nía, que es casi dos veces más vulnerable que la región central. A fin de medir la vulnera-
bilidad, esta sección utiliza cuatro dimensiones socioeconómicas (demografía, vivienda de 
calidad, educación y trabajo),19 utilizando datos del Censo de Población Colombiana 2018 
(DANE, 2018a). Después de Amazonía, las regiones más vulnerables son la región Caribe y la 
región del Seaflower (ver Figura 5.3b). La Amazonía es más vulnerable en estas cinco variables, 
en el siguiente orden: sin conexión a internet, cabeza de hogar sin educación, sin educación 
terciaria, sin gas natural y dependencia demográfica.20 La región Central, seguida por el Eje 
Cafetero, Antioquia y los Santanderes, es la región menos vulnerable de Colombia y también 
la de mayor concentración de población (ver Figura 5.3a). Sin embargo, es interesante ver que, 
a excepción de la disponibilidad de gas natural para uso doméstico, ambas regiones (Amazo-
nía y región central) comparten las mismas vulnerabilidades principales, aunque en diferente 
orden y en diferentes niveles. Las cinco principales vulnerabilidades para la región central se 
encuentran en los altos niveles de un jefe de hogar sin educación, la falta de educación ter-
ciaria, la alta dependencia demográfica, la falta de acceso a internet y -con empate- una alta 
dependencia económica y un alto número de mujeres cabeza de familia.

Fuente: DANE (2018a). 
Nota: Las variables socioeconómicas están estandarizadas con el fin de garantizar que las observaciones tomen valores que oscilen entre 0 y 1, y que todas las variables seleccionadas 
se muevan en la misma dirección, donde 0 es "sin vulnerabilidad" y 1 es "vulnerabilidad total". El mapa de la derecha muestra el promedio de todas las variables socioeconómicas que 
se tuvieron en cuenta en el análisis por región.

FIGURA 5.3. Extremos en la vulnerabilidad socioeconómica

a. Población regional (2018) b. Vulnerabilidad regional (2018)
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FIGURA 5.4. Necesidades básicas insatisfechas de las 
poblaciones indígenas y afrodescendientes

Fuente: DANE (2005 y 2018a). 
Nota: El tamaño del círculo muestra la proporción de las poblaciones indígenas y afrode-
scendientes, respectivamente, en cada municipio de Colombia; en donde los círculos en 
gris son los que tienen un porcentaje superior al 0 % pero inferior al 0,01 %, los círculos en 
naranja representan a aquellos con un porcentaje superior al 0,01 % e inferior al 1 %, y los 
círculos en rojo representan a aquellas ciudades con un porcentaje superior al 1 %. Las 
ciudades con 0 % no están en el gráfico.

b. Población afrodescendiente
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a. Población indígena

Caja 5.3. La exclusión de los afrocolombianos

Cerca de 5 millones de colombianos se identifican como afrodescendientes, poco más del 10 % de la población na-
cional. Los afrocolombianos son un grupo diverso, compuesto por personas que se identifican como negras, mulatas y 
afrodescendientes, así como raizal de San Andrés y Providencia y palenquero de San Basilio (dos etnias que tienen una 
identidad cultural y lingüística distinta). Al igual que en el resto de la región de ALC, los afrocolombianos enfrentan des-
ventajas acumuladas, oportunidades desiguales y falta de respeto y reconocimiento. A pesar de que viven predominan-
temente en áreas urbanas (72 %), donde disfrutan de un mejor acceso a los servicios, tienen el doble de probabilidad de 
vivir en barrios marginales en comparación con los no afrodescendientes. Ellos se encuentran subrepresentados en los 
puestos de toma de decisiones (tanto en el sector público como en el privado) y se ven afectados de manera despropor-
cionada por la pobreza, lo que le da un rostro étnico–racial a la exclusión en Colombia.

Con base en un informe reciente del Banco Mundial, alrededor del 41 % de los afrodescendientes eran pobres en 
2015, en comparación con el 27 % de los no afrodescendientes.25 Los hogares encabezados por afrodescendientes 
tenían un 6,2 % más de probabilidad de ser pobres (manteniendo todo lo demás constante) y un 13 % más de probabi-
lidad de encontrarse ubicados en áreas rurales, tales como la costa del Pacífico (Friere et al. 2018, 76–77). Estas tasas de 
pobreza se pueden atribuir, en parte, a la forma en que los afrocolombianos se integran al mercado laboral. De hecho, 
en 2018, los afrodescendientes tenían niveles más altos de desempleo (14,3 %) que los no afrodescendientes (10,1 %), y 
tenían un poco más de probabilidad de tener trabajos informales que a menudo carecían de beneficios legales, como la 
seguridad social (DANE, 2018a). Los afrodescendientes también experimentan sesgos de discriminación en la búsqueda 
de trabajo, segregación ocupacional en sus lugares de trabajo y techos de cristal de ingresos (lo que limita sus posibili-
dades de movilidad social). De hecho, al comparar trabajadores con el mismo nivel de educación, edad, género, estado 
civil, experiencia, sector laboral y características del hogar, pero de diferente origen étnico-racial, los afrocolombianos 
tendían a ganar un 5 % menos que sus pares en 2015.26 

Los afrodescendientes en Colombia tienen menos probabilidades de finalizar los niveles educativos y experimen-
tan discriminación racial en las escuelas. Al comparar hogares en condiciones socioeconómicas similares para el 2015, 
los niños afrocolombianos tienen un 2,6 % menos de probabilidad de finalizar la educación primaria, y un 3,5 % menos 
de probabilidad de finalizar la educación secundaria.27 Además, en 2018, la finalización de la educación terciaria fue me-
nor para los afrodescendientes (21,3 frente al 27,8 %) (DANE, 2018a). Sin embargo, existen otras formas de exclusión más 
sutiles que limitan la calidad educativa y el potencial de la educación para sacar a los afrocolombianos de la pobreza. Los 
niños afrodescendientes tienen una mayor probabilidad de estar por debajo del grado apropiado para su edad, y enfren-
tan una mayor probabilidad de abandonar la escuela. Los contextos escolares en Colombia también son vulnerables a la 
discriminación racial, incluidas las declaraciones basadas en prejuicios que se encuentran en los materiales didácticos 
o en las interacciones inapropiadas dentro del aula de clases.  

En las últimas tres décadas, Colombia ha dado pasos importantes para reconocer a los afrodescendientes, median-
te la inclusión de variables étnico-raciales en los registros estadísticos oficiales y en reformas legislativas, y la creación 
de espacios institucionales para la formulación de políticas de igualdad étnico-racial. La Ley 70 de 1993, por ejemplo, 
protege los derechos de las comunidades negras rurales de la costa del Pacífico, incluyendo el derecho a poseer su terri-
torio colectivo, mantener las economías tradicionales de base rural y desarrollarse de manera adecuada a su identidad 
cultural y sus prácticas sociales. La Ley ordena, además, la inclusión de la historia y la cultura afrocolombiana en los pla-
nes de estudio de las escuelas públicas, y reserva dos curules para los representantes afrocolombianos en el Congreso 
Nacional. Sin embargo, este marco legal y de políticas ha sido menos efectivo para abordar la ausencia crónica de opor-
tunidades y servicios que afecta a las comunidades rurales afrodescendientes, así como sus altos niveles de pobreza y 
vulnerabilidad. También se ha tenido menos éxito en satisfacer las necesidades de los afrodescendientes urbanos, que 
exigen políticas de igualdad racial que aborden temas importantes, como la discriminación en el empleo, las disparida-
des de ingresos y la exposición al crimen y a la violencia. Sin embargo, cerrar las brechas socioeconómicas que afectan a 
los afrodescendientes será fundamental para cumplir con los objetivos de inclusión territorial de Colombia.

Fuente: Freire et al. (2018).

La vulnerabilidad es una característica socioeconómica que no ocurre por sí sola, ya que 
las mismas regiones tienden a ser vulnerables y a estar lejos de las oportunidades en 
múltiples dimensiones. La calidad de la vivienda, medida por la conexión a los servicios y el 
hacinamiento, representa la mayor brecha entre las regiones. El no contar con gas natural, ni 
alcantarillado, ni agua corriente son las tres características socioeconómicas en las que más 
se diferencian las regiones (ver Figura 5.5a). A pesar de que el promedio nacional de perso-
nas sin gas natural se redujo a la mitad entre 2005 y 2018, al menos cuatro de cada cinco no 
tenían acceso a este servicio en las regiones de Seaflower y la Amazonía. En el caso del agua 
corriente y alcantarillado, hubo un leve aumento en la cobertura en todo el país entre 2005 y 
2018, aunque esta mejora amplió la brecha regional. Para las tres variables, Seaflower mues-
tra los niveles más altos de vulnerabilidad en todas las regiones y la región central los niveles 
más bajos. La provisión de viviendas resilientes, seguras y asequibles ha sido una prioridad de 
larga data en Colombia, ya que es fundamental para mejorar los niveles de vida, reducir la vul-
nerabilidad y aumentar la equidad al tiempo que mitiga los riesgos de desastres. 28 Se estima 
que 5,1 millones de hogares sufren de un déficit habitacional cuantitativo (aproximadamente 
1,53 millones de hogares carecen de acceso a una unidad de vivienda) o uno cualitativo (apro-
ximadamente 3,57 millones de hogares viven en unidades de vivienda deficientes).29 Desde el 
2005, Colombia ha avanzado en reducir casi a la mitad el déficit cuantitativo, pero el déficit 
cualitativo no ha disminuido y aproximadamente el 23 % de todos los hogares colombianos 
todavía viven en viviendas superpobladas y deficientes.

Al considerar los niveles de vulnerabilidad en las regiones, las tres características socioe-
conómicas con mayor vulnerabilidad son el jefe de hogar sin educación, ninguna educación 
terciaria y sin internet (ver Gráfico 5.5b). A pesar de una mejora nacional en los jefes de hogar 
sin educación y ninguna educación terciaria entre 2005 y 2018, la brecha regional aumentó 
para los jefes de hogar sin educación y, aun así, siete de cada 10 personas en Colombia no 
tienen ningún tipo de educación terciaria.30 Nuevamente, la región de la Amazonía es la más 
vulnerable en estas tres variables, siendo la región central la que experimenta la menor vulne-
rabilidad. Esto muestra claramente en qué lugares puede el gobierno brindar el mayor apoyo 
al intentar reducir la desigualdad regional y la vulnerabilidad en todas las regiones. 

Fuente: DANE (2018a).

FIGURA 5.5. Vulnerabilidad en todas las dimensiones

a. Las tres características socioeconómicas con mayor brecha entre regiones

b. Las tres características socioeconómicas con los niveles más altos de vulnerabilidad en todas las regiones
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Caja 5.2. El impacto del conflicto armado en  
las desigualdades territoriales en Colombia

La desigualdad territorial en Colombia está estrechamente ligada a la dinámica del conflicto armado que tuvo 
lugar a lo largo de más de seis décadas. Históricamente, la desigualdad se ha visto acentuada en aquellos territorios 
más afectados por el conflicto, los cuales experimentan un acceso desigual a los factores productivos, en particular a 
la tierra (Gáfaro, Ibáñez y Zarruk, 2012). Estas áreas predominantemente rurales y periféricas han tenido una presencia 
gubernamental débil, caracterizada por altos niveles de informalidad en la propiedad inmueble e información catastral 
desactualizada, lo que limita la salvaguarda de los derechos de propiedad de la tierra y facilita su apropiación violenta 
ilegal. Esta dinámica se ha visto impulsada aún más por el aumento de actividades económicas ilegales que buscaban 
el control de territorios para la producción y el tráfico de bienes. Estas características han facilitado la persistencia de 
un círculo vicioso en el que existen disputas por el control territorial, seguido de altas tasas de desplazamiento forzado, 
abandono o despojo de bienes muebles o inmuebles, y la consiguiente pérdida de acceso al capital económico y social 
productivo, por parte de la población rural. Así es como décadas de desplazamiento forzado y despojo de tierras en las 
zonas rurales han incrementado la concentración de factores productivos, intensificando la exclusión social, económica 
y política de las poblaciones más pobres (ver Figura, abajo). 

El ciclo de desigualdad, violencia, desplazamiento y 
despojo de tierras ha transformado radicalmente la 
demografía, la economía y las condiciones de vida del 
país. El aumento del conflicto armado que comenzó a 
mediados de la década de los noventa incrementó rápi-
damente el desplazamiento de la población a las zonas 
urbanas, lo que finalmente provocó más de 6 millones 
de desplazados internos, el segundo mayor número de 
personas desplazadas en el mundo, después de Siria. Al 
mismo tiempo, el campo colombiano experimentó un 
éxodo masivo lo que provocó un grave descenso de su 
productividad, y aceleró el debilitamiento institucional. 
El desplazamiento forzado ha causado disminuciones 
sustanciales en el bienestar de los hogares, debido a la 
pérdida de activos, destrucción de las redes sociales y pre-
carias condiciones económicas en el municipio receptor. 
El desplazamiento también ha impactado la pobreza y la 
desigualdad en las áreas urbanas, creando más desafíos 
para las ciudades (Gáfaro, Ibáñez y Zarruk 2012). 

El desplazamiento forzado y el conflicto armado han creado un círculo vicioso de desigualdad en los territorios 
rurales, especialmente para aquellos que son aún más rurales, aquellos que se encuentran más alejados de las 
oportunidades. Para la mayoría de la población rural de Colombia, la tierra es el único factor productivo al que podrán 
tener acceso. Por lo tanto, el desplazamiento forzado y el conflicto interno han reforzado la vulnerabilidad de los afec-
tados, prolongando así la incidencia de la desigualdad (Ibáñez y Querubín, 2004). En las zonas rurales, cuando la gente 
carece de tierra como dotación inicial, se vuelve más difícil para ellos acceder a las mismas oportunidades económicas 
y servicios públicos de buena calidad, que para alguien con tierra. Esto limita sus posibles fuentes de ingresos, hacién-
dolos menos propensos a escapar de sus condiciones de vulnerabilidad, particularmente en aquellos territorios más 
rurales (Ibáñez y Querubín, 2004). Al integrar la desigualdad en los indicadores de desarrollo humano, el bienestar de la 
población es menor. 7 

Además, la débil tenencia de la tierra en Colombia ha ampliado la brecha entre las áreas rurales y urbanas. Los 
patrones de uso ineficiente de la tierra, las altas concentraciones de propiedad y la informalidad en el trabajo que carac-
terizan la tenencia de la tierra en Colombia incrementan las desigualdades urbano–rurales. El aumento de la violencia y 
las actividades económicas ilícitas, que inició la libre competencia por las tierras abandonadas o despojadas, hizo más 
difícil el regreso a sus hogares para los miles8 de personas víctimas del desplazamiento forzado. La alta informalidad 
rural en la tenencia de la tierra y las demoras en la actualización catastral también dificultaron la identificación y salva-
guarda de los derechos a la propiedad. Como resultado, los intereses económicos en las tierras abandonadas aumenta-
ron, expandiendo progresivamente la concentración de tierras productivas en manos de unas pocas personas. La tierra 
dedicada a la agricultura continúa expandiéndose de manera desordenada, debido a la creciente demanda de minería 
legal e ilegal, economías ilícitas, deforestación o grandes extensiones para la agroindustria.9 La estructura de tenencia ha 
generado conflictos en el uso de la tierra, bajos impuestos y el uso desigual de los incentivos que han sido diseñados para 
impulsar el sector. Los pequeños y medianos productores rurales no pueden desarrollar economías de escala, mientras 
que los grandes terratenientes mantienen la tierra improductiva para capturar un mayor valor de su futura venta o para 
actividades ilegales.

En Colombia, una política pública exitosa debe tener en cuenta el conflicto armado, la población desplazada y las 
economías ilegales. Los gobiernos locales deben fortalecerse, a fin de abordar sus desafíos multidimensionales. El 
territorio nacional es heterogéneo, con una compleja coordinación interinstitucional y un diálogo intersectorial, lo que 
se traduce en una asignación desafiante de recursos y procesos de implementación que pueden obstaculizar el éxito de 
los programas de desarrollo con enfoque territorial (PDET). La focalización de los recursos públicos está fuertemente 
centralizada y se ve impulsada principalmente por entidades nacionales. La información obsoleta y las débiles capa-
cidades locales dificultan la planificación de los territorios rurales, lo que genera un mal uso de los recursos. Los PDET 
buscan abordar estos desafíos al mismo tiempo que permiten una mejor asignación del gasto.

Fuente: Para desplazamiento forzado, Unidad de Víctimas https://www.unidadvictimas.gov-
.co/es/transparencia-y-acceso-la-informacion-publica/publicacion-de-datos-abiertos/161; para 
Gini de tierras, Instituto Geográfico Agustín Codazzi - Atlas de Distribución de la Propiedad 
2012, considerando diferentes autores para los años 1989, 1997 y 2002.

Víctimas de desplazamiento forzado y Gini de tierras para Colombia
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Adicionalmente, la Amazonía es la región con mayor proporción de indígenas, uno de los 
grupos poblacionales de mayor vulnerabilidad en Colombia. También es la región con ma-
yor diversidad étnica y lingüística del país. Aunque el Caribe y el Pacífico tienen las proporcio-
nes más altas de población indígena en todo el país, con un 43 y un 32 %, respectivamente, la 
Amazonía tiene una proporción más alta como proporción de su población total, con un 20 % 
de su población que se identifica como indígena. En Colombia, al igual que en muchos países 
de América Latina y el Caribe (ALC), las poblaciones indígenas experimentan en general nive-
les más altos de pobreza, segregación y vulnerabilidad.21 Se puede observar que aquellos mu-
nicipios que tienen el mayor número de indígenas también experimentan niveles más altos de 
necesidades básicas insatisfechas (Figura 5.4a). Además de la baja cobertura de los servicios 
básicos, los pueblos indígenas de la Amazonía se han visto atrapados en el fuego cruzado del 
conflicto armado, lo que ha dado como resultado violencia física, desplazamiento forzado y 
una creciente usurpación de sus tierras, que resultan ser vitales para su bienestar económico, 
bienestar y la supervivencia cultural. Y aunque la Amazonía tiene más de 120 resguardos22 in-
dígenas, estos territorios continúan viéndose afectados por la deforestación, la expansión de 
cultivos ilícitos, la minería ilegal, la extracción de petróleo, la ganadería y la construcción no 
planificada de carreteras. Todos estos factores afectan de manera negativa la biodiversidad, 
obstaculizan las economías de subsistencia locales y restringen el derecho de los pueblos in-
dígenas a administrar sus recursos y el medio ambiente en sus propios términos, como lo 
afirman los marcos de derechos legales nacionales e internacionales.  

La región Pacífico, por su parte, es la región donde vive la mitad de los afrodescendientes 
de Colombia, lo que representa el 22 % de su población. Las principales vulnerabilidades en 
la región del Pacífico involucran la educación, con tres de las cinco características socioeconó-
micas más vulnerables relacionadas con las deficiencias educativas. Una cabeza de hogar sin 
educación, sin educación terciaria, sin internet, con dependencia demográfica y sin escuela 
secundaria23 son las cinco características socioeconómicas más vulnerables de esa región, en 
ese orden. Esta vulnerabilidad tiene fuertes raíces históricas. El departamento del Chocó, el 
cual se extiende desde la costa del Pacífico hasta la Costa Atlántica, en la frontera con Panamá, 
fue poblado por esclavos de África occidental en los siglos XVI y XVII, tras el descubrimiento de 
yacimientos de oro. Después de la abolición de la esclavitud, y con la desaparición de la fiebre 
del oro a mediados del siglo XIX, el Chocó se quedó atrás en muchos de los indicadores socioe-
conómicos. Hoy, más del 80 % de la población urbana del Chocó vive en la pobreza. Solo el 22 
% de los hogares rurales afrodescendientes tiene acceso al agua, y solo el 45 % tiene electrici-
dad (en contraste con el promedio nacional de 85 y 95 %, respectivamente).24 El analfabetismo 
es tres veces mayor que el promedio nacional y la región carece de infraestructura, transporte 
y servicios básicos adecuados. El Chocó también se ha visto abrumadoramente afectado por 
el conflicto armado, que ha provocado desplazamientos masivos, trabajos forzados en minas 
y plantaciones de coca y otras violaciones de los derechos humanos (Friere et al. 2018, 62).

Los afrodescendientes en Colombia se concentran principalmente en áreas urbanas y, al 
igual que en los municipios con mayor proporción de población indígena, las necesidades 
básicas insatisfechas han disminuido menos entre 2005 y 2018, en las ciudades con ma-
yor proporción de este grupo (ver Figura 5.4b). Es probable que los promedios nacionales no 
alcancen a reflejar la situación de regiones rezagadas como el Pacífico, ni capturen otras for-
mas de exclusión que experimentan los afrodescendientes dentro de las áreas urbanas, como 
la exposición al crimen y la violencia, la discriminación en el mercado laboral o la tendencia a 
residir en barrios marginales. También hay diferencias notables en la calidad de los servicios 
que se reciben y que los promedios no tienen en cuenta. En los barrios marginales, por ejem-
plo, los hogares afrodescendientes tienden a tener acceso solo a servicios esporádicos y de 
baja calidad, los que incluyen educación más deficiente y transporte inadecuado o espacios 
públicos afectados por la contaminación ambiental, entre otros (ver Recuadro 5.3).
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Cuando las ciudades se encuentran bien conectadas con las áreas circundantes, las mis-
mas pueden ayudar a formar y ser parte de territorios fuertemente vinculados con inte-
racciones ambientales, sociales y económicas que son mutuamente beneficiosas tanto 
para las áreas urbanas como para las áreas rurales. Los vínculos urbano-rurales son aque-
llas interacciones entre áreas urbanas y rurales que van más allá de los límites administrativos, 
dentro de un continuo rural-urbano.31 Los miembros de la OCDE, incluyendo a Colombia, han 
internalizado la noción de territorios funcionales, en donde los núcleos urbanos interactúan 
con diferentes niveles de ruralidad a través de diferentes canales (OCDE y CE, 2020; RIMISP, 
BID y PNUD, 2015). La literatura propone varios canales, algunos más importantes que otros, 
a través de los cuales las ciudades pueden incidir en el desarrollo territorial.32 Por ejemplo, 
las buenas conexiones físicas (o la falta de barreras naturales) entre las áreas urbanas y las 
áreas rurales pueden permitir actividades productivas y acceso a bienes y servicios, al igual 
que la interacción social. El desarrollo de carreteras y redes viales y la accesibilidad que brin-
dan las condiciones geográficas naturales representan un enorme potencial para el desarrollo 
territorial (CEPAL, 2020). Las redes de transporte también pueden garantizar la integridad de 
los territorios, permitiendo la provisión de ayuda humanitaria en casos de emergencia, tales 
como durante la pandemia por el COVID-19. En ocasiones, los territorios rurales pueden estar 
físicamente aislados por un acceso deficiente a vías o por accidentadas barreras naturales, 
lo que explica en algunos casos sus niveles de pobreza (CEPAL, 2020). Además, la interacción 
entre áreas urbanas y rurales requiere capacidades institucionales y arreglos de gobierno ade-
cuados (ONU-Hábitat, 2017). Cuando las ciudades se fortalecen con capacidades locales só-
lidas, mecanismos financieros claros y cohesión social, pueden planificar y asignar mejor los 
recursos tendientes a fomentar el desarrollo territorial. 

Las ciudades pueden desempeñar un papel importante en la vinculación del interior rural 
con mejores servicios, mercados más grandes y oportunidades económicas, y una defini-
ción funcional de territorios que esté basada en los flujos de transporte puede contribuir 
a comprender mejor estas interacciones. Los vínculos urbano-rurales se están convirtiendo 
en un foco de interés entre los formuladores de políticas y los investigadores (Tacoli, 1998; 
ONU-Habitat, 2017). Carriazo Osorio, Lozano Gracia y Tello Medina (próximamente) utilizan 
patrones de desplazamiento en Colombia para definir territorios funcionales alrededor de 
áreas urbanas que sean consistentes con una caracterización de los mercados laborales.33 Es-
tos territorios funcionales agregan patrones de desplazamiento municipal, utilizando datos 
del censo de 2005, y definiendo así los territorios como un espacio geográfico, político y social 
entre los niveles municipal y departamental.34 El análisis del gradiente urbano–rural a partir 
de las características funcionales de los territorios puede ayudar a comprender la dinámica 
del desarrollo territorial (ver Figura 5.6).

Aprovechar el potencial de las ciudades  
para reducir la pobreza rural

Fuente: Berdegué et al. (2015).

FIGURA 5.6. Territorios funcionales en Colombia

Con el fin de orientar las políticas públicas y las inversiones, y permitir que las ciudades 
extiendan mejor los beneficios del éxito económico concentrado dentro de sus límites, 
es importante identificar los mecanismos mediante los cuales las ciudades influyen en 
sus territorios, es decir, fortalecer los vínculos entre las áreas urbanas y rurales. En otras 
palabras, ¿cuáles son algunos de los mecanismos de vinculación urbano-rural a través de los 
cuales los centros urbanos pueden contribuir en el mejoramiento del bienestar de los territo-
rios circundantes en Colombia (medidos por la dinámica de pobreza, desigualdad e ingresos)? 
Cuando se aplican las políticas adecuadas para fomentar vínculos sólidos entre las zonas ur-
banas y rurales, el éxito económico de las ciudades puede aprovecharse aún más, a fin de 
reducir la pobreza en las zonas rurales vecinas y reducir la desigualdad.  

En Colombia, las estimaciones sugieren que los vínculos (o canales) urbano–rurales son 
fuertes en territorios funcionales.38 Al analizar la correlación entre estos canales y los núcleos 
urbanos de los territorios, se encontró que todos los canales analizados tienen una relación 
positiva y significativa con el núcleo de mayor tamaño de más de 370 000 habitantes. En otras 
palabras, a lo largo del gradiente rural–urbano, las regiones metropolitanas en general pre-
sentan mayores niveles de desempeño municipal y fiscal, mayor índice de ciudades modernas 
e importantes niveles de accesibilidad medidos por la densidad de carreteras. La variable de 
heterogeneidad del terreno sugiere que los núcleos territoriales más grandes están ubicados 
en áreas geográficas montañosas y muy heterogéneas.

Las ciudades con instituciones gubernamentales locales más desarrolladas, un mayor 
desempeño fiscal y administrativo y una conectividad más estrecha pueden fomentar 
el desarrollo territorial en su interior rural. Las ciudades de tamaño intermedio y de un 
tamaño mayor juegan un papel crucial en el desarrollo territorial a través de un mejor desem-
peño institucional y fiscal. Estos resultados resaltan la importancia de que los municipios y 
territorios fortalezcan sus propias capacidades económicas, institucionales y fiscales, ya que 
estas mejoras reducen la pobreza tanto monetaria como multidimensional, en sus áreas fun-
cionales: un aumento de una Medición de Desempeño Municipal (MDM) reduce el cambio de 
pobreza monetaria en 0,002 puntos porcentuales y el cambio de pobreza multidimensional 
en 0,003 puntos porcentuales. El Índice de Ciudades Modernas (ICM), reduce la pobreza mo-
netaria y multidimensional también, lo que significa que un aumento de una unidad de ICM 
reduce el cambio de pobreza monetaria en 0,008 de un punto porcentual y el cambio de po-
breza multidimensional en 0,004 puntos porcentuales, y un aumento de una unidad del índice 
de desempeño fiscal disminuye el cambio de la pobreza multidimensional en 0,002 puntos 
porcentuales. Si se llegara a fortalecer la capacidad gubernamental, los efectos de la políti-
ca pública en el desarrollo territorial inclusivo serían mucho mayores. Las ciudades también 
pueden proporcionar servicios importantes (según lo capturado por el ICM) que pueden ayu-
dar a configurar dinámicas de desarrollo territorial favorables.

Además, una buena conectividad en los territorios tiene un efecto favorable en la reduc-
ción de la pobreza tanto monetaria como multidimensional. Los resultados aquí obtenidos 
sugieren que la conectividad y las inversiones públicas en redes viales tienen un fuerte impacto 
en la reducción de la pobreza. No obstante, estos impactos pueden ser contrarrestados por los 
desafíos que la heterogeneidad del terreno puede imponer a la dinámica del desarrollo terri-
torial, como sugiere la estimación de parámetros para el índice de desigualdad territorial.39 El 
índice de densidad vial genera un efecto fuerte y negativo sobre el cambio de la pobreza mone-
taria y multidimensional. El aumento de una unidad de esta variable conduce a una reducción 
en el crecimiento de la pobreza monetaria de 6,1 puntos porcentuales; y en el crecimiento de la 
medida de pobreza multidimensional, en 5,9 puntos porcentuales. Por el contrario, y como se 
esperaba, el índice de rugosidad tiene un efecto positivo en el cambio de la pobreza monetaria 
y multidimensional: el aumento de una unidad de esta variable se asocia con un aumento de la 
variación de la pobreza monetaria en 0,025 puntos porcentuales y en el cambio de la medida 
de pobreza multidimensional en 0,016 puntos porcentuales. Estos resultados pueden indicar el 
efecto de la falta de accesibilidad en terrenos muy heterogéneos y montañosos.

En Colombia, el análisis sugiere que las ciudades sí ayudan a reducir la pobreza multi-
dimensional en sus territorios funcionales, y este efecto aumenta con el tamaño de la 
ciudad. Al analizar los cambios en la pobreza, la desigualdad y los ingresos (gastos) en los 
territorios funcionales antes mencionados entre 2005 y 2018, este trabajo encuentra que las 
ciudades están reduciendo la pobreza multidimensional en sus territorios de influencia (vea 
el Anexo 4, para más información sobre este tema). Este trabajo muestra que el aumento de la 
pobreza multidimensional disminuye, a medida que el tamaño del núcleo urbano del territo-
rio funcional es mayor. En un territorio con un núcleo de 10 000 a 50 000 habitantes, el cambio 
de pobreza multidimensional entre 2005 y 2018 disminuye en 0,019 puntos porcentuales, y en 
el caso de aquellos territorios con un núcleo más grande, un aumento en una unidad de esta 
variable disminuye la variación del cambio de la medida de la pobreza multidimensional, en 
0,04 puntos porcentuales. Estos resultados sugieren que los centros urbanos juegan un papel 
crucial en la reducción de la pobreza cuando la pobreza se mide en términos de dimensiones 
tales como vivienda, educación, salud u otros indicadores de calidad de vida.

Sin embargo, entre 2005 y 2018, las ciudades de Colombia no sustentaron una reducción 
de la pobreza monetaria. Las ciudades colombianas sí ayudan a reducir la pobreza multi-
dimensional en sus territorios, pero este no es el caso de las variables vinculadas al ingreso. 
Estos resultados indican que, aunque las ciudades están brindando mejores condiciones so-
cioeconómicas en términos de educación, vivienda y servicios públicos, entre otros, las mis-
mas no están reduciendo la pobreza monetaria.35 Esto sugiere que cuanto mayor es el núcleo 
urbano, mayor es el crecimiento de la pobreza monetaria en el territorio. Este efecto aumenta 
con el tamaño de la ciudad: en territorios con un núcleo de 10 000 a 50 000 personas, el cambio 
de pobreza aumenta en 0,05 puntos porcentuales. En el caso del núcleo urbano más grande, 
un aumento en una unidad de esta variable aumenta la variación de la pobreza monetaria en 
0,13 puntos porcentuales, duplicando así con creces el efecto en los territorios más pequeños. 

Es posible vincular estos resultados a la evidencia mundial de que las ciudades ofrecen 
mejores condiciones socioeconómicas que los territorios rurales (reduciendo la pobreza 
multidimensional), pero que vivir en una ciudad es costoso (lo que tiene un impacto me-
nos inmediato en la reducción de la pobreza monetaria). Entre 1993 y 2005, las ciudades 
de Colombia contribuyeron al crecimiento de los ingresos y redujeron la pobreza monetaria 
(Berdegué et al. 2015); sin embargo, este ya no es el caso. Una de las posibles explicaciones 
es el mayor costo de vida en las ciudades. Entre 2005 y 2018 (período intercensal), el índice 
de precios al consumidor aumentó en un 70,35 %,36 reflejando el aumento del costo de vida 
vinculado al crecimiento de las ciudades y al aumento de la demanda de productos y servi-
cios. Por ejemplo, en el caso de Bogotá, el aumento de los costos de vida está asociado con los 
altos precios de la vivienda debido al aumento de la demanda impulsado por el crecimiento 
de la población.37 Los costos de transporte o los costos de otros servicios pueden aumentar el 
costo de vida cuando las ciudades crecen sin la infraestructura necesaria. Las reducciones en 
el costo de vida en las ciudades se pueden lograr en un estado de bienestar más generoso a 
través de una reducción de los niveles de pobreza y desigualdad en general (DNP, 2014). 
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A fin de abordar la desigualdad intraurbana en Colombia, el primer paso es identificar 
sus principales determinantes. Este trabajo analiza las características socioeconómicas a 
nivel de manzana de 1102 municipios, utilizando el Censo de Población de Colombia 2018 
(DANE, 2018a). Los datos utilizados cubren cuatro dimensiones para representar diferentes 
tipos de activos, como el capital humano y social, y sus intensidades en las áreas urbanas: 
demografía, educación, calidad de la vivienda y trabajo.42 Luego se obtuvieron indicadores de 
vulnerabilidad para cada dimensión que permitirían clasificar las manzanas en seis conglo-
merados (o clústeres), donde a mayor número de etiqueta del conglomerado, menor nivel de 
vulnerabilidad socioeconómica.43 Se seleccionaron seis categorías para imitar la clasificación 
de la estratificación actual en Colombia. El Anexo 4 describe la manera en la que se distribuye 
la población entre estos seis conglomerados, por región.

La educación es uno de los principales determinantes de la desigualdad intraurbana en 
Colombia, con analfabetismo y tasa de ausentismo escolar teniendo las mayores dispari-
dades.44 Teniendo en cuenta las cuatro dimensiones, la educación tiene los niveles más altos 
de vulnerabilidad, lo que también es el caso para cinco de las ocho regiones del país: Caribe; 
central; llanos y Orinoquía; Pacífico; y los Santanderes.45 A nivel nacional, de las cuatro varia-
bles consideradas en esta dimensión, las dos que tienen mayor vulnerabilidad entre los con-
glomerados son (i) el porcentaje de hogares con un jefe de hogar sin educación superior y (ii) 
el porcentaje de personas sin educación terciaria. Esto es importante, ya que la vulnerabilidad 
en ambas variables está relacionada con los efectos sobre la empleabilidad y la remuneración 
y, en última instancia, con los vínculos con la pobreza. Además, a pesar de que las tasas de 
analfabetismo y absentismo escolar tienen niveles de vulnerabilidad en general más bajos, 
existe una mayor desigualdad en estas variables, lo que apunta a lugares y población que aún 
se encuentran lejos de la educación básica. Como se vio en capítulos anteriores, la educación 
inicial y media es donde se observan las mayores brechas de acceso a nivel nacional.   

La calidad de la vivienda es el otro factor principal de la desigualdad intraurbana, con la 
mayor brecha de vulnerabilidad entre los conglomerados socioeconómicos. En Colom-
bia, la calidad de la vivienda, medida por la conexión a los servicios y el hacinamiento, es la 
dimensión con mayor brecha entre los conglomerados uno y seis (ver Figura 5.8). De los 5,1 
millones de hogares en situación de vulnerabilidad, casi 4,4 millones se encuentran en zonas 
urbanas.46 La relevancia aumentó al pensar en los 1,8 millones de migrantes desde Venezuela 
que se han reubicado en Colombia. Esto significa que las manzanas del conglomerado uno 
tienen una calidad de vivienda significativamente peor que los del conglomerado seis. Este es 
también el caso de cinco de las ocho regiones de Colombia: Amazonía; central; llanos y Ori-
noquía; Pacífico; y Santanderes.47 Además, las personas en el clúster uno enfrenta al menos el 
doble de vulnerabilidades en las condiciones del hogar que las que enfrentan las personas en 
los otros grupos, independientemente del tamaño de la ciudad. A nivel nacional, no hay elec-
tricidad, no hay agua corriente, no hay recolección de basura y no hay alcantarillado, estas 
son las cuatro variables que más contribuyen a la desigualdad intraurbana en las condiciones 
de vivienda y servicio público en Colombia -son las que tienen mayor desigualdad de las siete 
variables que se incluyen en esta dimensión. Esto indica que todavía hay algunos hogares en 
todo el país (dentro de los bloques clasificados principalmente en el clúster uno) que tienen 
un acceso a estos servicios que es cercano a cero.  

 

En general, las ciudades ofrecen oportunidades económicas, proximidad a otras perso-
nas y acceso físico a bienes y servicios públicos para una mejor calidad de vida (OCDE, 
2018a). Pero las ciudades de Colombia no ofrecen esos beneficios a todos, y cuando se 
observan las condiciones intraurbanas, Colombia experimenta una alta desigualdad. En 
términos generales, las ciudades son motores del crecimiento económico y la productividad 
en la mayoría o todos los países. Las grandes ciudades de América Latina representan el 81 % 
de la población de la región y el 76 % del PIB, mientras que las grandes ciudades de Colombia 
contribuyen con el 80 % del PIB nacional (Galvis - Aponte et al., 2008; y Manyika et al., 2012). 
Sin embargo, al calcular un coeficiente de Gini para características socioeconómicas en áreas 
urbanas colombianas,40 este análisis encuentra que el mismo oscila entre 0,13 y 0,56. Para dar 
un poco de contexto, el Gini (de ingresos) para los países menos desiguales del mundo41 es de 
alrededor de 0,25. La mayoría de los municipios en Colombia tienen valores de coeficiente 
de Gini que están por encima de 0,4 (848 de 1 122 municipios que representan el 95 % de la 
población urbana), y solo unos pocos tienen coeficientes de Gini por debajo de 0,2 (28 muni-
cipios). Si esto se examina desde una perspectiva regional, se puede ver que el centro del país 
es el más desigual (ver Figura 5.7).

Ciudades con alta desigualdad  
y segregación espacial

Fuente: Cálculos de los autores, utilizando los datos socioeconómicos del DANE (2018a). 
Nota: Se calculó el coeficiente de Gini* para cada una de las variables socioeconómicas, utilizando el conjunto de bloques pertenecientes a cada región o municipio. El Gini general es un promedio simple de todos los coeficientes de Gini.

FIGURA 5.7. Desigualdad intraurbana en Colombia
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Fuente: Cálculos de los autores, con datos del DANE (2018a).
Nota: Las variables para cada dimensión se estandarizaron, a fin de garantizar que las observaciones tomen valores que oscilan entre 0 y 1, y que todas las variables seleccionadas se 
muevan en la misma dirección. Se calcula el promedio de las variables estandarizadas para obtener indicadores de vulnerabilidad para cada dimensión. Estos indicadores se utilizaron 
para clasificar los bloques en seis grupos, utilizando el método de agrupamiento de k–medianas. Cuanto mayor sea el número de etiqueta del clúster, menor será el nivel de vulnerabili-
dad socioeconómica. Detalles en el Anexo 4.

FIGURA 5.8. Factores que contribuyen a la desigualdad intraurbana
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Al igual que en muchos países, las ciudades más grandes y dinámicas de Colombia ofre-
cen, en general, mejores condiciones socioeconómicas, pero también las mismas expe-
rimentan importantes desigualdades. Las ciudades que lideran en desempeño económico, 
como Bogotá, Medellín y Cali, son más desiguales que ciudades menos dinámicas como Cú-
cuta, Ibagué y Pereira (Duque et al. próximamente). Este patrón sigue una tendencia similar a 
la de los países de la OCDE, donde las ciudades más grandes son más ricas, pero más desigua-
les (OCDE, 2018a). Las ciudades más grandes de Colombia muestran una menor incidencia 
de pobreza y48 mejores condiciones socioeconómicas, en comparación con las ciudades más 
pequeñas (ver Figura 5.9). Por ejemplo, el clúster con las condiciones de vivienda más vulne-
rables (clúster uno) en las grandes ciudades (> 350 000) sigue siendo menos vulnerable que 
el clúster cuatro de ciudades pequeñas (<100 000), con los clústeres cinco y seis de ciudades 
pequeñas (los que tienen las mejores condiciones de vivienda) con mayor vulnerabilidad que 
el clúster dos de grandes ciudades. En otras palabras, aquellos hogares con las peores condi-
ciones de vivienda en las grandes ciudades (clústeres uno y dos) tienen en promedio menos 
privaciones que todos los hogares en las ciudades pequeñas. En términos de educación, las 
personas que pertenecen al grupo seis en las grandes ciudades disfrutan de las mejores con-
diciones educativas en todo el país, mientras que los individuos de los grupos más favoreci-
dos en las ciudades pequeñas enfrentan condiciones comparables a las de los clústeres dos a 
cuatro en las ciudades grandes y medianas. Sin embargo, la educación es más desigual en las 
ciudades más grandes que en las intermedias y pequeñas. 

La mayor parte de la población de los municipios pequeños y menos desiguales de Colom-
bia experimenta malas condiciones socioeconómicas. Como se mencionó, las condiciones 
de vivienda en las ciudades pequeñas, en general, experimentan mayores privaciones que las 
de las ciudades más grandes. En términos de educación, la vulnerabilidad del clúster uno es 
similar, independientemente del tamaño de la ciudad; sin embargo, los conglomerados cinco 
y seis de ciudades pequeñas tienen en promedio el doble de privaciones que los clústeres 
cinco y seis de grandes ciudades. En términos del mercado laboral, cuanto más pequeña es 
la ciudad, mayor es el nivel de vulnerabilidad. Las ciudades pequeñas están ubicadas prin-
cipalmente en la región del Pacífico, en el sur, en la región de la Amazonía y dispersas en las 
regiones Caribe, Santanderes y central. 

Además, las ciudades de Colombia presentan segregación intraurbana, apuntando a exa-
cerbar la desigualdad y las posibles trampas de la pobreza. Es posible encontrar evidencia 
de una concentración intraurbana de vulnerabilidad socioeconómica (ver Figura 5.10). Los di-
ferentes clústeres intraurbanos están segregados espacialmente, lo que indica que los ricos y 
los pobres viven separados en el espacio. En ciudades divididas, existen brechas y barreras que 
producen espacios exclusivos y concentraciones de desventaja (OCDE, 2018a). La desigualdad 
en las condiciones socioeconómicas en diferentes manzanas y vecindarios de las ciudades co-
lombianas puede exacerbar las disparidades sociales existentes, ya que los grupos de población 
más vulnerables pueden quedar aislados de importantes redes sociales y oportunidades de mo-
vilidad socioeconómica (Ham et al. 2016). Aquellas áreas con mayor vulnerabilidad socioeconó-
mica, generalmente ubicadas en los límites urbanos (áreas suburbanas), también tienden a ser 
áreas con mayor exposición a deslizamientos de tierra, inundaciones repentinas e inundaciones 
en general, en donde las personas a menudo construyen viviendas que no siguen los estándares 
básicos de construcción. Se ha evidenciado que más del 50 % del crecimiento de las ciudades 
en Colombia durante las últimas tres décadas ha sido de origen informal, debido -entre otros 
factores- a la limitada capacidad de las autoridades para controlar los procesos de urbanización 
ilegal y la informalidad, especialmente en zonas de riesgo.49 En 2009, alrededor del 65 % de los 
hogares con déficit estaban ubicados en áreas de alto riesgo.50  

promedio Gini

Fuente: Cálculos de los autores, utilizando los datos demográficos y socioeconómicos del 
DANE (2018a). 

FIGURA 5.9. Desigualdad intraurbana en ciudades 
más grandes vs. ciudades más pequeñas
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Fuente: DANE (2018a).
Nota: LISA (indicador local de asociación espacial); clústeres significativos de vulnerabilidad alta-alta (en rojo oscuro) y vulnerabilidad baja-baja (azul oscuro) de características socioeconómicas, significancia al 5 %.

FIGURA 5.10. Concentración intraurbana de la vulnerabilidad socioeconómica en las ciudades colombianas

a. Dimensiones de vivienda y educación para las cinco ciudades capitales más pobladas
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Fuente: DANE (2018a).
Nota: LISA (indicador local de asociación espacial); clústeres significativos de vulnerabilidad alta-alta (en rojo oscuro) y vulnerabilidad baja-baja (azul oscuro) de características socioeconómicas, significancia al 5 %.

...

b. Dimensiones de vivienda y educación para las cinco ciudades capitales con el Gini más alto 
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Existe evidencia de que cuando hay vulnerabilidad en una dimensión, generalmente hay 
vulnerabilidad en varias otras dimensiones. Las capitales colombianas muestran una con-
centración espacial de vulnerabilidad socioeconómica en las cuatro dimensiones analizadas. 
Otras dimensiones de la vida urbana, como la provisión de espacios verdes urbanos y espacios 
públicos abiertos, también muestran importantes niveles de desigualdad entre los diferen-
tes grupos socioeconómicos (Patiño, 2020). La segregación socioeconómica urbana también 
ocurre en ciudades europeas, por ejemplo, en donde es el resultado de una combinación de 
desigualdad, pobreza y la organización espacial de los mercados de vivienda urbana (Ham et 
al. 2016). La segregación residencial es una característica indeseable, ya que se ha relaciona-
do con varias de las dimensiones de la desigualdad, entre las que se encuentran el trabajo, 
la educación, la salud y la vulnerabilidad (Nijman y Wei, 2020). Por ejemplo, los espacios ur-
banos de mayores ingresos están asociados con una menor vulnerabilidad ante los peligros 
naturales.51 En Bogotá, existe una relación entre la condición de amenazas de inundaciones y 
deslizamientos de tierra y el precio de la tierra, la vivienda y las tarifas de alquiler, lo que indica 
que alquilar una casa ubicada en un área de riesgo es de 6,5 a 21 % más barato que alquilar 
en un zona que no tiene riesgos.52 Además, en trabajos anteriores se han destacado los bene-
ficios de tener una combinación social saludable dentro de los vecindarios con respecto a la 
incidencia del crimen (Holin et al. 2003; Patino et al. 2014; Popkin et al. 2004). En Colombia, 
los patrones de desarrollo urbano y el desarrollo y la disponibilidad de viviendas han jugado 
un papel central en la profundización de dicha segregación, y el sistema de estratificación so-
cioeconómica también ha contribuido a reforzar esta situación. 
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No obstante, como se explicó en capítulos anteriores, esto no significa necesariamente 
que todos los municipios tengan acceso a una educación de calidad. Existen importantes 
brechas de calidad en la educación entre los municipios y las regiones que siguen un patrón 
centro–periferia (vea la Figura 5.12). Las instituciones educativas con los mejores resultados 
académicos a nivel nacional se concentran en las ciudades capitales y en las principales áreas 
urbanas de las regiones de los Santanderes y el Centro. Bogotá, Paipa, Bucaramanga, Soga-
moso, Duitama, Chía y Floridablanca tienen resultados promedio de pruebas que están más 
de dos desviaciones estándar por encima del promedio nacional, siendo Bogotá la que tiene 
los resultados más altos. En contraste, hay pequeños municipios en Seaflower, Pacífico, Ama-
zonas y Caribe cuyos, resultados están muy por debajo del promedio nacional. Se trata de 
municipios ubicados en zonas rurales y en la periferia del país. Por ejemplo, en el Amazonas, 
los puntajes de la Prueba Saber 11, la evaluación estandarizada nacional para estudiantes de 
grado 11, están en promedio 0,8 desviaciones estándar por debajo de la media del país, con 
municipios como Morichal, San Felipe y Pana, que alcanzan más de dos o tres desviaciones 
estándar, por debajo del promedio nacional. Lo mismo ocurre con varios de los municipios 
del Pacífico y el Caribe, con resultados por debajo del promedio nacional en más de dos des-
viaciones estándar. 

El acceso desigual a los servicios es un aspecto esencial de la desigualdad territorial. La 
accesibilidad enfatiza la naturaleza interconectada de la movilidad y el uso del suelo, y pro-
porciona un marco en el que evaluar la ciudad en términos de su capacidad para conectar a 
sus ciudadanos con las oportunidades.53 Cuando las personas enfrentan una distribución des-
igual de servicios y oportunidades económicas con limitaciones en términos de accesibilidad, 
las disparidades entre los grupos sociales pueden llegar a profundizarse. La desconexión es-
pacial de los servicios dentro de una ciudad puede tener efectos negativos sobre los diferentes 
resultados sociales y económicos (Fay et al. 2005; Geurs y Van Wee, 2004; Handy y Niemeier, 
1997; OCDE, 2018a; y ONU–Habitat, 2013). Un mejor acceso a los servicios, las oportunidades 
económicas y las interacciones sociales reduce la desigualdad social para las personas desfa-
vorecidas y aumenta el bienestar social, a través de una variedad de mecanismos (Ong y Blu-
menberg, 1998), como mejores resultados en el mercado laboral y menor segregación social.54 
Es importante resaltar que no todos los municipios necesitan contar con todos los servicios; 
a veces es mejor invertir en territorios vecinos para acercar el servicio a más personas y a más 
territorios. Con el fin de medir la desigualdad en el acceso en Colombia, este trabajo calculó 
la accesibilidad a los servicios55 asociados a la salud, la educación y el deporte a nivel urbano 
(detalles en el Anexo 4).

Los residentes de la mayoría de los municipios de Colombia tienen buen acceso a las ins-
talaciones educativas, aunque algunas capitales no lo tienen. Aproximadamente el 80 % 
de los municipios de Colombia tienen una distancia de viaje a los jardines preescolares, los 
colegios y las secundarias que es menor a 1 kilómetro (ver Figura 5.11). La mayoría de los 
municipios del país cuentan con instalaciones educativas que se encuentran a una distancia 
aceptable para espacios urbanos de 5 kilómetros.56 Sin embargo, el 30 % de la población en 
las ciudades tiene que viajar más de 5 kilómetros para llegar a la escuela, y las personas en 
algunas ciudades capitales, como Medellín, Cali, Cartagena, Santa Marta, Pereira e Ibagué, 
también deben viajar más de 5 kilómetros para acceder a las instalaciones educativas. 

Desigualdad territorial, acceso a 
oportunidades y rezago en la infraestructura

Fuente: Cálculos de los autores, utilizando DANE (2018a) para información sobre la ubicación de personas e instalaciones a nivel de bloque. Se utilizó la red nacional de calles de 2014, 
la cual es proporcionada por Procalculo Prosis SAS. Ver metodología en Anexo 4.

FIGURA 5.11. Acceso a los colegios en las ciudades colombianas
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Fuente: Saber 11, promedio por municipio y región.

FIGURA 5.12. Brechas en la calidad de la educación entre municipios y regiones en Colombia
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El acceso a las instalaciones de salud es más desigual en Colombia, con un número sig-
nificativo de municipios que luchan por acceder a una clínica o un hospital. La distancia 
media de viaje a los servicios de salud es de 0,84 kilómetros, y aproximadamente el 56 % de 
los municipios presentan una distancia de viaje de 1 kilómetro o menos. Sin embargo, el 45 % 
de la población de las ciudades tiene que viajar más de 5 kilómetros para llegar a una clínica 
u hospital; de hecho, 5 kilómetros es la distancia estándar internacional para que las áreas 
urbanas accedan a los servicios de salud (ver Anexo 4). Las personas en las grandes ciudades, 
como Cali, Medellín o Bogotá, necesitan viajar más de 5 kilómetros: en Cali y Medellín la gente 
debe viajar en promedio cerca de 6 kilómetros; y en Bogotá, un promedio de 12,5 kilómetros. 
Además, este análisis apunta a un 13 % de los municipios en Colombia (lo que equivale a más 
de medio millón de personas), cuya población tiene que recorrer más de 15 kilómetros para 
acceder a una clínica u hospital, con personas en municipios como Solita (Caquetá) u Orocué 
(Casanare) que tienen que recorrer más de 100 kilómetros. La mayoría de los municipios con 
largas distancias a los establecimientos de salud se encuentran en la región del Pacífico (ver 
Figura 5.13a). 

El acceso a las instalaciones deportivas sigue un patrón similar (ver Figura 5.13b). La dis-
tancia media de viaje a estos servicios es de 0,87 kilómetros, y alrededor del 55 % de los mu-
nicipios requieren un viaje de 1 kilómetro o menos. El 50% de la población de las ciudades 
tiene que viajar más de 5 kilómetros para poder acceder a las instalaciones deportivas. Varias 
ciudades capitales, como Medellín, Pereira, Cali y Santa Marta, requieren más de 6 kilómetros 
de recorrido hasta las instalaciones deportivas. Además, para el 11 % de los municipios, el 
servicio más cercano se encuentra entre 15 y 203 kilómetros de distancia; para Leiva (Nariño), 
Mapiripán (Meta), Solano (Caquetá) y Cravo Norte (Arauca) la instalación más cercana se en-
cuentra a una distancia de más de 100 kilómetros. Nuevamente, la región del Pacífico tiene el 
mayor número de municipios con las mayores distancias a instalaciones deportivas.

Fuente: Cálculos de los autores, utilizando DANE (2018a), para información sobre la ubicación de personas e instalaciones a nivel de bloque. Se utilizó la red nacional de calles del 2014, 
la cual es proporcionada por Procalculo Prosis SAS. Ver metodología en Anexo 4.

FIGURA 5.13. Acceso a instalaciones de salud y deportivas 

a. Distancia a las instalaciones de salud

b. Distancia a las instalaciones deportivas
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Cuando las largas distancias a las instalaciones se combinan con un acceso deficiente a la 
infraestructura de transporte, se intensifica la desigualdad en las ciudades grandes y pe-
queñas. Para todas las instalaciones, la distancia media aumenta, a medida que aumenta el 
tamaño de la ciudad. Sin embargo, hay municipios pequeños con grandes distancias de viaje 
(ver Figura 5.14) y, como se mencionó anteriormente, las ciudades pequeñas también tienden 
a enfrentar peores condiciones socioeconómicas. En Colombia, al igual que en algunos otros 
países de América Latina, las ciudades algunas veces carecen del entorno necesario para apro-
vechar al máximo los beneficios que pueden ofrecer las ciudades. Sin embargo, Colombia está 
por debajo del promedio de ALC, en términos de la longitud promedio de las carreteras en un 
radio de 100 kilómetros alrededor de ciudades con al menos 1 millón habitantes (Ferreyra y 
Roberts, 2018). Por lo tanto, los niveles o la calidad de la infraestructura de transporte pueden 
no ser suficientes para posibilitar el acceso a los servicios, obstaculizando la calidad de vida 
de la población y la productividad de las ciudades. En los Estados Unidos, por ejemplo, la falta 
de conexiones de transporte público entre los vecindarios de las minorías y los centros de em-
pleo obstaculiza las oportunidades laborales para esos residentes (OCDE, 2018a). Los sistemas 
de transporte que brindan acceso a empleos y servicios para todos conducen a mejoras, por 
ejemplo, en la salud materna, la participación en la educación y el desarrollo humano, de una 
manera más amplia.57

Fuente: Para los datos sobre la demografía, DANE (2018a); cálculos de los autores. 
Nota: El tamaño de las ciudades en términos de población está representado por el tamaño de los círculos. De izquierda a derecha: educación, salud y deportes.

FIGURA 5.14. El acceso a servicios públicos para municipios pequeños
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Las ciudades en Colombia están creciendo sin la infraestructura necesaria, lo que agrava 
la desigualdad territorial. La mayoría de las capitales presentan un patrón espacial centro–
periferia, en términos de distancia a las instalaciones educativas, sanitarias y deportivas. Al 
analizar las capitales de Colombia,58 se puede ver que las personas que viven en calles que 
están cercanas al centro de la ciudad tienen distancias de viaje más cortas para llegar a las ins-
talaciones urbanas que desean (ver Figura 5.15). Esto es lo que ocurre cuando las ciudades se 
empiezan a expandir sin el emparejamiento necesario entre la infraestructura y los servicios, 
dejando la mayoría de las instalaciones en el centro de la ciudad. El desarrollo denso y desor-
denado dificulta el trabajo en el acceso a carreteras o agua, saneamiento, alcantarillado y dre-
naje (Fay et al. 2017). Adicionalmente, aquellos habitantes que se encuentran ubicados en la 
periferia, especialmente las poblaciones desplazadas debido a conflictos dentro de Colombia 
(ver Caja 5.2) o en la vecina Venezuela, suelen ser los más desfavorecidos.59 Por ejemplo, en 
Bogotá, el 52 % de las víctimas del conflicto se concentran en solo cinco de las 20 localidades 
de la ciudad,60 y dentro de ellas se ubican en las zonas más periféricas y deprimidas.

Fuente: Cálculos de los autores, utilizando DANE (2018a) para información sobre la ubicación de personas e instalaciones a nivel de bloque. Se utilizó la red nacional de calles del 2014, 
la cual es proporcionada por Procalculo Prosis SAS. Ver metodología en Anexo 4. 
Nota: Distancia a las instalaciones deportivas en Bogotá (izquierda), distancia a las instalaciones educativas en Tunja (derecha).

FIGURA 5.15. Patrones centro-periferia de las ciudades, en términos del acceso a las instalaciones
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No obstante, hay algunas excepciones, ya que varios de los municipios tienen una distan-
cia similar a las instalaciones en todo el espacio urbano. Por ejemplo, cuando se analiza el 
acceso a las instalaciones de salud en Medellín, la intensidad de las calles ubicadas en el cen-
tro (distancia más baja) no es sustancialmente diferente de la distancia en las periferias. Esto 
indica que la proximidad a servicios de un tipo determinado tiende a ser similar en todo el 
territorio urbano. Sin embargo, como en la mayoría de las ciudades, al observar el acceso a los 
servicios de salud en Cali, hay una alta intensidad en el centro, lo que indica que las amenida-
des están considerablemente más cerca de las áreas centrales que de las ubicadas en las pe-
riferias (Figura 5.16a). ¿Qué está haciendo Medellín que sea diferente? Medellín ha planificado 
activamente la ubicación de sus establecimientos de salud, facilitando APP en los lugares en 
donde más se necesitaban.61 Las ciudades colombianas pueden aprender unas de otras sobre 
cómo mejorar el acceso a través del espacio urbano. Sin embargo, una distancia similar a los 
servicios en todo el territorio sigue dejando pendiente el tema de la calidad. Por ejemplo, al 
comparar los mapas de accesibilidad de la distancia y la medida de gravedad de la accesibili-
dad (la cual tiene en cuenta la accesibilidad de cada calle de origen a la instalación/servicio, 
que se descuenta por la impedancia del viaje desde el origen al destino) a las instalaciones 
deportivas en Cali, se puede observar que incluso si el mapa de distancias indica distancias 
similares en todo el territorio, la medida de gravedad del mapa de accesibilidad muestra una 
mayor intensidad hacia el centro (Figura 5.16b). Las instalaciones deportivas en el centro de 
Cali o están más cerca de la gente, o son mayores en cantidad, o ambas cosas.

Fuente: Cálculos de los autores, utilizando DANE (2018a) para información sobre la ubicación de personas e instalaciones a nivel de bloque. Se utilizó la red nacional de calles del 2014, la cual es proporcionada por Procalculo Prosis SAS. Ver metodología en Anexo 4.

FIGURA 5.16. Difusión de los establecimientos de salud en Medellín y Cali
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a. Los establecimientos de salud están mejor distribuidos en el espacio urbano de Medellín  
 de lo que están en Cali.

b. Distancia y accesibilidad a las instalaciones deportivas en Cali
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La accesibilidad a las instalaciones es importante, como se demuestra particularmente 
en el contexto de la pandemia por el COVID-19, ya que los pobres están experimentando 
peores consecuencias por el encierro y las medidas de restricción a la movilidad. Las ciu-
dades son notorios puntos críticos de transmisión; con el fin de planificar las intervenciones 
de una manera efectiva, debe entenderse cuán accesible es una ciudad, lo que indica si el dis-
tanciamiento físico es más fácil o difícil y las áreas que deben ser seleccionadas para la asigna-
ción de recursos (por ejemplo, mayor higiene pública). Los efectos desiguales de las medidas 
de confinamiento resaltan las decisiones que deben afrontar los más pobres, en términos de 
proteger su salud o sus medios de vida. Entre la segunda semana de febrero y la segunda se-
mana de abril de 2020, los usuarios de altos ingresos pudieron reducir su distancia recorrida, 
casi el doble que los usuarios de bajos recursos. La distancia máxima entre las ubicaciones de 
GPS de un usuario en un día típico disminuyó en un 59 % en Colombia, pero la brecha en la re-
ducción de la movilidad entre los deciles más ricos y los más pobres fue de aproximadamente 
20 puntos porcentuales (Fraiberger et al. 2020).
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El error de exclusión es significativamente menor, lo que significa que el sistema de estra-
tificación logra identificar a los pobres multidimensionales en Colombia, y los apoya de 
manera efectiva. En 61 municipios del país,66 se encontró un error de exclusión con porcenta-
jes que van desde alrededor del 1 % para muchos de estos municipios, hasta el 4 % en Fusaga-
sugá, Cundinamarca (región central). El mapa de arriba muestra una distribución dispersa de 
los municipios, ubicando los de mayor porcentaje en Antioquia, Valle del Cauca, Santander y 
Cundinamarca. El bajo porcentaje en este tipo de error se interpreta como un signo positivo, 
porque significa que la mayor parte de la población identificada como multidimensionalmen-
te pobre está cubierta por el subsidio de servicios públicos. Además, dado el pequeño error, la 
corrección de la población excluida erróneamente no estaría asociada a requisitos presupues-
tarios considerables. 

Este patrón de alto error de inclusión/bajo error de exclusión también se observa al com-
parar el sistema de estratificación actual con los seis grupos socioeconómicos. Como se 
mencionó antes, los grupos se crean con cuatro dimensiones en función de las características 
del hogar, y se calculan a nivel intraurbano, por lo que los grupos comparten la multidimen-
sionalidad con el IPM adaptado, como enfoque metodológico para la identificación y clasifi-
cación del hogar. No obstante, los grupos se diferencian del IPM adaptado porque utilizan una 
medida relativa, mientras que el IPM adaptado es una medida absoluta que compara todo el 
país. Al comparar los seis clústeres socioeconómicos con las seis categorías o estratos, existen 
tres escenarios para los hogares: (i) el cuadre perfecto, en donde el estrato es igual al conglo-
merado socioeconómico; (ii) un desajuste superior, en donde los estratos identifican un mayor 
nivel de condiciones socioeconómicas que las de los clústeres; o (iii) un desajuste inferior, en 
donde los estratos identifican un menor nivel de condiciones socioeconómicas que los clúste-
res. Por lo tanto, la falta de coincidencia a continuación es similar al error de inclusión. 

Encontramos que el desajuste inferior es igual al 87 % (Figura 5.18a), lo que quiere de-
cir que el 87 % de los hogares se clasifican con condiciones socioeconómicas más altas, 
cuando se utilizan los seis clústeres que las categorías de la estratificación. Los munici-
pios con un alto porcentaje de desajuste inferior (Gráfico 5.18b) se ubican, principalmente, en 
Cundinamarca, Antioquia y Boyacá, lo que significa que, en estas regiones, las categorías de 
estratificación reflejan mejores condiciones que las que reflejan los clústeres. Por el contrario, 
el desajuste superior no muestra un patrón regional, pero refuerza las importantes ramifica-
ciones de las condiciones socioeconómicas de los hogares en la mayoría de los municipios.

Los subsidios, tal como los de los servicios públicos domiciliarios, son fundamentales 
en tiempos de crisis. En el 1994, justo después de la promulgación de la constitución más 
reciente de Colombia, el país implementó un sistema de subsidios cruzados, a fin de financiar 
los subsidios a los servicios públicos domiciliarios en los municipios, también conocido como 
el sistema de estratificación.62 Según la Ley 142, los principios fundamentales que rigen este 
instrumento son la “eficiencia, la universalidad y la solidaridad”, teniendo todos los habitan-
tes el “derecho inalienable a la seguridad social”, según la Constitución. 

Sin embargo, cuando los recursos se encuentran limitados, es crucial gastarlos de ma-
nera más eficiente. En el primer semestre del 2020, la recaudación del impuesto predial 
municipal como fuente de ingresos para los municipios se redujo en un 38 % a nivel nacio-
nal. Estos recursos son comúnmente utilizados por las ciudades para invertir en desarrollo 
urbano. Para finales de 2020, se proyecta que los ingresos públicos en ciudades grandes y 
medianas habrán disminuido en un 10 y un 16 %, respectivamente, debido a la baja recau-
dación de impuestos, como el impuesto de industria y comercio (ICA) y el impuesto predial. 
Esto afecta directamente la construcción de infraestructura en los municipios y el apoyo al 
desarrollo urbano en todo el país. 

La mejora en la eficiencia del gasto mediante una mejor focalización de los subsidios pue-
de ayudar a reducir las desigualdades intraurbanas sin necesidad de más recursos. Estu-
dios recientes han destacado el sistema de estratificación como un desafío estructural clave 
para lograr una reducción efectiva de la desigualdad de ingresos y de pobreza (Sepúlveda 
Rico, López Camacho y Gallego Acevedo, 2014; y Marcos, 2018). A pesar de sus beneficios y su 
contribución a la expansión de la cobertura de los servicios básicos, el sistema ha tenido con-
secuencias no deseadas, como la discriminación y la estigmatización (Bogliacino, Jiménez 
Lozano y Reyes Galvis, 2015), así como la segregación socioeconómica y espacial, las cuales 
plantean un serio desafío para la inclusión en la actualidad. 

Es importante incluir las características socioeconómicas en una metodología de focaliza-
ción nueva, que sea más efectiva y eficiente para el sistema de estratificación. Los resultados 
de esta subsección apoyan la corriente de investigación que indica que la inclusión de las carac-
terísticas socioeconómicas de los hogares podría contribuir a mejorar la eficiencia en el uso de 
los recursos. Se ha realizado un análisis para todos los municipios de Colombia, identificando a 
los pobres multidimensionales (utilizando DANE, 2018a), y contrastando sus características con 
su respectiva clasificación con base en el sistema de estratificación actual. Se utilizó una adapta-
ción del Índice de Pobreza Multidimensional de Colombia (IPM-C)63, ya que los datos del censo de 
2018 no permiten replicar todos los indicadores que se utilizaron en el índice. Se utilizó la misma 
metodología, las mismas dimensiones y pesos, y 10 de los 15 indicadores del IPM-C . También 
fue posible aprovechar los seis clústeres socioeconómicos definidos anteriormente, con el fin 
de complementar la exploración de posibles mejoras al sistema de estratificación. Potenciar el 
sistema de estratificación de subsidios cruzados con una identificación multidimensional de las 
características socioeconómicas de la población sería el punto de partida adecuado para redu-
cir la desigualdad y lograr la estabilidad financiera. 

Una comparación del sistema de estratificación actual con las categorías del IPM adapta-
das indica un error de inclusión del 66,9 %.64 Esto sugiere que más del 65 % de los hogares 
que reciben subsidios bajo el sistema actual deberían recibir un subsidio menor o ningún sub-
sidio.65 El sistema de estratificación actual no está en capacidad de captar mejoras en las con-
diciones de vida de las personas, y es posible que esté afectando los incentivos individuales, 
impidiendo así la toma de decisiones óptimas sobre la movilidad social y física, e intensifican-
do la segregación espacial. Los municipios con mayores porcentajes de errores de inclusión 
se ubican principalmente en las regiones Andina y Central, mientras que los municipios de las 
regiones Pacífico, Caribe y de la Orinoquía presentan menores errores de inclusión (ver Figu-
ra 5.17). Como siempre, el promedio nacional enmascara una gran variación regional en los 
errores de inclusión, que van desde el 21 % para San Jacinto en Bolívar (región del Caribe), al 
87 % para Funza y Gachancipá en Cundinamarca (región Central).

Gasto más eficiente para ayudar  
a reducir la desigualdad Intraurbana:  
el sistema de estratos

Fuente: Índice de Pobreza Multidimensional, ajustado usando DANE (2018a). Consulte el Anexo 4 para detalles sobre la metodología.

FIGURA 5.17. Comparación de las categorías actuales de estratificación y el Índice de Pobreza Multidimensional ajustado 
(2018)
a. 66,9% Error de inclusión b. 0,6% Error de exclusión
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Fuente: Clústeres socioeconómicos que utilizan datos del DANE (2018a). Ver Anexo 4 para detalles sobre la metodología.

FIGURA 5.18. Discrepancia entre el sistema actual de estratificación y los clústeres socioeconómicos (2018)

a. Discrepancia inferior (87,32%) b. Discrepancia superior (1,49%)
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A pesar de los avances que ha logrado el país en su agenda para el desarrollo territorial, 
se requieren esfuerzos adicionales. Las acciones futuras deben enfocarse en coordinar 
los planes y herramientas existentes de las diferentes agencias que ya existen y que son 
responsables del desarrollo territorial, con el fin de mejorar, simplificar y agilizar las ini-
ciativas actuales. Existe una fuerte necesidad de invertir en la consolidación de sistemas de 
información para diseñar e implementar estrategias y proyectos de inversión pública que se en-
cuentren orientados a las necesidades de cada entidad territorial. Al reconocer que los desafíos 
del desarrollo territorial cubren un amplio espectro de temas, las intervenciones de políticas en-
caminadas a reducir la desigualdad territorial deben priorizarse utilizando el marco del Informe 
sobre el Desarrollo Mundial de 2009 (ver Caja 5.1, arriba): primero, las instituciones que unifican; 
segundo, la infraestructura que conecta; y tercero, las intervenciones focalizadas.

5.3. 
Opciones  
de política

Instituciones que unifican: fortaleciendo a los gobiernos 
subnacionales para responder a las necesidades de los territorios 
vulnerables

Dado que los territorios subnacionales en Colombia juegan un papel clave en el desarro-
llo territorial, las políticas y enfoques nacionales actuales sobre el desarrollo de capaci-
dades territoriales (por ejemplo, la implementación de catastros) podrían mejorarse y 
coordinarse mejor en el plazo inmediato/corto. Esto involucraría: (i) mejorar los sistemas de 
información y la gestión de datos para alimentar la planificación territorial y la toma de deci-
siones (ej. vinculación de la administración de tierras y catastro; información adecuada sobre 
amenazas y riesgos de desastres); (ii) fortalecer la capacidad técnica de los gobiernos subna-
cionales débiles; y (iii) traducir las reformas legales en instrumentos concretos que puedan 
orientar a los gobiernos subnacionales en la implementación de leyes/decretos territoriales. 
Incluso los municipios fuertes, a menudo carecen de la capacidad de planificación territorial. 
Se necesita el apoyo del gobierno nacional, por ejemplo, para implementar la Política General 
de Ordenamiento Territorial (PGOT) donde las inversiones son impulsadas por las necesida-
des y los desafíos locales. Consultar a las comunidades locales es clave para identificar mejor 
las necesidades más urgentes. El despliegue de la Misión de Descentralización puede apunta-
lar este esfuerzo y eliminar los principales obstáculos para los gobiernos subnacionales, per-
mitiéndoles abordar los desafíos locales. 

Los Países Bajos, Australia, Túnez y Tanzania han utilizado diferentes instrumentos para 
fortalecer la capacidad subnacional. En los Países Bajos, el gobierno central es responsa-
ble de un sistema de planificación espacial en todo el país, asegurando que los gobiernos 
subnacionales (provincias y municipios) tengan acceso a información espacial que facilite la 
planificación urbana. A fin de garantizar mejores datos para la planificación espacial, el go-
bierno central apoya a las autoridades regionales y locales a través de asistencia técnica y 
alternativas de financiamiento.67 Con el fin de desarrollar capacidades a nivel local, Australia, 
Túnez y Tanzania han implementado iniciativas efectivas. Australia asigna fondos a los gobier-
nos regionales y locales, de acuerdo con su composición interna, que refleja las necesidades 
y capacidades para autofinanciarse. Túnez y Tanzania están mejorando el desempeño de los 
gobiernos locales, mediante una mejor asignación de subvenciones de capital. Por último, el 
gobierno colombiano ya tiene experiencia en traducir reformas legales en instrumentos con-
cretos para orientar a los gobiernos subnacionales en la mejora de la planificación territorial, 
por ejemplo, el Kit de Asociatividad, desde el DNP. Esto es algo que podría utilizarse más en 
todas las iniciativas.   

Los gobiernos locales mejor equipados pueden apoyar la reducción de la desigualdad 
territorial en Colombia. Un enfoque en los núcleos urbanos puede ser un primer paso, ya 
que el análisis realizado en este capítulo sugiere que las mejoras en los núcleos urbanos 
se extienden a los territorios circundantes. La mejora de la capacidad y la eficacia entre los 
gobiernos locales es un paso necesario para mejorar la equidad. Los índices existentes po-
drían usarse para identificar los municipios que necesitan más apoyo (por ejemplo, el Índice 
Municipal de Riesgo de Desastres Ajustado por Capacidades). En el corto plazo, el desempeño 
del gobierno puede mejorarse, aportando capacidades cuando quiera que las mismas hagan 
faltan, a través de acuerdos o asociaciones entre municipios, departamentos y/o regiones 
para abordar un desafío común. Colombia cuenta con diferentes alternativas para esto, como 
los Pactos Territoriales o la de los Esquemas Asociativos Territoriales (EAT), dependiendo de 
las necesidades locales. Para que esto suceda, primero se necesitan dos pasos: (i) adaptar las 
disposiciones legales sobre los EAT, con el fin de comunicar de manera más eficaz la legisla-
ción existente entre los gobiernos subnacionales, y (ii) proporcionar herramientas y recursos 
para construir/mejorar las capacidades políticas, financieras, administrativas y técnicas de 
los gobiernos subnacionales.68 A mediano plazo, es necesario acelerar la implementación de 
los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), respaldada por el desarrollo de 
capacidades con el objetivo de superar desafíos institucionales importantes.69  

Por ejemplo, Alemania y Chile tienen diferentes tipos de asociaciones entre unidades 
administrativas, para abordar desafíos comunes. En Alemania, las asociaciones de muni-
cipios se centran en la prestación de servicios públicos locales propios o delegados y en la 
planificación territorial.70 Chile cuenta con mecanismos no permanentes para la coordinación 
de políticas horizontales en todos los campos políticos, como comisiones especiales para im-
plementar políticas o proyectos específicos.71 Para las iniciativas de transporte, Estados Uni-
dos tiene financiamiento condicional para la infraestructura de transporte masivo y para la 
creación de autoridades de transporte metropolitano.  

El fortalecimiento del desempeño fiscal local también resulta clave cuando se trata de 
reducir la desigualdad entre territorios. En Colombia, una mejor disponibilidad y uso de 
la información catastral puede ayudar a dar pasos iniciales en esta dirección. Con el fin de 
lograr la recuperación de la crisis que trajo el COVID-19, y responder a la creciente demanda 
de servicios, los gobiernos municipales deben estar mejor equipados para encontrar nuevas 
fuentes de financiamiento y mejorar la forma en que se utilizan los recursos existentes. Es po-
sible mejorar las finanzas locales (i) mejorando las capacidades del gobierno municipal en la 
gestión de un catastro multipropósito y la recaudación de impuestos a la propiedad, y (ii) pro-
fundizando los vínculos operativos entre un catastro y la gestión fiscal. Con la Ley 14 (1983), el 
gobierno tomó la iniciativa de fortalecer las finanzas locales, mediante el establecimiento de 
un sistema nacional para vincular el catastro y el impuesto predial; sin embargo, actualizar el 
catastro ha sido una tarea difícil. A través de la actual iniciativa del catastro multipropósito, el 
objetivo es registrar los derechos, restricciones y responsabilidades de la tierra y sus propieta-
rios, con el fin de permitir la introducción de un impuesto predial. 

La información catastral actualizada puede ayudar a aliviar la desigualdad en la distri-
bución de la tierra, por ejemplo, mejorando la seguridad de tenencia de los más vulne-
rables. Estas mejoras se reflejan en aumentos de valor que se han estimado en un promedio 
de alrededor del 30 %. Además, los derechos de propiedad claros pueden mitigar el impacto 
del desplazamiento, al permitir que los hogares generen ingresos de sus tierras, incluso si no 
regresan a su lugar de origen. A modo de ejemplo, en Bogotá entre 2010 y 2019, el proceso de 
actualización de la propiedad permitió un aumento del 24 % en los activos públicos locales 
totales y un aumento en la tasación catastral del 219 %.72 Otro ejemplo es el Marco de Datos 
Espaciales de la Fundación del Consejo de Información Territorial de Australia y Nueva Zelan-
da (ANZLIC), que garantiza el intercambio y la accesibilidad generalizada de los datos espacia-
les en esos dos países. El mismo identifica temas clave de datos geoespaciales, como parcelas 
y propiedades de tierra, cobertura del suelo y elevación y profundidad.73 

Con el fin de ser reiterativos, en un entorno con recursos limitados, es importante poder 
encontrar formas de utilizarlos de manera más eficiente para llegar a los más vulnerables. 
La reestructuración de la focalización puede aumentar la eficiencia en el uso de los recursos. 
Este trabajo muestra la necesidad de integrar las características socioeconómicas en la me-
todología de focalización de los subsidios para los servicios públicos domiciliarios (servicios 
públicos), para una asignación eficiente de los recursos en el corto plazo. La reestructuración 
del sistema con una identificación multidimensional de las características socioeconómicas 
de la población constituye un buen punto de partida en la reducción de la desigualdad, ya que 
permite realizar inversiones donde más se necesitan. Teniendo en cuenta la heterogeneidad 
de los municipios, es clave para implementar ajustes al sistema de estratificación. El DNP ya 
está trabajando en esta dirección, con consultas y discusiones en curso para empezar a pensar 
en una reforma al actual sistema de subsidios. 

Colombia ya ha dado pasos importantes en esta dirección. Para garantizar la asequibilidad 
de los servicios de agua y el derecho humano al agua, acentuados aún más por la crisis por el 
COVID-19, el DNP y el DANE han estado trabajando para mejorar los sistemas de estratificación 
y evaluar si un subsidio con base en la demanda, como el modelo chileno de subsidio al agua 
(que utiliza un esquema de subsidios sujeto a la verificación de los recursos), también podría 
contribuir a reducir los errores de focalización. Para el subsidio a la electricidad, no existe un 
comparador internacional específico, pero hay varias simulaciones disponibles en la literatura 
que apuntan a ahorros fiscales potenciales, mientras se mantiene constante la asequibilidad 
y -por lo tanto- el consumo de los pobres. Por ejemplo, cuando los subsidios a la electricidad 
se combinan con los subsidios otorgados a los estratos 1 a 3 (según la metodología actual), 
pero se limitan al 30 % de los hogares más vulnerables del país, según los datos del Sisbén, las 
simulaciones mostraron una reducción del déficit del sistema de 150 000 millones de pesos 
mensuales a menos de 10 000, mientras que el gasto en electricidad de los pobres se mantuvo 
constante (5,6 % del ingreso familiar). 

Infraestructura que conecta: mejorar la accesibilidad para acercar 
oportunidades a los territorios

Mejorar el acceso a empleos, servicios y oportunidades en las poblaciones vulnerables y 
desfavorecidas, y en particular en aquellas que no tienen acceso a un vehículo privado, ha 
demostrado tener un impacto significativo en la reducción de la desigualdad intraurbana 
en Colombia. La mejora de la accesibilidad debe definirse como el resultado clave de invertir 
en mejores servicios e infraestructura de transporte, tanto a nivel urbano como interurbano. 
Para la accesibilidad intraurbana, la mejora de la infraestructura peatonal con características 
de seguridad y que sean resilientes al clima tiene un impacto significativo en la mejora de la 
conectividad al transporte público, contribuyendo directamente a mejorar la cantidad de tra-
bajos, servicios y oportunidades accesibles en una ventana de tiempo de viaje determinada. 
Llevar a cabo un análisis de accesibilidad de referencia y comprender los cambios en el acce-
so proporcionado por la mejora de los servicios, al igual que la infraestructura de transporte, 
puede ayudar a informar la política nacional sobre la mejora de la movilidad regional y urbana 
que el gobierno de Colombia aprobó en abril de 2020 (CONPES, 2020b). El Consejo Nacional 
de Política Económica y Social República de Colombia (CONPES), con su objetivo de promover 
modos de transporte públicos y no motorizados sostenibles, apoya tres líneas de trabajo clave 
como medio para lograr su objetivo: (i) actualización y ampliación de los esquemas de cofi-
nanciamiento existentes entre los gobiernos nacionales y territoriales para servicios e infraes-
tructura de transporte; (ii) actualización y fortalecimiento de la institucionalidad local para la 
inversión, regulación y operación del transporte urbano; y (iii) apoyar la implementación de 
lineamientos de políticas y herramientas para reducir las externalidades negativas asociadas 
con el transporte (es decir, congestión, muertes y lesiones relacionadas con la seguridad vial 
y emisiones de gases de efecto invernadero y otros contaminantes locales). A modo de com-
paración, en Indonesia, el análisis de accesibilidad ha permitido evaluar el impacto potencial 
de las inversiones en transporte público, en términos de aumentos en el acceso a empleos, 
oportunidades y servicios.

Se necesita una buena conectividad para reducir la desigualdad, no solo dentro de las 
ciudades, sino también entre las áreas urbanas y rurales. Tal como quedó demostrado me-
diante la evidencia, la infraestructura conectiva dentro de los territorios puede permitir una 
reducción de la pobreza. Para la accesibilidad interurbana en el largo plazo, las áreas periur-
banas y los municipios más pequeños pueden mejorar la conectividad de áreas principalmen-
te residenciales a la red vial terciaria y secundaria, como un medio para mejorar la seguridad 
vial, para reducir el consumo de combustible, los costos de mantenimiento y los tiempos de 
viaje, y para aumentar el acceso a empleos, mercados y servicios, que tienden a concentrarse 
en áreas urbanas más grandes. El Ministerio de Transporte ha ayudado a los departamentos 
con sus capacidades de planificación y estructuración de proyectos (Plan Vial Departamen-
tal). Este programa podría apalancarse para apoyar a los municipios en la definición de las 
competencias y los instrumentos para gestionar la red vial terciaria para el acceso a las insta-
laciones (recogida de datos, inventarios viales, pautas para gestionar la red, identificación de 
la financiación, etc.). 

Por ejemplo, en Perú, el gobierno nacional creó un marco institucional, a fin de lograr un 
mejor abordaje de la conectividad territorial. El gobierno peruano conformó dos unidades 
para gestionar su programa de caminos rurales: el Provías Nacional, para la gestión y adminis-
tración de proyectos en la red vial nacional, y el Provías Descentralizado, para la rehabilitación 
y mantenimiento de caminos departamentales y rurales, el desarrollo de capacidad institu-
cional en la gestión de la infraestructura vial y la articulación de la política de infraestructura 
de transporte en el desarrollo regional. El programa ha rehabilitado más de 15 000 kilómetros 
de carreteras, al tiempo que ha permitido la participación del sector privado, y se han creado 
más de 650 microempresas para el mantenimiento de carreteras, generando empleo e imple-
mentando la contratación por resultados.

Intervenciones focalizadas: inversiones bien orientadas para 
ciudades más equitativas e inclusivas

Dado que las diferentes dimensiones de la desigualdad intraurbana están fuertemente 
interrelacionadas, hacer que una ciudad sea más inclusiva abordando las desigualdades 
en la vivienda requiere una política de vivienda integrada con un enfoque territorial e in-
tersectorial. A fin de abordar los desafíos de la vivienda se requiere trabajar más allá de la vi-
vienda en sí misma, para incluir mejoras en las políticas coordinadas de transporte y el uso de 
la tierra para garantizar un mejor acceso a servicios, comodidades y empleos (OCDE, 2018a). 
Como se aprecia en el diagnóstico, la vivienda es el principal determinante de la desigualdad 
intraurbana en Colombia, pero, así como la desigualdad tiene muchas caras, las acciones en 
materia de vivienda deben ser integrales y coordinadas con otras dimensiones. Con el fin de 
reducir la desigualdad habitacional, la Política Nacional de Vivienda en Colombia necesita in-
tegrar mejor los programas de vivienda existentes con los territorios. Esto significa reforzar los 
programas nacionales de vivienda con mecanismos financieros para apoyar a los municipios 
en sus esfuerzos por incrementar la cantidad de vivienda disponible, alineando los incentivos 
entre el gobierno nacional y las ciudades. Esta respuesta variaría de una ciudad a otra, desde 
la adquisición de terrenos, hasta la provisión de la infraestructura y los servicios necesarios, 
con el fin de integrar mejor a los hogares en el tejido urbano para permitir áreas urbanas inclu-
sivas y productivas. Los mecanismos financieros pueden adoptar la forma de subvenciones en 
bloque para que los municipios inviertan localmente y complementen y garanticen mejor una 
vivienda inclusiva, bien comunicada y sostenible. El programa debe tener parámetros de ele-
gibilidad claros para las áreas urbanas participantes, y las reglas deben especificar las caracte-
rísticas que deben tener las ciudades para ser elegibles. Los beneficios de fomentar ciudades 
capaces de proporcionar viviendas asequibles, junto con servicios y conectividad adecuados, 
están bien documentados e incluyen reducciones en los costos de transporte/viajes, mayor 
acceso a empleos y una mejor calidad de vida. Además, la vivienda es uno de los principales 
sectores que podría contribuir a la recuperación del empleo post - COVID-19, particularmente 
para las poblaciones vulnerables.74 

Con el fin de hacer operativa de manera efectiva la coordinación entre los programas 
de vivienda y los mecanismos financieros para apoyar los espacios urbanos inclusivos y 
productivos, se necesita una comprensión clara de los desafíos locales. Sin políticas ade-
cuadas para garantizar que las unidades nuevas (o existentes) estén bien integradas en los 
puestos de trabajo y los mercados, las inversiones en vivienda pueden llevar a activos vara-
dos, casas abandonadas y mayores tasas de desocupación.75 Para que las unidades de vivien-
da se integren en sus territorios, es necesario que exista una comprensión local del uso de la 
tierra. Esto evitaría, por ejemplo, viviendas ubicadas en áreas de alto riesgo no mitigables. 
Además, tener un inventario de aquellas familias en áreas de alto riesgo y aquellas que nece-
sitan una vivienda asequible formal puede ayudar a los municipios a estimar la demanda y 
así planificar de manera efectiva. Apoyando a los gobiernos locales para la realización de POT 
robustos y modernos, con el objetivo de integrar todos estos aspectos y con lineamientos de 
construcción eficiente y sostenible, se puede ayudar a reducir la desigualdad habitacional en 
las ciudades colombianas. Debido a que los municipios más pequeños y vulnerables también 
carecen de capacidad, así como de los mecanismos técnicos y financieros necesarios para la 
planificación urbana integral y las inversiones en infraestructura, las brechas entre las áreas 
líderes y las atrasadas tienden a perpetuarse. Es necesario trabajar en el fortalecimiento de las 
capacidades locales y hacer que los mecanismos financieros estén disponibles en todo el es-
pectro de ciudades para reducir la desigualdad territorial. Además, el análisis de accesibilidad 
a nivel local, como el que se hace aquí, puede ayudar a los gobiernos locales a identificar qué 
es necesario, en dónde y cuánto costaría vincular las necesidades con los mecanismos finan-
cieros necesarios.    

Por ejemplo, en 1990 Estados Unidos implementó el Programa de Asociaciones de Inver-
sión (HOME) para incentivar a las ciudades a proporcionar la infraestructura necesaria 
para viviendas resilientes. El programa ofrece incentivos monetarios (subvenciones en blo-
que) para que las ciudades alineen sus decisiones de inversión en infraestructura con los pla-
nes regionales (o los planes de vivienda). El requisito de financiación debe ir acompañado de 
un plan consolidado que ayude a los estados y distritos a evaluar sus necesidades de desarro-
llo comunitario y de vivienda asequible, basándose en los datos locales. El Índice de Competi-
tividad Municipal en Materia de Vivienda (INCOMUV) es un instrumento complementario que 
creó México para alinear los instrumentos de política urbana y habitacional. El índice apoya la 
toma de decisiones de los actores involucrados en el sector de la vivienda y evalúa las capaci-
dades de los municipios para albergar viviendas de manera sostenible.

Como segunda dimensión que impulsa las desigualdades intraurbanas en Colombia, es 
fundamental reducir la brecha en la educación de primera infancia y secundaria, y abor-
dar la calidad de la educación en las zonas rezagadas. El Capítulo 2 brinda información so-
bre las políticas tendientes a promover el acceso al aprendizaje desde las primeras etapas del 
ciclo de vida, y se enfoca en áreas que actualmente tienen un desempeño deficiente. 

Para la inclusión y la cohesión social, las ciudades de Colombia deben abordar la segre-
gación espacial. Los formuladores de políticas pueden hacer que los vecindarios sean más 
inclusivos, por ejemplo, creando lugares para mejorar las interacciones y proporcionando so-
luciones de vivienda que sean asequibles y atractivas para diferentes grupos (OCDE, 2018a). 
Además, la vivienda asequible debe estar disponible a través de regulaciones inclusivas de 
uso de la tierra y sistemas de vivienda social adecuados. Como se muestra en los diagnós-
ticos, muy a menudo las áreas urbanas más desfavorecidas en una dimensión también son 
vulnerables en otras, lo que indica la presencia de segregación residencial en las ciudades 
colombianas. La identificación adecuada de las trampas de pobreza es un tema central en 
las políticas de regeneración urbana (Duque, Royuela y Noreña, 2013). El uso de indicadores 
locales de la asociación espacial de vulnerabilidad socioeconómica, como los utilizados en 
este diagnóstico, puede ayudar a identificar aquellas áreas más necesitadas. Una estrategia 
de priorización para mejorar las condiciones en tales áreas puede ayudar a las ciudades a 
orientar las intervenciones de mejoramiento urbano. Ya existen ejemplos de intervenciones 
integrales exitosas en Colombia, como la de los proyectos de mejoramiento integral de barrios, 
que han tenido éxito en ciudades como Bogotá, Medellín y Cali, contribuyendo a abordar de-
safíos multidimensionales. Recientemente, el gobierno inició esfuerzos para reducir el déficit 
habitacional (cuantitativo y cualitativo), particularmente para los más vulnerables, a través de 
la Política para la Infraestructura Sostenible y Resiliente, y los programas Vivienda Resiliente, 
Mejoramiento de Vivienda y Vivienda en Renta para Vulnerables. Sin embargo, como se destacó 
anteriormente, estas inversiones por sí solas no serán suficientes; se necesitan cambios es-
tructurales en el sector para hacer los espacios urbanos más inclusivos.

Con el fin de reducir las brechas regionales, las políticas tendrían que centrarse en los 
grupos vulnerables, como las minorías étnicas y las poblaciones desplazadas. Un primer 
paso en esta dirección es reconocer que las minorías étnicas son muy heterogéneas, cultural, 
socioeconómica y regionalmente. Las mismas se ven afectadas por múltiples capas de exclu-
sión, por lo que ninguna solución única abordará todas sus necesidades. A pesar de que Co-
lombia ha logrado importantes avances en el conteo de minorías étnico-raciales en censos y 
encuestas de hogares, todavía existen registros estadísticos clave (en salud y educación) que 
carecen de desagregación étnico-racial. Solo con datos sólidos puede el gobierno rastrear el 
progreso en la acumulación de capital humano, la inclusión social y las medidas contra la dis-
criminación. Además, las inversiones coordinadas a nivel intersectorial en la mayoría de los 
territorios rezagados (por ejemplo, la mejora de la infraestructura básica, la expansión de los 
sistemas de educación y salud, la mejora de la conectividad) deben ir acompañadas de esfuer-
zos que protejan directamente los derechos culturales de las minorías étnicas (por ejemplo, 
el fortalecimiento de los derechos territoriales y autonomía política, apoyando el desarrollo 
impulsado por la comunidad). Esto incluye fortalecer su voz y su participación en la toma 
de decisiones. Es importante apoyar las capacidades técnicas, financieras y organizativas de 
los pueblos indígenas y afrodescendientes, a través de sus asociaciones representativas para 
elevar sus necesidades. Además, corregir los desequilibrios de las regiones rezagadas requie-
re una aplicación más eficaz de la legislación existente. Por ejemplo, el Decreto 1824 (2020) 
puede ampliar su cobertura de la regularización de títulos de propiedad para la población 
indígena a un grupo más amplio de minorías étnicas. 

Adicionalmente, se necesitan programas para integrar a las poblaciones desplazadas al 
mercado laboral urbano. La evidencia muestra que la vinculación de los hogares desplazados 
a los mercados laborales, los programas de generación de ingresos y los derechos de propie-
dad en el municipio de origen (Ibáñez y Moya, 2006) tienen un efecto inmediato en el bienestar 
de estas poblaciones, permitiendo una mayor autosuficiencia en el tiempo. Los programas 
para la generación de ingresos deben brindar mecanismos efectivos que permitan a estos gru-
pos obtener acceso al crédito financiero y programas de nutrición y salud, particularmente en 
emergencias familiares, que actualmente impiden el uso de recursos destinados al consumo. 
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Opciones de políticas  
para oportunidades más equitativas en todo el territorio

Brecha de 
equidad 
observada

Factores impulsores 
de la brecha de 
equidad

Opciones de política Experiencias internacionales relevantes Momento de 
implementación

Consideración y 
estimaciones del 
impacto fiscal de la 
implementación

Las desigualda-
des territoriales 
persisten en di-
ferentes escalas 
y dimensiones.

Se necesita una me-
jor coordinación 
entre los planes y las 
herramientas exis-
tentes para mejorar, 
simplificar y racio-
nalizar las iniciativas 
actuales para reducir 
las desigualdades te-
rritoriales.

Fortalecer a los gobiernos subnacionales (i) 
mejorando los sistemas de información y la 
gestión de datos para alimentar la planificación 
territorial y la toma de decisiones; (ii) fortalecer 
la capacidad técnica de los gobiernos subnacio-
nales débiles para planificar, diseñar y adminis-
trar la infraestructura y los servicios clave; y (iii) 
traducir las reformas legales en instrumentos 
concretos que puedan orientar a los gobiernos 
subnacionales en la implementación de leyes/
decretos territoriales. Por ejemplo, se necesita 
el apoyo del gobierno nacional para imple-
mentar el PGOT.  Los índices existentes podrían 
usarse para identificar aquellos municipios que 
necesitan más apoyo (por ejemplo, Índice Mu-
nicipal de Riesgo de Desastres Ajustado por Ca-
pacidades), centrándose primero en los núcleos 
urbanos, debido a su potencial para beneficiar 
los territorios circundantes.

En los Países Bajos, el gobierno central es res-
ponsable de un buen sistema de planificación 
espacial en todo el país, asegurando que los go-
biernos subnacionales (provincias y municipios) 
tengan acceso a información espacial que facilite 
la planificación urbana. El gobierno central apoya 
a las autoridades regionales y locales, a través de 
asistencia técnica y alternativas de financiamien-
to.76 Para desarrollar capacidades a nivel local, 
Australia asigna una financiación a los gobiernos 
regionales y locales, de acuerdo con su composi-
ción interna, la que refleja las necesidades y capa-
cidades de la autofinanciación. Túnez y Tanzania 
están mejorando el desempeño de los gobiernos 
locales, mediante una mejor asignación de sub-
venciones de capital. Por último, el gobierno 
colombiano ya tiene experiencia en traducir refor-
mas legales en instrumentos concretos para orien-
tar a los gobiernos subnacionales en la mejora de 
la planificación territorial, por ejemplo, el Kit de 
Asociatividad desde el (DNP).  

Inmediato/
corto plazo

El impacto fiscal estimado 
de la implementación de-
pende del alcance del pro-
grama para cada una de las 
tres subrecomendaciones. 
Se necesita más trabajo 
para cuantificar estos cos-
tos.

Las desigualda-
des urbano-rura-
les son elevadas.

Los vínculos entre 
las áreas rurales y ur-
banas (por ejemplo, 
infraestructura, trans-
porte e interacción 
socioeconómica) son 
débiles, al igual que 
los mecanismos po-
tenciales que pueden 
apoyar la reducción 
de la desigualdad en 
los territorios.

Fortalecer el desempeño fiscal local es clave 
para reducir la desigualdad en los territorios. 
Las finanzas locales pueden mejorarse (i) mejo-
rando las capacidades del gobierno municipal 
en la gestión de un catastro multipropósito y 
la recaudación de impuestos a la propiedad, y 
(ii) profundizando los vínculos operativos entre 
el catastro y la gestión fiscal. Desde la Ley 14 
(1983), el gobierno ha tenido la iniciativa de for-
talecer las finanzas locales, mediante el estable-
cimiento de un sistema nacional para vincular 
el catastro y el impuesto predial; sin embargo, 
actualizar el catastro ha sido una tarea difícil. 
A través de las iniciativas actuales de catastro 
multipropósito, el objetivo es registrar los de-
rechos, restricciones y responsabilidades de la 
tierra y sus propietarios para permitir la intro-
ducción de un impuesto predial.

El Comité de Expertos de las Naciones Unidas 
sobre la Gestión Global de la Información Geoes-
pacial (UN-GGIM), a través del Marco para la Ad-
ministración Efectiva de la Tierra (FELA) 2019, 
destaca la importancia de la administración eficaz 
de la tierra para mejorar los aspectos sociales, 
económicos, financieros y de sostenibilidad de 
un territorio. El Marco de Datos Espaciales de la 
Fundación del Consejo de Información Territorial 
de Australia y Nueva Zelanda (ANZLIC), garantiza 
el intercambio y la accesibilidad generalizada de 
los datos espaciales en esos dos países. El mismo 
identifica temas clave de datos geoespaciales, 
como parcelas y propiedades de tierra, cobertura 
del suelo y elevación y profundidad.77 

Mediano/
largo plazo

A modo de ejemplo, en Bo-
gotá entre 2010 y 2019, el 
proceso de actualización 
de la propiedad permitió 
un aumento del 24 % en 
los activos públicos locales 
totales, al igual que un au-
mento en el avalúo catas-
tral del 219 %. 

Reforzar el desempeño de los gobiernos subna-
cionales aportando capacidades donde faltan, a 
través de acuerdos o asociaciones entre munici-
pios, departamentos y/o regiones para abordar 
un desafío común. Colombia tiene diferentes al-
ternativas para esto, como los Pactos Territoria-
les o los EAT,78 dependiendo de las necesidades 
locales. Para el transporte, apoyar las iniciativas 
nacientes de las Autoridades Regionales de 
Transporte (ART), bajo consideración de los go-
biernos de Cali/Valle y Bogotá/Cundinamarca.

Alemania y Chile tienen diferentes tipos de aso-
ciaciones entre unidades administrativas para 
abordar los desafíos comunes. En Alemania, las 
asociaciones de municipios se centran en la pres-
tación de servicios públicos locales propios o de-
legados, y en la planificación territorial.79 Chile80 
cuenta con mecanismos no permanentes para la 
coordinación de políticas horizontales en todos 
los campos políticos, tales como las comisiones 
especiales para implementar políticas o proyectos 
específicos. 

Estados Unidos tiene financiamiento condicional 
para la infraestructura de transporte masivo para 
la creación de autoridades de tranzsporte metro-
politano. 

Inmediato/corto 
plazo

Se necesita más trabajo 
para estimar los costos fis-
cales.

Ampliar la conectividad desde las zonas resi-
denciales de las zonas periurbanas y los muni-
cipios más pequeños hasta la red de carreteras 
terciarias y secundarias para mejorar el acceso 
general a los puestos de trabajo, los mercados 
y los servicios, que tienden a concentrarse en 
las zonas urbanas más grandes. El Ministerio 
de Transporte ha ayudado a los departamentos 
con sus capacidades de planificación y estructu-
ración de proyectos (Plan Vial Departamental). 
Asimismo, este programa podría apalancarse 
para apoyar a los municipios en la definición de 
competencias e instrumentos necesarios para 
gestionar la red vial terciaria de acceso a las ins-
talaciones.

En Perú, el gobierno nacional conformó dos uni-
dades para gestionar su programa de caminos 
rurales: el Provías Nacional, para la gestión y ad-
ministración de proyectos en la red vial nacional, y 
el Provias Descentralizado, para la rehabilitación y 
mantenimiento de caminos departamentales y ru-
rales, el desarrollo de capacidad institucional en la 
gestión de la infraestructura vial y la articulación 
de la política de infraestructura de transporte en 
el desarrollo regional. El programa ha rehabilitado 
más de 15 000 kilómetros de carreteras, al tiempo 
que ha permitido la participación del sector pri-
vado, y se han creado más de 650 microempresas 
para el mantenimiento de las carreteras, lo que ha 
generado empleo y ha implementado la contrata-
ción con base en los resultados.

Mediano/largo 
plazo

El CONPES 4010 (Vías para 
la legalidad) tiene en cuen-
ta inversiones en cerca 
de 1000 km de tramos de 
carreteras primarias en 
zonas rurales. Otros pro-
gramas han presupuestado 
recursos para apoyar la 
rehabilitación de caminos 
secundarios. No se espera 
que la coordinación de los 
programas de inversión 
nacionales y regionales en 
rehabilitación y contratos 
basados en resultados ten-
ga un impacto fiscal signifi-
cativo.

Desigualda-
des socioe-
conómicas 
intraurbanas, 
particularmente 
en las dimensio-
nes de vivienda 
y educación.

Las ciudades han cre-
cido rápidamente en 
las últimas décadas, 
pero la infraestructura 
no ha crecido propor-
cionalmente, dejando 
a muchas atrás.

Reforzar los programas nacionales de vivienda 
con mecanismos financieros para apoyar a los 
municipios en sus esfuerzos por incrementar 
la cantidad de vivienda disponible, alineando 
incentivos entre el gobierno nacional y las ciu-
dades. Esta respuesta variaría de una ciudad a 
otra, desde la adquisición de terrenos, hasta la 
provisión de la infraestructura y los servicios 
necesarios que puedan integrar mejor a los 
hogares en el tejido urbano para permitir áreas 
urbanas inclusivas y productivas. Los meca-
nismos financieros podrían adoptar la forma 
de subvenciones en bloque para que los muni-
cipios inviertan localmente y complementen 
y garanticen mejor viviendas inclusivas, bien 
conectadas y sostenibles. El programa debe te-
ner parámetros de elegibilidad claros para las 
áreas urbanas participantes, y las reglas deben 
especificar las características que deben tener 
las ciudades para ser elegibles. Colombia está 
muy avanzada en la identificación de sus de-
safíos y prioridades locales (POT modernos), y 
los incentivos financieros del gobierno central 
pueden ayudar a ponerlos en funcionamiento, 
al mismo tiempo que respaldan mejor las vi-
viendas nuevas y existentes.

En 1990, Estados Unidos implementó el Programa 
de Asociaciones de Inversión (HOME). El programa 
ofrece incentivos monetarios (subvenciones en 
bloque) para que las ciudades alineen sus decisio-
nes de inversión en infraestructura con los planes 
regionales (o los planes de vivienda). El requisito 
de financiación debe ir acompañado de un plan 
consolidado que ayude a los estados y distritos 
a evaluar sus necesidades de desarrollo comuni-
tario y de vivienda asequible, basándose en los 
datos locales. Un instrumento complementario 
que creó México para alinear los instrumentos de 
política urbana y habitacional es un índice llama-
do Índice de Competitividad Municipal en Materia 
de Vivienda (INCOMUV). El índice apoya la toma 
de decisiones de los actores involucrados en el 
sector de la vivienda y evalúa las capacidades de 
los municipios para albergar viviendas de manera 
sostenible.

Mediano/largo 
plazo

El costo fiscal va a depender 
del diseño del programa. 
Primero, se podría limitar 
a ciertos municipios (como 
piloto) y los indicadores po-
drían usarse para rastrear su 
efectividad. 

Escasa accesi-
bilidad a nivel 
intraurbano.

Llevar a cabo un análisis de accesibilidad de lí-
nea base e identificar los cambios en el acceso 
a partir de mejores servicios e infraestructura 
de transporte, que pueden ayudar a informar la 
política nacional para mejorar la movilidad re-
gional y urbana que el gobierno aprobó en abril 
de 2020.

En Indonesia, el análisis de accesibilidad ha per-
mitido la evaluación del impacto potencial de las 
inversiones en transporte masivo en términos de 
los aumentos en el acceso a empleos, oportunida-
des y servicios.

Inmediato/
corto plazo

El costo fiscal es mínimo, 
ya que se relaciona princi-
palmente con actividades 
analíticas que pueden ser 
financiadas con presu-
puestos recurrentes en el 
Ministerio de Transporte o 
el DNP, o con el apoyo de 
bancos de desarrollo multi-
laterales.

Segregación en 
las ciudades, con 
la periferia me-
nos equipada.

Ampliar los datos y análisis espaciales intraurba-
nos para identificar adecuadamente las trampas 
de pobreza y abordar la segregación urbana. El 
uso de indicadores locales de la asociación es-
pacial de vulnerabilidad socioeconómica, como 
los utilizados en este diagnóstico, puede ayudar 
a identificar aquellas áreas más necesitadas. Una 
estrategia de priorización (hoja de ruta) para me-
jorar las condiciones en tales áreas puede ayudar 
a las ciudades a orientar las intervenciones de 
mejoramiento urbano.

Las ciudades de Indonesia han estado mejoran-
do sus datos locales para permitir una toma de 
decisiones efectiva y apoyar a quienes más lo 
necesitan. Por ejemplo, la ciudad de Palu utiliza 
un índice de idoneidad para identificar aquellas 
áreas que están lejos de ser óptimas para la den-
sificación de la población. Este índice se utilizó 
después del terremoto del 2018, para atender a la 
población afectada y permitir la reubicación de 
los asentamientos.

Mediano/largo 
plazo

Se necesita más trabajo 
para estimar los costos fis-
cales.

Mejores grupos objetivo de la población que 
históricamente han sido segregados (por ejem-
plo, afrodescendientes, poblaciones indígenas 
y, más recientemente, migrantes). Esto se puede 
hacer a través de 4 pasos: (i) dar seguimiento 
a los avances en la acumulación de capital hu-
mano, la inclusión social y las medidas contra 
la discriminación; (ii) diseñar políticas y progra-
mas que atiendan sus demandas y necesidades 
específicas, lo que contribuya a revertir los pro-
cesos de discriminación estructural; (iii) integrar 
la protección de los derechos culturales de las 
minorías étnicas en el diseño de inversiones; y 
(iv) fortalecer su voz y participación en los es-
pacios de toma de decisiones, apoyando las ca-
pacidades técnicas, financieras y organizativas 
de los pueblos indígenas y afrodescendientes, 
a través de sus asociaciones representativas (ej. 
desarrollo comunitario).

Brasil ha concentrado sus esfuerzos en la integra-
ción de los afrodescendientes en niveles supe-
riores de educación. De forma voluntaria desde 
el 2002 y por ley desde 2013, las universidades 
de Brasil deben cumplir con ciertas cuotas para 
incluir a los afrodescendientes. Hoy, las universi-
dades públicas brasileñas tienen una proporción 
afrodescendiente/no afrodescendiente más cerca-
na a la distribución de la población.

Inmediato/corto 
plazo

El impacto fiscal depende 
del tipo de política, progra-
ma o proyecto que se vaya 
a implementar.

Ineficiencia del 
gasto destina-
do a reducir la 
desigualdad in-
traurbana.

Asignación ineficiente 
de subvenciones

Reestructurar la metodología de focalización de 
los subsidios para Servicios públicos domiciliarios, 
integrando las características socioeconómicas 
de los hogares (más allá de las condiciones de 
vivienda) de la base de datos del Sisbén, lo que 
puede incrementar la eficiencia en el uso de los 
recursos y ayudar a identificar mejor a los nece-
sitados. La metodología actual de estratificación 
puede complementarse con datos del Sisbén, 
para identificar mejor a los más vulnerables (ver 
la última columna para ver un ejemplo).

Con el fin de garantizar la asequibilidad de los 
servicios de agua y el derecho humano al agua, 
acentuados aún más por la crisis por el COVID-19, 
el DNP y el DANE han estado trabajando para 
mejorar los sistemas de estratificación y evaluar 
si un subsidio con base en la demanda, como el 
modelo chileno de subsidio al agua (que utiliza un 
esquema de subsidios, sujeto a la verificación de 
los recursos), también podría contribuir a reducir 
los errores de focalización. Para el subsidio a la 
electricidad, no existe un comparador internacio-
nal específico; sin embargo, sí existen varias simu-
laciones disponibles en la literatura que apuntan 
a ahorros fiscales potenciales, mientras se man-
tiene constante la asequibilidad y, por lo tanto, el 
consumo de los pobres (vea la última columna).

Inmediato/corto 
plazo

Los ejercicios de simulacio-
nes que se llevaron a cabo, 
que combinan los subsidios 
a la electricidad con los 
subsidios que se conceden 
a los estratos 1, 2 y 3 (en 
concordancia con la meto-
dología actual), pero que 
se limitan al 30 % de los 
hogares más vulnerables 
del país, de acuerdo con 
los datos del Sisbén, mos-
traron una reducción de la 
deuda, a partir de 150 000 
millones de pesos al mes, a 
menos de 10 000, mientras 
que el gasto en electricidad 
de los pobres se mantuvo 
constante (5,6% del ingreso 
familiar). 

Conclusión
Comprender las desigualdades territoriales en Colombia puede ayudar al gobierno a 
orientar mejor las inversiones, particularmente en un entorno con recursos limitados. 
Este trabajo aporta evidencia sobre las desigualdades territoriales en diferentes escalas y di-
mensiones, desde la perspectiva regional, hasta la intraurbana. Desenredar las desigualdades 
territoriales, entendiendo dónde se encuentran las principales vulnerabilidades, en qué sector 
y entre qué grupos de población, puede ayudar a orientar mejor los recursos, particularmente 
en un momento de crisis cuando la eficiencia del gasto se vuelve aún más relevante. Reco-
nociendo que los desafíos del desarrollo territorial cubren un amplio espectro de temas, los 
obstáculos clave se pueden agrupar en cuatro líneas: (i) débiles capacidades a nivel subnacio-
nal; (ii) deficientes mecanismos de focalización de inversiones; (iii) infraestructura conectiva 
limitada dentro de los espacios urbanos y entre territorios; e (iv) ineficiencia de los gastos.

Con el fin de reducir las desigualdades territoriales en todo el país, se deben priorizar las 
acciones de política y las inversiones. En el corto plazo, Colombia tiene que fortalecer a los go-
biernos subnacionales y debe coordinar con ellos, de modo que sea posible priorizar programas 
y las inversiones en vivienda y educación, que es donde persisten las disparidades más profun-
das, a través de las múltiples escalas. Los esfuerzos en este sentido requerirán recursos dentro 
de un entorno con recursos limitados, pero este trabajo sugiere que puede haber una manera 
de transformar los esfuerzos actuales para reducir la desigualdad y liberar recursos en el pro-
ceso. Además, llevar a cabo un análisis de accesibilidad de referencia puede ayudar a informar 
la política nacional para mejorar la movilidad regional y urbana, cerrando así las brechas de 
accesibilidad. A largo plazo, es fundamental mejorar la conectividad intraurbana y el acceso a 
puestos de trabajo y oportunidades, así como la conectividad interurbana en las zonas urbanas 
y rurales con el fin de maximizar el acceso rural a los mercados y las oportunidades. 
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1 Tasas de pobreza moderada para 2016 (Nota de política sobre pobreza del Banco Mundial. Borrador de 
enero de 2018); cálculos del personal del Banco Mundial en varias rondas de la Gran Encuesta Integrada de 
Hogares (GEIH), realizada por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).

2 Se analizaron más de 12 000 revistas (Web of Science - La Red de la Ciencia) en cuatro escalas espaciales–
regional, territorial, urbana y rural–y en tres períodos: 2000–2008, 2009–2014 y 2015–2020, y se categoriza-
ron 84 125 artículos.

3 La escala regional está compuesta por las ocho regiones incluidas en el Plan Nacional de Desarrollo de 
Colombia (2018–2022): Pacífico, Eje Cafetero y Antioquia, Caribe, Central, Santanderes, Llanos y Orinoquía, 
Amazonía y Seaflower.

4 De acuerdo con las Naciones Unidas (2018), el 55 % de la población mundial vive en áreas urbanas, una 
proporción que se estima aumentará al 68 % para 2050.

5 DNP (2014-2018). Todos por un Nuevo País.
6 Las reformas históricas que apuntan a la reversión de los altos niveles de concentración de la propiedad de 

la tierra han tenido resultados marginales, debido -entre otras razones- a la falta de información sobre las 
características de la tierra y su potencial económico. Con el fin de abordar este fenómeno, se estableció la 
implementación del catastro multipropósito, como una prioridad en el acuerdo de paz. El acuerdo incluyó 
procesos de consulta con grupos vulnerables, como víctimas de desplazamiento forzado y mujeres. Ade-
más, el gobierno sometió la implementación del catastro a consulta libre e informada, siguiendo los pará-
metros del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales, 
suscrito por Colombia.

7  UNDP (2011). “Rural Colombia, Reasons for Hope”; en: Human Development Report (New York: United Na-
tions Development Programme, 2011). Disponible en: https://www.undp.org/content/dam/colombia/docs/
DesarrolloHumano/undp-co-ic_indh2011-parte1-2011.pdf.

8 Ver Banco Mundial (2014). “Colombia: Land Policy in Transition”; en: Report 27942-CO (Washington, DC: 
World Bank, 2014). Disponible en: https://openknowledge.worldbank.org/handle/10986/14351?locale-at-
tribute=es. 

9  Ver S. Borras y otros (2011). Land Grabbing in Latin America and the Caribbean Viewed from Broader Inter-
national Perspectives (Roma: Food and Agriculture Organization, 2011). 

10 Misión del Sistema de Ciudades, Misión para la Transformación del Campo, Misión de Crecimiento Verde, etc.
11 En particular, la Misión del Sistema de Ciudades ha contribuido al desarrollo territorial al (i) definir una 

nueva generación de planes de desarrollo territorial, denominados POT modernos, que se espera que ten-
gan un mayor énfasis en las medidas prácticas, respondan al seguimiento y la evaluación, incluyan la ges-
tión del riesgo de desastres (GRD) y se actualicen periódicamente; (ii) aprovechar el potencial de las áreas 
urbanas proponiendo el desarrollo de una metodología para definir visiones regionales de crecimiento 
económico en torno a 18 aglomeraciones urbanas identificadas a través del análisis; y (iii) construir los 
datos para el análisis, proponiendo la creación de un observatorio urbano. Como resultado de la Misión del 
Sistema de Ciudades, varios documentos del Consejo Nacional de Política Económica y Social República 
de Colombia (CONPES) se firmaron y aprobaron, uno para la misión en sí, otro para los POT modernos, un 
tercero para la creación del catastro multipropósito y un cuarto para las políticas de apoyo al crecimiento 
verde sostenible.

12 Algunos de los cambios políticos e institucionales clave que resultaron de las recomendaciones de esta Mi-
sión incluyeron la liquidación del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural ( INCODER ) y la posterior crea-
ción de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), la Agencia de Desarrollo Rural (ADR) y la Agencia Nacional de 
Renovación del Territorio (ART), con el fin de ejecutar proyectos de desarrollo rural. 

13 Su enfoque incluye trazar una forma de fortalecer la competitividad, apoyar la sostenibilidad y garantizar 
un crecimiento que sea resiliente.

14 Paralelamente, el gobierno, a través del Departamento Nacional de Planeación (DNP), trabaja para articu-
lar una Política General de Ordenamiento Territorial (PGOT). En 2021, el gobierno lanzará oficialmente la 
Misión de Descentralización, según consta en el Plan Nacional de Desarrollo (PND 2018-2022), y según la 
Ley 1962 de junio de 2019 (Ley de Regiones). Esta Misión estará liderada por un equipo de expertos y partes 
interesadas, quienes definirán la visión y hoja de ruta de la próxima generación para la descentralización.

15 Los resultados de la Misión para la Transformación del Campo proporcionaron insumos clave para orientar 
los acuerdos de paz que se firmaron en el 2016. Se están realizando esfuerzos a fin de desarrollar instru-
mentos para diseñar los PDET. La Misión de Crecimiento Verde aún está en curso, y sus hallazgos y reco-
mendaciones están informando sobre la discusión en relación con el desarrollo territorial.

16 Esta brecha se explica -en parte, por las limitaciones en la liquidez del sistema bancario nacional, las difi-
cultades para atraer inversiones a largo plazo en el mercado de infraestructura o una legislación rígida que 
desalienta la innovación financiera (Banco Mundial, 2018a).

17 Foro Económico Mundial. “Encuesta de Opinión Ejecutiva: la Voz de la Comunidad Empresarial”; en: Infor-
me de Competitividad Global 2014-2015; disponible en: https://reports.weforum.org/global-competitive-
ness-report-2014-2015/introduction-2/.

18 DNP (2019a).
19 Las variables demográficas son: (i) mujer cabeza, (ii) etnia, (iii) afrodescendiente, (iv) indígena, (v) discapa-

cidad y (vi) dependencia demográfica; Las variables de educación son (i) cabeza de hogar sin educación, (ii) 
analfabetismo, (iii) ausencia escolar de 5 a 14 años y (iv) ausencia de educación terciaria. Las variables de 
vivienda se encuentran a nivel del hogar: (i) sin electricidad, (ii) sin gas natural, (iii) sin recolección de basu-
ra, (iv) sin internet, (v) sin agua corriente, (vi) sin alcantarillado y (vii) hacinamiento; y las variables del mer-
cado laboral son (i) desempleo, (ii) trabajo infantil, (iii) dependencia económica, (iv) trabajo no remunerado 
y (v) no en educación, empleo o capacitación (NEET).

20 En el 2005, la Amazonía era la región con la mayor proporción de dependencia demográfica (82 %). El indi-
cador de la región disminuyó a 60 % en 2018, dejando al Caribe como la región con la mayor proporción de 
hogares con dependencia demográfica.

21 World Bank (2015). “Indigenous Latin America in the Twenty-First Century: The First Decade” (Washington, 
DC: World Bank, 2015), 15.

22 Estos son territorios indígenas protegidos constitucionalmente que funcionan como entidades autónomas 
y auto gobernadas. Los residentes de los resguardos están autorizados a diseñar e implementar políticas 
sociales, económicas y políticas en estas áreas, las cuales se considera que tienen igual rango legal a los 
distritos y reglamentos departamentales del estado colombiano. Ver Banco Mundial. “Indigenous Latin 
America” 15.

23 A pesar de las mejoras nacionales en los logros de la escuela secundaria, se ha incrementado la brecha 
entre los territorios. El indicador nacional disminuyó en 20 puntos porcentuales, la segunda reducción más 
grande justo detrás de “sin gas natural”. Todas las regiones mejoraron, pero la brecha entre ellas aumentó 
de 23 a 26 puntos porcentuales, entre 2005 y 2018. La Amazonía continuó con el nivel más alto de vulnera-
bilidad, y Seaflower, con el más bajo.

24 Banco Mundial. “LAC Equity Lab”; disponible en: https://www.worldbank.org/en/topic/poverty/lac-equity-
lab1/overview.

25 Viviendo con menos de US$ 5,5 al día, paridad del poder adquisitivo de 2011. Cálculos de los autores, 
con base en CEDLAS y Banco Mundial. Base de Datos Socioeconómicos para América Latina y el Caribe 
(SEDLAC).

26  Cálculos de los autores, con base en CEDLAS y Banco Mundial (SEDLAC).
27  Ibid.
28 La construcción y regeneración de viviendas también ha contribuido al empleo total durante la última dé-

cada, mostrando un alto efecto multiplicador en un escenario de recuperación luego del COVID-19.
29 Una unidad de vivienda en déficit cualitativo se define como aquella que presenta una o más de las si-

guientes características: la unidad tiene cimientos y muros que no están hechos con ladrillos o materiales 
de concreto; la unidad tiene una mala calidad de materiales en techos y pisos; la unidad no cuenta con una 
conexión adecuada a los servicios de agua y saneamiento; y la unidad tiene condiciones de hacinamiento. 
Una unidad de vivienda hacinada que sufre de déficit habitacional cualitativo se define como aquella en la 
que hay más de cuatro miembros de la familia viviendo en una unidad de vivienda de una sola habitación 
(DANE, 2018c).

30 De todas las variables socioeconómicas que se tuvieron en cuenta, la conexión a internet, la dependencia 
económica, el trabajo no remunerado y los NEET fueron factores que no se midieron en el censo de 2005.

31 La mayoría de los análisis que exploran las dinámicas de desarrollo territorial se basan en unidades admi-
nistrativas, como municipios o departamentos. No obstante, cuando se utilizan unidades administrativas, 
las definiciones de urbano y rural caracterizan un territorio que de otro modo sería continuo como una di-
visión artificial dicotómica que a menudo ha estado guiada por una visión residual de la ruralidad (todo el 
espacio que no es urbano). Esta categorización dicotómica tiende a descuidar los vínculos urbano–rurales 
que dan forma a las interacciones entre las áreas urbanas y su interior. El análisis del desarrollo regional ha 
reconocido cada vez más que rural es un concepto multidimensional que puede definirse en función de las 
características funcionales de los territorios. Estos análisis concluyen que rural no es una categoría dicotó-
mica, sino más bien un gradiente o un continuo espacial con varios grados de ruralidad (Tacoli, 1998, 2003; 
Veiga, 2003; Schejtman y Berdegué, 2004; Chomitz et al. 2005; y De Ferranti et al. 2005).

32 Estos incluyen (i) el acceso a una mayor cantidad de servicios y productos, ya que las ciudades tienden a 
tener sectores especializados y calificados; (ii) conectividad física y virtual; (iii) efectos derivados de co-
nocimientos y beneficios económicos para empresas y trabajadores; (iv) una mayor inversión pública en 
el medio rural, generada por la atracción de nuevas actividades a los extrarradios urbanos; (v) una mayor 
diversidad social, teniendo en cuenta las profesiones y los diversos tipos de trabajos que se pueden encon-
trar dentro del territorio; (vi) más capital humano, con diferentes niveles educativos; (vii) más oportunida-
des para las mujeres dentro del territorio, reduciendo la brecha entre la participación masculina y la feme-
nina en la fuerza laboral; (viii) competencia política, ya que puede aumentar el deseo de participación de la 
sociedad; (ix) acceso a servicios financieros como crédito; y (x) la planificación regional y la priorización de 
inversiones, con los responsables de la formulación de políticas reconociendo las interacciones urbano–ru-
rales. Ver Berdegué et al. (2015); Tacoli (1998); Ndabeni (2016); y Villegas Rodríguez (2014).

33 Utilizando 394 territorios con la categorización de territorios funcionales en Colombia en Berdegué et al. 
(2015), basado en mercados laborales. Ver Tolbert y Killian (1987) y Elbers, Lanjouw y Lanjouw (2003).

34 A manera de verificación de robustez, se creó una configuración alternativa de territorios, a través de la 
combinación de las 394 subregiones derivadas identificadas por Carriazo Osorio y Reyes (2012), con un 
análisis realizado por Sánchez–Serra (2016) sobre áreas urbanas funcionales en Colombia, el cual definió 
51 territorios funcionales, a través de la misma metodología de desplazamiento. Con esta combinación se 
creó una nueva base con 421 territorios funcionales (ver Anexo 4 para más detalles).

35 Al estimar mínimos cuadrados de tres etapas para la variable del cambio de la pobreza monetaria, el efecto 
neto del tamaño del núcleo urbano sobre el cambio de pobreza territorial es positivo.

36 Datos de DANE (2021). Índice de Precios al Consumidor. (Índices – series de empalme: mayo 2021).
37 Banco de la República (2014).
38 Se exploran cinco canales: infraestructura vial, condiciones geográficas naturales, desempeño del gobier-

no municipal, desempeño fiscal municipal y las características cualitativas de las ciudades (ver detalles de 
datos en el Anexo 4).

Notas finales

39 El índice de rugosidad representa el grado de accesibilidad territorial dadas las condiciones geográficas natu-
rales preestablecidas. El índice se basa en el índice de rugosidad del terreno en Riley, DeGloria y Elliot (1999), 
y proporciona un resumen de las características geográficas del paisaje, incluida la elevación y la proximidad 
a áreas planas como la costa. Para los cálculos, se utilizó el Modelo de Elevación Digital GTOPO30, SRTM de 
USGS (1996), lo que permitió analizar una trama de la elevación con una resolución cercana a 1 kilómetro y 
una precisión vertical de unos 30 metros. Intuitivamente, el índice se construye como la diferencia de eleva-
ción entre un punto de referencia y los puntos cercanos que lo rodean. Este índice se agrega a nivel territorial 
tomando el promedio de los valores de celda que cruzan el polígono geográfico de interés.

40 El coeficiente de Gini tiene en cuenta 20 variables en cuatro dimensiones: demografía, vivienda, educación 
y trabajo (ver Anexo 4).

41 Banco de Datos del Banco Mundial. Disponible en: https://databank.worldbank.org/home.aspx.
42 Para las variables demográficas, consulte la nota al pie 102.
43 Las variables se estandarizaron para garantizar que las observaciones tomen valores que oscilen entre 0 

y 1, y que todas las variables seleccionadas se muevan en la misma dirección. Una vez estandarizadas las 
variables, se promediaron para obtener indicadores de vulnerabilidad para cada una de las cuatro dimen-
siones. Estos indicadores de dimensión se utilizaron para clasificar los bloques en seis grupos, utilizando el 
método de agrupamiento de k–medianas. Este método calcula la distancia más corta entre las característi-
cas de observación y la mediana del grupo y asigna la observación al grupo más cercano.

44 Tasa de analfabetismo de las personas de 15 años o más y tasa de ausentismo escolar de las personas de 5 
a 14 años.

45 La dimensión demográfica es la más vulnerable en las regiones de la Amazonía y el Eje Cafetero y Antio-
quia, mientras que para la dimensión de vivienda es la región Seaflower.

46 La vulnerabilidad de los hogares se define por: (i) el número de hogares que viven en viviendas superpobla-
das; y (b) el número de hogares que viven en unidades de vivienda con un déficit habitacional cualitativo 
(DANE/MVCT). Los municipios con los mayores déficits habitacionales cuantitativos y cualitativos se ubican 
en las regiones del Caribe y Centro; sin embargo, cuando se mira la conexión de los hogares a los servicios 
públicos, la asignación de hogares vulnerables es diferente.

47 Para las regiones del Caribe; el Eje Cafetero y Antioquia; y Seaflower la dimensión con mayor brecha es la 
educación.

48 Medido por el Índice Adaptado de Pobreza Multidimensional, el cual se explica en el Anexo 4.
49 Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio (2020). Análisis de capacidades y ambientes del Ministerio de 

Vivienda, Ciudad y Territorio. (Bogotá: MVCT, 2020).
50 CONPES (2009). “Lineamientos para la consolidación de la Política de Mejoramiento Integral de Barrios 

(MIB)”; en Documento CONPES 3604 (Bogotá: Consejo Nacional de Política Económica y Social República 
de Colombia, 2009).

51 UNGRD (2019). Evidencia Empírica sobre la Relación Pobreza - Desastres en Colombia. (Bogotá: Unidad Na-
cional para la Gestión del Riesgo de Desastres, 2019).

52 Observatorio Dinámicas del Territorio (2014).
53 La accesibilidad ofrece un lente poderoso, a través de la cual evaluar la forma en la que un sistema de mo-

vilidad le está sirviendo a un área urbana. La eficiencia de los sistemas de transporte puede reformularse 
en términos de su capacidad para conectar a las personas con oportunidades, en lugar de conectarla con la 
movilidad. La misma proporciona un punto de partida a fin de identificar opciones de planificación del uso 
del suelo e inversiones en transporte que puedan fomentar los mercados laborales urbanos más integra-
dos, mediante el uso de escenarios hipotéticos. Si bien el candidato natural para aumentar la accesibilidad 
a las oportunidades de empleo ha sido tradicionalmente la inversión en las redes de transporte, algunos 
trabajos han arrojado luz sobre la importancia de la planificación urbana y la coordinación de usos del sue-
lo con el transporte (Quirós y Mehndiratta, 2015; y Avner y Lall, 2016).

54 Desde la perspectiva del mercado laboral, Kain (1968) y Gobillon Selod y Zenou (2007) afirman que una 
mejor accesibilidad al empleo conduce a resultados positivos en el mercado laboral, como altos ingresos 
laborales y tasas de empleo, al igual que a empleos de alta calidad. Sánchez (2002) sostiene que las bre-
chas sociales a nivel intraurbano constituyen un problema espacial que depende de la ubicación de las per-
sonas, dependencia que puede compensarse mejorando la accesibilidad.

55 Las instalaciones para la salud incluyen clínicas y hospitales; para educación, preescolar, escuelas y bachi-
lleratos; y para deportes, canchas deportivas, canchas deportivas cubiertas, canchas deportivas múltiples y 
unidades recreativas. La selección de estas instalaciones estuvo dada por la disponibilidad de datos. 

56 La distancia estándar es de cinco kilómetros hasta las instalaciones de servicio, a través de los tres tipos de 
servicios dentro de un contexto urbano (15 kilómetros en contextos rurales). Ver el Anexo 4 para más detalles.

57 Banco Mundial (2013). Improving Accessibility to Transport for People with Limited Mobility (PLM): a Practi-
cal Guidance Note. (Washington, DC: World Bank, 2013).

58 Se analizaron quince ciudades capitales: las cinco capitales que concentran una alta proporción de la po-
blación nacional (Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla y Cartagena); las cinco capitales que tienen el nivel 
socioeconómico Gini más alto (Neiva, Tunja, Bucaramanga, Ibagué y Pereira); y las cinco capitales con me-
nor Gini socioeconómico (Quibdó, Leticia, Inírida, Mitú y Puerto Carreño).

59 Banco Mundial (2018a). Las cifras del RAMV (Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos) al 12 de 
junio de 2018, muestran algunos cambios en la distribución de la población migrante, como porcentaje del 
total del departamento: Norte de Santander (18,6 %), La Guajira (16,92 %), Bogotá DC (9,83 %), Atlántico 
(9,67 %), Magdalena (6,94 %), Arauca (5,9 %), Bolívar (5,51 %), Antioquia (4,94 %) ) y Cesar (4,55 %). Sin em-
bargo, este registro solo tiene en cuenta a los migrantes irregulares.

60 Kennedy, Bosa, Ciudad Bolívar, Suba y Usme.
61 OPPCM. Alianzas público-privadas en Medellín. (Bogotá: Observatorio de Políticas Públicas del Concejo de 

Medellín, n. d.); disponible en: http://oppcm.concejodemedellin.gov.co/sites/oppcm/files/2019-08/alian-
zas-publico-privadas-2016.pdf.

62 El sistema de estratificación clasifica a la población en seis categorías o estratos, con base en las caracterís-
ticas de las viviendas y su entorno inmediato, para identificar quiénes recibirán un subsidio para la gestión 
de agua, electricidad y las basuras. A los tres primeros estratos se les cobra un precio más bajo que el costo 
real; la cuarta categoría se le carga al costo; y los estratos cinco y seis se cobran a un precio más alto que 
el costo, para compensar los tres primeros estratos. El sistema se aplica en todo el país, y las ciudades no 
tienen autonomía alguna para modificarlo.

63 El IPM-C ha sido parte del tablero gubernamental de monitoreo de políticas oficiales desde el 2012. El 
IPM-C se calcula con base en la metodología Alkire–Foster, e incluye cinco dimensiones igualmente ponde-
radas y 15 indicadores igualmente ponderados dentro de su dimensión correspondiente.

64 El error de inclusión se define como el desajuste que ocurre cuando un hogar que no cumple con los requi-
sitos para ser subsidiado recibe el beneficio.

65 Es muy poco probable que este error se corrija por sí solo, porque el hogar no tiene ningún incentivo para 
rectificar la situación y perder así el beneficio recibido (ver ONU– Hábitat, 2016).

66  El error de exclusión corresponde al desajuste que ocurre cuando un hogar que cumple con las condicio-
nes para ser subsidiado se clasifica dentro del estrato de altos ingresos.

67 Gobierno de los Países Bajos. Spatial Planning in the Netherlands. Disponible en: https://www.government.
nl/topics/spatial-planning-and-infrastructure/spatial-planning-in-the-netherlands. 

68 El DNP ya está trabajando en esta dirección, a través de su lanzamiento en 2020 del Kit de Asociatividad, 
que apoya a los municipios y departamentos en la creación e implementación de los EAT.

69 Además de los desafíos intrínsecos de los territorios de PDET, la implementación de PDET enfrenta dificul-
tades significativas, que incluyen: (i) la complejidad, escala y diversidad de las necesidades de desarrollo 
en las más de 11 000 comunidades; (ii) la interdependencia entre inversiones dentro y fuera de los terri-
torios PDET; (iii) la necesidad de fortalecer los gobiernos locales para materializar la transformación; (iv) 
la necesidad de fortalecer los procesos participativos más allá de la identificación y formulación de PDET, 
incluyendo la estructuración, implementación y sostenibilidad de las inversiones; y (v) la articulación espa-
cial y oportuna de iniciativas en el territorio.

70  OCDE (2017). “The Governance of Land Use - Country Fact Sheet Germany”; (Paris: OECD, 2017); disponible 
en: www.oecd.org/regional/regional-policy/land-use-Germany.pdf.

71  OCDE (2017). “The Governance of Land Use - Country Fact Sheet Chile”; (Paris: OECD, 2017); disponible en: 
www.oecd.org/regional/regional-policy/land-use-Chile.pdf.

72  El Comité de Expertos de las Naciones Unidas sobre la Gestión Global de la Información Geoespacial (UN-
GGIM), a través del Marco para la Administración Efectiva de la Tierra (FELA) 2019, destaca la importancia 
de la administración eficaz de la tierra para mejorar los aspectos sociales, económicos, financieros y de 
sostenibilidad de un territorio.

73  ANZLIC. The Australian and New Zealand Foundation Spatial Data Framework: Making Common Founda-
tion Spatial Data Ubiquitous Across Australia and New Zealand. Disponible en: http://anzlic.gov.au/sites/
default/files/files/One_ANZ_Foundation_Spatial_Data_Framework_Booklet.pdf.

74 La construcción de viviendas ha incrementado su contribución al empleo total durante la última década, una 
industria cuya fuerza laboral está compuesta principalmente por trabajadores no calificados con bajos niveles 
de educación e ingresos. Esto es particularmente cierto para la autoconstrucción. La construcción formal tie-
ne efectos multiplicadores agregados más altos para la producción, los impuestos y los salarios; sin embargo, 
la autoconstrucción exhibe un mayor multiplicador de empleo. FEDESARROLLO (2020). Disponible en: https://
www.fedesarrollo.org.co/sites/default/files/enlosmediosimpreso/portafolioco12julio2020.pdf. La mejora de 
los programas de vivienda puede respaldar significativamente la recuperación económica. Por ejemplo, un 
análisis de impacto de una inversión de US$1.000 millones en la creación de empleo destaca la importancia 
de aprovechar los efectos multiplicadores de mejorar el inventario de viviendas: (i) todas las soluciones de 
vivienda, incluidas las mejoras de viviendas a gran escala, pueden generar más puestos de trabajo que cual-
quier otro proyecto de infraestructura pública con fondos del gobierno; (ii) construir más viviendas para la cla-
se media o familias más adineradas, sin subsidios gubernamentales, genera la mayor cantidad de empleos; 
pero (iii) ampliar las viviendas de los pobres y construir en sus propias parcelas con una combinación de sub-
sidios y microcréditos puede generar la misma cantidad de puestos de trabajo.

75  Cuando no se han tomado las medidas adecuadas para asegurar que las nuevas viviendas estén bien inte-
gradas en los puestos de trabajo y los mercados, la provisión de unidades de vivienda en otros países (en 
particular, México, Chile y Brasil) ha resultado en altos niveles de desocupación.

76  Gobierno de los Países Bajos, “Planificación Espacial”. 
77  ANZLIC. The Australian and New Zealand Foundation Spatial Data Framework. 
78 Como se indicó arriba, para beneficiarse más de los EAT, se necesitan dos pasos primero: (i) adaptar las 

disposiciones legales sobre los EAT, con el fin de comunicar de manera más eficaz la legislación existente 
entre los gobiernos subnacionales, y (ii) proporcionar herramientas y recursos para construir/mejorar las 
capacidades políticas, financieras, administrativas y técnicas de los gobiernos subnacionales. El DNP ya se 
encuentra trabajando en esta dirección, a través de su lanzamiento en 2020 del Kit de Asociatividad, el cual 
apoya a los municipios y departamentos en la creación e implementación de EAT.

79 OECD. The Governance of Land Use - Germany. 
80  OECD. The Governance of Land Use - Chile. 
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C A P Í T U L O  6 . 

Los efectos del cambio 
climático en la equidad 
en Colombia
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El cambio climático no afectará a todos los colombianos por igual, y agravará las desigualda-
des subyacentes existentes, ampliando aún más la brecha de desigualdad. El modelo sugiere 
que los colombianos pobres y rurales verán cómo sus salarios se reducen considerablemen-
te más que los segmentos más ricos y urbanos de la población. Los trabajadores informales 
verán disminuir sus salarios más que los trabajadores formales, y las mujeres más que los 
hombres. La disminución del ingreso real en los hogares rurales es mucho mayor que en los 
hogares urbanos, mientras que los hogares más pobres se verán afectados en mayor medida 
que los más ricos. A nivel sectorial, se prevé que el cambio climático afectará con mayor dure-
za a la pesca y el transporte terrestre, seguido por la agricultura y la ganadería. La agricultura, 
la pesca y la ganadería son los sectores con mayor proporción de empleo a nivel nacional (15 
%), y ya son los menos productivos de Colombia, lo cual afecta aún más la desigualdad. El 
gobierno puede contrarrestar estos desarrollos y hacer que las poblaciones vulnerables que 
dependen de estos sectores sean más resilientes a los efectos del cambio climático, promo-
viendo la agricultura climáticamente inteligente para impulsar la productividad, adoptando 
sistemas de protección social más dinámicos que se adapten mejor para responder a los im-
pactos climáticos y fortaleciendo las políticas de fijación del precio del carbono que mejoran 
la equidad ambiental, mientras aumentan los ingresos que se pueden aplicar a la adaptación 
climática, la creación de empleos u otras prioridades gubernamentales. 

Resumen66
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Colombia se encuentra entre los países de América Latina con mayor riesgo de cambio 
climático. El país tiene una alta incidencia de variabilidad de precipitaciones y fenómenos 
climáticos extremos, con problemas emergentes relacionados con las condiciones climáticas. 
Se prevé que los fenómenos naturales, como inundaciones, sequías, estrés por calor, avalan-
chas, inundaciones repentinas e incendios, se vean agravados por la actividad humana y el 
clima cambiante, lo cual afectará el desarrollo del país y generará cambios rápidos en el uso 
de la tierra, los desplazamientos de población de áreas rurales a urbanas y la degradación 
ambiental, además de otros desafíos socioeconómicos (Campos et al., 2012). La mayoría de 
la población (y el grueso de la actividad económica) se ubica en dos regiones particularmente 
sensibles al cambio climático: la región andina en el centro de Colombia, donde la escasez del 
agua y la inestabilidad de la tierra ya son una realidad, y la costa atlántica en el norte del país, 
donde el aumento del nivel del mar y las inundaciones podrían afectar los asentamientos 
humanos y las actividades económicas clave (PNUD, 2015a). Aunque son poco frecuentes, la 
costa caribeña colombiana también podría verse afectada por huracanes y tormentas tropica-
les (Ortiz Royero, 2012). 

Los estudios sobre los impactos del cambio climático en Colombia han tenido limitacio-
nes importantes. Comprender el impacto del cambio climático en los sistemas naturales y 
humanos, así como los riesgos y las vulnerabilidades relacionados, es un punto de partida 
importante para preparar una respuesta a la emergencia climática. La mayoría de los estudios 
sobre el cambio climático en Colombia se enfocan en los efectos agrícolas (DNP, BID y CEPAL, 
2014; Ramírez-Villegas et al., 2012; Boshell et al., 2018). Hasta la fecha, no existe ningún es-
tudio en el que se hayan evaluado simultáneamente los efectos económicos de los impactos 
más importantes del cambio climático. Además, los efectos de la variabilidad climática sobre 
los ingresos familiares y la desigualdad en Colombia tampoco se han investigado demasia-
do. Cuando se evaluaron los efectos en toda la economía, los resultados se limitaron al nivel 
agregado, y no se evaluaron los impactos diferenciales por áreas urbanas y rurales o niveles 
de ingresos. Es importante hacer una apreciación más profunda para comprender las posibles 
opciones de políticas.

El impacto agregado del cambio climático en la economía de Colombia será desfavorable. 
Para 2050, es probable que el cambio climático en Colombia afecte los empleos y el sustento de, 
al menos, 3,5 millones de colombianos, el empleo del 15 % de la población y la calidad del 60 
% de la tierra que actualmente es apta para las agroindustrias, entre otras ramificaciones (Ra-
mírez-Villegas et al., 2012). Los impactos también incluyen la degradación del suelo y la pérdida 
de materia orgánica en las laderas andinas, las probables inundaciones en las costas del Caribe 
y del Pacífico, las pérdidas de nichos de cultivos de café, frutas, cacao y bananas, los cambios en 
la prevalencia de plagas y enfermedades y los aumentos en las vulnerabilidades de los peque-
ños productores no desarrollados técnicamente (Ramírez-Villegas et al., 2012). El Departamento 
Nacional de Planeación (DNP) de Colombia, el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) (2014) estimaron que los impactos 
climáticos en la productividad de algunas actividades económicas vulnerables reducirían el pro-
ducto bruto interno (PIB) del país, en un promedio de 0,5 % anual, entre 2011 y 2100. Aunque en 
el estudio se consideró una cantidad limitada de sectores de la economía, fue un acercamiento 
inicial a la relevancia del cambio climático en el futuro rendimiento económico de Colombia. 
También se prevé que el cambio climático afecte la disponibilidad de agua y los patrones de 
precipitaciones que interrumpirán la generación de energía hidroeléctrica. Esto es de particular 
importancia para Colombia, donde el 70 % de la generación de energía proviene de esta fuente, 
y se necesitarán cambios sustanciales en las políticas energéticas de Colombia para afrontar los 
impactos climáticos (Arango-Aramburo et al., 2019).

6.1. 
Introducción

Los modelos de equilibrio general computable (EGC) ayudan a rastrear mejor los impac-
tos en toda la economía. Mapean explícitamente los vínculos entre los sectores y modelan 
el comportamiento adaptativo de las personas y empresas con los cambios en las condicio-
nes externas, debido al cambio climático (y la política gubernamental). En consecuencia, se 
emplean ampliamente para evaluar los impactos del cambio climático. Desde principios de 
la década de los noventa, los modelos de EGC se han utilizado ampliamente para analizar los 
vínculos entre la actividad económica y la producción de GEI (Döll, 2009), medir los impactos 
del cambio climático en la productividad y la actividad económica (Roson y Sartori, 2016), y 
examinar la eficacia de las políticas de mitigación del cambio climático (Dixon y Jorgenson, 
2012). En Colombia, Calderón et al. (2016) evalúan los impactos en toda la economía de las 
políticas de mitigación sobre el PIB y el consumo. Romero et al. (2018) utilizan un modelo de 
EGC vinculado con un modelo de microsimulación para evaluar los impactos distributivos de 
un impuesto al carbono en Colombia. Hallan que todos los hogares se ven afectados negati-
vamente, pero que si los esfuerzos de reforma se planean cuidadosamente, podrían tener un 
impacto distributivo positivo. 

En el resto de este capítulo, se exploran los efectos en toda la economía de los diferentes 
efectos del cambio climático, utilizando modelos de EGC. Los modelos rastrean los efectos 
en toda la economía por las temperaturas más altas y la mayor variabilidad climática sobre 
la productividad a nivel sectorial y sobre la productividad de la mano de obra y la generación 
hidroeléctrica, y también explora cómo afectan estos desarrollos en los salarios, los precios y, 
por último, el bienestar de las personas en la distribución de ingresos. 

Este informe está organizado de la siguiente manera. La sección “Diagnóstico” resume la 
metodología y los resultados principales de las simulaciones de EGC y evalúa la capacidad 
de Colombia para proteger a los grupos vulnerables y mitigar los impactos modelados, espe-
cialmente en los espacios agrícolas y de protección social, a través de políticas de mitigación 
y financiamiento. La sección “Opciones de política” se centra en responder a los tres cana-
les de transmisión analizados en profundidad a través del trabajo de modelado, y se basa en 
este análisis para proponer opciones sin arrepentimiento en términos económicos, sociales y 
ambientales para rectificar los impactos de desigualdad del cambio climático, en particular, 
impulsando la agricultura climáticamente inteligente (ACI), fortaleciendo la protección social 
y fortaleciendo las políticas de fijación del precio del carbono. Los detalles sobre las especifi-
caciones técnicas del trabajo de modelado se proporcionan en el Anexo 5. 

El cambio climático afecta principalmente a los pobres de Colombia. Considerando los 
impactos agrícolas descritos anteriormente, los precios más altos de los alimentos crudos y 
procesados afectan en mayor medida a los hogares más pobres, para quienes estos productos 
representan una mayor proporción del gasto total. El cambio climático obstaculiza la lucha 
contra la pobreza, a través de varios otros canales: menor productividad de la tierra en la agri-
cultura, menor productividad laboral (generalmente trabajadores agrícolas no calificados), 
efectos adversos para la salud relacionados con la incidencia de enfermedades y escasez de 
agua potable, que afectará los ingresos de los agricultores y los precios de los alimentos. La 
mayoría de las viviendas afectadas por fenómenos climáticos son aquellas de los grupos más 
empobrecidos debido al asentamiento de la población pobre en áreas de mayor riesgo (ej. 
susceptibles a inundaciones y vulnerables a avalanchas) con condiciones de vivienda inade-
cuadas. Los municipios colombianos más afectados durante el fenómeno climático La Niña 
de 2010-2011 fueron aquellos con las necesidades básicas insatisfechas más altas y la capaci-
dad institucional más baja (Minambiente, 2012). La Niña afectó a 4 millones de colombianos, 
el 9 % de la población total, y produjo pérdidas económicas de aproximadamente US$ 7,8 mil 
millones, que involucraron la destrucción de infraestructura e inundaciones de tierras agríco-
las (Hoyos et al., 2013). 

La equidad climática abarca la capacidad de resistir los efectos del cambio climático. La 
equidad está en el centro de tres temas centrales para la política de cambio climático: abordar 
los impactos del cambio climático, que parecen desiguales, determinar el responsable de tomar 
medidas para limitar sus efectos, y comprender cómo se relaciona la política climática con otras 
dimensiones del desarrollo, tanto nacionales como internacionales (Klinsky et al., 2015). Las 
contribuciones determinadas a nivel nacional (CDN) y los compromisos nacionales centrales en 
el acuerdo de París brindan un punto focal para incorporar la equidad en ese tratado. Colombia 
presentó una CDN para toda la economía, comprometiéndose a reducir sus emisiones de gases 
de efecto invernadero (GEI) en un 51 % para el 2030, en comparación con un escenario habitual. 
Los componentes de adaptación de las CDN se basan en el Plan Nacional de Adaptación al Cam-
bio Climático (PNACC) existente en el país, que brinda orientación a los territorios y sectores para 
alcanzar la meta del país de cubrir el 100 % de su territorio nacional con planes implementados 
de cambio climático.1

Los estudios analizados anteriormente en general han adoptado un enfoque de equilibrio 
parcial o sectorial. Aunque son muy útiles para comprender los mecanismos detallados a tra-
vés de los cuales el cambio climático afecta a la economía, los estudios no siempre tienen en 
cuenta los efectos secundarios y terciarios que pueden ser muy importantes en cuanto a limitar 
el efecto agregado de los impactos (como cuando las personas cambian de sector o cultivo a 
actividades más resistentes al clima) y evaluar las repercusiones de los impactos sectoriales que 
tienen efectos grandes y potencialmente amplificadores en otras partes de la economía (por 
ejemplo, sobre las finanzas públicas y su capacidad para brindar servicios esenciales).
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El modelo de EGC se basa en una matriz de contabilidad social (MCS) actualizada. La MCS 
se creó a partir de la MCS 2015 elaborada por el Departamento Administrativo Nacional de Es-
tadística (DANE) de Colombia, pero actualizada por el Banco Mundial con las Tablas de Oferta 
y Uso 2018 del DANE, para que coincida con los datos de las cuentas nacionales de 2018. Esta 
MCS actualizada se combinó con datos de encuestas de hogares, lo cual permitió la segmen-
tación de los trabajadores en ocho tipos y los hogares en ubicaciones rurales y urbanas, cada 
una agrupada en quintiles, según el nivel de ingresos.

El análisis considera escenarios de cambio climático y sus efectos directos sobre la pro-
ductividad sectorial, la productividad laboral y el suministro de energía hidroeléctrica.5 
El estudio evaluó los cambios potenciales en la productividad sectorial para cinco sectores que 
se prevé que serán los afectados más directamente por el cambio climático: ganadería, pes-
ca, silvicultura, agricultura y transporte terrestre. Aunque el cambio climático probablemente 
también afectará otras actividades económicas, este estudio sigue al estudio del DNP, del BID 
y de la CEPAL (2014) y asume que estos sectores enfrentan los mayores daños potenciales y 
también son medibles.6 Los efectos negativos del estrés por calor y la mayor incidencia de 
enfermedades en la productividad laboral se toman de Roson y Sartori (2016). Por último, la 
interacción entre los impactos del cambio climático y la generación de energía hidroeléctrica 
se basa en estimaciones de Arango-Aramburo et al. (2019).7 Para cada escenario, el análisis 
identifica el efecto sobre el nivel del PIB real de Colombia, los sectores económicos más afec-
tados, cómo cambiarían los salarios (por género, habilidades y formalidad del empleo) y qué 
hogares se verían más afectados. Las repercusiones estimadas en diferentes trabajadores y 
hogares permiten analizar los efectos de los impactos climáticos sobre la desigualdad.

Debido a que el análisis no considera todos los posibles impactos del cambio climático, 
los resultados del análisis son conservadores y deben entenderse como el límite inferior 
de los impactos posibles. El estudio explica tres impactos climáticos específicos, pero no 
tiene en cuenta otros impactos que podrían tener efectos adicionales significativos. Por ejem-
plo, debido a las restricciones de modelos o la disponibilidad de datos, las simulaciones no 
incluyen los impactos económicos de mayor frecuencia y fuerza de los huracanes y otros de-
sastres naturales (distintos de los relacionados con daños en las carreteras), nivel elevado del 
mar y cambios en la demanda de energía (ej., mayores necesidades de aire acondicionado) o 
efectos de temperaturas más altas en las actividades turísticas. 

6.2. 
Diagnóstico: protección  
de las poblaciones vulnerables  
contra los impactos

Resumen de la metodología

El análisis de los impactos económicos del cambio climático requiere la integración de 
escenarios geofísicos y meteorológicos con impactos económicos precisos. Un análisis 
cuantitativo complejo y detallado de cómo determinadas dimensiones climáticas, como los 
niveles de temperatura y la variabilidad del calor, afectan determinadas variables económi-
cas es un requisito previo para analizar los efectos macroeconómicos de impactos climáticos 
específicos. Por ejemplo, analizar cómo los aumentos de temperatura pueden afectar la pro-
ductividad agrícola requiere vínculos entre los patrones de temperatura y precipitaciones con 
diferentes rendimientos de cultivos, que generalmente se ven afectados de manera diferente 
por estas variables. De manera similar, evaluar los efectos económicos del aumento de la inci-
dencia y la fuerza de los desastres naturales causados por el cambio climático requiere análisis 
cuantitativos complejos sobre cómo las diferentes condiciones meteorológicas (temperatura, 
precipitaciones, humedad, presión atmosférica) cambian los patrones de desastres naturales 
determinados (inundaciones, avalanchas, huracanes, sequías) y cómo, a su vez, estos cambios 
en la probabilidad y potencia de estos desastres naturales afectarán a determinadas activida-
des económicas, trabajadores u hogares. Estos grandes requisitos de datos y análisis limitan 
la posibilidad de realizar evaluaciones del clima económicas y exhaustivas. En consecuencia, 
muchos estudios se enfocan en estimar los efectos económicos de un solo impacto climático. 
En el caso de Colombia, Ramírez-Villegas et al. (2012) y Boshell et al. (2018) se enfocan en los 
efectos agrícolas del cambio climático, mientras que el DNP, el BID y la CEPAL (2014) analizan 
los impactos climáticos en varias actividades económicas específicas. 

El presente análisis utiliza un marco de modelos de EGC personalizado de vanguardia, 
desarrollado por el Banco Mundial.2 El modelo detalla 75 sectores económicos; 68 bienes y 
servicios producidos por empresas y consumidos en hogares y otras empresas, como bienes 
intermedios; ocho tipos diferentes de trabajadores; y 10 tipos de hogares.3 Cada sector emplea 
la mano de obra de diferentes tipos de trabajadores, capital y energía. El cambio climático se 
modela mediante los efectos directos que se prevé que tenga un impacto climático sobre la 
productividad en sectores específicos (principalmente actividades agrícolas), sobre la producti-
vidad laboral (principalmente para personas con trabajos al aire libre) y sobre la generación de 
energía hidroeléctrica en diferentes escenarios de cambio climático. El análisis toma tres esce-
narios de cambio climático de las vías representativas del Panel Intergubernamental sobre Cam-
bio Climático,4 y los daños económicos inducidos (efectos sobre la productividad, etc.) de las 
publicaciones (en particular, DNP, BID y CEPAL, 2014). Ante estos impactos climáticos directos 
iniciales, el modelo determina los efectos indirectos (equilibrio general) de estos impactos sobre 
el resto de la economía. La productividad sectorial negativa se obtiene a través de variaciones en 
los rendimientos de cultivos, la silvicultura, la pesca, la ganadería y el transporte terrestre, y la 
menor productividad laboral se obtiene de las temperaturas más altas (estrés por calor) y el de-
terioro de la salud humana (mayor incidencia de enfermedades relacionadas con el calor). Por 
último, la generación hidroeléctrica se obtiene, a través de restricciones a futuros aumentos en 
la generación de energía, debido a condiciones climáticas adversas. Aunque centrarse en estos 
tres canales inevitablemente excluye algunos de los impactos críticos del cambio climático (ej., 
mayor frecuencia de fenómenos climáticos extremos), se eligieron en función de su prevalencia, 
importancia para el país y disponibilidad de datos. Los efectos indirectos incluyen cambios en 
los precios de los bienes, en la demanda derivada de los sectores no afectados directamente y 
en los salarios y la mano de obra en todos los niveles de habilidades y sectores. A su vez, estos 
efectos repercuten en los ingresos reales de cada tipo de hogar, ya que los ingresos reales de 
tipos de hogares específicos dependen de cambios en sus salarios, su empleo y los precios de 
los bienes que consumen. Estos cambios en los ingresos familiares reales luego se utilizan para 
obtener los impactos sobre la desigualdad. 
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Los impactos del cambio climático varían entre sectores, no solo porque algunos sectores 
son más o menos sensibles a las fluctuaciones de temperatura, humedad y condiciones 
climáticas extremas, sino también porque algunos son más sensibles a las fluctuaciones 
indirectas en la oferta y la demanda. El cambio climático tiene vínculos con las pérdidas de 
producción y productividad de las actividades que dependen del clima. Por ejemplo, en el 
sector agrícola, puede afectar negativamente los rendimientos de cultivos, encarecer la pro-
ducción de ciertos bienes o requerir costos de riego u otros costos adicionales de producción 
o inversiones. 

Se prevé que disminuya la productividad en los sectores de ganadería, pesca, agricultura 
y transporte terrestre, aunque se prevé que aumente la productividad de la silvicultura. 
La pesca y el transporte terrestre son los sectores más afectados, con reducciones promedio 
de alrededor del 2,5 %. La ganadería enfrenta las pérdidas de productividad más bajas (por 
debajo del 1 %) y el sector agrícola enfrenta reducciones que rondan el 1,5 % en promedio, 
según el escenario climático. En general, el escenario A2 tiene los impactos más altos y el B2, 
los más bajos (ver Figura 6.1). 

Los impactos en el sector agrícola, en particular, pueden aumentar las desigualdades. El 
sector agrícola genera 3 millones de empleos, y la agricultura rural representa más del 70 % 
de la producción de alimentos, lo que a su vez es fundamental para la seguridad alimentaria 
(DANE, 2020). Sin embargo, la informalidad está especialmente extendida en la agricultura y 
el sector rural en general, donde más del 80 % de los trabajadores por cuenta propia son infor-
males, así como la mayoría de los trabajadores asalariados y todos los trabajadores familiares 
(entre los que predominan las mujeres) (FAO, 2020). Esto implica que los impactos climáticos 
magnificarán los efectos negativos para estos grupos socioeconómicos, más aún si se consi-
dera que la agricultura representa el 15 % del empleo total y que el 38 % de los trabajadores 
hombres informales y no calificados trabajan en la agricultura. En otras palabras, la agricul-
tura rural es y será cada vez más vulnerable y, al mismo tiempo, se verá más afectada por la 
variabilidad climática.

El cambio climático afecta a los pobres  
de manera desproporcionada

Fuente: Autores.

FIGURA 6.1. Productividad sectorial para cada sector, por escenario de cambio climático

a. Escenario climático A2 b. Escenario climático A1B c. Escenario climático B2
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Según los escenarios climáticos, Colombia podría perder entre 0,5 y 0,9 puntos porcen-
tuales del PIB, por año, para el 2050 (ver Figura 6.2). Este hallazgo está en consonancia con 
estudios previos (cf. DNP, BID y CEPAL, 2014). Las pérdidas del PIB serán permanentes y a largo 
plazo. El valor actual neto de la pérdida acumulada del PIB en el escenario de alto impacto en-
tre 2020 y 2050 se estima en US$ 38,6 mil millones, o alrededor del 12 % del PIB de Colombia 
en 2019.8 Para el escenario de bajo impacto, representará el 7 %.

Esta reducción modelada en la producción económica general se compone de las reduc-
ciones combinadas en la productividad del sector, la productividad laboral y la genera-
ción de energía hidroeléctrica. La productividad del sector genera reducciones del PIB real 
que oscilan entre -0,25 y -0,28 % para el 2050 (Figura 6.3), en comparación con un escenario 
de referencia sin cambio climático. Se prevé que los impactos climáticos en la productividad 
laboral reduzcan el PIB real entre -0,1 y -0,4 % para 2050 (Figura 6.4). Cuando el cambio climá-
tico reduce la generación de energía hidroeléctrica, el PIB real se reduce entre -0,1 y -0,22 % 
para 2050 (Figura 6.5).

Cambio climático y 
producción económica

Fuente: Autores.

FIGURA 6.2. Efectos compuestos del PIB real en 2050 
(porcentaje, con respecto a la referencia)
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Fuente: Autores.

FIGURA 6.3. Cambios en el PIB real, debido a cambios en la 
productividad del sector
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Fuente: Autores.

FIGURA 6.4. Cambios en el PIB real, debido a la productividad 
laboral
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Fuente: Autores.

FIGURA 6.5. Cambios en el PIB real, debido a cambios en la 
generación de energía hidroeléctrica
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Los impactos macroeconómicos generales, aunque no son grandes, ocultan efectos de 
ingresos desiguales entre los hogares. En otras palabras, el cambio climático afectará 
más a los hogares pobres que a los ricos y a los hogares rurales más que a los urbanos, 
ampliando las desigualdades existentes. Se prevé que los hogares en los dos quintiles de 
ingresos más bajos9 sufrirán disminuciones porcentuales de ingresos que, en promedio, serán 
entre 1,5 y 1,6 veces superiores a las del quintil de ingresos más alto. Se prevé que los hogares 
rurales sufrirán pérdidas de ingresos que, en promedio, serán entre 1,8 y 1,9 veces superiores 
a las de los hogares urbanos (ver Figura 6.6). Los hogares rurales pobres son los más vulnera-
bles a la pérdida de ingresos, porque dependen de los ingresos de las actividades agrícolas y 
de los salarios de trabajos informales y no calificados, que son los afectados más seriamente 
por los impactos climáticos.

Las mujeres trabajadoras informales y no calificadas se verán más afectadas que los hom-
bres trabajadores formales y calificados, lo cual aumentará aún más la desigualdad. En 
el escenario de alto impacto, los salarios de los trabajadores informales disminuirían 4,2 %, 
en comparación con una disminución de solo 1 % para los trabajadores formales. Los traba-
jadores no calificados se enfrentarían a una reducción salarial que sería 1,7 veces mayor que 
la de los trabajadores calificados (2,5 frente a 1,5 %). Las mujeres enfrentarían reducciones 
salariales 1,8 veces superiores a las de los hombres (2,5 frente a 1,4 %) debido al impacto del 
cambio climático en los sectores en los que estén sobrerrepresentadas (Figura 6.7).

Los efectos combinados significan que se prevé que los salarios de los trabajadores hom-
bres no calificados, la categoría con pérdidas potenciales más altas, disminuyan en 6,9 
%. Estos resultados reflejan el hecho de que los impactos climáticos modelados se concen-
tran principalmente en las actividades agrícolas y afectan principalmente la productividad de 
los trabajadores agrícolas, quienes tienen más probabilidades de tener empleos informales y 
no calificados. Ésta es también la razón por la que se prevé que la disminución de los ingresos 
por el cambio climático sea mayor entre los hogares rurales que entre los urbanos. Esto sugie-
re que los principales canales de transmisión de los impactos en los ingresos de los hogares 
provienen del mercado laboral, en donde las trabajadoras mujeres informales y no calificadas 
sean más vulnerables a los cambios climáticos considerados en este análisis. 

Los impactos climáticos afectarán más a los hogares rurales pobres. El principal impulsor 
de esta dinámica es la pérdida de productividad en actividades agrícolas. Indirectamente, es-
tos hogares también se ven afectados por las reducciones salariales relativamente mayores 
para el trabajo informal y no calificado, ya que es más probable que estos hogares obtengan 
ingresos sustanciales de estas fuentes. Por lo tanto, a continuación se presentan las opciones 
de políticas para lograr la equidad ambiental y social en Colombia, particularmente en los 
sectores más afectados.

Cambio climático para ampliar  
las desigualdades existentes

FIGURA 6.6. Cambios en los ingresos de los hogares con 
respecto a la referencia, por quintiles de ingresos rurales
y urbanos -porcentaje- (2050)
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Fuente: Autores.
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Fuente: Autores.

FIGURA 6.7. Efectos salariales con respecto al escenario
de referencia de alto impacto -porcentaje- (2050)
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La limitada capacidad de Colombia para 
ayudar a los grupos vulnerables y el potencial 
de la agricultura climáticamente inteligente

Los impactos en la desigualdad modelados del cambio climático sugieren que tres áreas 
de intervenciones de políticas son clave para ayudar a los grupos vulnerables identifica-
dos a adaptarse: (i) aumentar la resiliencia de la gran proporción de la población que se de-
dica a la producción agrícola y ganadera, en particular impulsando enfoques climáticamente 
inteligentes sin arrepentimiento, (ii) aumentar la resiliencia de los más pobres, mejorando la 
capacidad de respuesta del sistema de protección social a los impactos climáticos, mientras 
también (iii) impulsar la base fiscal para la adaptación, y utilizar políticas de mitigación de 
manera que aumenten la equidad. Esta sección diagnostica el estado actual de estas tres op-
ciones de respuesta en Colombia. 

Las tecnologías y prácticas de agricultura climáticamente inteligente (ACI) en las cade-
nas de valor que incluyen a muchos pequeños productores mejorarán los sustentos y la 
resiliencia al cambio climático, y generarán importantes beneficios para la mitigación del 
cambio climático. Se ha demostrado que la ACI genera beneficios inmediatos para los produc-
tores en forma de mejor productividad y rentabilidad derivadas del aumento de la eficiencia 
de los recursos naturales. A mediano plazo, esto también significa una mayor resiliencia de los 
sistemas de producción y la adaptación de las cadenas de valor agrícolas al cambio climático. 
Y, a largo plazo, la ACI contribuye a la mitigación del cambio climático al reducir las emisiones 
y aumentar el secuestro de carbono en la agricultura. Aunque ciertas tecnologías y prácticas 
de ACI contribuyen de manera más obvia a la adaptación o la mitigación (por ejemplo, la in-
troducción de una mezcla de cultivos más adecuada al cambio climático contribuye más a la 
adaptación climática, mientras que reemplazar las bombas de agua diésel por bombas eléc-
tricas tiene implicaciones de mitigación más claras), muchas otras ofrecen varios beneficios. 
Por ejemplo, el establecimiento de sistemas de manejo silvopastoril de ganado podría reducir 
las pérdidas relacionadas con el clima de activos productivos de la leche a cero y de la carne 
de res en un tercio10 (Ramírez y Pérez 2019), mientras secuestra carbono, evita la deforesta-
ción y reduce las emisiones de metano. Otros ejemplos incluyen la recuperación o renovación 
de pastura, que aumenta el secuestro de carbono y la producción animal; la agrosilvicultura 
en los cultivos de café, banana, frutas y cacao, que impulsa el secuestro de carbono; el abono 
verde, la agricultura de conservación y la siembra complementaria, que mejoran la conserva-
ción de agua y la materia orgánica en los suelos, diversifican los sustentos y mejoran el acceso 
a los mercados orgánicos; y la adopción de sistemas de riego y tecnologías de ahorro de agua 
y energía, producción en invernadero o agricultura de precisión. 

A pesar del potencial de las tecnologías y prácticas de ACI, su tasa de adopción entre los 
agricultores colombianos es baja (Banco Mundial, CIAT y CATIE, 2014). Los desafíos para la 
adopción incluyen factores socioeconómicos (ej. bajos ingresos y poca educación, problemas 
de tenencia de la tierra), junto con fondos insuficientes para apoyar a los productores en la 
transición a ACI, a través de servicios de extensión e incentivos financieros. Además, los incen-
tivos para que los productores adopten prácticas de ACI varían según el tipo de beneficios que 
se pueden obtener a través de cada práctica: los incentivos individuales son mayores para los 
cambios que producen ganancias financieras inmediatas o resiliencia climática a corto plazo 
que aquellos que promueven los bienes públicos, como la mitigación a largo plazo. En cual-
quier caso, es necesario fortalecer la inclusión sistemática de consideraciones sobre el cambio 
climático en las políticas destinadas a la agricultura, la seguridad alimentaria, la silvicultura, 
la conservación o el desarrollo económico, para garantizar una acción climática coordinada y 
eficaz en todas las actividades gubernamentales.
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Colombia tiene una sólida cartera de programas de protección social, pero no es lo sufi-
cientemente adaptable para prevenir o mitigar rápidamente la exposición de las personas 
pobres y vulnerables a los riesgos del cambio climático, mientras se fortalece la resilien-
cia de los hogares ante los impactos. Si bien el país cuenta con instituciones y marcos de po-
líticas bien definidos tanto para la gestión del riesgo de desastres (GRD) como para la inclusión 
social, las partes interesadas clave, como la Unidad de Gestión de Riesgos y Desastres (UGRD) 
y el Departamento para la Prosperidad Social (DPS), actúan juntos solo después de que ocurra 
un desastre, y según cada caso. Esta forma de responder ante los desastres naturales, inclui-
dos los hidrometeorológicos vinculados con el clima, contribuye al estado de Colombia como 
uno de los países con menor resiliencia socioeconómica al cambio climático, produciendo 
impactos alarmantes en los bienes de los hogares y el bienestar (ver Introducción, arriba). La 
magnitud de la pérdida de consumo de los hogares refleja la capacidad limitada del sistema 
de protección social para evitar y mitigar rápidamente la exposición de las personas pobres y 
vulnerables a los impactos, y la falta de un vínculo más permanente y bien estructurado entre 
la GRD y los sectores de inclusión social, lo cual, con frecuencia, reduce la capacidad de las 
intervenciones públicas de reforzar la resiliencia de los hogares. 

El actual marco institucional de GRD no fomenta los vínculos entre las partes interesadas 
clave del sector de inclusión social, y se enfoca en gran medida en la gestión de riesgos ex 
post. Aunque la Ley 1523/2012 creó un sistema nacional de GRD (Sistema Nacional de Gestión 
del Riesgo de Desastres), dirigido por la UGRD, que incluía una partida presupuestaria espe-
cífica para el financiamiento de actividades de GRD, no incluía un rol específico para el sector 
de inclusión social. En consecuencia, no solo las partes interesadas clave, como el DPS, no se 
incluyeron en la formulación de la actual política nacional de GRD 2015-2021, sino que la ma-
yoría de los programas de protección social tampoco incluyen disposiciones específicas para 
hacer frente a los efectos del cambio climático (Banco Mundial, 2018b). Sin embargo, a pesar 
de los roles poco claros de ambos sectores en la GRD, el DPS y la UGRD han cooperado muchas 
veces durante la última década, principalmente como reacción ante desastres relacionados 
con el clima. Durante las fuertes lluvias sin precedentes que afectaron al 90 % de los municipios 
de Colombia en 2010 y 2011, el DPS y la UGRD crearon conjuntamente un registro integrado 
de hogares afectados, utilizando el programa UNIDOS11, e introdujeron muchos programas de 
respuesta social rápida para promover la generación de ingresos y mitigar los impactos de la 
crisis en los empleos de los pobres. Más recientemente, el huracán Iota en noviembre de 2020, 
que afectó a las islas de San Andrés y Providencia, generó otra intervención conjunta, y el DPS 
actualmente implementa muchas iniciativas a favor de las víctimas. Muchos otros ejemplos 
en los últimos años reflejan la importancia de establecer arreglos institucionales permanentes 
para fomentar la cooperación entre la GRD y las organizaciones públicas de inclusión social.

Los programas de protección social no se 
adaptan lo suficiente a los impactos climáticos
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La fijación del precio del carbono puede ayudar a abordar la desigualdad a través de me-
canismos directos e indirectos. Se puede hacer directamente de dos formas. En primer lu-
gar, al desalentar la combustión de combustibles fósiles, la fijación del precio del carbono 
mejora la calidad del aire, lo que a su vez reduce los efectos negativos de la contaminación del 
aire en la salud. Se ha estimado que esto último le cuesta a la economía colombiana COP 15,4 
mil millones al año solo en las ciudades,12 o alrededor del 2 % del PIB (DNP y Fondo Acción, 
2015). Más allá de estos efectos económicos generales, la reducción de la contaminación del 
aire impulsa la igualdad, ya que la contaminación del aire tiende a afectar de manera despro-
porcionada a los estratos más pobres de la sociedad (ver, por ejemplo, Mura et al. 2020). En 
segundo lugar, al desalentar el consumo excesivo del transporte privado por carretera, la fi-
jación del precio del carbono reduce los accidentes de tránsito (que, nuevamente, afectan de 
forma desproporcionada a los segmentos más pobres de la sociedad [Nantulya y Reich, 2002]) 
y la congestión, los cuales representan un obstáculo para el crecimiento y el bienestar (Piga-
to, 2019).13 Además de estos mecanismos directos, la fijación del precio del carbono también 
puede impulsar la equidad indirectamente al generar ingresos que el gobierno puede utilizar 
para inversiones que mejoran la equidad, como las que se describen en las dos opciones de 
política anteriores sobre agricultura climáticamente inteligente y protección social. 

Colombia ha sido líder en poner precio a las emisiones de carbono a través de su impuesto 
al carbono, pero su régimen de fijación del precio del carbono hasta ahora solo ha tenido 
un efecto limitado. Se ha estimado que las reducciones de emisiones atribuibles al impues-
to al carbono son de aproximadamente 11,5 millones de tCO2e por año, pero solo una parte 
insignificante de esa cifra se ha obtenido por una reducción en la demanda de combustibles 
fósiles.14 Este es el resultado de un modesto precio del carbono (COP 15 000 por tonelada de 
CO2 al momento de introducir el impuesto en 2016, aumentando cada año la inflación más 1 
%) y una cobertura que actualmente se limita a líquidos y ciertos tipos de combustibles fósiles 
gaseosos. Los ingresos del gobierno por el impuesto al carbono fueron de COP 436 mil millo-
nes al año en promedio, entre 2017 y 2019 (Banco Mundial, 2020a). 

Fijación del precio del carbono  
poco desarrollada
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Abordar el cambio climático y la desigualdad requerirá respuestas de políticas adapta-
tivas para reducir los impactos probables y permitir una respuesta adecuada que no se 
pueda mitigar ex ante. Los efectos heterogéneos del cambio climático en los distintos hoga-
res exigen una agenda de políticas que considere la equidad como un factor clave en el diseño 
y desarrollo de mecanismos para adaptarse y combatir los cambios venideros. Esto requerirá 
reformas de políticas, recursos financieros y contribuciones de mitigación. En esta sección, se 
describen opciones sin arrepentimiento que puedan lograr los objetivos anteriores al aumen-
tar la productividad agrícola y, al mismo tiempo, mitigar sus emisiones, hacer que los sistemas 
de protección social sean más efectivos para aumentar la resiliencia de los más afectados por 
el cambio climático, y aumentar los ingresos de los precios del carbono mientras se mejora la 
equidad ambiental. 

6.3. 
Opciones  
de política

Invertir en cadenas de valor agrícolas climáticamente inteligentes 
que combinen la inclusión con la mitigación y la adaptación del 
cambio climático.

Dado que los colombianos pobres de las zonas rurales enfrentan la mayor vulnerabilidad 
ante el cambio climático, Colombia debería buscar doble beneficio para las ganancias 
de productividad y los esfuerzos de mitigación, apoyando la resiliencia climática y el po-
tencial de mitigación de las cadenas de valor agrícolas altamente inclusivas mediante 
la promoción de la ACI. En este contexto, una cadena de valor se identifica como inclusiva si 
emplea a muchos pequeños productores, especialmente aquellos provenientes de poblacio-
nes vulnerables, como mujeres, jóvenes, pueblos indígenas y afrodescendientes, entre otros. 
Los ejemplos de cadenas de valor inclusivas abarcan, entre otros: café, donde el 96,5 % de 
los productores tienen propiedades de 3 a 5 hectáreas (Federación Nacional de Cafeteros, cf. 
Sebastián et al., 2020); cacao, que lo producen alrededor de 35 000 familias, con frecuencia 
como una alternativa a los cultivos ilícitos (FINAGRO, 2018); ganadería, donde el 80 % de los 
productores poseen menos de 50 animales por granja (FEDEGAN, 2018); y panela, la segunda 
agroindustria en importancia social del país después del café, que involucra a más de 350 000 
familias y genera 287 000 empleos directos (MADR, 2019). 

Las oportunidades para integrar el cambio climático a las cadenas de valor inclusivas 
abarcan un espectro de acciones con un alcance de aplicación cada vez mayor. Estas van 
desde promover la adopción de ACI en las granjas, hasta fortalecer las finanzas ecológicas, las 
políticas con inclusión conjunta y los dividendos ambientales, y la incorporación interguber-
namental de metas climáticas en las políticas sectoriales.

La promoción de la ACI en las granjas se puede lograr a través de proyectos productivos 
que involucren el uso de técnicas y prácticas de ACI por parte de productores rurales vul-
nerables, como aprovechar la tecnología y la digitalización como herramientas para que los 
productores y otros actores de la cadena de valor tomen decisiones climáticamente inteligen-
tes. Para reducir la brecha de conocimiento sobre las prácticas de ACI, las inversiones deben 
estar acompañadas de servicios de extensión agrícola fortalecidos y garantizar que la capa-
citación y asistencia técnica adecuadas sobre tecnologías y prácticas climáticamente inteli-
gentes lleguen a los pequeños agricultores y productores vulnerables a nivel de base. Un paso 
práctico en este sentido es lograr que la mitigación y la adaptación sean los pilares fundamen-
tales de los Planes departamentales de extensión agropecuaria,15 integrar sistemáticamente 
los aspectos climáticos en el diagnóstico y la planificación de estos instrumentos, introducir 
indicadores específicos relacionados con el clima en su marco de resultados y desarrollar la 
capacidad de los proveedores de servicios de extensión agropecuaria. 

Para impulsar la participación privada en el desarrollo de cadenas de valor ecológicas y 
estimular la adopción de la ACI, será fundamental guiar y ampliar los incentivos de in-
versiones ecológicas y adaptación. Aunque el sector público puede financiar algunas de las 
actividades para promover la ACI, particularmente para la producción de bienes públicos (ej., 
el fortalecimiento de los servicios de extensión agropecuaria), la gran mayoría requerirá inver-
siones privadas. Esto implicará otorgar subsidios, líneas de crédito y otros programas, incluidos 
pagos por mitigación, así como impulsar la adopción de instrumentos de gestión de riesgos 
para los productores vulnerables, como los seguros agropecuarios, al fortalecer la capacidad 
técnica y la infraestructura y apoyar al diseño de productos que aborden las necesidades es-
pecíficas de los pequeños agricultores.16 En un contexto en donde el crédito formal en áreas 
rurales sea muy bajo (en 2017, menos del 15 % de las personas mayores de 15 años pidió prés-
tamos a alguna institución financiera, y solo el 10 % pidió préstamos por otros medios para 
iniciar, operar o expandir una granja o empresa [datos FINDEX del Banco Mundial17]), un mejor 
acceso al crédito también generaría importantes beneficios de capital, en términos de inclu-
sión financiera. Esto se podría lograr al profundizar la cobertura de los pequeños agricultores 
y otras categorías vulnerables, a través de los esquemas de crédito ecológicos de FINAGRO.18 
Una herramienta de apoyo clave será la taxonomía ecológica para la inversión privada que 
está desarrollando el gobierno nacional y el sector financiero colombiano. Esto generará pau-
tas e instrumentos para promover el financiamiento para el desarrollo sostenible y evaluar los 
impactos y costos ambientales y sociales en el análisis de riesgo de crédito e inversión. Otras 
opciones incluyen el apoyo a las guías existentes sobre enfoques de compensación ambiental 
para impulsar la adaptación y mitigación del cambio climático en el sector agrícola y la guía y 
ampliación de esquemas de certificación de deforestación cero en cadenas de valor prioriza-
das, lo que contribuiría a reducir las emisiones de los cambios en el uso de la tierra, mientras 
mejoraría el acceso de los productos a los mercados nacionales y extranjeros. 

Al mismo tiempo, se deberán continuar y apoyar las iniciativas existentes con potencial 
conjunto de beneficios de inclusión y mitigación. Esto se podría lograr al cofinanciar el es-
tablecimiento de sistemas de medición, notificación y verificación de las emisiones de GEI o al 
cofinanciar las inversiones necesarias. Un claro ejemplo es la cartera de acciones nacionales 
apropiadas de mitigación (NAMA) de Colombia para la agricultura,19 con acciones productivas 
y tecnológicas para reducir las emisiones de GEI en los sectores de panela, café y bovino. Otra 
opción de política con un claro enfoque en la cadena de valor es la movilización de apoyo para 
la implementación de acuerdos de deforestación cero para las cadenas de valor de aceite de 
palma, lácteos, carne de res y cacao descritas en el Plan Nacional de Desarrollo, 2018-2022. 
Los cuatro acuerdos tienen el doble objetivo de impulsar la productividad entre los pequeños 
productores y mejorar el acceso al mercado, mientras apuntan a reducir la deforestación en 
Colombia a cero para 2030. Sin embargo, su implementación requiere que se establezcan las 
condiciones propicias. También requiere acciones coordinadas entre las empresas y otros ac-
tores de la cadena de valor, que incluyen, entre otros, el establecimiento de sistemas sólidos 
de monitoreo y trazabilidad (Jaramillo et al., 2020). El mayor fortalecimiento de los sistemas 
nacionales de información, como la Red de información y comunicación del sector agrope-
cuario (AGRONET)20 y el Sistema Nacional de Trazabilidad Vegetal,21 así como el apoyo conti-
nuo en los esfuerzos actuales para desarrollar sistemas integrados de trazabilidad en el sector 
ganadero, ayudará a crear un entorno propicio para la toma de decisiones y la planificación 
climáticamente inteligente. Asimismo, la puesta en práctica del Sistema Nacional de Innova-
ción Agropecuaria, cuya implementación está programada para el 2021, mediante el apoyo 
de la investigación sobre adaptación y mitigación del cambio climático, jugará un papel vital 
en la creación de igualdad de condiciones, asegurando la inclusión de pequeños productores 
vulnerables como beneficiarios clave de los servicios de extensión.

Finalmente, a nivel sistémico, se puede facilitar una acción climática mejor coordinada 
y más eficaz en las diferentes actividades gubernamentales, al garantizar que los cobe-
neficios climáticos se tengan en cuenta metódicamente en todas las inversiones guber-
namentales en el sector agrícola. Esta recomendación fortalecería la acción pública para 
apoyar la ACI, facilitando así su adopción por parte de productores pequeños y vulnerables. 
La coordinación se lograría al definir una meta para los cobeneficios climáticos generados por 
las inversiones de los actores relevantes en el sector público (ej., el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural; el Ministerio de Medioambiente y Desarrollo Sostenible; la Agencia Nacional 
de Tierras; la Agencia para la Renovación del Territorio), y el desarrollo de orientación e instru-
mentos para monitorear e informar tales metas entre los actores públicos y las intervenciones.

Fortalecer la capacidad de adaptación del sistema de protección 
social para garantizar la resiliencia de los más pobres frente a los 
impactos climáticos.

Para crear un sistema de protección social más adaptativo que evite o mitigue rápida-
mente la exposición de las personas pobres y vulnerables a los riesgos del cambio climá-
tico a medida que fortalece la resiliencia de los hogares a los impactos, es esencial definir 
un marco institucional y de políticas que se centre en brindar apoyo rápidamente a los 
hogares, durante y después de una crisis. También debería ser capaz de evaluar y reducir 
la exposición de los hogares a los riesgos del cambio climático de forma regular antes de que 
ocurran las crisis. Dado que no solo los pobres sufren las consecuencias del cambio climáti-
co en Colombia, es importante que el sistema de protección social también se enfoque en la 
clase media vulnerable, que es susceptible de volver a caer en la pobreza debido a impactos 
temporales inesperados. Para proteger a las personas pobres y vulnerables, la GRD y los sis-
temas de protección social deben poder rastrear la exposición de los hogares a los riesgos del 
cambio climático, con el objetivo de implementar programas adecuados para reducir de for-
ma permanente la incidencia y la exposición al riesgo. Por lo general, esto se logra mediante 
la definición de instrumentos de evaluación de riesgos dinámicos e integrados vinculados con 
los registros sociales que posibiliten una focalización efectiva de los programas sociales de 
mitigación de riesgos. Por ejemplo, en República Dominicana el Índice de Vulnerabilidad ante 
Impactos Climáticos se utiliza para enfocarse en programas ex ante de mitigación de riesgos, 
como programas de inclusión productivos específicos del cambio climático o esquemas de 
seguros privados/comunitarios. Tener una estrategia adecuada de gestión de riesgos sociales 
antes de la crisis (ex ante) y después de la crisis (ex post) es clave para proteger los ingresos 
de los hogares actuales y futuros y, por lo tanto, es esencial para promover la resiliencia a la 
pobreza y la equidad.

Para aumentar la adaptabilidad del sistema de protección social, Colombia debe crear un 
marco de políticas con mejores vínculos y sinergias más claras entre la GRD y los sectores 
de inclusión social, los roles y las responsabilidades específicos de las partes interesadas 
clave como la UGRD y el DPS, y un equilibrio adecuado entre la gestión de riesgos ex ante 
y ex post. El gobierno debería centrarse en crear un entorno institucional más favorable con 
un enfoque más equilibrado entre la gestión de riesgos ex ante y ex post en las intervenciones 
de protección social, y recursos humanos y financieros adecuados para apoyar a los hogares 
pobres y vulnerables en situación de riesgo. En el 2021, el DNP y el DPS desarrollarán un plan 
de acción de cambio climático (Plan Integral de Gestión del Cambio Climático Sectorial) para 
el sector de la inclusión social, que es un paso en la dirección correcta para mitigar los impac-
tos del cambio climático sobre la pobreza y la equidad. 

Además de un marco político e institucional más sólido, el sector de inclusión social co-
lombiano debe consolidar un registro social dinámico, confiable e integrado, provisto de 
herramientas específicas de evaluación del riesgo climático para fortalecer su rol en la 
gestión de riesgos. La capacidad del sistema de protección social para reaccionar rápidamen-
te ante una crisis depende casi por completo de la duración y aceptación del registro social. El 
establecimiento de un registro social integrado que incluya tanto a los beneficiarios directos 
del programa como a los no beneficiarios permitirá al gobierno responder más rápidamente 
a las crisis relacionadas con el clima, al identificar y enfocar las transferencias monetarias de 
emergencia a los receptores existentes o nuevos, en respuesta al inicio de los desastres rela-
cionados con el clima. El Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas 
Sociales (Sisbén) IV22 ya ha incluido algunas innovaciones que serán clave para una mejor 
gestión de los riesgos relacionados con el clima para las personas pobres y vulnerables. Estos 
cambios incluyen la georreferenciación de los datos de los hogares y la inclusión de un mó-
dulo en el que se evalúa la exposición de los hogares a los desastres naturales. Sin embargo, 
la estructura de barrido de los datos del Sisbén y la falta de actualizaciones periódicas de los 
datos generalmente limitan la utilidad actual de la información para identificar, mitigar y res-
ponder a la mayoría de los impactos inesperados que enfrentan los hogares. Esto se enfatizó 
durante la crisis por el COVID-19, cuando la ausencia de datos confiables y actualizados sobre 
las personas no beneficiarias de los programas sociales tradicionales hizo que fuera muy difícil 
extender horizontalmente los programas de transferencias monetarias para incluir a la clase 
media vulnerable.23 Con la adopción de un registro social dinámico y confiable, con instru-
mentos específicos para evaluar periódicamente la vulnerabilidad de los hogares al cambio 
climático, Colombia podrá establecer sistemas de alerta temprana y otras herramientas para 
gestionar el riesgo de manera más efectiva.   

Por último, Colombia debe garantizar que los programas de protección social actuales y 
futuros, especialmente los programas de asistencia social, estén bien preparados para 
responder de manera rápida y flexible a los desastres relacionados con el clima, mientras 
ayuda a impulsar la acumulación de activos y la resiliencia entre las personas pobres y 
vulnerables. Un sistema de protección social adaptativo debe estar preparado para compen-
sar los impactos negativos inmediatos que experimentan los hogares pobres y vulnerables, 
mientras promueve una recuperación rápida, sostenible y resiliente. Actualmente, la mayoría 
de los programas sociales no están preparados para reaccionar rápidamente durante y des-
pués de un desastre relacionado con el clima. En general, carecen de recursos financieros y 
humanos contingentes para invertir durante el inicio de un desastre, y normalmente deben 
esperar que lleguen fondos adicionales o financiamiento de emergencia antes de poder ac-
tuar. En algunos casos, los programas deben reasignar sus recursos financieros y humanos de 
sus beneficiarios tradicionales a los hogares afectados por los desastres del cambio climático, 
ya que, en la mayoría de los casos, los programas no son equitativos ni eficientes. Además, 
también es fundamental que el país garantice la implementación de programas para evitar 
y mitigar la exposición de los hogares a los riesgos relacionados con el clima. Los programas 
de asistencia social tienden a ser muy eficaces después de que ha comenzado una crisis; sin 
embargo, la resiliencia de los hogares a largo plazo depende completamente del impacto 
acumulado de los programas de asistencia social y no social. Asegurar que los hogares estén 
preparados para hacer frente a las crisis es fundamental para minimizar los impactos en el 
consumo y el bienestar causados por los desastres naturales relacionados con el clima. La 
diversificación de la cartera de programas sociales, con un enfoque en la asistencia social y en 
la resiliencia ante los impactos relacionados con el clima, es clave para abordar la pobreza y 
fortalecer la equidad.

Ampliar los precios del carbono para combinar la equidad y la 
mitigación del cambio climático.

Para que el régimen de fijación del precio del carbono de Colombia contribuya a la bús-
queda de una mayor equidad de manera significativa, es necesaria una expansión del 
régimen. Esto podría adoptar varias formas que, de hecho, se pueden combinar: (i) una am-
pliación de la cobertura del impuesto al carbono a nuevas fuentes de emisiones, (ii) un ajuste 
del nivel del impuesto al carbono, y (iii) la introducción de un sistema de comercio de emisio-
nes, mediante la reglamentación de la Ley 1931/2018. Cualquier combinación de estas opcio-
nes de política debería ajustarse para considerar los efectos sobre el crecimiento general, la 
competitividad y la equidad, mientras se tienen en cuenta (i) los importantes cobeneficios que 
la fijación del precio del carbono puede generar en la salud pública, la contaminación del aire 
y la reducción de la congestión y los accidentes de tránsito; y (ii) las ganancias de rentabilidad 
al cumplir las metas de reducción de emisiones de Colombia expresadas en su CDN, en la que 
el precio del carbono actualmente solo desempeña un papel limitado. 

Para que la fijación del precio del carbono impulse la equidad, debería combinarse una 
expansión del régimen con reformas que agreguen el reciclaje de ingresos, con fines de 
aumento de la equidad a los usos ambientales prescritos actualmente. Esto requeriría una 
modificación de la reforma tributaria que creó el impuesto al carbono, Ley 1819/2016, que ac-
tualmente limita el uso de ingresos a una serie de propósitos ambientales predefinidos. Una 
alternativa de política adicional prometedora, si se combina con una expansión de la fijación 
del precio del carbono, sería utilizar los nuevos ingresos por fijación del precio del carbono 
para reducir los impuestos sobre la mano de obra. Esto tendría el beneficio de reducir la par-
ticipación de la economía informal, con efectos positivos sobre el empleo, la producción y el 
crecimiento (Pigato, 2019). Otra opción sería incluir las transferencias monetarias o las de-
voluciones fiscales progresivas. Por ejemplo, el precio federal del carbono de Canadá ofrece 
devoluciones de impuestos que generan ingresos netos más altos para la mayoría de los hoga-
res, y los hogares más pobres son los que más se benefician. Sin embargo, esto podría ser más 
difícil de administrar en Colombia, debido a los desafíos en la recaudación del impuesto sobre 
la renta y los sistemas de protección social. Por último, los mayores ingresos por la fijación del 
precio del carbono podrían utilizarse para financiar la infraestructura pública y los servicios 
básicos (por ejemplo, en el transporte público para compensar los impactos del aumento en 
los costos del transporte motorizado privado).

El gobierno también podría utilizar el actual régimen de fijación del precio del carbono 
para aumentar la equidad, a través de los canales existentes, aunque en un grado más 
limitado. De acuerdo con las Leyes 1819/2016 y 1930/2018, el 70 % de los ingresos por im-
puestos al carbono actualmente se destinan al Fondo Colombia en Paz. Más allá de acelerar la 
tasa de desembolso de este fondo, que ha sido baja hasta la fecha, el Gobierno podría enfocar 
las inversiones del fondo en actividades intensivas de mano de obra, al priorizar los flujos a su 
Subcuenta C. Sin embargo, el impacto de equidad de tal medida de priorización sería relativa-
mente limitado. 
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Opciones de política  
para abordar los efectos del cambio climático 

Brecha de equidad 
observada

Factores 
impulsores de 
la brecha de 
equidad

Opciones de política Experiencias internacionales relevantes Momento de 
implementación

Consideración y estimaciones 
del impacto fiscal de la 
implementación

Mayor vulnerabilidad 
a las pérdidas salaria-
les debido a impactos 
climáticos, especial-
mente entre los hoga-
res rurales pobres y las 
trabajadoras mujeres 
informales. 

Inversiones in-
suficientes en 
ACI resiliente.

Fortalecer el Sistema Nacional de Exten-
sión Agropecuaria al integrar criterios de 
mitigación y adaptación en los Planes de-
partamentales de extensión y desarrollar 
la capacidad de los proveedores de servi-
cios de extensión agropecuaria.

El Programa de Inversión Forestal-Plan de Agricultura 
Baja en Carbono de Brasil (FIP-ABC) es un proyecto pilo-
to en Brasil que desarrolló un paquete de capacitación, 
asistencia técnica y demostraciones de campo para 
promover la adopción de tecnologías agrícolas bajas 
en carbono que han demostrado ser efectivas para au-
mentar la rentabilidad agrícola y la resiliencia climática. 
Entre 2014 y 2019, FIP-ABC capacitó a 20 025 beneficia-
rios directos, lo cual produjo la adopción de prácticas 
de gestión sostenible de la tierra en 378 513 hectáreas 
(reducción estimada de 7,4 millones de toneladas de 
CO2 equivalente durante los próximos 10 años). El creci-
miento estimado de los ingresos agrícolas entre los par-
ticipantes del proyecto fue el triple que el de un grupo 
de control durante el mismo período. 

El Proyecto de Apoyo al Sistema Nacional de Innova-
ción Agropecuaria de Perú apoyó al Sistema Nacional 
de Innovación Agropecuaria en la provisión o el desa-
rrollo de tecnologías agrícolas mejoradas. Entre otras 
medidas, el proyecto financió la investigación adapta-
tiva, las extensiones y los subproyectos de empresas 
comunitarias de semillas, financió el establecimiento 
de un sistema de premios para reconocer la excelen-
cia en la innovación agrícola, y financió programas de 
capacitación para proveedores de extensión y agentes 
de extensión individuales sobre producción técnica, 
resiliencia al cambio climático y desarrollo de habili-
dades blandas.

El Plan ABC del Ministerio de Agricultura de Brasil apo-
yó la adopción por parte de los productores rurales de 
6 tecnologías agrícolas bajas en carbono que han de-
mostrado ser efectivas para reducir las emisiones de 
GEI, aumentar la rentabilidad de las granjas y mejorar 
la adaptación al cambio climático. El principal instru-
mento financiero del Plan ABC fue una línea de crédito 
subsidiada para que los agricultores respalden los cos-
tos iniciales de convertir las prácticas agrícolas tradi-
cionales en tecnologías bajas en carbono. Entre 2010 
y 2020, la línea de crédito implicó una inversión total 
de alrededor de US$ 6,7 mil millones, y el Ministerio de 
Agricultura estima que las 6 tecnologías se han adop-
tado en un área de 50 millones de hectáreas.

La Taxonomía ecológica de la UE es un enfoque que 
ayuda a las empresas, los promotores de proyectos 
y los emisores de bonos a acceder a la financiación 
ecológica, así como a ayudar a identificar actividades 
respetuosas del medio ambiente.

Guatemala brinda apoyo específico a las cadenas de 
valor con potencial conjunto para la inclusión y la 
adaptación/mitigación del cambio climático, median-
te el financiamiento de inversiones climáticamente 
inteligentes en la producción primaria y posterior a 
la cosecha para aumentar la resiliencia climática y la 
rentabilidad. La atención se centra en las cadenas de 
valor con una alta presencia de pequeños agriculto-
res, pueblos indígenas y mujeres, y un alto potencial 
para reducir la pérdida y el desperdicio de alimentos.

Mediano plazo Costo fiscal inicial, con rentabili-
dad de la inversión a evaluar. Esta 
es un área para seguir trabajando.

Fortalecer el Sistema Nacional de Innova-
ción Agropecuaria, al financiar la investi-
gación sobre adaptación y mitigación del 
cambio climático.

Mediano plazo Costo fiscal inicial, con rentabili-
dad de la inversión a evaluar. Esta 
es un área para seguir trabajando.

Guiar y ampliar paquetes de incentivos 
ecológicos para apoyar la mitigación y la 
adaptación (ej. líneas de crédito subsi-
diadas, pagos por servicios ambientales, 
créditos fiscales, seguro agrícola amplia-
do, etc.) 

Mediano plazo Costo fiscal inicial, con rentabili-
dad de la inversión a evaluar. Esta 
es un área para seguir trabajando.

Generar pautas e instrumentos para es-
tablecer un marco para el financiamiento 
climático en el sector agrícola (ej. taxono-
mía ecológica para la inversión privada) a 
fin de promover el financiamiento priva-
do para prácticas sostenibles.

Corto plazo Costo fiscal inicial, con rentabili-
dad de la inversión a evaluar. Esta 
es un área para seguir trabajando.

Apoyar iniciativas existentes con poten-
cial conjunto de beneficios de inclusión 
y mitigación, como las NAMA y los acuer-
dos de deforestación cero, al cofinan-
ciar el establecimiento de sistemas de 
medición, notificación y verificación de 
emisiones de GEI o notificación las inver-
siones necesarias. 

Mediano plazo Costo fiscal inicial, con rentabili-
dad de la inversión a evaluar. Esta 
es un área para seguir trabajando.

Alentar al Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural (MADR), en coordinación 
con el DNP y el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible (MADS), para 
definir metas sectoriales para los cobe-
neficios climáticos generados por las in-
versiones del sector público en el sector 
agrícola y para desarrollar guías e instru-
mentos para monitorear e informar sobre 
tales metas.

Corto plazo Costo fiscal menor para desarro-
llar una metodología y un sistema 
de seguimiento.

Falta de capacidad de 
respuesta rápida a los 
efectos climáticos en 
segmentos vulnerables 
de la población.

Los sistemas 
de protección 
social no son lo 
suficientemente 
adaptables.

Finalizar, aprobar e implementar un Plan 
Integral de Gestión del Cambio Climá-
tico (PIGCC) que (i) incluya medidas de 
mitigación y de adaptación, e (ii) incor-
pore preguntas específicas en el Sisbén 
y otros registros de programas sociales 
para evaluar la exposición de los hogares 
a los riesgos del cambio climático, como 
transferencias monetarias climáticamen-
te inteligentes o esquemas de seguros 
relacionados con el clima. 

En México, las Reglas de operación de Prospera inclu-
yen procesos operativos para emergencias declaradas.

El sistema federal DRM de Brasil incluye el Sistema 
Único de Assistência Social, con protocolos bien defini-
dos para la asistencia posterior a los desastres.

El programa Red de Seguridad contra el Hambre de 
Kenia puede ofrecer transferencias excepcionales en 
previsión de sequías e inundaciones, gracias a los sóli-
dos mecanismos de ejecución existentes y al financia-
miento previamente posicionado.

El Programa de red de seguridad productiva de Etiopía 
(PSNP) permite a los pobres satisfacer sus necesidades 
más urgentes e inmediatas y acceder a recursos adicio-
nales en caso de impactos relacionados con el clima.

En Indonesia, las transferencias monetarias pueden 
promover la adaptación y la mitigación al aumentar 
los ingresos de los hogares para que las personas es-
tén en mejores condiciones de enfrontar los impactos 
repentinos y al ayudar a las personas a abandonar 
sustentos como la tala de árboles, que contribuyen al 
cambio climático. 

En México y China, existen programas de transferencia 
monetaria que alientan explícitamente a los beneficia-
rios a participar en prácticas de conservación ecológica.

Corto plazo Costos fiscales menores para de-
sarrollar el plan de gestión. Sin 
embargo, la implementación de 
las medidas y herramientas dise-
ñadas en el plan podría generar 
costos fiscales adicionales. Esta 
es un área para seguir trabajando.

Consolidar el Sisbén, los registros admi-
nistrativos de asistencia social y otras 
bases de datos clave en un registro social 
único dinámico, confiable e integrado, 
garantizando que esté equipado con 
herramientas de evaluación de riesgos 
climáticos, tales como: (i) proyecciones 
climáticas y pronósticos de impactos en 
diferentes zonas geográficas y comu-
nidades, (ii) identificación de variables 
para que los hogares identifiquen sus 
riesgos potenciales relacionados con el 
cambio climático, y (iii) sistemas de aler-
ta temprana para identificar los riesgos 
potenciales del cambio climático en los 
hogares oportunamente.

Mediano plazo Costos fiscales iniciales previstos 
del desarrollo de un registro so-
cial. Sin embargo, la inclusión de 
las herramientas adecuadas de 
evaluación de riesgos climáticos 
implica bajos costos margina-
les. Esta es un área para seguir 
trabajando.

Reformar los programas de asistencia 
social para que estén preparados operati-
va y financieramente, a fin de responder 
de forma rápida y flexible ante eventos 
relacionados con el clima, mediante las 
siguientes acciones: (i) ampliar la cober-
tura y la generosidad, (ii) introducir meca-
nismos efectivos de inclusión económica 
para evitar que los hogares vuelvan a caer 
en la pobreza, y (iii) promover esquemas 
de seguros (privados, públicos o comuni-
tarios) para generar sustentos resistentes 
al clima.

Mediano plazo Costos fiscales iniciales previstos 
del desarrollo de un registro so-
cial. Sin embargo, la inclusión de 
las herramientas adecuadas de 
evaluación de riesgos climáticos 
implica bajos costos margina-
les. Esta es un área para seguir 
trabajando.

Impacto desigual de los 
efectos secundarios de 
las emisiones de GEI y 
recursos insuficientes 
para financiar medidas 
de adaptación.

Existe una in-
fraestructura 
rudimentaria de 
fijación del pre-
cio del carbono.

Fortalecer la fijación del precio del car-
bono al ampliar el impuesto al carbono 
e introducir un sistema de comercio de 
emisiones.

Hay 30 sistemas de impuestos al carbono; y 31, de co-
mercio de emisiones implementados o en proceso de 
diseño que pueden ofrecer lecciones para Colombia, 
incluidas las numerosas jurisdicciones que emplean 
ambos instrumentos de fijación de precios.

Enmiendas al im-
puesto al carbo-
no: corto plazo

Sistema de co-
mercio de emi-
siones: largo 
plazo

Beneficio fiscal. La magnitud 
depende de las opciones de di-
seño. Esta es un área para seguir 
trabajando.

Conclusión
El análisis realizado aquí sugiere que, incluso en un escenario conservador que no incluya 
todos los posibles impactos climáticos, el cambio climático agravará la desigualdad en 
Colombia en ausencia de políticas compensatorias. Los impactos macroeconómicos nega-
tivos generales ocultan los efectos de ingresos desiguales entre los hogares. Los hogares rura-
les pobres son los más vulnerables a la pérdida de ingresos, porque dependen de los ingresos 
de las actividades agrícolas y de los salarios de trabajos informales y no calificados, que son 
los afectados más seriamente por los impactos climáticos. Además, las trabajadoras mujeres 
informales y no calificadas se verán más afectadas que los trabajadores hombres formales y 
calificados, respectivamente, lo cual aumentará aún más la desigualdad.

Colombia puede mitigar los efectos distributivos desiguales del cambio climático. Por un 
lado, hacerlo implicaría ayudar a los segmentos vulnerables de la población a adaptarse a los 
impactos climáticos. Para muchas de las personas más vulnerables que se dedican a activida-
des agrícolas, esto se puede lograr mediante inversiones en ACI. Esto se debe complementar 
con inversiones en un sistema de protección social más receptivo que pueda aumentar la re-
siliencia de las poblaciones vulnerables a los impactos climáticos. Por otro lado, la mitigación 
del impacto del cambio climático y la recaudación de ingresos para financiar los esfuerzos de 
adaptación se pueden lograr, mediante un régimen eficaz de fijación del precio del carbono. 
Varias de las opciones de política identificadas son opciones sin arrepentimiento que pro-
ducirán múltiples beneficios para la adaptación y la mitigación del cambio climático, y que 
impulsarán la productividad de las actividades de producción primaria y reducirán los efectos 
secundarios nocivos de las actividades emisoras de GEI. 
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https://development.asia/explainer/eco-compensation-and-what-it-means-world


1 PNUD. Programa de apoyo de la CDN: Colombia. Disponible en: https://www.ndcs.undp.org/content/
ndc-support-programme/en/home/our-work/geographic/latin-america-and-caribbean/Colombia.html.

2 El análisis utilizó el modelo de Equilibrio general aplicado de mitigación, adaptación y nuevas tecnologías 
(MANAGE), el modelo de equilibrio general computable (EGC) recurrente, dinámico y de un solo país del 
Banco Mundial, diseñado para enfocarse en energía, emisiones y cambio climático. El Anexo 5 ofrece una 
descripción detallada de MANAGE.

3 El modelo se ajustó con una versión actualizada de la matriz de contabilidad social para Colombia, con 
2018 como año de base. Contiene 75 sectores económicos, 69 productos básicos, ocho tipos de trabajado-
res (por habilidad, género y formalidad), capital, siete fuentes de energía (carbón, eólica, hidroeléctrica en 
los niveles base y pico, gas, petróleo y otros) y 10 tipos de hogares (rurales y urbanos por quintil de ingre-
so). Ver el Anexo 5 para obtener detalles.

4 Escenarios A1B, A2 y B2. Estos tres escenarios son un subconjunto de los escenarios climáticos del Informe 
especial sobre escenarios de emisiones del Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático (2000). El 
conjunto de escenarios A hace referencia a políticas que se centran en el crecimiento económico, mientras 
que el conjunto B hace hincapié en el desarrollo sostenible. Los escenarios con el número 1 son aquellos en 
los que los países actúan de forma independiente ante el cambio climático, mientras que el número 2 hace 
referencia al caso de la cooperación global. Por lo tanto, el escenario A2 implica el escenario climático con 
los mayores efectos negativos, ya que las políticas se enfocan en el crecimiento económico, mientras que 
el B2 es un escenario con un menor impacto climático, ya que las políticas se enfocan en el desarrollo sos-
tenible. El escenario A1B es un escenario intermedio en el cual los efectos del crecimiento económico son 
contrarrestados por nuevas tecnologías que mejoran la eficiencia energética. 

5 Como se mencionó en la introducción, este no es un análisis exhaustivo de todos los posibles impactos de 
cambio climático que Colombia puede enfrentar. Estos tres impactos de cambio climático en particular fue-
ron elegidos luego de conversaciones cercanas con el Departamento Nacional de Planeación (DNP) y una 
evaluación de la disponibilidad de datos y las restricciones de modelos. En particular, debido a limitaciones 
de tiempo y datos, no se consideraron otros impactos climáticos. Por ejemplo, no se incluyeron los cam-
bios en el turismo y la demanda de energía por temperaturas más altas. Además, la MCS de Colombia no 
distingue la tierra como un factor de producción que vincula el aumento del nivel del mar con la reducción 
de la tierra cultivable. Por último, la falta de vínculos cuantitativos detallados entre los impactos climáti-
cos, la mayor probabilidad de desastres naturales y los posibles efectos económicos impidieron un análisis 
de los efectos de los desastres naturales relacionados con el cambio climático.

6 El sector ganadero se verá perjudicado por el menor crecimiento de pastura y forraje debido a temperatu-
ras más altas y menos precipitaciones, así como por los efectos negativos del aumento de calor en los ani-
males. La pesca se verá afectada negativamente por cambios en el nivel del mar, temperaturas y corrientes, 
lo que dificultará más la captura de las principales especies de peces comerciales. Los impactos en la agri-
cultura incluyen la reducción de la producción de maíz, papa y arroz debido a temperaturas más altas y a la 
necesidad de mayores niveles de riego. El sector de la silvicultura, por otro lado, es la única actividad que 
se prevé que se beneficiará del cambio climático. Esto se debe a la combinación positiva de temperatura, 
humedad y precipitaciones para regiones y árboles maderables específicos. Por último, el sector del trans-
porte terrestre se verá afectado negativamente por el aumento de las precipitaciones y las condiciones 
climáticas extremas, que se prevé que aumenten la vulnerabilidad del sistema de carreteras ante inunda-
ciones y avalanchas. La saturación en el sistema de carreteras y el cierre temporal de carreteras para repa-
raciones o reconstrucciones aumentarán los costos del transporte terrestre con el tiempo.

7 La metodología se enfoca en los daños climáticos y no en las políticas de mitigación o adaptación del cam-
bio climático.

Notas finales

8 Valor actual neto utilizando una tasa de descuento del 3 %. Una tasa de descuento más baja (más alta) da 
como resultado pérdidas de valor actual más grandes (más pequeñas).

9 Los quintiles se definen por separado dentro de las áreas urbanas y rurales. Considerando que los hogares 
urbanos representan aproximadamente 80 % de la población total, los efectos de la distribución general 
(nacional) están muy cerca de los efectos de los quintiles urbanos.

10  Los sistemas silvopastoriles aumentan la producción de biomasa y la diversidad biológica, mejoran la 
conservación de agua y reducen la erosión del suelo y, en general, ofrecen un ecosistema agrícola mejora-
do para los animales, reduciendo el estrés por calor y los impactos de fenómenos climáticos extremos en la 
disponibilidad de biomasa.

11  La Estrategia de Superación de Pobreza Extrema (conocida como la estrategia UNIDOS) es una iniciativa 
nacional, transversal e intersectorial que busca garantizar que los hogares más pobres y vulnerables del 
país puedan superar las condiciones que los mantienen en la pobreza y la pobreza extrema, consolidando 
sus capacidades para el desarrollo y ejercicio de sus derechos. En otras palabras, es una intervención social 
que tiene como objetivo brindar apoyo a los hogares en extrema pobreza de Colombia.

12  Pesos colombianos al 2015.
13  En todos estos casos, la fijación del precio del carbono debe entenderse como una herramienta entre mu-

chas del arsenal regulatorio del gobierno, ya que generalmente se requieren medidas de comando y con-
trol para complementar la fijación del precio del carbono. 

14  La parte de las reducciones de emisiones atribuibles al impuesto al carbono en sí fue de solo 0,4 millones 
de tCO2e para el período 2017-2019, con la mayor parte de las reducciones logradas (34 millones de tCO2e) 
por proyectos de compensación permitidos según la ley de impuestos al carbono (Banco Mundial, 2020a).

15  Los Planes departamentales de extensión agropecuaria son instrumentos de planificación a cuatro años 
en los que cada departamento colombiano, en coordinación con sus municipios y distritos, define los ele-
mentos estratégicos y operativos para la prestación de los servicios de extensión agropecuaria.

16  La adopción del seguro de cosechas actualmente es muy baja, con menos del 2 % del área total cultivada 
asegurada en 2019 (AXCO, 2020). 

17  Banco Mundial. The Global Findex Database 2017 (La base de datos de Global Findex). Disponible en: ht-
tps://globalfindex.worldbank.org/. 

18  FINAGRO es el Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario. 
19  Actualmente, la cartera de NAMA se compone de acciones en agricultura, energía, vivienda, industria, 

transporte, residuos y silvicultura. 
20  AGRONET es una plataforma patrocinada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural para la gestión 

de información y conocimiento sobre el sector agrícola. 
21  Administrado por el Instituto Colombiano Agropecuario, el Sistema Nacional de Trazabilidad Vegetal es el 

conjunto de sistemas nacionales de información que integran las distintas cadenas productivas de especies 
vegetales. Sirve como una herramienta para la formulación, la implementación, el monitoreo y la evalua-
ción de políticas y programas sobre sanidad y seguridad vegetal en la producción, movilización y comercia-
lización de especies vegetales.

22  El Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales diseñado y administrado 
por el Departamento Nacional de Planeación, fue presentado por primera vez en 1995. Desde entonces, ha 
sido el principal instrumento de focalización de los programas sociales en Colombia.

23  La extensión horizontal del programa de asistencia social durante la crisis de la COVID-19 se realizó con un 
nuevo programa de transferencia de efectivo denominado Ingreso Solidario, cuyo objetivo era distribuir 
transferencias monetarias incondicionales a los hogares vulnerables que no formaban parte de ningún otro 
programa de asistencia social. 
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A pesar de ser en promedio un país relativamente feliz, Colombia se destaca por su alto nivel 
de desigualdad en BS (satisfacción con la vida, felicidad y bienestar percibido o experimen-
tado). De hecho, el país destaca (junto con varios otros países de la región) con un alto rango 
promedio de felicidad para su nivel de desarrollo2 (ver gráfico A1.1), un hecho empírico bien 
documentado conocido en la literatura sobre la felicidad como el fenómeno latinoamericano 
(Rojas 2016). Sin embargo, a pesar de tener percepciones subjetivas relativamente altas de la 
calidad de vida, Colombia y otros países latinoamericanos tienen altos niveles de desigualdad 
en BS, medidos por la desviación estándar en la medida de BS.  

Según un trabajo reciente que examina la distribución de BS, el bienestar percibido del colom-
biano promedio está influenciado principalmente por las condiciones y expectativas relaciona-
das con las oportunidades económicas y la educación. Sin embargo, una mirada más cercana 
a lo largo de la distribución del bienestar experimentada revela diferencias sustanciales en 
los aspectos que importan a los que están en la parte inferior y superior de la distribución del 
bienestar experimentado. Para los miembros más satisfechos de la sociedad colombiana (el 
20 % superior de la distribución de bienestar percibida), la satisfacción con la vida se relacio-
na principalmente con las mejoras en el nivel de vida, la vivienda asequible y el compromiso 
cívico. En contraste, tener una educación, un trabajo, ingresos suficientes, seguridad econó-
mica y conectividad digital están mucho más asociados con el bienestar del 20 % más pobre.

Un aspecto distintivo de la desigualdad en el bienestar percibido en Colombia es el alto grado 
de desigualdad espacial (Figura A1.2). El BS en Bogotá, Caldas y Quindío está muy por encima 
de países europeos como Francia y España. Al mismo tiempo, los niveles de BS en las regiones 
periféricas de Chocó, Nariño y Putumayo están por debajo de los de las naciones más pobres 
de América Latina, como Bolivia y Paraguay. Específicamente, parece haber una gran división 
urbano-rural en Colombia, donde el porcentaje de personas prósperas (es decir, aquellas con BS 
igual o mayor que 7) en áreas predominantemente rurales (39 %) está considerablemente por 
debajo del porcentaje de personas prósperas en áreas urbanas (57 %). Este hallazgo empírico 
contradice la retórica anecdótica de que el BS podría ser más alto en las áreas rurales debido a 
una serie de factores que mejoran la calidad de vida presentes en el campo (por ejemplo, mejor 
calidad ambiental, viajes más cortos al trabajo, menores precios relativos de los alimentos, etc.). 
Por más plausible que sea, la evidencia sugiere que esta narrativa de una mayor calidad de vida 
percibida en las áreas rurales no es confirmada por los datos en Colombia.

Parte de las diferencias espaciales en BS se puede explicar por los altos grados de desigual-
dad económica, así como por las considerables diferencias en el desarrollo económico entre 
las regiones colombianas (OCDE, 2019). Como se destaca en el Informe sobre la Desigualdad 
Global más reciente (Alvaredo et al. 2018), las regiones colombianas más ricas tienen niveles 
de desarrollo comparables a los de países de altos ingresos, como Chile y Uruguay, mientras 
que las regiones más pobres son en este aspecto similares a las de los países de ingresos me-
dios bajos. Sin embargo, el hecho de que la relación entre el ingreso y el BS sea más débil en 
América Latina que en otras partes del mundo implica que otros factores pueden influir en la 
explicación de estas diferencias espaciales (Rojas, 2019).

Las áreas de política que más importan a los colombianos menos afortunados explican la mayo-
ría de las diferencias espaciales en el bienestar percibido entre los residentes en áreas urbanas 
y rurales, y entre las regiones centrales y periféricas. Los datos sugieren que las personas me-
nos afortunadas, que se encuentran en el 20 % inferior de la distribución de BS y tienden a ser 
más pobres, otorgan mayor importancia a las necesidades básicas. De acuerdo con una serie 
de estudios empíricos, se encuentra el hallazgo de que las variables relacionadas con el nivel 
socioeconómico, incluida la educación, el desempleo, los ingresos y la insuficiencia de ingresos, 
tienen la asociación más fuerte con el BS de las personas más infelices de la sociedad.   

A N E X O  1 . 

Desigualdades en el bienestar 
subjetivo en Colombia, entre 
individuos y espacio1

FIGURE A1.1  Bienestar subjetivo por nivel de desarrollo 
económico, a nivel de país

FIGURE A1.2  Bienestar Subjetivo (Cantril Ladder, 0-10)  
en todas las regiones de Colombia

FIGURE A1.1. Subjective Well-Being by Level of Economic 
Development at the Country Level
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Fuente: Burger, Hendriks e Ianchovichina (2020).
Notas: N = 156 países. Se utilizan pesos de muestreo y códigos de país de dos letras. Sin 
variables de control. Registrar el PIB per cápita a PPA utilizando dólares internacionales 
constantes de 2017 derivados de los Indicadores del Desarrollo Mundial. Para ambos indi-
cadores, se toma el promedio del período 2010-2018. Se muestran la línea de regresión no 
lineal y el intervalo de confianza del 95 %. Sin variables de control. La desigualdad de la 
felicidad se mide mediante el método propuesto por Delhey y Kohler (2011). Para Colom-
bia, el BS promedio es de 6,34 y el PIB per cápita es de US $ 13 594. La desviación estándar 
de BS es 2,48.

FIGURA A1.2. Bienestar Subjetivo (Cantril Ladder, 0-10)
en todas las regiones de Colombia

6.5 - 7
6 - 6.5
5.5 - 6
5 - 5.5
Sin información

La importancia de implementar políticas de redistribución efectivas se subraya no solo por el 
hallazgo de que los ingresos y la situación laboral son importantes para el BS, sino también por 
las percepciones de la gente sobre la desigualdad en estas condiciones objetivas. Aunque el por-
centaje de personas en Colombia que perciben la distribución del ingreso como injusta o alta-
mente injusta se ha mantenido por encima del 80 % desde 2010, según Latinobarómetro (2018), 
la desigualdad de ingresos medida con el índice Gini ha disminuido constantemente durante el 
mismo período. Esto está en línea con estudios empíricos anteriores que mostraron que el ingre-
so relativo y la experiencia subjetiva del ingreso son mejores predictores del BS en los países de 
ALC que las condiciones de vida objetivas (Diego-Rosell, Tortora y Bird, 2018; y Rojas, 2019). 

Las acciones de política encaminadas a cerrar brechas en las áreas que son más relevantes 
para la población en la parte inferior de la distribución (es decir, educación, empleo y seguri-
dad económica) tienen el potencial de aumentar el bienestar y reducir la desigualdad en Co-
lombia. Esta noción es de particular relevancia en los tiempos actuales, ya que el crecimiento 
era débil antes de la pandemia COVID-19, que ha golpeado duramente al país, afectando tanto 
a las clases bajas como a las medias (ver por ejemplo, Espinel et al. 2020; González-Díaz, Cano 
y Pereira-Sánchez, 2020; y Lustig et al. 2020). Aunque los colombianos tienen una perspectiva 
de vida en general positiva -el 70 % de la población tiene perspectivas de movilidad ascen-
dente-, hay poca tolerancia a la desigualdad en el país, debido a las percepciones de injusticia 
mencionadas anteriormente. Esto, a su vez, sugiere que las percepciones de la desigualdad 
de ingresos pueden plantear riesgos para la cohesión y la estabilidad social, como se explicó 
hace mucho tiempo en la parábola del túnel de Hirschman y Rothschild (1973).

Además de los niveles de desigualdad capturados por medidas tradicionales como el coefi-
ciente Gini de ingresos, también importan las percepciones de bienestar o bienestar subjeti-
vo (BS). Para explorar esto para Colombia, se utilizó la Encuesta Mundial Gallup de 2010-2018 
en 156 países. La medida de BS se basa en la pregunta: Por favor imagine una escalera, con 
escalones numerados del 0 en la parte inferior al 10 en la parte superior. La parte superior de 
la escalera representa la mejor vida posible para usted y la parte inferior de la escalera repre-
senta la peor vida posible para usted. ¿En qué escalón de la escalera diría que personalmente 
siente que se encuentra en este momento? Para Colombia, el BS promedio es 6,34 (ver Burger, 
Hendriks e Ianchovichina, 2020).
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A N E X O  2 . 

El Índice de Capital Humano  
desagregado de Colombia 

¿Qué es el Índice de Capital Humano? 
En 2018, el Grupo Banco Mundial lanzó el Proyecto de Capital Humano (PCH), un esfuerzo glo-
bal sin precedentes para apoyar el desarrollo del capital humano como un elemento central 
para aumentar la productividad y el crecimiento de los países. El principal objetivo del HCP 
es impulsar el rápido progreso hacia un mundo en el que todos los niños puedan alcanzar su 
máximo potencial. Para que eso suceda, los niños deben llegar al colegio bien nutridos y listos 
para aprender, lograr un aprendizaje real en el aula e ingresar al mercado laboral como adul-
tos saludables, capacitados y productivos (Avitabile et al. 2020).

Un elemento central de este esfuerzo ha sido el Índice de Capital Humano (ICH), una métrica 
que mide entre países el capital humano que un niño nacido hoy puede esperar alcanzar a 
los 18 años, en relación con un punto de referencia de educación completa y salud plena. 
El ICH reúne medidas de diferentes dimensiones del capital humano: salud (supervivencia in-
fantil, retraso en el crecimiento y tasas de supervivencia de adultos) y la cantidad y calidad de 
la escolarización (años esperados de colegio y puntajes de pruebas internacionales). El índice 
está diseñado para resaltar cómo las mejoras en los resultados actuales de educación y salud 
dan forma a la productividad de la próxima generación de trabajadores.3

Interpretación del Índice de Capital Humano
El ICH varía entre 0 y 1, tomando el valor 1, solo si el trabajador promedio en el país (o departamento) logrará tanto una salud 
completa (definida como una tasa de supervivencia de adultos del 100 % y ausencia total de retraso del crecimiento) como un 
potencial educativo completo (definida como la finalización de una educación de alta calidad hasta los 14 años). Por lo tanto, 
si un país (o departamento, en Colombia) obtiene, por ejemplo, 0,60, como en el caso de Colombia, esto implica que un niño 
nacido hoy será solo un 60 % más productivo como futuro trabajador que lo que haría si disfrutara de educación completa y 
salud plena.4 

Debido a su estructura, el ICH puede vincularse directamente a escenarios de ingresos futuros. Un país con un puntaje de 
índice de x podría, a largo plazo, tener un PIB per cápita 1/x veces mayor con educación y salud completas. Por ejemplo, un 
país (o departamento) con un índice de x = 0,6 tendría ingresos per cápita 1/0,6 = 1,66 veces más altos si alcanza el punto de 
referencia de educación completa y salud plena. Este incremento del PIB se logra a través de dos canales: los efectos directos 
de una mayor productividad y los efectos indirectos de mayores inversiones en capital físico inducidas por tener trabajadores 
más productivos.

Desagregación del Índice de Capital Humano de Colombia 
Las medidas desglosadas geográficamente del ICH pueden ayudar a los gobiernos a orientar sus recursos de manera más 
eficaz a las regiones rezagadas en el capital humano de los jóvenes. Además, el desglose de los componentes de ICH también 
puede proporcionar información útil para mejorar la calidad de los servicios de desarrollo humano y priorizar el gasto según 
el desempeño de la región en cada componente. De manera similar, desglosar el ICH por diferentes niveles socioeconómicos 
puede ayudar a los países a identificar y cuantificar las desigualdades que surgen en una etapa temprana de la vida y deter-
minar las prioridades políticas para los más desfavorecidos. Mejorar la acumulación de capital humano en las regiones más 
desfavorecidas y para las que se quedan atrás puede tener efectos potencialmente duraderos en la creación de oportunidades 
y el cierre de las brechas de equidad (Avitabile et al. 2020).

Componentes del ICH 
El ICH cuantifica los hitos en la trayectoria de la acu-
mulación de capital humano y sus efectos en la pro-
ductividad de los trabajadores. El ICH consta de tres 
componentes (Avitabile et al. 2020): 

• Componente 1: Supervivencia infantil. Este componente refleja el hecho de que no todos los niños nacidos hoy sobre-
vivirán hasta los 5 años, cuando comienza el proceso de acumulación de capital humano, a través de la educación formal.

• Componente 2: Años de escolaridad esperados ajustados al aprendizaje. Este componente combina información so-
bre la cantidad y calidad de la educación. La cantidad de educación se mide como el número de años de colegio que 
un niño puede esperar obtener a los 18 años. La calidad de la educación se basa en el trabajo del Banco Mundial para 
armonizar los puntajes de las pruebas de los principales programas internacionales de pruebas de rendimiento de los 
estudiantes en un criterio común de aprendizaje.

• Componente 3: Salud. Se utilizan dos variables sustitutivas para el entorno de salud general para informar este com-
ponente: (i) las tasas de supervivencia de los adultos, definidas como la fracción de jóvenes de 15 años que sobreviven 
hasta los 60 y (ii) la tasa de retraso del crecimiento para los niños menores de 5 años. Las tasas de supervivencia de los 
adultos también pueden interpretarse como una aproximación del rango de resultados de salud no fatales que un niño 
nacido hoy experimentaría como adulto. Los niños se definen con retraso en el crecimiento si su estatura o edad es más 
de dos desviaciones estándar por debajo de la mediana de los patrones de crecimiento infantil de la OMS. El retraso del 
crecimiento está ampliamente aceptado como un variable sustitutiva del entorno de salud prenatal, infantil y de la pri-
mera infancia.

Para5 calcular el IHC desglosado geográfica y socioeconómicamente de Colombia se utilizaron las siguientes fuentes: 

Componente Definición Fuentes

Supervivencia infantil La supervivencia infantil o probabilidad de supervivencia hasta los 5 años se cal-
cula restando la tasa de mortalidad de menores de 5 años de 1. La tasa de morta-
lidad de menores de 5 años es la probabilidad de que un niño nacido en un año 
específico muera antes de cumplir los 5 años si está sujeto a tasas actuales de 
mortalidad específicas por edad. Se expresa como una tasa por cada 1000 naci-
dos vivos. 

Estadísticas Vitales (2018) fue la principal fuente utilizada para 
estimar la tasa de mortalidad de menores de 5 años para el ICH 
subnacional. 

Se utilizaron medidas de la tasa de mortalidad de menores de 5 
años por nivel socioeconómico, como se informa en el Ministe-
rio de Salud (2015).

Años de escolaridad esperados ajustados al 
aprendizaje

Los años esperados de colegio (EYS) que un niño que comienza colegio a los 4 
años alcanzaría antes de cumplir los 18 años es la suma de las tasas de inscrip-
ción específicas por edad, en todas las edades en este rango de edad. 

El ICH utiliza la tasa neta total de matrícula (TNER) en diferentes niveles para cal-
cular el EYS: las tasas de matrícula preprimaria se aproximan a las tasas de matrí-
cula específicas por edad para niños de 4 y 5 años; la tasa primaria se aproxima a 
los niños de 6 a 11 años; la tasa de secundaria inferior se aproxima a los de 12 a 14 
años; y la secundaria superior aproximada para jóvenes de 15 a 17 años. 

Para ajustar el EYS a los años escolares esperados ajustados al aprendizaje, el ICH 
utiliza el informe Harmonized Test Scores de los principales programas interna-
cionales y regionales de pruebas de rendimiento estudiantil (PISA, en el caso de 
Colombia). Ver https://datacatalog.worldbank.org/harmonized-test-scores. 

El SIMAT (2018) y DANE (2018a) fueron las principales fuentes 
utilizadas para estimar el TNER y EYS para el ICH subnacional. 
Calcular el TNER y EYS para el ICH desagregado socioeconómi-
co, DANE (2018b) fue la principal fuente de datos. 

En ambos casos, para ajustar el EYS por la calidad de la educa-
ción, los resultados de Pruebas Saber 9 (2017) y Pruebas PISA 
(2018) se utilizaron para calcular los resultados del aprendizaje 
armonizados. 

Salud El componente de salud es capturado por dos variables sustitutivas:

Fracción de niños menores de 5 años, sin retraso en el crecimiento: se calcula, 
restando las tasas de retraso del crecimiento de 1. Las tasas de retraso del creci-
miento se definen como los menores de 5 años, cuya talla para la edad está más 
de dos desviaciones estándar por debajo de la mediana de los patrones de creci-
miento infantil de la OMS.

 Tasa de supervivencia de adultos: se calcula, restando la tasa de mortalidad de 
las personas de 15 a 60 años de 1. La tasa de mortalidad de las personas de 15 a 60 
años es definida como la probabilidad de que un joven de 15 años en un año espe-
cífico muera antes de cumplir los 60 si está sujeto a las tasas de mortalidad específi-
cas por edad actuales. Se expresa como una tasa por cada 1000 vivos a los 15.  

Las medidas sobre las tasas de retraso del crecimiento se com-
pilaron, a partir de Encuesta Nacional de Situación Nutricio-
nal-ENSIN (2015).

Para el ICH subnacional, las tasas de mortalidad para personas 
de 15 a 60 años se calcularon utilizando Estadísticas Vitales 
(2018). No se dispuso de datos para calcular las tasas de mor-
talidad por nivel socioeconómico. Por esta razón, el ICH des-
glosado por nivel socioeconómico utiliza solo la estimación de 
la medida Fracción de Niños Menores de 5 Años sin Retraso en el 
Crecimiento del componente de salud del ICH.
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TABLA A3.1. Tipología de tareas

Tarea Descripción Ejemplos Impacto esperado de la 
tecnología en empleo e 
ingresos

Analítica no rutinaria Analizar datos/información

Pensando creativamente

Interpretar información para 
otros

Investigadores, profesores, 
gerentes

(+)

Interpersonal no rutinario Establecer y mantener relacio-
nes personales

Guiar, dirigir y motivar a los su-
bordinados

Coaching/desarrollo de otros

Profesionales, gerentes, per-
sonal técnico

(+)

Manual no rutinario Operar vehículos, dispositivos 
mecanizados o equipos

Dedicar tiempo a usar las ma-
nos para manipular, controlar o 
sentir objetos, herramientas o 
controles.

Destreza manual

Orientación espacial

Limpiadores, peluqueros, 
vendedores ambulantes

Empleo (+), ingresos (-)

Cognitivo de rutina Importancia de repetir las mis-
mas tareas 

Importancia de ser exacto o pre-
ciso 

Trabajo estructurado vs no es-
tructurado (reverso)

Contadores, correctores de 
pruebas, empleados

(-)

Manuales de rutina Ritmo determinado por la velo-
cidad del equipo 

Control de máquinas y procesos 

Dedique tiempo a hacer movi-
mientos repetitivos

Operadores de máquinas, 
cajeros, mecanógrafos

(-)

Fuente: Basado en Banco Mundial (2016b) y Acemoglu y Autor (2011).

A N E X O  3 . 

Estimaciones  
de los mercados laborales

 TABLA A3.2. Descomposición de la varianza del logaritmo de ingresos, por hora

 2008 2019 2011 2019 2014 2019

 (1) (2) (3) (4) (5) (6)

Masculino 2,8% 3,2% 3,1% 2,9% 4,7% 2,9%

Urbano 4,0% 3,7% 2,6% 2,5% 2,0% 2,4%

NR Analítico   13,3% 14,4% 13,4% 13,9%

NR Interpersonal  2,0% 2,1% 2,2% 2,0%

NR Manual   2,5% 2,8% 2,2% 2,8%

R Cognitivo   1,0% 1,2% 1,0% 1,2%

R Manual   2,0% 2,2% 1,8% 2,1%

FMH   8,1% 7,8% 8,5% 7,5%

Indígenas     0,2% 1,2%

NARP     0,1% 0,1%

Venezolanos     0,0% 1,6%

Edad 6,3% 5,0% 5,1% 3,9% 3,7% 3,7%

Educación 58,1% 49,8% 38,2% 32,3% 39,6% 31,8%

Sector 17,8% 24,2% 11,5% 16,1% 13,6% 15,6%

Región 11,0% 14,1% 10,7% 11,8% 7,0% 11,1%

Fuente: Estimaciones del autor (Capítulo 3), utilizando la metodología de regresión GEIH 2008-2019 y RIF. 

TABLA A3.3. Versión en español  de los cambios en el Gini de ganancias, por hora
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a. Metodología para construir los clústeres socioeconómicos 
Nosotros (los autores del Capítulo 5) estandarizamos las variables para garantizar que las ob-
servaciones tomen valores que oscilen entre 0 y 1, y que todas las variables seleccionadas se 
muevan en la misma dirección. Una vez estandarizadas las variables, las promediamos para ob-
tener indicadores de vulnerabilidad para cada una de las cuatro dimensiones. Usamos estos 
indicadores de dimensión para clasificar los bloques en seis grupos utilizando el método de 
agrupamiento de k-medianas. Decidimos utilizar seis clústeres para imitar el número actual de 
estratos a nivel local. Este método calcula la distancia más corta entre las características de ob-
servación y la mediana del grupo, y asigna la observación al grupo más cercano. Cuanto mayor 
sea el número de etiqueta del clúster, menor será el nivel de vulnerabilidad socioeconómica.

A N E X O  4 . 

Desigualdades intraurbanas y de 
accesibilidad y pobreza territorial

Fuente: DANE (2018a).

Siguiendo otros estudios que han aplicado la medida de Gini a dimensiones distintas al in-
greso, se calculó un pseudo coeficiente de Gini para cada una de las variables mencionadas 
anteriormente, y el Gini general, como un promedio simple de todos los coeficientes de Gini, 
utilizando el conjunto de bloques pertenecientes a cada región o municipio.

b. Población clasificada en cada clúster
A nivel nacional, alrededor de la mitad de la población tiene mejores condiciones de vida 
que el resto de la población, pero esta participación cambia por región. En general, el 50,8 
% de la población está agrupada en las categorías cinco y seis, y cerca del 17 % en las catego-
rías uno y dos. Si bien esto muestra que las características socioeconómicas son buenas para 
la mayoría de los hogares, esto no significa que los hogares de las categorías cinco y seis no 
experimenten dificultades; esta clasificación es una medida relativa, y los bloques del clúster 
seis tienen una vulnerabilidad menor que los del clúster uno, pero la vulnerabilidad en los seis 
clúster aún puede ser alta. Además, estos porcentajes cambian por región (ver Tabla a conti-
nuación), ya que la región de Seaflower, por ejemplo, tiene una distribución de población más 
uniforme entre los grupos dos, tres, cuatro y cinco. 

A4.1. 
Desigualdades intraurbanas

TABLA A4.1. Vulnerabilidad entre regiones 

+      <--------------- Vulnerabilidad  ---------------->      -

Clúster 1 Clúster 2 Clúster 3 Clúster 4 Clúster 5 Clúster 6

Amazonía 9,9 20,4 14,3 24,3 18,9 12,2

Caribe 7,6 13 26,4 10,1 26,5 16,3

Central 3,6 12,1 10 30,1 24,4 19,8

Eje Cafetero y Antioquia 9,3 17 10,8 24,5 21,4 17,1

Llanos y Orinoquía 8,1 12,8 25,7 11,3 25,9 16,3

Pacífico 8,5 8,8 11,7 28,4 26,6 16

Santanderes 5,2 12,7 11,1 28,6 24,4 18

Seaflower 10,6 21,8 19,4 19,9 20,9 7,5

Nota: En rojo, las participaciones más altas; en azul, las participaciones más bajas.

A4.2. 
Accesibilidad

Utilizamos dos fuentes de información para medir el grado de 
desigualdad de accesibilidad. El Censo de Población de Colom-
bia 2018, con información sobre la ubicación de las personas y 
los servicios relacionados con la atención de la salud, la educa-
ción y las zonas deportivas a nivel de manzana (ver Tabla A4.2, 
a continuación); y la Red Nacional de Calles, actualizado a 2014, 
que es proporcionado por Procalculo Prosis SAS (www.procal-
culo.com), para estimar la distancia de recorrido a lo largo de 
la red de calles, desde cada manzana hasta todos los servicios 
seleccionados. Se utilizan dos metodologías: (i) calcular la dis-
tancia (proximidad) de cada cuadra a los centros de servicios 
dentro del perímetro urbano,6 analizándolo en diferentes nive-
les territoriales,7 y (ii) medir la accesibilidad de cada cuadra a las 
amenidades,8 utilizando la medida de gravedad convencional 
de accesibilidad a nivel intraurbano.9 La distancia se utiliza en 
lugar del tiempo de viaje para estandarizar la accesibilidad in-
dependientemente del modo de transporte.10 Se utilizan cinco 
kilómetros hasta las instalaciones del servicio en los tres tipos 
de servicios como distancia estándar en un contexto urbano 
(15 kilómetros en contextos rurales).11 

TABLA A4.2. Servicios a nivel de cuadra

Categoria Amenidad

Educación
Colegios y Colegios Secundaria

Preescolares

Salud
Clínicas

Hospitales

Deportes

Canchas deportivas

Canchas deportivas cubiertas

Canchas deportivas múltiples

Unidades recreativas

Fuente: DANE (2018a).
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A4.3. 
Interacciones entre pobreza, 
ingresos y desigualdad

a. Metodología

Modelos econométricos  

Nuestro punto de partida para modelar cambios territoriales de pobreza es Bourguignon 
(2003), en el que el autor teóricamente desenreda el crecimiento de la pobreza en un efecto 
ingreso y un efecto distributivo. Según Bourguignon, la pobreza se puede reducir mediante 
mejoras en la distribución sin crecimiento, o porque hay una mejora en el crecimiento, pero 
no en la distribución. El efecto combinado de las mejoras en el crecimiento y la distribución 
tendría el mayor impacto en la reducción de la pobreza (Berdegué et al. 2015). 

Primero exploramos la influencia de diferentes tamaños de ciudades en la pobreza, el creci-
miento del ingreso (consumo) y los cambios en la desigualdad del ingreso (Gini), mediante la 
estimación de modelos exploratorios de mínimos cuadrados ordinarios (MCO) para cada una 
de las variables mencionadas. Estos modelos permitieron identificar la correlación entre los 
cambios de 2005 y 2018 en los niveles de pobreza, ingresos y desigualdad, utilizando los terri-
torios como unidad de observación y como fueron definidos en Berdegué et al (2015). 

Después del análisis exploratorio de MCO, estimamos un sistema de tres ecuaciones para 
cambios de variable por mínimos cuadrados de tres etapas (MC3E). Para estimar parámetros 
consistentes, utilizamos los cambios en el ingreso (consumo) y la desigualdad como variables 
explicativas que se correlacionan contemporáneamente con el término de error de las tres 
ecuaciones. Los efectos netos de diferentes tamaños de ciudades sobre los cambios en la po-
breza se estimaron a partir de los modelos MC3E. Finalmente, exploramos la relación entre el 
tamaño de los núcleos urbanos territoriales y algunos canales, a través de los cuales espera-
mos la transmisión de los cambios de la pobreza. 

Modelo simultáneo: pobreza, ingresos y desigualdad

Exploramos estimaciones de MC3E que consisten en estimar cada una de las ecuaciones del 
modelo por el método de MC de dos Etapas (MC2E) para calcular residuales y estimar una 
matriz de varianza-covarianza, y finalmente aplicar los mínimos cuadrados generalizados fac-
tibles al modelo completo. El sistema de ecuaciones para el modelo MC3E viene dado por:

donde ∆Ind.Pob2018-2005 es el cambio porcentual de los niveles de pobreza para el período inter-
censal 2005-2018, ∆GPC2018-2005 es el cambio porcentual de los gastos per cápita, ∆Gini2018-2005 
es el cambio porcentual en el coeficiente de Gini para el mismo período intercensal, Gini2005 
es el coeficiente de Gini de 2005, Gpc2005 es el gasto per cápita en 2005, TN es un vector para 
el tamaño de los núcleos de los territorios urbano-rurales, S es un vector de las características 
socioeconómicas territoriales, βik y γi son parámetros que debe estimar MC3E, y μij son errores 
aleatorios para cada una de las ecuaciones del sistema (j = 1,2,3).

Efectos netos sobre la pobreza 

Usamos estimaciones de parámetros del modelo MC3E para encontrar los efectos netos de 
cada tamaño de núcleo territorial sobre los cambios de pobreza de la siguiente manera: 

∆Ind.Pob2018-2005=γ11+β12 ∆GPC+β13 ∆Gini+γ12 TN+γ1i Si+μi1

∆Gpc=γ21+β21Gpc2005+β22 Gini2005+γ22 TN+γ2i Si+μi2

∆Gini=γ31+β32 Gini2005+γ32 TN+γ32 Si+μi3

b. Dato
Se construyó una base de datos a nivel municipal, según el código de la división político-ad-
ministrativa (Divipola) definido por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE), con aproximadamente 100 variables, incluyendo variables sociales, demográficas, 
económicas, geográficas, financieras, fiscales y ambientales, entre otras, más las tres variables 
primarias de estudio: pobreza, ingresos y desigualdad. De los 1 121 municipios identificados 
actualmente en el país, 110 no pudieron ser incluidos en el análisis por falta de información 
a ese nivel de desagregación. Aquellos eran en su mayoría de las regiones de la Orinoquía y 
Amazonía de Colombia, con bajas densidades de población. Los datos a nivel municipal nos 
permitieron explorar diferentes agregaciones en los niveles de subregión funcional, utilizan-
do el tamaño de la población como ponderaciones. 

Los datos provienen de bases de datos oficiales de agencias del gobierno colombiano, como 
DANE, DNP, Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, Ministerio de Hacienda e 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) y el Centro Latinoamericano para el Desarrollo 
Rural (RIMISP), lo que nos permitió incluir variables, como la Medida de Desempeño Munici-
pal (Medición de Desempeño Municipal -MDM-), el índice de desempeño fiscal, la densidad de 
carreteras y el índice de ciudades modernas (MCI) (Índice de Ciudades Modernas -ICM-), entre 
otros. También analizamos el modelo de elevación de datos del Servicio Geológico de Estados 
Unidos (1996) para producir un índice de heterogeneidad del terreno. Estas variables nos per-
mitieron identificar los canales y dinámicas de los territorios.

La base de datos contiene la medida de cada variable para los años 2005 y 2018 para poder 
calcular los cambios para el período intercensal. El delta de las variables calculadas a nivel 
municipal fue útil, no solo para comprender la dinámica de las variables para cada territorio, 
sino también para identificar cambios para el núcleo urbano de cada unidad territorial. En la 
siguiente subsección se proporciona una discusión de las unidades territoriales de análisis.  

c. Estadísticas descriptivas
TABLA A4.3. Estadísticas descriptivas de los cambios en la pobreza, la desigualdad y el gasto en territorios de diferente tamaño central

Nombre de variable Descriptiva estadísticas Cambio de pobreza 
monetaria (2005-2018)

Cambio de GINI/Desigualdad 
(2005-2018)

Cambio promedio en el 
gasto del hogar  
(2005-2018)

Cambio en medición de 
pobreza multidimensional 
(2005-2018)

estadísticas

Cambio de pobreza moneta-
ria (2005-2018)

Cambio de GINI/Desigualdad -8,7% 14,4% -39,9%

(2005-2018) Cambio promedio en el gasto 
del hogar (2005-2018)

Cambio en medición de 
pobreza multidimensional 
(2005-2018)

(0,1759) (0,1118)

TN10_50
Promedio -40,0% -5,7% 4,3% -41,7%

Desviación estándar (0,1477) (0,0657) (0,2046) (0,1177)

TN50_100
Promedio -38,1% -5,9% 1,1% -42,4%

Desviación estándar (0,1274) (0,0531) (0,2157) (0,1084)

TN100_370
Promedio -42,8% -8,1% 5,2% -51,5%

Desviación estándar (0,1702) (0,0792) (0,1547) (0,1182)

TNm370
Promedio -44,9% -6,7% 6,9% -54,6%

Desviación estándar (0,1807) (0,0646) (0,1518) (0,0720)

Fuente: Recopilación de los autores.

Modelos de mínimos cuadrados ordinarios (MCO) para pobreza, desigualdad e ingresos

El modelo MCO para el delta de pobreza monetaria entre 2005 
y 2018 consta de 14 variables de la base de datos que permi-
ten comprender el comportamiento del cambio en el período 
intercensal, de manera que el mayor impacto o efecto lo ge-
nera la variable delta GINI, dado que un aumento de un punto 
porcentual de esta variable implica un aumento del delta de 
pobreza en 1,67 puntos porcentuales, como podemos ver en 
la siguiente tabla.

TABLA A4.4. Modelo ordinario de mínimos cuadrados para la pobreza monetaria

Nombre de Variable Descripción Cambio de pobreza monetaria  
(2005-2018)

PorcPobMon2005 Pobreza monetaria 2005 (% de la población)
0,0530

(0,0451)

DGINI Cambio de GINI 2005-2018
1,6782***

(0,0578)

GINImun2005 GINI municipal 2005
0,7070***

(0,1210)

TN10_50 Tamaño del núcleo entre 10 mil y 50 mil personas
0,0144*

(0,0083)

TN50_100 Tamaño del núcleo entre 50 mil y 100 mil personas
0,0524***

(0,0159)

TN100_370 Tamaño del núcleo entre 100 mil y 370 mil personas
0,0599***

(0,0165)

TNm370 Tamaño del núcleo superior a 370 mil personas
0,0734***

(0,0223)

Rur2005 Porcentaje de población rural (2005)
0,0376*

(0,0201)

PorbOcu2005 Porcentaje de población ocupada (2005)
-0,3031***

(0,0679)

Prom_PerH2005 Número medio de personas por hogar (2005)
0,0007*

(0,0004)

Muj_Cab2005 Porcentaje de mujeres en el área urbana 2005
-0,5221**

(0,2105)

PobDep2005 Porcentaje de población dependiente -NNA y adultos mayo-
res- (2005)

0,2845***

(0,1068)

Trans2005 Transferencias de ingresos corrientes -miles de millones de 
pesos- (2005)

5,58e-06**

(2,20e-06)

GastosInv2005def Gastos de capital-inversión -miles de millones de pesos en 
precios 2018- (2005)

-7,61e-08***

(1,09e-08)

Constante Constante
-0,5328***

(0,1270)

Observaciones  394

R-cuadrado 0,8169

R-cuadrado ajustado  0,8101

Fuente: Recopilación de los autores.

El modelo MCO para el delta de GINI entre 2005 y 2018 consta 
de 11 variables que nos permiten comprender el comporta-
miento del cambio en el período intercensal, de manera que 
el mayor impacto o efecto lo genera la variable de cambio de 
pobreza monetaria, dado que un aumento de un punto por-
centual de esta variable implica un aumento del delta de GINI 
en 0,4 puntos porcentuales.

TABLA A4.5. Modelo ordinario de mínimos cuadrados para cambio de GINI

Nombre de variable Descripción Cambio de GINI -desigualdad- (2005-2018)

PorcPobMon2005 Pobreza monetaria -porcentaje de la población- (2005)
0,0594***

(0,2169)

DPorcPobMon Cambio de pobreza monetaria (2005-2018)
0,4052***

(0,0139)

GINImun2005 GINI municipal (2005)
-0,2640***

(0,0593)

TN10_50 Tamaño del núcleo entre 10 mil y 50 mil personas
0,0002

(0,0038)

TN50_100 Tamaño del núcleo entre 50 mil y 100 mil personas
-0,0119*

(0,0073)

TN100_370 Tamaño del núcleo entre 100 mil y 370 mil personas
-0,0160**

(0,0072)

TNm370 Tamaño del núcleo superior a 370 mil personas
-0,0152

(0,0100)

TasHomi2005 Tasa de homicidios (x100k hab.) 2005
0,00007**

(0,00003)

TasHurt2005 Tasa de Robo (x100k hab) 2005
0,00007***

(0,00002)

RegPerCap2005def Regalías per cápita municipio -miles de millones de pesos 
2005- (2005)

6,36e-09*

(3,86e-09)

ICA_2005def Ingresos municipales - ICA -miles de pesos de 2005- (2005)
9,61e-11***

(1,65e-11)

Constante Constante
0,1866***

(0,0266)

Observaciones 0,7726

R-cuadrado 0,7661

R-cuadrado Ajus 0,7661

Fuente: Recopilación de los autores.

El modelo MCO para el delta de gasto promedio del hogar 
entre 2005 y 2018 consta de 11 variables que nos permiten 
comprender el comportamiento del cambio en el período in-
tercensal, de manera que el mayor impacto o efecto lo genera 
la variable porcentaje de cabezas de hogares femeninas en 
2005, dado que un aumento de un punto porcentual de esta 
variable implica un aumento del cambio en el gasto promedio 
del hogar de 5,8 puntos porcentuales.

TABLA A4.6. Modelo ordinario de mínimos cuadrados para el cambio en el gasto promedio de los hogares

Nombre de variable Descripción Cambio promedio en el gasto del hogar 
(2005-2018)

DGINI Cambio de GINI (2005-2018)
-0,4209***

(0,10009)

GINImun2005 GINI municipal (2005)
0,4660**

(0,1871)

GasHogProm2005 Gasto promedio en hogar (2005)
-7,03e-09*

(3,89e-09)

TN10_50 Tamaño del núcleo entre 10 mil y 50 mil personas
-0,0490***

(0,0146)

TN50_100 Tamaño del núcleo entre 50 mil y 100 mil personas
-0,0525*

(0,0277)

TN100_370 Tamaño del núcleo entre 100 mil y 370 mil personas
-0,0951***

(0,0280)

TNm370 Tamaño del núcleo superior a 370 mil personas
-0,0665*

(0,0359)

JHMuj2005 Porcentaje de mujeres cabeza de hogar (2005)
5,8317***

(0,4615)

DefHAb_T2005 Proporción de hogares censados con escasez de vivienda 
(2005)

-0,0012***

(0,0003)

PorcEst_BasicC2005 Porcentaje de alumnos en el nivel educativo básico comple-
to en la población total (2005)

1,0164***

(0,1059)

IndDesemFiscal2005 Indicador de desempeño fiscal de municipios (2005)
0,0016**

(0,0007)

Constante Constante
-1,0878***

(0,1355)

Observaciones  

R-cuadrado 0,6637

R-cuadrado Ajus  0,6540

Fuente: Recopilación de los autores.

e. Modelos de mínimos cuadrados ordinarios de tres etapas para medidas de pobreza monetaria y multidimensional, y efectos netos
TABLA A4.7. Modelo de mínimos cuadrados de tres etapas para la pobreza monetaria y efectos netos

Nombre de variable Descripción Cambio de pobreza monetaria  
(2005-2018)

Cambio promedio en el gasto  
del hogar (2005-2018)

Cambio de GINI -desigualdad-  
(2005-2018)

DGasHogPronH Cambio promedio en el gasto del ho-
gar

-0,1391***

(0,0333)

DGINI Cambio de GINI (2005-2018)
1,8630***

(0,1718)

GasHogPronH2005 Gasto promedio en hogar (2005)
-0,0000

(0,0000)

GINImun2005 GINI municipal (2005)
0,6784*** 0,0982 0,4639***

(0,1223) (0,1849) (0,0894)

TN10_50 Tamaño del núcleo entre 10 mil y 50 
mil personas

-0,0034 -0,0524*** 0,0274***

(0,00811) (0,0149) (0,0070)

TN50_100 Tamaño del núcleo entre 50 mil y 100 
mil personas

0,0311** -0,0433 0,0305**

(0,0147) (0,0285) (0,0134)

TN100_370 Tamaño del núcleo entre 100 mil y 370 
mil personas

0,0342** -0,0778** 0,0254*

(0,0151) (0,0305) (0,0132)

TNm370 Tamaño del núcleo superior a 370 mil 
personas

0,0385* -0,0648* 0,0652***

(0,0205) (0,0392) (0,0173)

_cons Constante
-0,8685*** -1,1001*** -0,2962***

(0,1032) (0,1684) (0,0406)

Efectos netos

TN10_50 Tamaño del núcleo entre 10 mil y 50 
mil personas

0,0584***

(0,0142)

TN50_100 Tamaño del núcleo entre 50 mil y 100 
mil personas

0,0629**

(0,0264)

TN100_370 Tamaño del núcleo entre 100 mil y 370 
mil personas

0,0582**

(0,0257)

TNm370 Tamaño del núcleo superior a 370 mil 
personas

0,1305***

(0,0348)

Fuente: Recopilación de los autores.

TABLA A4.8. Modelos de mínimos cuadrados ordinarios de tres etapas para medidas de pobreza multidimensional, y efectos netos

Nombre de variable Descripción Cambio en medición de pobreza 
multidimensional (2005-2018)

Cambio promedio en el gasto 
del hogar (2005-2018)

Cambio de GINI -desigualdad- 
(2005-2018)

PorcPobMon2005 Pobreza monetaria (2005)
0,1947***

(0,0693)

MPM_2005 Medición de pobreza Multidimensional (2005)
0,0052***

(0,0006)

DGasHogPronH Cambio promedio en el gasto del hogar
-0,0049

(0,0503)

DGINI Cambio de GINI (2005-2018)
-0,7243***

(0,2510)

GasHogProm2005 Gasto promedio en hogar (2005)
-0,0000

(0,0000)

GINImun2005 GINI municipal (2005)
0,2582 0,4723***

(0,1832) (0,0875)

TN10_50 Tamaño del núcleo entre 10 mil y 50 mil personas
-0,0142 -0,0638*** 0,0267***

(0,0127) (0,0149) (0,0071)

TN50_100 Tamaño del núcleo entre 50 mil y 100 mil personas
-0,0209 -0,0696** 0,0305**

(0,0225) (0,0281) (0,0135)

TN100_370 Tamaño del núcleo entre 100 mil y 370 mil personas
-0,0248 -0,1111*** 0,0206

(0,0254) (0,0298) (0,0132)

TNm370 Tamaño del núcleo superior a 370 mil personas
-0,0086 -0,0998*** 0,0565***

(0,0346) (0,0390) (0,0173)

_cons Constante
-0,7546*** -1,0512*** -0,2955***

(0,1028) (0,1702) (0,0400)

Efectos netos

TN10_50 Tamaño del núcleo entre 10 mil y 50 mil personas
-0,0190**

(0,0086)

TN50_100 Tamaño del núcleo entre 50 mil y 100 mil personas
-0,0217*

(0,0125)

TN100_370 Tamaño del núcleo entre 100 mil y 370 mil personas
-0,0144

(0,0117)

TNm370 Tamaño del núcleo superior a 370 mil personas
-0.0404**

(0.0189)

Fuente: Recopilación de los autores.

∆Ind.Pob=β12∆GPC (Pobi)+β13∆Gini(Pobi)
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a. Metodología para explorar canales urbano-rurales 
Primero, estimamos la correlación de cada canal, en función del tamaño de los núcleos urba-
nos por MCO, de la siguiente manera:

A4.4. 
Canales urbano-rurales

i = 1… 5. Se probaron los siguientes cinco canales: 1) Medida de desempeño municipal, 2) MCI, 
3) Índice de desempeño fiscal, 4) Densidad de vías y 5) Índice de rugosidad. Los detalles sobre 
la definición de estos canales se proporcionan en la siguiente subsección.

Estimamos el siguiente sistema utilizando un modelo de tres etapas que considera la influen-
cia de los canales en los cambios de pobreza:

Canal i=f(core size;β)+εi

∆Ind.Pob=γ11+β12∆GPC + β13∆Gini +μ1i

∆Ind.Pob=β12∆GPC (Canali)+β13∆Gini(Canali)

∆Gpc=γ21+β2icanalesi +μ2i

∆Gini=γ31+β3icanalesi +μ3i

Finalmente, utilizando las estimaciones de los parámetros del MC3E, estimamos los efectos 
netos de los canales sobre los cambios en el nivel de pobreza de la siguiente manera: 

b. Datos
Los datos de los canales urbano-rurales se definen, a continuación. (i) Para la infraestructura vial, 
creamos un índice de accesibilidad definido como la densidad vial (en kilómetros) por hectárea 
territorial, utilizando la red vial colombiana proporcionada por el Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi. Esta variable señala también la inversión pública en infraestructura, como un impor-
tante canal de reducción de la pobreza.12 (ii) Para las condiciones geográficas naturales, creamos 
un índice de rugosidad, basado en un índice de rugosidad del terreno de Riley, DeGloria y Elliot 
(1999). Este índice proporciona un resumen de las características geográficas del paisaje, inclui-
da la elevación y la proximidad a áreas planas como la costa.13 (iii) Para medir el desempeño 
del gobierno municipal, utilizamos la Medida de Desempeño Municipal 2018, elaborada por el 
DNP de Colombia, que considera dos componentes: gestión14 y desempeño institucional15 de los 
municipios.16 (iv) Para medir el desempeño fiscal local, utilizamos el Índice de Desempeño Fiscal 
2019 de los municipios (Índice de Desempeño Fiscal).17 (v) Como medida de las características 
cualitativas de una ciudad, utilizamos el MCI 2019 generado por el Observatorio del Sistema de 
Ciudades (Observatorio del Sistema de Ciudades -OSC-) del DNP, que incluye seis dimensiones: 
gobernanza, participación e instituciones; productividad, competitividad y complementarie-
dad; seguridad; sustentabilidad; ciencia; y equidad e inclusión social.18 

c. Correlación entre canales y los tamaños centrales de los 
territorios
TABLA A4.9 Canales urbano-rurales

Nombre de variable MDM2018 ICM IndDesem2018 Vías_Hec_Calc IRI_mean

TN10_50
1,4450

(0,9284)

-1,7499**

(0,710)

3,4058***

(0,8250)

-0,0007*

(0,0004)

0,0540

(0,0535)     

TN50_100
3,4120*

(1,7877)

-0,7737

(1,3673)

6,8647***

(1,5886)

-0,0012

(0,0009)   

0,2300**

(0,1031)     

TN100_370
11,8177***

(1,6559)

5,0285***

(1,2665)

8,823141***

(1,4715)

0,0012

(0,0008)

0,2723***

(0,0955)     

TNm370
15,6872***

(2,0687)

12,5429***

(1,5822)

11,4664***

(1,8383)

0,0004

 (0,0010)     

0,7565***

(0,1194)     

Constante
47,5840***

(0,7509)

32,0736***

(0,5744)

65,3856***

(0,6673)

0,0085***

(0,0003)    

0,1070**

(0,0433)     

Fuente: Recopilación de los autores.

d. Modelo de mínimos cuadrados de tres etapas para la pobreza 
monetaria y multidimensional, con canales
Al aplicar el modelo MC3E para el cambio en la pobreza monetaria con los canales seleccio-
nados (es decir, la Medida de Desempeño Municipal (2018), MCI y los índices de densidad y 
rugosidad de carreteras), se observan los siguientes efectos:

TABLA A4.10. Modelo de mínimos cuadrados ordinarios de tres etapas para la pobreza moneta-
ria, con canales

Nombre de variable Descripción
Cambio de pobreza mo-
netaria (2005-2018)

Cambio promedio en el 
gasto del hogar  
(2005-2018)

Cambio de GINI - 
desigualdad-  
(2005-2018)

DGINI Cambio de GINI (2005-
2018)

1,6320***

(0,2045)

DGasHogPronH Gasto promedio en ho-
gar (2005)

-0,3995***

(0,1069)

MDM2018 Medida de desempeño 
municipal (2018)

0,0038*** -0,0003

(0,0011) (0,0003)

ICM Índice de Ciudades Mo-
dernas

0,0020 -0,0044***

(0,0017) (0,0005)

Vías_Hec_Calc Densidad vial por hectá-
rea

9,9649*** -1,2458

(2,4118) (0,7769)

IRI_mean Índice de rugosidad
-0,0008 0,0151***

(0,0166) (0,0057)

_cons Constante
-0,2822*** -0,2682*** 0,0960***

(0,0544) (0,0169)

Efectos netos

MDM2018 Medida de desempeño 
municipal (2018)

-0,0020**

(0,0008)

ICM Índice de Ciudades Mo-
dernas

-0,0080***

(0,0011)

Vías_Hec_Calc Densidad vial por hectá-
rea

-6,0151***

(1,7223)

IRI_mean Índice de rugosidad
0,025019**

Fuente: Estimaciones de los autores.

Al aplicar el modelo de mínimos cuadrados en tres etapas para el cambio en la medida de 
pobreza multidimensional con los canales seleccionados, Medida de Desempeño Municipal, 
Índice de Desempeño Fiscal, MCI y el índice de densidad y rugosidad vial, se observan los si-
guientes efectos:

TABLA A4.11. modelos de mínimos cuadrados ordinarios de tres etapas para medidas de pobre-
za multidimensional, con canales

Nombre de variable Descripción

Cambio en medición de 
pobreza multidimensio-
nal (2005-2018)

Cambio promedio en el 
gasto del hogar  
(2005-2018)

Cambio de GINI - 
desigualdad-  
(2005-2018)

DGINI Cambio de GINI (2005-
2018)

0,9805***

(0,3743)

DGasHogPronH Gasto promedio en ho-
gar (2005)

-0,6015***

(0,1930)

MDM2018 Medida de desempeño 
municipal (2018)

0,0051*** -0,0001

(0,0012) (0,0004)

IndDesemFiscal2018 Índice de desempeño 
fiscal (2018)

0,0017 -0,0012***

(0,0011) (0,0003)

ICM Índice de Ciudades Mo-
dernas

0,0007 -0,0041***

(0,0016) (0,0005)

Vías_Hec_Calc Densidad vial por hectá-
rea

8,4892*** -0,8554

(2,2405) (0,7115)

IRI_mean Índice de rugosidad
-0,0034 0,0149***

(0,0142) (0,0048)

_cons Constante
-0,3149*** -0,3957*** 0,1600***

(0,0690) (0,0225)

Efectos netos

MDM2018 Medida de desempeño 
municipal (2018)

-0,0032***

(0,0007)

IndDesemFiscal2018 Índice de desempeño 
fiscal (2018)

-0,0022***

(0,0007)

ICM Índice de Ciudades Mo-
dernas

-0,0045***

(0,0009)

Vías_Hec_Calc Densidad vial por hectá-
rea

-5,9452***

(1,1735)

IRI_mean Índice de rugosidad
0,0167*

Fuente: Recopilación de los autores.
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a. Resultados de los modelos econométricos para la nueva 
combinación de subregiones funcionalesA4.5. 

Comprobaciones de 
robustez con una nueva 
combinación de territorios

b. Modelo de mínimos cuadrados ordinarios de tres etapas para 
pobreza monetaria y multidimensional
TABLA A4.12. Modelo de mínimos cuadrados ordinarios de tres etapas para el cambio de pobre-
za monetaria para una nueva combinación de subregiones funcionales

Nombre de variable Coef. Err. Est. P>|z|

DPorcPobMon

DGasHogPronH -0,1412932 0,0371348 0,000

DGINI 1,942084 0,1808204 0,000

GINImun2005 0,6034705 0,1266495 0,000

TN10_50 -0,0052798 0,0080979 0,514

TN50_100 0,0188878 0,0151132 0,211

TN100_370 0,0262429 0,01511 0,082

TNm370 0,0364084 0,0232371 0,117

Rur2005 0,04192 0,0181965 0,021

PobOcu2005 -0,2101808 0,0614952 0,001

Prom_PerH2005 0,0009132 0,0003785 0,016

PobDep2005 0,469375 0,1119319 0,000

Trans2005def 2,35E-06 1,34E-06 0,079

GastosInv2005def -7,20E-08 1,10E-08 0,000

_cons -0,8268804 0,112359 0,000

DGasHogPronH

GasHogProm2005 -4,20E-09 4,59E-09 0,360

GINImun2005 0,1019916 0,1817434 0,575

TN10_50 -0,0507344 0,0149322 0,001

TN50_100 -0,0571573 0,0279794 0,041

TN100_370 -0,0750267 0,0301878 0,013

TNm370 -0,0846813 0,0421793 0,045

Rur2005 0,1614133 0,0413936 0,000

JHMuj2005 6,45688 0,4530051 0,000

PobDep2005 0,4427483 0,2083536 0,034

DefHAb_T2005 -0,0014021 0,000356 0,000

PorcEst_BasicC2005 0,7381646 0,1295099 0,000

IndDesemFiscal2005 0,0015376 0,0008299 0,064

_cons -1,140475 0,164121 0,000

DGINI

GINImun2005 0,4527898 0,0883575 0,000

TN10_50 0,0276315 0,0070781 0,000

TN50_100 0,0400709 0,0130076 0,002

TN100_370 0,0464116 0,0124748 0,000

TNm370 0,0879032 0,0188069 0,000

TasHomi2005 0,000113 0,0000609 0,064

TasHurt2005 -0,0001933 0,00004 0,000

RegPerCap2005def 1,31E-08 6,95E-09 0,060

_cons -0,2905698 0,0401552 0,000

Fuente: Recopilación de los autores.

TABLA A4.13. Efectos netos del cambio en la pobreza monetaria

Nombre de variable Descripción Cambio de pobreza monetaria 
(2005-2018)

TN10_50 Tamaño del núcleo entre 10 mil 
y 50 mil personas

0,060831***

(0,0147018)

TN50_100 Tamaño del núcleo entre 50 mil 
y 100 mil personas

0,0858969***

(0,0267824)

TN100_370 Tamaño del núcleo entre 100 
mil y 370 mil personas

0,100736***

(0,0257309)

TNm370 Tamaño del núcleo superior a 
370 mil personas

0,1826803***

(0,0395323)

Fuente: Recopilación de los autores.

TABLA A4.14. Modelo de mínimos cuadrados ordinarios de tres etapas para el cambio de pobre-
za monetaria para una nueva combinación de subregiones funcionales

Nombre de variable Coef. Err. Est. P>|z|

DMPM

PorcPobMon2005 0,2697064 0,069022 0,000

MPM_2005 0,0049838 0,0006628 0,000

DGasHogPronH -0,0361014 0,0504922 0,475

DGINI -1,117356 0,253108 0,000

TN10_50 -0,0101593 0,0129831 0,434

TN50_100 -0,0097971 0,0238512 0,681

TN100_370 -0,0143739 0,0262639 0,584

TNm370 0,0072488 0,0394629 0,854

PobOcu2005 0,1419963 0,1048679 0,176

Prom_PerH2005 -0,0019269 0,0004542 0,000

PorcEst_BasicC2005 -0,378809 0,0969908 0,000

_cons -0,7863967 0,0995194 0,000

DGasHogPronH

GasHogProm2005 -4,69E-09 4,66E-09 0,314

GINImun2005 0,2759215 0,1792528 0,124

TN10_50 -0,0636668 0,0149731 0,000

TN50_100 -0,0923957 0,0272606 0,001

TN100_370 -0,1129032 0,0295573 0,000

TNm370 -0,1273403 0,042068 0,002

JHMuj2005 5,874012 0,4531022 0,000

DefHAb_T2005 -0,001264 0,0003573 0,000

PorcEst_BasicC2005 0,9477952 0,1173046 0,000

IndDesemFiscal2005 0,0017493 0,0008502 0,040

PobDep2005 0,2130081 0,1980317 0,282

_cons -1,071722 0,1659171 0,000

DGINI

GINImun2005 0,4251256 0,0834724 0,000

TN10_50 0,0271567 0,0070955 0,000

TN50_100 0,04032 0,0130571 0,002

TN100_370 0,0409771 0,0124255 0,001

TNm370 0,0745104 0,0186473 0,000

TasHurt2005 -0,0001358 0,0000376 0,000

RegPerCap2005def 1,16E-08 6,66E-09 0,082

_cons -0,2750781 0,038228 0,000

Fuente: Recopilación de los autores.

TABLA A4.15 Efectos netos del cambio en la medición de la pobreza multidimensional

Nombre de variable Descripción
Cambio en medición de 
pobreza multidimensional 
(2005-2018)

TN10_50 Tamaño del núcleo entre 10 mil 
y 50 mil personas

-0,0280453***

(0,0105548)

TN50_100 Tamaño del núcleo entre 50 mil 
y 100 mil personas

-0,0417162**

(0,0178069)

TN100_370 Tamaño del núcleo entre 100 
mil y 370 mil personas

-0,0417101**

(0,0174052)

TNm370 Tamaño del núcleo superior a 
370 mil personas

-0,0786575***

(0,0276948)

Fuente: Recopilación de los autores.

c. Vínculos urbano-rurales para la nueva combinación de 
subregiones funcionales
TABLA A4.16. Modelo de mínimos cuadrados ordinarios de tres etapas para la pobreza moneta-
ria con canales

Nombre de variable Coef. Err. Est. P>|z|

DPorcPobMon

DGINI 1,730325 0,1603427 0,000

DGasHogPronH -0,3385594 0,0865094 0,000

_cons -0,2815364 0,0081253 0,000

DGasHogPronH

MDM2018 0,004602 0,0011971 0,000

ICM 0,0060208 0,0016326 0,000

Vías_Hec_Calc 2,70214 2,106008 0,199

IRI_mean -0,0061435 0,0238854 0,797

_cons -0,3706122 0,0639549 0,000

DGINI

MDM2018 0,0000103 0,0003806 0,978

ICM -0,0049619 0,0005223 0,000

Vías_Hec_Calc 2,773465 0,6802387 0,000

IRI_mean 0,0221069 0,0080336 0,006

_cons 0,0671237 0,0197783 0,001

Fuente: Recopilación de los autores.

TABLA A4.17 Modelos de mínimos cuadrados ordinarios de tres etapas para medidas de pobreza 
multidimensional con canales

Nombre de variable Coef. Err. Est. P>|z|

DMPM

DGINI 0,4741803 0,359013 0,187

DGasHogPronH -0,8151857 0,1931785 0,000

_cons -0,3333324 0,0184513 0,000

DGasHogPronH

MDM2018 0,0043293 0,0012632 0,001

IndDesemFiscal2018 0,0029086 0,0009306 0,002

ICM 0,0044883 0,0014276 0,002

Vías_Hec_Calc 2,315523 1,742028 0,184

IRI_mean -0,0237385 0,0158694 0,135

_cons -0,5014177 0,068832 0,000

DGINI

MDM2018 0,0003606 0,0004401 0,413

IndDesemFiscal2018 -0,0010463 0,0004322 0,015

ICM -0,0047373 0,0004995 0,000

Vías_Hec_Calc 2,803938 0,6418676 0,000

IRI_mean 0,0243842 0,0072661 0,001

_cons 0,1136175 0,0265396 0,000

Fuente: Recopilación de los autores.

TABLA A4.18. Efectos netos del cambio de la pobreza monetaria y cambio de pobreza multidi-
mensional

Nombre de variable Descripción Cambio de pobreza moneta-
ria (2005-2018)

Cambio en medición de  
pobreza multidimensional 
(2005-2018)

MDM2018 Medida de desempeño munici-
pal (2018)

-0,0015402* -0,0033582***

(0,0008597) (0,0007042)

ICM Índice de Ciudades Modernas
-0,0106241*** -0,0059051***

(0,0011817) (0,0008483)

Vías_Hec_Calc Densidad vial por hectárea
3,884163** -0,5580094

(1,535902) (1,072238)

IRI_mean Índice de rugosidad
0,040332** 0,0309138***

(0,0180041) (0,01233)

IndDesemFiscal2018 Índice de desempeño fiscal 
(2018)

-0,0028672***

(0,0009158)

Fuente: Recopilación de los autores.

Fuente: Recopilación de los autores.

FIGURA A4.1. Mapa de la nueva combinación de subregiones 
funcionales

Regiones
Población 2018

1 118 - 10 000
10 001 - 50 000
50 001 - 100 000
100 001 - 370 000
370 001 - 7 412 566

Figura A4.1. Mapa de la nueva combinación de subregiones funcionales

Fuente: Recopilación de los autores.
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El análisis en el Capítulo 6 utilizó el Modelo de Equilibrio General Aplicado de Mitigación, Adap-
tación y Nuevas Tecnologías (MANAGE), el modelo de equilibrio general computable (EGC) re-
currente, dinámico y de un solo país del Banco Mundial, diseñado para enfocarse en energía, 
emisiones y cambio climático. MANAGE incluye una especificación energética detallada que 
permite la sustitución de capital, trabajo y energía en la producción, la generación de elec-
tricidad mediante diferentes fuentes de energía y una estructura de producción de múltiples 
salidas y múltiples insumos. MANAGE es un modelo dinámico, que utiliza principalmente una 
especificación de crecimiento neoclásica. El crecimiento de la mano de obra está determi-
nado por el crecimiento de la población en edad de trabajar, y la acumulación de capital se 
deriva de las decisiones de ahorro e inversión; también existe una amplia gama de supuestos 
de productividad, incluida la productividad total de los factores y la mano de obra (consulte 
los detalles a continuación). 

MANAGE captura los efectos directos de diferentes shocks climáticos, pero también los efectos 
de equilibrio general (indirectos) que se derivan de las complejas interrelaciones económicas 
entre varios agentes económicos (como empresas, gobierno y varios tipos de hogares), más 
de 70 actividades económicas y varios factores de producción. Los cambios estructurales de 
los choques externos, como los efectos de los daños asociados con el cambio climático, tienen 
muchas repercusiones directas y complejas en la actividad económica de diferentes sectores 
y en diferentes tipos de trabajadores y hogares. Los modelos de equilibrio general aplicados 
basados en los mejores datos disponibles han surgido como herramientas eficaces para eva-
luar estos efectos. MANAGE captura el impacto ex ante de estos shocks en una variedad de 
indicadores macroeconómicos, incluidas las cuentas nacionales (crecimiento del PIB, consu-
mo, inversiones, balance fiscal), indicadores de la industria (producción, empleo) y efectos en 
el mercado laboral (salarios y empleo por tipo de trabajador). 

MANAGE va más allá del efecto de las perturbaciones climáticas en los indicadores macroeco-
nómicos, al captar también los efectos distributivos de las perturbaciones externas tanto en 
los factores como en los ingresos de los hogares. Por lo tanto, puede informar a los responsa-
bles de la formulación de políticas sobre las políticas compensatorias necesarias que pueden 
mitigar estos efectos del cambio climático y dirigirse a los segmentos de población relevantes. 

Este análisis empleó la Matriz de Contabilidad Social (MCS) 2015, originalmente construida 
por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) de Colombia, y luego la 
actualizó a 2018 utilizando datos de cuentas nacionales y tablas de oferta y uso.19 Esta MCS 
actualizada se combinó con datos de encuestas de hogares,20 permitiendo la segmentación 
de un solo hogar y tipo de trabajo en la MCS original en 10 hogares diferentes, y ocho tipos 
de trabajadores se dividieron en hogares rurales y urbanos, cada uno agregado por quinti-
les, según el nivel de ingresos. La segmentación en trabajadores empleó tres características: 
sexo (hombre o mujer), nivel de habilidad (no calificado o calificado) y formalidad (formal o 
informal). Los datos de la encuesta de hogares también proporcionaron las características de 
consumo, las fuentes de ingresos y las transferencias directas para cada tipo de hogar. 

Finalmente, el MCS original también se amplió para incluir siete actividades de generación de 
electricidad y dos productos básicos de electricidad, utilizando la base de datos GTAP-Power 
(Peters, 2016). Del total de 12 actividades en la base de datos, Colombia está utilizando seis 
fuentes de energía: hidroeléctrica (carga base y pico), carbón (carga base), eólica (carga base), 
gas (carga pico) y petróleo (carga pico). Por lo tanto, las otras actividades de la base de datos 
(nuclear, solar y otras tecnologías de energía) se agregaron en una séptima actividad: otras 
(carga de base). Los dos productos básicos de la electricidad son la distribución y el uso de 
electricidad. El análisis utilizó el método de entropía cruzada desarrollado por Robinson, Ca-
ttaneo y El Said (2001)21 para combinar y equilibrar el MCS, utilizando todas estas fuentes de 
datos. El MCS resultante tiene 75 actividades y 69 productos básicos, nueve factores de pro-
ducción (capital más ocho tipos de trabajadores), 13 agentes (10 tipos de hogares, empresas, 
gobierno y resto del mundo) y seis impuestos (ventas, IVA, riqueza, producción y subsidios a 
la producción y los productos básicos).22 

A N E X O  5 . 

Modelo MANAGE CGE  
para Colombia

A5.1. 
Características e 
implementación 

A5.2. 
Especificaciones técnicas 

Esta sección resume las relaciones clave en el modelo CGE como se describe en el Capítulo 6. 
Se puede encontrar una discusión detallada del modelo, incluidas sus ecuaciones, en van der 
Mensbrugghe (2017). El modelo se desarrolla a partir del enfoque de modelado estructural 
neoclásico (cf. Dervis et al. 1982).23 Los supuestos subyacentes son principalmente los que se 
encuentran en la literatura estándar de CGE (de Melo y Tarr, 1992; y Dixon y Jorgenson, 2013). 

a. Producción
Se supone que todos los sectores producen en condiciones de rendimientos constantes a es-
cala y competencia perfecta, lo que implica que los precios son iguales a los costos margina-
les de producción. Los productores maximizan sus ganancias, minimizando su costo variable 
unitario bajo la restricción de una función de producción multinivel (ver Figura A5.1). En el 
nivel superior, la producción se obtiene, combinando el valor agregado y los agregados inter-
medios, siguiendo una tecnología de producción de Leontief. Por lo tanto, cualquier política 
que dé forma a un sector específico afectaría a ese sector directamente, pero también indirec-
tamente, utilizando la producción del sector como consumo intermedio. 

En el segundo nivel, los agregados intermedios se obtienen, 
combinando todos los productos en proporciones fijas (es-
tructura de Leontief), y el valor agregado total se obtiene agre-
gando los factores primarios (capital, trabajo, tierra y recursos 
naturales) y energía usando una estructura anidada. En cada 
nido, las empresas toman decisiones sensibles al precio, con 
respecto a los insumos en la producción. Por ejemplo, en el 
primer nido, el capital y la mano de obra calificada se combi-
nan en un paquete (paquete KS) basado en el precio de alqui-
ler del capital, en relación con el salario de los trabajadores 
calificados. Un aumento en los salarios haría que las empre-
sas sustituyeran la mano de obra calificada por el capital. El 
uso de una estructura anidada permite que el modelo capture 
mejor las decisiones de producción que toman las empresas 
al adaptar el grado de sensibilidad de cada decisión a los pre-
cios relativos.

En el siguiente nido, este paquete de capital y mano de obra 
calificada se combina con los recursos naturales (paquete 
KF). A diferencia de los modelos CGE estándar, MANAGE per-
mite a las empresas determinar la intensidad energética de la 
producción; y el paquete KF se combina con energía (paquete 
KEF). En los sectores agrícolas, el paquete KEF se combina con 
tierra antes de combinarlo con mano de obra no calificada. 
En los sectores no agrícolas, el paquete KEF se combina con 
mano de obra no calificada.

FIGURE A5.1. Estructura de producción MANAGE FIGURA A5.1. Estructura de producción MANAGE 
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b. Mercados de factores
Se supone que los mercados de factores están en competencia perfecta. El mercado laboral 
está segmentado en ocho tipos de ocupación, categorizados por tres características: sexo, ha-
bilidad y nivel de formalidad. Cada tipo de trabajo es perfectamente móvil entre los diferentes 
sectores de producción dentro de una región; en ausencia de brechas salariales entre secto-
res, esto implica un salario uniforme en todos los sectores dentro de una región. El salario se 
fija de acuerdo con la oferta y demanda de trabajo en cada segmento; los salarios flexibles 
despejan los mercados de los dos segmentos.

La versión actual de MANAGE asume salarios que compensan el mercado laboral con un pro-
grama de oferta laboral con pendiente ascendente y una movilidad lenta de la mano de obra 
entre sectores. El modelo también presenta una segmentación del mercado laboral (por ejem-
plo, rural vs. urbano).

Para los mercados de capitales, MANAGE distingue entre dos cosechas de capital: antiguo y 
nuevo. Las industrias en declive liberan capital, y esto se agrega al stock disponible de capi-
tal nuevo. Este nuevo capital es totalmente móvil entre sectores. Esto permite que el modelo 
capture algunas rigideces en el mercado de capitales, asumiendo que los sectores en declive 
liberarán primero los tipos de capital más móviles. El capital en los sectores en expansión 
obtiene la misma tasa de rendimiento, mientras que el capital en los sectores en declive tiene 
una tasa de rendimiento más baja.

c. Ingresos y consumo de los hogares
Cada tipo de hogar proporciona uno o varios de los diferentes tipos de trabajo y recibe un 
salario a cambio. La cantidad de trabajo ofrecido es exógena al modelo. Los hogares también 
reciben ingresos y transferencias de otros agentes, incluidas las ganancias de la tenencia de 
activos. Los hogares utilizan sus ingresos para consumo, ahorro y transferencias.

La demanda de los hogares se modela utilizando la función de demanda de diferencias cons-
tantes en elasticidad (CDE), que es la función de utilidad estándar utilizada en otros mode-
los CGE. MANAGE permite una especificación diferente de los productos demandados de los 
productos suministrados. Se utiliza un enfoque de matriz de transición para convertir bienes 
de consumo en bienes suministrados, y también se basa en un enfoque de elasticidad de sus-
titución constante anidado (CES). La matriz de transición es en gran parte diagonal, con los 
productos consumidos directamente asignados a los productos suministrados. La demanda 
de energía se agrupa en un solo producto, y se desglosa por tipo de energía, utilizando una es-
tructura CES que permite la sustitución entre combustibles. La otra demanda final se maneja 
de manera similar, aunque la función de gasto agregado es una función CES en lugar de CDE.

Los bienes se evalúan a precios básicos con brechas fiscales. El modelo incorpora márgenes 
de comercio y transporte que agregan una brecha adicional entre los precios básicos y los 
precios para el usuario final. Los márgenes de comercio y transporte se diferencian entre los 
nodos de transporte-puerta de la granja/fábrica a los mercados nacionales y la frontera (para 
las exportaciones) y del puerto al usuario final (para las importaciones).

La demanda de importaciones se modela utilizando el omnipresente supuesto de Armington, 
es decir, los bienes con la misma nomenclatura se diferencian por región de origen (Armin-
gton, 1969). Esto permite una sustitución imperfecta entre bienes de producción nacional y 
bienes importados. El nivel de elasticidad CES determina el grado de sustituibilidad entre las 
regiones de origen. La producción nacional se diferencia de manera análoga por región de 
destino, utilizando la función de elasticidad constante de transformación (CET). La capacidad 
de los productores para cambiar entre los mercados nacionales y extranjeros está determi-
nada por el nivel del CET. El modelo permite una transformación perfecta, en cuyo caso debe 
mantenerse la ley del precio único.

El equilibrio del mercado para los bienes producidos en el país que se venden en el país se 
asume mediante precios de compensación del mercado. Por defecto, el supuesto de país pe-
queño se hace para los precios de exportación e importación y, por lo tanto, son exógenos, es 
decir, los niveles de exportación no influyen en el precio recibido por los exportadores, y la 
demanda de importación no influye en los precios de importación de costo, seguro y flete. 

d. Cierres macroeconómicos
Los cierres macroeconómicos determinan cómo se restablecen los equilibrios macroeconó-
micos después de un shock. Específicamente, estos cierres estipulan cómo MANAGE logra (i) 
cuentas gubernamentales equilibradas, (ii) el equilibrio macro de la cuenta de capital (es decir, 
el saldo de inversión y ahorro) y (iii) el equilibrio macro de las cuentas con el resto del mundo 
(es decir, equilibrio externo). Las reglas de cierre adoptadas en el modelo se analizan a con-
tinuación. El saldo presupuestario del gobierno es exógeno en diferentes escenarios, al igual 
que el nivel de gasto público (en términos reales). Por lo tanto, el nivel de impuestos directos 
es endógeno y se ajusta, en respuesta a políticas y choques económicos, para cubrir cualquier 
cambio en los ingresos con el fin de mantener el equilibrio fiscal en el nivel exógeno. 

Para el equilibrio ahorro-inversión, MANAGE asume un cierre impulsado por el ahorro. La in-
versión agregada, que, junto con una tasa de depreciación exógena, determina el stock de 
capital del período siguiente, es flexible para garantizar que el costo de inversión sea igual al 
valor de los ahorros. El volumen de ahorro disponible está determinado por un nivel exógeno 
de ahorro externo, ahorro público endógeno y ahorro familiar endógeno. En este contexto, 
un aumento de los ingresos públicos de una nueva fuente de ingresos fiscales, por ejemplo, 
también se reflejaría en un mayor ahorro público y, por lo tanto, estimularía la inversión y el 
crecimiento actuales.

El balance externo asegura que la trayectoria de los pasivos externos sea sostenible. Esto se 
logra mediante un ajuste del tipo de cambio real, mientras que la cuenta corriente se fija por la 
cantidad disponible de ahorro externo. Para mantener constante la cuenta corriente, los pre-
cios internos se ajustan para generar cambios apropiados en los volúmenes de importaciones 
y exportaciones demandados. La principal implicación de este cierre es que un aumento de 
las exportaciones, por ejemplo, generaría una apreciación del tipo de cambio real, penalizan-
do la competitividad del sector no minero, es decir, un efecto de enfermedad holandesa.

e. Comportamiento dinámico del 
modelo
El camino dinámico sigue el marco de crecimiento neo-
clásico. Emplea un mecanismo de crecimiento de So-
low-Swan, lo que implica que la tasa de crecimiento a 
largo plazo de la economía está determinada por tres 
factores principales: la acumulación de capital, el cre-
cimiento de la oferta de trabajo y el aumento de la pro-
ductividad. El stock de capital es endógeno, mientras 
que los dos últimos están determinados exógenamente:

• Acumulación de capital. El capital social de cada período es la suma del capital deprecia-
do del período anterior y la nueva inversión.

• Oferta de trabajo. Para cada tipo de mano de obra, el stock máximo de mano de obra dis-
ponible en cada período crece exógenamente según las proyecciones de población de la 
cohorte en edad de trabajar (15 a 64 años).

• Productividad. Para el determinante final del crecimiento, MANAGE asume un progreso 
técnico exógeno específico para el sector y los factores de producción. Por lo tanto, en 
las simulaciones, la tasa de crecimiento del PIB real difiere de la tasa de crecimiento en 
el escenario base, debido a la política o choque que se está simulando. Específicamente, 
las políticas o los shocks afectan el crecimiento del PIB real, a través de sus efectos sobre 
la acumulación de trabajo y capital. 

f. Advertencias para el marco de modelado de MANAGE
La metodología de MANAGE asume un movimiento libre y sin fricciones de mano de obra y 
capital entre sectores. Se trata de una simplificación, ya que podría haber fricciones que impi-
dan que los factores se muevan de los sectores en declive a sectores en expansión. Aunque la 
metodología tiene limitaciones, ilustra el potencial de un país para ajustar y cosechar los be-
neficios de la estructura cambiante de la economía o para absorber choques negativos, como 
los impactos negativos del cambio climático. El ajuste sin fricciones de la mano de obra y el 
capital a los choques externos y el cambio inmediato en los precios relativos que se requieren 
para volver al equilibrio implica que el modelo no es adecuado para analizar los choques a 
corto plazo o las fluctuaciones del ciclo económico.

Como la mayoría de los modelos CGE, MANAGE no captura el efecto de los choques de política 
en la productividad, ya que el progreso tecnológico es exógeno. Esta es otra limitación, ya que 
la literatura económica reciente enfatiza los beneficios potenciales de la diversificación del 
comercio sobre la productividad. 
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1  Este análisis se basa en Burger, Hendriks e Ianchovichina (2020).
2  Colombia ocupó en promedio el puesto 37 de 156 países en términos de BS (según la Encuesta Mundial 

Gallup); pero solo el 73 de 156 países, en términos de PIB per cápita (paridad de poder adquisitivo [PPA]), 
según los Indicadores del Desarrollo Mundial para el período 2010-2018.

3  Ver Banco Mundial. The Human Capital Project. Disponible en https://www.worldbank.org/en/publication/
human-capital.

4  Ver https://www.worldbank.org/en/publication/human-capital. 
5  Para obtener una guía detallada para calcular cada componente del ICH, consulte Banco Mundial (2019). 

Guide to Calculating a Subnational Human Capital Index; (Washington, DC: Banco Mundial, 2019). 
6  Si las ciudades carecían de servicios dentro de sus perímetros urbanos, la proximidad se calcula como la 

distancia desde su centro de servicio más cercano ubicado fuera de su área urbana.
7  Para tener un valor único por ciudad, estimamos la distancia de viaje promedio ponderada por el tamaño 

de la población de la ciudad.
8  Se da el mismo peso a todas las amenidades. 
9  Considera el nivel de atractivo del destino-la amenidad, en este caso- descontado por la impedancia de 

viaje, desde una cuadra determinada hasta la amenidad ubicada en el destino. La impedancia de viaje se 
calcula utilizando funciones de disminución de distancia. Usamos cuatro funciones de disminución de dis-
tancia siguiendo a Reggiani, Bucci y Russo (2011) y consideramos la función que mejor se ajusta a los datos 
de cada ciudad.

10  Según la normativa colombiana, específicamente la NTC 4595 (ICONTEC 2020) en cuanto a la planificación 
y diseño de las instalaciones y entornos escolares, 15 minutos se considera un tiempo adecuado para llegar 
a una instalación educativa desde un origen determinado. Sin embargo, los 15 minutos son muy relativos, 
dependiendo del modo de transporte utilizado para viajar entre el origen y el destino. 

11  Para considerar una medida única para todo tipo de instalaciones, y debido a la falta de estándares conoci-
dos para los otros tipos de instalaciones, este trabajo utiliza la distancia estándar propuesta por Páez et al. 
(2010) para amenidades de salud: 5 kilómetros en contextos urbanos y 15 kilómetros en contextos rurales.

12  Como se comenta en Berdegué et al. (2015).
13  Usamos el modelo de elevación digital GTOPO30, SRTM del Servicio Geológico de Estados Unidos (1996), 

lo que permitió analizar una trama de elevación con una resolución cercana a 1 kilómetro y una precisión 
vertical de unos 30 metros. Intuitivamente, el índice se construye como la diferencia de elevación entre un 
punto de referencia y los puntos cercanos que lo rodean. Agregamos este índice tomando el promedio de 
los valores de celda que se cruzan con el polígono geográfico de interés.

14  Incluye recursos autogenerados, ejecución presupuestaria, transparencia, gobierno abierto y recaudación 
tributaria efectiva. 

15  Incluye medidas de resultados en educación, salud, servicios públicos y seguridad y convivencia. 
16  Cada componente y sus subtemas se califican entre 1 y 100, con 100 un resultado sobresaliente. Como el 

índice compuesto oscila entre 1 y 100, este rango se divide en tres clasificaciones cualitativas: bajo (menos 
de 45), medio (entre 45 y 55) y alto (más de 55).

17  Según el documento Medición Nuevo Índice de Desempeño Fiscal Territorial (2020), el índice se mide te-
niendo en cuenta las siguientes dimensiones: resultados fiscales (ponderado 80 %) y gestión fiscal territo-
rial (20 %). Cada uno de ellos tiene algunos subelementos que se miden de 0 a 100.

18  Este índice multisectorial es adecuado para comprender los vínculos urbano-rurales ya que engloba mu-
chas de las variables identificadas en la literatura. Sin embargo, dado el alto grado de agregación de varia-
bles, interpretamos el impacto de este índice en el desarrollo territorial como la influencia de las caracterís-
ticas cualitativas de las ciudades en la dinámica de la pobreza.

19 DANE. Cuadro de oferta y utilización a precios corrientes. Para 2018, incluye márgenes de transporte y co-
mercio.

20 DANE. Encuesta Nacional de Presupuestos de los Hogares (ENPH) (2016–2017). Disponible en: https://www.
dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/pobreza-y-condiciones-de-vida/encuesta-nacional-de-presu-
puestos-de-los-hogares-enph.

21 La versión 3.3 del código GAMS fue desarrollada por Sherman Robinson y Scott McDonald en 2006.
22 En el futuro, este MCS se puede ampliar y mejorar aún más utilizando datos más recientes del DNP. Por 

ejemplo, la MCS original de 2015 tenía cinco sectores agrícolas (café, ganadería, pesca, silvicultura y agri-
cultura), pero podría ampliarse a 10 actividades. La tierra podría incluirse como un factor de producción 
adicional (actualmente se agrega al capital), y la renta mixta podría separarse con mayor precisión entre 
tipos de trabajo y capital. Finalmente, también se podría actualizar la matriz de transferencia entre agentes 
económicos.

23 El marco teórico se basa en supuestos neoclásicos de rendimientos constantes a escala y competencia per-
fecta, donde las empresas maximizan las ganancias para determinar la oferta de producción y las deman-
das de los factores.

Notas finales87
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